Lo contencioso-administrativo by Gil Domínguez, Manuel
TE.NCIOSO - ADMINIS"TRATIV0 
:^ 
LAS LEY ES 
BIBLIOTECA ECONOMICA DE LEGISLACION Y JURISPRUDENCIA 
LO 
COTE1YUO XO 1U11111ISTQITII'0 
Contiene la ley de 13 de Setiembre de 1888 
con extensas explicaciones doctrinales y gran número 
de notas y concordancias; una Sección legislativa complementaria, 
con los Reales decretos de igual fecha que la ley, el 
reglamento de 1P de Octubre de 1845, el de 30 de Diciembre 
de 1846, el R. D. de 20 de Junio de 1858 y lo pertinente de la ley 
orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto 
de 1860, del decreto de 1.. de Julio de 1874 y de la ley de 30 
de Diciembre de 1876; además, como final tiene 
una completa Sección de jurisprudencia. 
POR 
D. MANUEL GIL DOMÍNGUEZ 
Abogado del ilustre Colegio de esta corte, 
ex• Gobernador civil, Vocal que ha sido de la Comisión provincial de Madrid, 
ex- Director de varias Revistas de Administración, etc., etc. 
MADRID 
Administración: calle do Ferraz, 31, principal. 
1888. 
MADRID:  18S8.—J. López Camacho, impresor; Bailén, 24. 
AL LECTOR  
Es tan vasto el campo de la legislación, es tan in-
menso el cúmulo de leyes, que apena el ánimo con-
siderar que todo precepto legal es obligatorio y que 
la ignorancia de la ley no excusa su cumplimiento. 
Y sin embargo, así tiene que ser precisamente; por-
que las leyes para su cumplimiento se dictaron, y 
si alegable fuera su ignorancia, quedara baldío el 
trabajo del legislador. 
Pero por cima de la lógica han estado siempre los 
hechos, y obligatorias ó no, las leyes son descono-
cidas por la casi totalidad de los que están llamados 
á cumplirlas; y hasta aquellos pocos que se iniciaron 
en su estudio, ni tiempo material tienen en el corto 
plazo de la vida para hacer algo más que orientarse 
en el laberinto legislativo de nuestra patria. 
Tal conflicto entre la verdad legal y la verdad real 
subsistirá por mucho tiempo, por mucho, hasta que 
allá, en épocas venideras, el adelanto social haya 
tomado gran incremento, é influyendo en la ciencia 
del Derecho, la modifique y transforme haciéndola 
sencilla, como debe ser, y despojándola de esos for-
mularismos, rutinas y falsas filosofías en que hoy 
abunda y que le dan la nota pretenciosa que tanto 
le caracteriza. 
Mientras eso sucede, y para que suceda, hay dos 
vi 
medios de ir acercándose al ideal. Uno, el que los 
hombres á quienes la casualidad, el favor ó sus me-
recimientos les lleven á la Representación Nacional 
procuren tener siempre presente que las leyes no 
deben hacerse para entretenimiento de eruditos ni 
para explotación de abogados, y que siendo el legis-
lar pura y simplemente ordenar un país, lo hace 
mejor aquel que dicta disposiciones claras y senti. 
llas y las dicta en el menor número posible. 
El otro medio es de esfera más modesta. Los que 
por inclinación, ó por necesidad, al estudio del De-
recho nos dedicamos, podemos también aportar algo 
A la realización de la obra, arrancando de ese in-
menso todo llamado legislación pequeños trozos ho-
mogéneos, poniéndolos al alcance intelectual de los 
profanos . con explicaciones pertinentes y haciendo, 
de ese modo, que lo que antes era exclusivo del me-
nor número llegue al conocimiento de los más y en 
condiciones de ser entendido. 
POT eso hemos fundado la BIBLIOTECA ECONÓMICA DE 
LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA denominada Las Leyes, 
y por eso nos proponemos ir publicando consecuti-
vamente diferentes tomos que comprendan cada uno 
un punto de nuestra legislación, y todos juntos, la 
legislación completa en sus diferentes ramos. 
Para ello no perderemos de vista que lo principal 
es que el tomo correspondiente salga á luz con opor-
tunidad, lo cual sucederá siempre que alguna nueva 
ley modifique cualquier materia. Y en los interva-
los de descanso que el Poder legislativo nos deje, 
nosotros publicaremos también Manuales referentes 
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á los asuntos cuya modificación no sea probable; 
consiguiendo de ese modo que los que nos lean pue- 
dan tener en breve plazo completada la BIBLIOTECA. 
Otro punto importantísimo también es el relativo 
al precio de cada tomo, y como el nombre de nues-
tra BIBLIOTECA indica, nos ha guiado en eso la idea 
de que sean á precios lo más bajos posibles. Sin tal 
condición caería por su base nuestro objeto y serían 
irrealizables tan buenos propósitos. 
Si el plan propuesto responde ó no á una necesi-
dad sentida y si sabemos ó no desenvolverlo, el pú-
blico es quien lo ha de decir. Esperemos, pues, su 
veredicto en esta primer prueba de nuestro trabajo. 

PRÓLOGO  
Cuando pensamos en la necesidad de un Poder so-
cial independiente en toda sociedad constituida, nos 
hallamos al momento con la división fundamental 
de ese Poder en legislativo y ejecutivo. El Poder le-
gislativo, según su nombre indica, es el encargado 
de hacer las leyes, y el concepto del mismo resulta 
de fácil conocimiento. En cambio el Poder ejecuti-
vo presenta grandes dificultades, ya para determi-
nar su esencia, ya para precisar todo el desarrollo 
de su procedimiento, y por eso las escuelas que de 
él se ocupan cuestionan eternamente sin llegar á 
una solución definitiva. 
Este Poder, el ejecutivo, se divide en dos gran-
des ramas: la judicial y la administrativa. El Poder 
judicial sólo tiene por misión resolver los conflic-
tos que nacen entre particulares, y las materias 
propias de su acción entran de lleno en lo civil y en 
lo penal, todo lo cual corresponde á los Tribunales 
ordinarios; no es este, pues, el terreno á propósito  
para las luchas de escuela. Pero en cambio el Poder  
administrativo, que al ejecutar las leyes atiende  
también á las relaciones entre el Estado y los parti-
culares y al fomento de todo lo que puede contri-
buir al desarrollo de los intereses públicos, es el 
punto donde los que vienen de distintos campos  
cuestionan y batallan; porque según sea el concepto  
qúe se tenga del Estado, asi habrá que atribuirle  
más ó menos derechos, derechos que se nutren siem-
pre á costa de los individuales. 
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La Administración tiene un procedimiento espe-
cial para cumplir la misión que le hemos atribuido, 
y cuando al funcionar dentro de ese procedimiento 
lesiona intereses particulares garantidos por un pre-
cepto legal ó re'lamentario, nace entonces lo que 
se llama contencioso-administrativo, materia objeto 
de nuestro trabajo, y una de las más predilectas 
para discutirse; porque si bien es fácil convenir en 
que el Estado, en el concepto de personalidad j urí-
dica, tiene el deber de sujetarse á las prescripciones 
del Derecho y someterse á los Tribunales ordinarios, 
se presta muy mucho á la controversia ese mismo 
asunto si consideramos al Estado como entidad co-
lectiva, como defensor de los intereses generales, 
como representante del Poder social. 
Sin embargo, en los modernos tiempos la lucha 
entre el Estado y el individuo va dando victorias á 
éste sobre aquél y como el principio de justicia se 
abre paso paulatinamente, siendo cada día su reali-
zaciou una necesidad social más imperiosamente 
sentida; de aquí que poco á poco lo contencioso-ad-
ministrativo se haya afianzado no sólo en su esen-
cia, sino también en su procedimiento, fluctuando, 
no obstante, los diferentes proyectos que del asunto 
han tratado, según ha fluctuado el criterio político 
de la época en que cada proyecto se informa. 
Por eso vemos que todo lo relativo á lo conten-
cioso de la Administración en las antiguas épocas 
era absolutamente desconocido; el Estado no po-
día contender con los particulares, el Estado lo era 
todo. Su Jefe sólo procuraba asesorarse de perso-
nas doctas para obrar de la mejor manera posible, 
pero sin reconocer derechos en esta materia concre-
ta, sin sospechar siquiera que existían. Luego, con 
los adelantos de los tiempos, con el perfecciona-
miento del derecho, con la dignificacion del hom-
bre, esos derechos aparecen; se ven primero borro- 
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samente (1), después se determinan y precisan, y, 
por fin, hasta se consagran con la sanción legal; ya 
entonces no se discute sobre lo contencioso adminis-
trativo, su existencia real está asegurada. Pero falta 
saber el medio, el procedimiento, la manera de hacer 
efectivas esas adquisiciones, y la lucha se traslada 
á la organización de los Tribunales que han de apli-
car y hacer palpable aquel derecho. Y vienen las 
teorías de las jurisdicciones retenida y delegada, y 
los que las prerrogativas del Estado defienden pelean 
con los que tienen por norma la justicia, y así, en 
lucha tras lucha, y poco á. poco, los partidos libera-
les van ganando terreno. Hoy hemos pasado por uuo 
de esos momentos históricos. La presente ley es una 
victoria más del individuo sobre el Estado. 
Si queremos materializar estas reflexiones que 
preceden presentando hechos, nos bastará con una 
Ligerísima excursión por nuestra historia patria (2). 
Los Monarcas españoles en lo antiguo, cuando los 
azares de la guerra les exigía que su residencia 
fuese accidental en casi todos los pueblos, tuvieron, 
para que los aconsejasen, Consejos que variaban de 
organización según las circunstancias, no concre-
tándose la idea de un Consejo de Estado hasta el 
reinado de D. Juan I, y cuya organización tampoco 
se completó hasta los Reyes Católicos, naciendo de 
él, después, puede decirse que dos entidades, el Con-
sejo de Estado y el Consejo de la Cámara. Desde en-
tonces los Monarcas vinieron dando prestigios al 
Consejo de Estado, como al más alto Cuerpo consul-
tivo de la nación. 
(1) Léase lo que decimos de la Novísima Recopilación en la 
página 41. 
(2) En la necesidad de tratar dos veces de la historia de lo 
contencioso-administrativo en España, aquí y en el título II de 
la ley, hemos procurado dar variedad á una y otra para que entre 
ambas se complementen. 
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Más tarde, en el periodo en que se preparó la gran 
revolución francesa, asomó el primer rayo de luz de 
la materia contencioso-administrativa, y la Consti-
tución de Bayona dijo ya en España que el Consejo 
de Estado había de conocer de aquella jurisdicción. 
En 1809 dióse un decreto estableciendo lo conten-
cioso y declarando que las resoluciones que el Con-
sejo de Estado dictara en la materia, quedarían su-
jetas á la decisión del Monarca. He ahi ya la juris-
dicción retenida. 
Después, los partidos tomaron por bandera de la 
política radical la jurisdicción contenciosa, y en 
1854, cuando triunfa una revolución, crean un Tribu-
nal especial, pero respetando lo retenido de la juris-
dicción. En 1856 vuelven otra vez las cosas al Con-
sejo de Estado. 
En 1868, con la caída del trono, se establece la 
jurisdicción delegada y se pasa el conocimiento de 
los asuntos al Tribunal Supremo de Justicia, hasta 
que en 1875, después de la restauración, por el de-
creto-ley de 20 de Enero, se le devuelven al Consejo 
de Estado sus atribuciones en la materia y reapare-
ce la jurisdicción retenida. 
Para evitar estas constantes luchas, preténdese 
entre los hombres políticos hacer una transacción y 
llega á formarse el proyecto de la Comisión de nota-
bles. Luego el Sr. Cánovas, en 16 de Mayo de 1885, 
formula otro proyecto basado en el anterior. Y por 
fin, el Gobierno actual presenta uno más en 22 de 
Julio de 1886. 
Según él, el ejercicio de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa se colocaba en el Tribunal Su-
premo de Justicia, de igual manera que en la época 
de la revolución del 68; pero llevado el proyecto al 
Congreso, allí ya sufrió transformación, convinién-
dose en que aquella jurisdicción fuese á un Tribunal 
especial, aislado de la misma manera del Tribunal 
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Supremo que del Consejo de Estado; y por último, 
en el Senado se modificó nuevamente, de modo que 
el Tribunal había de formar parte del Consejo de 
Estado, pero con jurisdicción delegada; es decir, se 
salvó la jurisdicción, tema principal del debate. 
Por lo dicho se comprueba que las fluctuaciones 
de los proyectos han obedecido á las fluctuaciones 
políticas. Hoy parece que se ha llegado á algo así 
como á una transacción. Veremos si resulta durade-
ra. Entendemos que sí, porque salvada la jurisdicción 
delegada, la no independencia absoluta del Tribunal, 
tal como esta ahora constituido, no afecta al fondo 
del asunto. 
La ley dice que el Tribunal contencioso-adminis-
trativo formará parte del Consejo de Estado. Y esto 
puede ser más bien una frase que una realidad; ó 
mejor dicho, esto no evita los inconvenientes temi-
dos por los defensores del Consejo de Estado. ?,Quién 
duda que el Tribunal contencioso-administrativo 
tiene hoy personalidad propia, independiente? Lo 
demuestra la inamovilidad de sus Ministros princi-
palmente, y después el carácter de delegada que 
tiene la jurisdicción que ejercen. Pues si esto es así 
y la importancia del Tribunal ha de ir en aumento 
cada día (porque cada día ha de tener mayor incre-
mento lo contencioso), claro está que llegará al fin 
el momento en que el Tribunal tenga absoluta inde- 
endencia sin esas pueriles trabas que hoy existen. 
n puridad, hoy mismo, como se ha dicho en las 
discusiones de las Cortes, no falta más que cortarle 
ese cordón que le une al Consejo de Estado. 
Pero ies justa la alarma de los que temen que tal 
cosa suceda? No; hoy, en el estado actual de las co-
sas, y mañana cuando la separación sea un hecho, 
el Consejo de Estado puede mantener su prestigio 
por su misión misma, porque siempre propondrá al 
Rey resoluciones respecto de los indultos, respecto 
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del mantenimiento de las prerrogativas del Estado 
enfrente de la Iglesia, respecto de la inteligencia y 
del cumplimiento de los Concordatos, respecto de los 
reglamentos é instrucciones para la ejecución de las 
leyes, respecto de los tratados de comercio, respecto 
de la concesión de grandezas, respecto de las con-
tiendas que se suscitan entre los Poderes públicos, 
y respecto además, y muy esencialmente, de la mi-
sión que su ley orgánica le encomienda, de suplir la 
ausencia de las Cortes para intervenir en los aumen-
tos de gastos públicos que se propongan por medio 
de suplementos de crédito y de créditos extraordi-
narios. 
Haciendo, por lo tanto, caso omiso de quejas ó 
temores que consideramos infundados, tendremos 
que congratularnos sobremanera por la promulga-
ción de la ley de 13 de Setiembre del presente año. 
Este es el precepto legal que explicamos en el pre-
sente libro y esta la materia que en todo él nos 
ocupa. 
El método que seguimos en la obra es el siguiente: 
A cada título de la ley le precedemos de unas ex-
plicaciones doctrinales. 
En las del título I nos ocupamos en probar la 
existencia real de lo contencioso-administrativo, 
porque ha habido quien la negara. Damos las razo-
nes tenidas por la ley para no hacer una enumeración 
casuística de la procedencia del recurso, así como 
para no definir lo que sea esta jurisdicción, cuidán-
dose únicamente de «fijar las condiciones generales 
que determinan la procedencia del recurso.» Expli-
camos claramente los conceptos de la ley; venimos, 
después, desde la entidad Poder social al Poder le-
gislativo y ejecutivo; abandonamos éste, y dejamos 
de aquél lo judicial, estudiamos dentro de lo admi-
nistrativo los casos en que la Administración obra 
como Poder, diferenciando cuándo lo hace con po- 
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testad discrecional y cuándo con potestad reglada, 
para precisar el concepto de lo contencioso-admi-
nistrativo. 
En el tít. II, Organización de los Tribunales de la 
contencioso-administrativo, dividimos la doctrina en tres 
partes: en la primera examinamos las escuelas que 
existen y las diferentes razones en que se apoyan; en 
la segunda hacemos una excursión histórica por la 
legislación de lo contencioso en otras naciones, para 
venir á parar á la historia patria, y en la"tercera es-
tudiamos las ventajas que la presente ley ofrece so-
bre las disposiciones que antes existían. 
En el tít. III también damos explicaciones, si bien 
pequeñas, porque al tratarse del procedimiento de 
la nueva ley basta realmente con atenerse al arti- 
culado, pues allí más que de principios es de hechos 
de lo que se trata y éstos se hallan bien determina-
dos en las diferentes secciones que la ley com-
prende. 
Si añadimos á lo dicho que en cada uno de los ar-
tículos transcritos, cuando el asunto de que tratan 1u 
precisa, ponemos por notas extensas explicaciones 
de . los diferentes conceptos de que se ocupan, y que 
además copiamos para la mejor inteligencia y apli-
cación aquellas partes de la ley de Enjuiciamien-
to civil, de la del Poder judicial, de la del timbre-del 
Estado, y, en fin, de todas aquellas que están cita-
das ó son precisas, claramente se comprenderá que 
la ley nueva queda en el libro lo más completa po-
sible. 
Además, con el objeto de que el lector pueda . for-
marse un conocimiento exacto de la materia que tra-
tamos, hemos puesto en la segunda parte del libro, 
la legislación complementaria á la ley última. Esta 
legislación la forman: los Rs. Ds. de 13 de Setiembre 
de 1888 dictados para el planteamiento de la nueva 
ley; el reglamento de 1.° de Octubre de 1845, el de 
xvi 
1846, el R. D. de 20 de Junio de 1858, parte de la ley 
orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto de 
1860, etc., etc. 
Y por último, aunque la jurisprudencia, en un 
ramo cualquiera de la legislación, no determina más 
que la materia de que ese ramo es objeto, como ya 
van explicados los otros requisitos necesarios para 
la procedencia del recurso contencioso-administrati-
vo, también damos en la parte final de la obra el ex-
tracto de gran número de resoluciones que pueden 
servir de guía al que necesitase aplicar la ley. 
Debemos advertir que en todas las explicaciones 
doctrinales que exponemos, así como en las notas al 
texto, nos hemos atenido con escrupulosa exactitud 
las discusiones habidas en Cortes, por entender 
que la interpretación auténtica es la más convenien-
te. Muchas veces copiamos lo dicho en los Cuerpos 
Colegisladores, otras seguimos fielmente las opinio-
nes allí sustentadas, tanto que las dudas resueltas en 
las discusiones por las Comisiones del Congreso ó 
del Senado, puede tener el lector la seguridad de 
hallarlas en el libro. 
Y con esto damos por terminado el Prólogo en-
trando desde luego en materia. 
PRESIDEVCIk DEL CONSEJO DE MINISTROS 
LEY 
D. Alfonso XIII, por la gracia de Dios y la Cons-
titución Rey de España, y en su nombre y durante 
su menor edad la Reina Regente del Reino, 
A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nos sanciona-
do lo siguiente: 
TÍTULO PRIMERO 
De la naturaleza y condiciones generales del recurso 
contencioso- administrativo. 
EXPLICACIONES DOCTRINALES 
El asunto cuyo estudio comenzamos ahora, es 
decir, la materia contencioso-administrativa, es de 
suma importancia, porque se afecta á la naturaleza 
de los poderes públicos al examinar y resolver los 
conflictos que surgen entre esos poderes y los inte-
reses de los particulares; y la importancia referida 
tiene por necesidad que ir en aumento constante-
mente, porque á consecuencia de la manera de ser 
de la vida moderna, las relaciones entre los particu-
lares y la Administración son más extensas, más 
complicadas y dan, por consiguiente, origen á cues-
tiones más graves y transcendentales cada día. 
Y aunque la importancia es tan clara y patente 
que con sólo asomarse al inmenso campo de lo con-
tencioso, la puede reconocer cualquiera, ha sido ne-
gada por algunos, aunque pocos, no ya la mayor ó 
menor Importancia que pudiera tener, sino hasta su 
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verdadera existencia; es decir, se ha negado la legi-
timidad, la conveniencia, la razón científica de lo 
contencioso-administrativo. 
^U Los primeros que la negaron fueron los partidarios 
de las ideas republicanas en Francia, desde antes de 
la revolución de 1830, y lo hicieron por espíritu de 
imitación, por querer aproximarse á la organización 
administrativa y política de la República de los Es-
tados Unidos. Pero no tuvieron en cuenta que jus-
tamente la organización del Estado en aquel pais, 
era la verdadera causa determinante de que allí no 
existiese, por lo menos en forma concreta y con or-
ganismos propios. 
Allí la justicia tiene una organización tal, que la 
Corte Suprema no solamente resuelve en definitiva 
en todas las cuestiones jurídicas, sino también de 
las cuestiones políticas y hasta de las cuestiones 
constitucionales; porque aquel alto Cuerpo se halla 
revestido de la facultad de declarar si son ó no con-
formes con la Constitución las leyes que se votan 
por aquellas Asambleas. Y claro está que, partiendo 
de esta base, allí no puede existir el conflicto que 
en otras partes existe entre los diferentes Poderes 
del Estado, porque en realidad puede decirse que la 
síntesis de la vida política, administrativa y judicial 
del país, se encuentra representada por la Corte Su-
prema de Justicia. 
Tenían antes también como argumento los ene-
migos de lo contencioso-administrativo lo que pa-
saba en algunos Estados de Alemania; pero no to-
maban en cuenta que en éstos no existía lo conten-
cioso-administrativo justamente porque la Potestad 
Real poseía tal suma de poderes que hacia imposi-
ble el establecimiento de esta jurisdicción. 
Es verdad también que en algunas otras nacio-
nes, habiendo existido, ha dejado después de existir, 
singularmente en Bélgica y en Italia. Pero en Bélgi- 
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ca no se puede decir con exactitud que haya desapa-
recido esta jurisdicción; lo que ha sucedido es que 
se ha fraccionado y que las atribuciones que están 
centralizadas en otras naciones en Corporaciones ó 
Tribunales determinados, se ejercen allí por dife-
rentes autoridades y por distintas Corporaciones. Y 
en Italia lo que ha ocurrido es una prueba elocuente 
de que. en efecto, lejos de ser un paso en el camino 
de las libertades públicas la abolición de lo conten-
cioso-administrativo, es un verdadero retroceso. Así 
lo han reconocido los hombres de Estado más ilus-
tres de aquel país, y entre ellos el Sr. Depretis, que 
presentó poco antes de morir un proyecto de ley res-
tableciendo lo contencioso-administrativo. 
Y no puede ser de otra manera. En la maypr parte 
de los casos,lo que sucede cuando en un pais deja 
de existir lo contencioso-administrativo, es que los 
particulares no tienen á quién recurrir en demanda 
de la reintegración de sus derechos lesionados; que 
la Administración, por consiguiente, en sus actos de 
gestión, tampoco tiene ninguna autoridad sobre, sí 
más que la de las mismas Cortes, y, por tanto, los 
intereses individuales, los derechos particulares 
quedan en el más completo abandono. ) ) 
En su virtud, no ha de extrañarnos que en esta 
lucha entablada entre los que al Estado defienden 
y los que defienden los derechos del ciudadano, lle-
ven estos últimos la mejor parte en nuestros tiem-
pos, y que la ley que vamos á examinar ahora cons-
tituya una victoria más en nuestro país ganada por 
los segundos á los primeros. 
Por lo tanto, la cuestión. de si existe ó no lo con-
tencioso-administrativo no merece los honores del 
debate; porque su existencia es de todos los tiempos 
y lugares, y tan pronto como aparece el Estado, el 
Gobierno, la Administración, siquiera sea en la forma 
más rudimentaria, lo contencioso-administrativo 
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nace. De manera que, en todo caso, el problema ha 
de plantearse de otro modo, examinando, debatien-
do si debe existir un procedimiento y una forma es-
peciales para entender y decidir esa clase de asun-
tos; tema que trataremos ampliamente en el cap. II 
de este libro, por ser el punto en que corresponde 
ser tratado. 
Dejando, pues, el principio de su existencia ya 
sentado, veamos ahora lo que lo contencioso-admi-
nistrativo sea. 
Ni el proyecto presentado por el Gobierno, ni el 
acordado por la Comisión de notables, ni la legisla-
ción formada por las diferentes disposiciones que 
vienen rigiendo en nuestra patria desde que en 1845 
se estableció lo contencioso - administrativo, habían 
definido de una manera general, de una manera cla-
ra, los principios fijos y constantes de la materia 
contencioso-administrativa; pero, sin embargo, la 
Comisión que redactó en su primera etapa el proyecto 
de ley actual creyó que su obra no sería completa 
si no comenzaba por establecer aquellos principios 
cardinales que determinan la naturaleza de esta 
materia, de tal manera que bastase leer los artículos 
de la ley para que todo el mundo supiera á qué ate-
nerse respecto al concepto de lo contencioso; siendo 
de advertir que en las evoluciones sufridas por el 
proyecto se han conservado los artículos de este 
primer título á que nos referimos, sin embargo de 
las apasionadas discusiones de las Cámaras y de las 
redacciones nuevamente hechas ya en el Congreso, 
ya en el Senado y por fin ea la Comisión mixta. So-
lamente algunas añadiduras se introdujeron, las 
cuales haremos notar más tarde al examinar los res-
pectivos artículos con las correspondientes notas. 
Pero ,qué método, qué sistema se había de seguir 
para establecer el concepto de una manera cabal, de 
una manera precisa, que alejara todo género de duda 
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y que sirviera de criterio fijo para su aplicación en 
la práctica? He ahí la dificultad. 
De un lado se presentaba el sistema de la enume-
ración casuística; es decir, la determinación de los 
diferentes casos en que procede el recurso, según 
las diversas materias administrativas; de otro, el de 
dar una definición 4ue abarcase en conjunto todos 
estos casos de posibilidad de lo contencioso-adminis-
trativo. Pero uno y otro sistema debieron parecer 
malos, por varias razones. El primero, la enumera-
ción casuística, por las siguientes: 
En una ley no se puede decir, ó no se debe, cuán-
do procede el recurso contencioso en materia de 
aguas, de minas, de montes, etc.; porque por muy 
buenos que sean los propósitos de los legisladores, 
por muy grande que sea su inteligencia, v  cómo 
han de tener la seguridad de haber agotado todos 
los casos que pueden presentarse en la práctica? 
Ya Cormenín, jurisconsulto frances, pretendió 
inútilmente señalar todos los casos en que el recur-
so contencioso-administrativo procede, y para ello 
dió 96 reglas; estudio con el cual, si bien se demos-
traban los conocimientos del autor en esta materia 
y su espíritu analítico y reglamentador, también 
probaba más su buena voluntad que el éxito de sus 
esfuerzos. Por momentos aparecían nuevos casos no 
previstos y cada vez que más casos se determinaban, 
el convencimiento era mayor  de que quedaban una 
inmensidad de ellos sin determinar. Y así tiene que 
ser necesariamente: la materia contenciosa hay que 
buscarla en las decisiones y actos de la Administra-
ción, y como ésta extiende sus manifestaciones en 
todos sentidos, por todas partes, porque sus decisio-
nes acuden á todo, ni se ha codificado la materia 
contenciosa, ni se codificará, por ser cosa poco me-
nos que imposible. Pero hay más; y es, que lo con-
tencioso-administrativo no sólo ;se forma con el ar- 
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senal de las disposiciones y actos de la Administra-
ción pública, pues también se forma, y muy princi• 
palísimamente, con la jurisprudencia; de manera 
que teniendo que ir á buscar los casos á todos los 
ramos de la Administración y á toda la jurispruden-
cia, se comprende muy bien que la enumeración 
casuística de la procedencia de este recurso sea im-
posible, y que por esta serie de consideraciones los 
autores de la presente ley hayan desistido de llevar-
la á cabo. 
Pero decíamos que la ley tampoco ha definido el 
concepto. 
Veamos qué razones tuvo para ello. 
Definir el concepto contencioso-administrativo es 
también asunto muy escabroso. En Francia, Mr. Du-
faure pedía una definición á Mr. Odilón Barrot cuan-
do se discutía la ley orgánica del Consejo de Estado 
en 1845, y Mr. Odilón Barrot contestaba: i,se atre-
vería S. S. á darla? Y es que resulta muy difícil ha-
cer una definición buena de la materia. 
Cuando tales definiciones se dan (que son pura-
mente doctrinales), lo hacen todos los autores des-
pués de muchas salvedades y de manifestar grandes 
desconfianzas; pero tratándose como se trata aquí 
de un precepto legal, había también que fijarse has-
ta qué punto una definición resultaba indispensable, 
amén de las dificultades de hacerla. Y en verdad 
que las leyes no deben definir, en el rigorismo del 
concepto, aquello sobre que legislan; les basta con 
determinar la materia, explicando en todo caso su 
esencia; el definir es propio de libros didácticos, pro-
pio de la cátedra, no del legislador. 
Por eso los autores de la ley no definieron lo con-
tencioso-administrativo y si únicamente fijaron las 
condiciones generales que determinan la proceden-
cia del recurso, fundándose en el concepto del mis-
mo, y estableciendo de una manera clara un criterio 
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general para los Tribunales llamados á aplicar la 
doctrina. 
Así vemos que la ley fija de tal suerte el concepto 
y limites, que cualquiera que la lea podrá ya saber 
á qué atenerse respecto á la índole de este re-
curso. 
En el preámbulo del dictamen de la Comisión del 
Congreso, ya se decía: 
«Desde que Vivien, en polémica célebre, evidenció 
la diferencia que existe entre la potestad adminis-
trativa discrecional y la reglada, afirmando resuel-
tamente que sólo los actos emanados de ésta pueden 
ser materia contencioso-administrativa, quedó cien-
tíficamente definido el principio fundamental que 
determina la índole de este recurso; pues fuera de 
él aparecen, de una parte, el ejercicio del Poder ad-
ministrativo, no sometido á reglas preexistentes que 
limiten su libertad de acción, y de otra, los actos de 
la Administración, no obrando como Poder público, 
sino como persona jurídica al nivel de los particu-
lares. 
La idea de lo contencioso-administrativo surge, 
pues, del concepto de la Administración como poder 
público; el Poder ejecutivo del Estado, no proce-
diendo discrecionalmente, sino debiendo acomodarse 
en sus actos á ciertas reglas ó limitaciones sefiala-
das por una ley, un reglamento ú otra disposición 
anterior, y cuando al obrar en el ejercicio de esta 
autoridad reglada vulnera un derecho de carácter 
administrativo que dichas reglas ó limitaciones am-
paran y protegen .» 
Realmente, la esencia de lo contencioso-adminis-
trativo está á maravilla condensada en la parte del 
preámbulo del dictamen que acabamos de copiar. 
como lo está también en los artículos del primer tí-
tulo de la ley; y si no, demos una ligera ojeada so-
bre lo que lo contencioso-administrativo es, y se 
A 
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verá después cómo las aseveraciones ahora hechas 
resultan exactas. 
«Cuando pensamos en la necesidad de un Poder 
social, independiente en toda sociedad constituida, 
nos hallamos al momento con la división fundamen-
tal de ese Poder en legislativo y ejecutivo», decimos 
en el Prologo; y ya hemos visto también que el Po-
der ejecutivo se divide en dos grandes ramas, la 
judicial y la administrativa; es decir, que dentro del 
Poder ejecutivo hay que tener en cuenta lo admi-
nistrativo y lo que no es administrativo, ó sea, lo 
civil, lo penal, lo que corresponde á la competencia 
exclusiva de los Tribunales.de justicia. Ahora bien; 
si continuando estas reflexiones y dentro ya del 
concepto del Poder ejecutivo sabemos prescindir de 
esa parte final que le hemos atribuído y cuyo cono-
cimiento decimos es peculiar de los Tribunales de 
justicia; si prescindimos de lo civil y lo criminal, 
ó en una palabra, del Poder ó rama judicial, y nos 
quedásemos sólo con el concepto administrativo, 
veremos al examinarlo detenidamente, que la Ad-
ministración, que lo representa, tiene dospersona-
lidades diferentes; una, en cuanto manda y ordena, 
en cuanto es propiamente Poder público con sus 
atribuciones de autoridad y de fuerza; otra, en cuan-
to es persona jurídica, en cuanto se coloca no en 
relacion de superioridad con los ciudadanos, sino en 
relación de igualdad con ellos; es decir, en cuanto 
es persona civil. 
Y aún es preciso hacer otra distinción nueva. 
Dentro de la Administración y descartado el punto 
de vista en que se la considera como persona jurídi-
ca en representación del Estado, y dejándola sólo 
reducida á la potestad que llamamos imperativa ó al 
mandato, y que no es otra cosa que una manifesta-
ción de la facultad general que el Poder ejecutivo 
tiene de aplicar las leyes, nos resultará que esa po- 
AIL 
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testad á que nos referimos es de dos clases: discre-
cional ó reglada. Y es discrecional, cuando la Admi-
nistración obra libremente; es reglada, cuando para 
obrar tiene que sujetarse á determinados preceptos. 
De manera que, resumiendo, si de la entidad Po-
der bajamos á sus divisiones de legislativo y ejecu-
tivo, y dejando aquélla sabemos prescindir de lo que 
es judicial para examinar únicamente lo administra-
tivo, y abandonando dentro de lo administ^ativo los 
casos en que la Administración obra como persona 
jurídica en representación del Estado, entramos de 
lleno en el estudio de la Administración en su facul-
tad imperativa ó de mando, en la misión que tiene 
de aplicar las leyes, entonces es cuando de lleno tam-
bién nos encontramos en el punto de donde arranca 
lo contencioso-administrativo, al diferenciar la po- 
testad discrecional de la potestad reglada. 
Por punto general, debe suponerse que la potestad 
administrativa es potestad discrecional, porque así 
corresponde á la independencia con que el Poder 
ejecutivo ha de obrar para el cumplimiento de las 
leyes; porque así lo exige la oportunidad, la energía, 
la discreción con que ha de ejecutar, según las di-
versas necesidades, que no sería posible prever de 
antemano. Y es reglada cuando por no haber estas 
razones especiales, ó porque se ha estimado conve-
niente encauzar la acción administrativa á fin de 
evitar el abuso, se la prescriben condiciones, se la 
fijan límites, ya obligándola á oir determinados Cuer-
pos, ya exigiéndola el asentimiento ó la aprobación 
de una autoridad superior, ya estableciendo ciertos 
requisitos, sin los cuales el acto administrativo no 
es válido. Y desde el instante en que existen estas 
condiciones, estos requisitos, estos trámites, ya la 
Administración tiene que sujetarse indefectiblemen-
te á ellos, quedando convertida su facultad discre-
cional en reglada. 
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Cuando no se sujeta, cuando no ha cumplido los 
trámites marcados y al obrar con esta infracción de 
ley lesiona derechos particulares que estaban garan-
tidos por alguna prescripción administrativa , es 
cuando lo contencioso-administrativo nace, es cuan-
do el recurso procede contra la resolución dictada.  
De manera que, por lo dicho, se ve con claridad 
de dónde arranca lo contencioso-administrativo, y 
se ve además hasta qué punto es real su concepto, 
pues que se deriva de la realidad de la Administra-
ción considerada como Poder público, y está sujeto 
á reglas claras y precisas, quedando fuera de él todo 
lo discrecional de la Administración y todo lo rela-
tivo á la cualidad de persona jurídica de la misma. 
Podrá discutirse si se quiere (como tendremos oca-
sión de ver en el capitulo II de la ley) respecto á 
la jurisdicción que deba conocer de lo contencioso; 
pero el concepto real del mismo siempre subsistirá, 
por ser claro y evidente. 
¿Quiere decir lo expuesto que lo contencioso-ad-
ministrativo ha de resultar fácil para su aplicación 
en la práctica? No, seguramente. Esas dificultades 
son grandísimas, porque es preciso en cada caso de-
finir si la cuestión de que se trata es una cuestión 
de derecho civil ó una cuestión administrativa, y si 
dentro del derecho administrativo es de potestad dis-
crecional ó reglada; y aquí precisamente es donde se 
estrellan todos aquellos que no dominan bien el dere-
cho civil ó el derecho administrativo, ó que dentro 
del derecho administrativo no saben distinguir con 
claridad lo discrecional de lo reglado. Por eso lo con-
tencioso-administrativo, siendo tan sencillo en su 
fundamento, es tan dificil en el terreno de la apli-
cación. 
Y es tanto más dificil en la práctica lo contencio-
so-administrativo, cuanto que todas las materias que 
le dan origen pueden también ser causa de otra ^ uris- 
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dicción. Lo mismo en aguas que en minas, en mon-
tes que en ferrocarriles, en hacienda que en servi-
dumbres, cabe distinguir el aspecto público y el 
aspecto privado, y segun esa diferencia de aspectos, 
será diversa la competencia de los Tribunales. Si se 
trata de actos conservatorios del dominio público ó 
referentes á la regularización del aprovechamiento 
común, los actos de la Administración dentro de la 
potestad reglada, serán materia contencioso-admi-
nistrativa; mientras que si versan sobre el recono-
cimiento de la propiedad y los derechos civiles de 
los ciudadanos, caerán. dentro de la competencia de 
los Tribunales ordinarios. 
Examínese, pues, ahora lo que anteriormente 
hemos copiado del preámbulo del dictamen,, rela-
tivo á lo que la esencia de lo contencioso sea, y se 
verá cuánta razón teníamos al afirmar que la doc-
trina no podia estar mejor expuesta. 
Y si del preámbulo de referencia pasamos á la ley, 
bien claros aparecen los principios para resolver es-
tas cuestiones en su articulado; porque no solamen-
te se ha hecho una enumeración general de las con-
diciones de procedencia en el art. 1.°, sino que luego 
en los sucesivos se han ido definiendo cada una de 
sus condiciones. Así se dice primeramente y en ge-
neral, que para que proceda recurso contencioso-ad-
ministrativo se requieren las condiciones siguientes: 
l.a Que cause estado la providencia. 
2.a Que emane de la Administración en el ejer-
cicio de sus facultades regladas. 
3.a Que vulnere un derecho de carácter admi-
nistrativo establecido anteriormente en favor del 
demandante por una ley, un reglamento ú otro pre-
cepto administrativo. 
Y después de esta enumeración se van explicando 
los diferentes conceptos de conformidad con toda la 
doctrina que llevamos expuesta. 
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Y para que todavía no quede duda respecto á lo 
que sea lo contencioso-administrativo, confirma la 
ley ese concepto excluyendo de él todos aquellos 
asuntos que se refieren á la potestad discrecional 
de la Administración, ó en que ésta ha - obrado como 
persona jurídica, ó en que, aun obrando como Po-
der público, haya lastimado derechos civiles; y aún 
se agrega que se entenderá que la Administración 
obra como persona jurídica en cuanto prescindiendo 
de aquellos caracteres que son inherentes á la natu-
raleza del Poder, á la autoridad, á la relación de su-
perioridad sobre los llamados á cumplir la ley, se 
presenta al nivel de los particulares; es decir, como 
sujeto de derechos y obligaciones. No puede, en su 
virtud, pedirse más en este sentido; el concepto de 
lo contencioso-administrativo se encuentra bien de-
terminado y con toda la claridad que el asunto pue-
de serlo. 
También se hacen en los artículos de la ley pre 
cisas excepciones del concepto que informa esta 
materia; pero para dejar más escueto lo que 
 va trata-
do, que es lo principal y lo más confuso, dejamos de 
ocuparnos de esas excepciones para verificarlo al 
examinar los artículos de referencia, tarea que desde 
luego comenzamos. 
ARTÍCULO 1. ° 
El recurso contencioso-administrativo podrá in-
terponerse por la Administración ó por los particula-
res contra las resoluciones administrativas que re-
unan los requisitos siguientes: 
1.° Que causen estado. 
2.° Que emanen de la Administración en el ejer-
cicio de sus facultades regladas. 
3.° Que vulneren un derecho de carácter admi- 
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nistrativo establecido anteriormente en favor del de-
mandante por una ley, un reglamento ú otro pre-
cepto administrativo. 
ART. 2.° Para los efectos del artículo anterior, 
se entenderá que causan estado las resoluciones de 
la Administración, cuando no sean susceptibles de 
recurso por la via gubernativa, ya sean definitivas, 
ya de trámite, si estas últimas deciden directa ó in-
directamente el fondo del asunto, de tal modo que 
pongan término á aquélla ó hagan imposible su con-
tinuación. 
Se entenderá que la Administración obra en el 
ejercicio de sus facultades regladas, cuando deba 
acomodar sus actos á disposiciones de una ley, de 
un reglamento ó de otro precepto administrativo. 
Se entenderá establecido el derecho en favor del 
recurrente, cuando la disposición que repute infrin-
gida le reconozca ese derecho individualmente, ó á 
personas que se hallen en el mismo caso en que él se 
encuentre (1). 
(1) Hemos colocado los dos artículos juntos, porque real-
mente complementan el pensamien to del legislador entre ambos. 
El segundo se reduce á la explicación del primero. 
Bastante claro habla la ley; pero no obstante, daremos para su 
mejor inteligencia algunas explicaciones. 
El primer requisito exigido para que el recurso contencioso-
administrativo pueda entablarse, es que la resolución contra 
quien se dirija cause estado. 
Este concepto quiere decir tanto como que el acuerdo de que 
se trate no pueda ya ser reclamado en la vía gubernativa por 
haberse ésta terminado, según claramente lo explica el primer 
párrafo del artículo segundo. Y es natural; siendo el recurso 
contencioso administrativo un medio de deshacer los errores le-
gales cometidos por la Administración en perjuicio de los par-
ticulares, mientras aquélla pueda aún enmendar su error por 
los procedimientos normales, no hay razón para que un Tribu-
nal le obligue á verificarlo. 
Pero lo que ahora se necesita es saber cuándo una resolución 
termina la vía gubernativa, ó lo que es lo mismo, cuándo una 
ART. 3.° El recurso contencioso-administrativo 
podrá interponerse de igual modo contra resolucio-
nes de la Administración que lesionen derechos par-
ticulares establecidos ó reconocidos por una ley, 
cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas 
como consecuencia de alguna disposición de carác- 
orden es definitiva ó no. Cuestión difícil de determinar, porque 
no tiene la resolución ó providencia ningún signo exterior del 
que pudiera deducirse este carácter. 
Por de pronto, son definitivas ó causan estado las resoluciones 
á que se refiere el segundo artículo de esta ley en su primer pá-
rrafo, ya decidan el fondo del asunto, ya sean de trámite en los 
casos que allí se enumeran respecto á estas últimas. 
Y conocidos esos principios generales que nacen del concepto 
filosófico del recurso, con relación á lo que es causar estado una 
providencia, veamos ahora en el terreno de los hechos algo que 
pueda ilustrar lo dicho. 
Según la R. O. de 26 de Mayo de 1880, los acuerdos de los 
Ayuntamientos y las providencias de los Alcaldes que pueden 
ser impugnados en la vía contencioso-administrativa, no causan 
estado, porque de ellos se puede apelar al Gobernador de la pro-
vincia en los 30 días siguientes al de la notificación, siendo la re-
solución que aquél dicte la que pone término á la gubernativa. 
(R. 0. 26 Mayo de 1880.) 
Dan lugar á la vía contenciosa, causando estado, las resolu-
ciones de las Direcciones generales que versan sobre las cuestio-
nes que puedan suscitarse por los contratos que aquellos Cen-
tros celebren por servicios y obras públicas. En los demás asun-
tos no lo causan, generalmente, excepción hecha de las Direccio-
nes de Hacienda. 
Respecto á los Gobernadores civiles, hay que tener en cuenta, 
cuando las leyes marcan recurso contencioso contra sus provi-
dencias, que pueden aquéllos modificar, por punto general, las 
que dictaron, y en su virtud, cabe, antes de interponer el recur-
so, pedir la modificación. 
Las Diputaciones provinciales en los asuntos de su exclusiva 
competencia, dictan acuerdos que desde luego son ejecutivos; 
por tanto, cabe la vía contenciosa para impugnarlos. 
No sucede lo propio con los Delegados- de Hacienda, porque 
sus acuerdos deben apelarse en la vía gubernativa ante las Di-
recciones. 
Cuando un Centro se declara incompetente, no hay posibili- 
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ter general, si con ésta se infringe la ley en la cual 
se originaron aquellos derechos (1). 
ART. 4.° No corresponderán al conocimiento de 
los Tribunales de lo contencioso-administrativo: 
1.° Las cuestiones que por la naturaleza de los 
actos de los cuales procedan, ó de la materia sobre 
que versen, se refieran á la potestad discrecional. 
2.° Las cuestiones de índole civil y criminal, per-
tenecientes á la jurisdicción ordinaria ó á otras ju- 
risdicciones especiales. 
Se considerarán de índole civil y de la competen. 
cia de la jurisdicción ordinaria las cuestiones en que 
el derecho vulnerado sea de carácter civil, y tam- 
dad de  acudir contra él en vía contenciosa. Tampoco procede 
contra el acuerdo de estar mal formado un expediente. 
Las resoluciones ministeriales causan estado ó son finales, y 
puede interponerse el recurso contencioso. Las cuestiones en que 
versen intereses de la Hacienda, menos cuando se refieren â la 
apreciación de la riqueza imponible (salvo el caso de impugnarse 
la aprobación de amillaramientos por agravio absoluto ó compa- 
rativo) y las contribuciones é impuestos indirectos. Las relati-
vas á obras públicas. Las que se refieren á montes. Las de  mi-
nas. Las que se refieren á expropiaciones forzosas. Las relativas 
á los funcionarios del Estado (nombramiento, separación, etc.), 
cuando las leyes 6 reglamentos lo establecen. Las que se refieren 
a la materia de aguas (concesiones, servidumbres, etc.) Las que 
interpretan los contratos administrativos hechos por los diferen-
tee Ministerios. 
Lo relativo al segundo requisito, el de que emane la disposi-
ción del ejercicio de las facultades regladas de la Administra-
ción, no necesitamos comentarlo, así como tampoco lo relativo 
al tercero; porque están explicados en el extenso artículo doc-
trinal que' hemos hecho antes de entrar en el examen parcial del 
articulado. Allí, pues, remitimos al lector si desea tener expli-
caciones sobre este, precepto legal. 
 _ (1) El artículo resulta tan claramente redactado que no ne-
cesita explicaciones. Sienta con precisión que lo mismo puede 
vulnerar un derecho una disposición dictada en un asunto par-
ticular que una ley de carácter general, y que, por lo tanto, del 
mismo modo que pudiéramos reclamar de aquélla, lo podemos 
hacer de ésta. 
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bién aquellas que emanen de actos en que la Admi-
nistracion haya obrado como persona jurídica, ó sea, 
como sujeto de derechos y obligaciones. 
3.° Las resoluciones que sean reproducción de 
otras anteriores que hayan causado estado y no ha-
yan sido reclamadas, y las confirmatorias de acuer-
dos consentidos por no haber sido apelados en tiem-
po y forma. 
4.° Las resoluciones que se dicten con arreglo á 
una ley que expresamente las excluya de la vía  con-
tenciosa. 
5.° Las resoluciones que se dicten consultadas 
por el Consejo Supremo de Guerra y Marina como 
Asamblea de las Ordenes militares de San Hermene-
gildo, San Fernando y Mérito militar. 
6.° Las Reales órdenes que se refieran á ascensos 
y recompensas de jefes y oficiales del ejército y Ar-
mada por merecimientos contraídos en campaña y 
hechos de armas, ó á postergaciones impuestas re-
glamentariamente (1). 
(1) Los casos 1.° y 2.° son la regla general que este articulo 
establece; regla que no necesita comentarios por su claridad ex-
tremada. Respecto á los demás, todos los cuales han sido añadi-
dos durante las discusiones de las Cámaras, diremos: 
Que ofrece un gravísimo inconveniente la redacción del articu-
lo 4.°, porque se enumeran varios casos particulares que están 
perfectamente comprendidos en la regla general, y cuando se es-
tablece un principio general y á continuación se determinan 
casos particulares que están comprendidos dentro de aquél, aque-
llos casos particulares de que no se hace especial mención pu-
dieran considerarse, y es buena regla de interpretación conside-
rar, que están excluidos, puesto que enunciando otros casos par-
ticulares, se les elimina. 
Es un principio de buena interpretación el que se funda en la 
regla incluaio unius, excluaio alterius, y en casos como éste se 
debe establecer el principio general, y dejar su aplicación á los 
Tribunales de justicia ó al Tribunal administrativo encargado 
de aplicar la ley, con lo cual se evitan grandísimas dificultades é 
inconvenientes. 
Sin embargo, hecha abstracción de lo dicho, no deja de produ- 
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ART. 5.° Continuarán, sin embargo, atribuidas á 
la jurisdicción contencioso-administrativa las cues-
tiones referentes al cumplimiento, inteligencia, res-
cisión y efectos de los contratos celebrados por la 
Administración central, provincial y municipal para 
obras y servicios públicos de toda especie. 
cir resultados prácticos la enumeración referida; porque en el 
caso 8.°, por ejemplo, aunque sea una verdad evidente que no 
cabe recurso alguno contra aquellas resoluciones que tienen la 
autoridad de cosa juzgada, que tienen carácter completamente 
firme y ejecutorio, porque no ha sido objeto de recurso en tiem-
po oportuno, la verdad es que se han presentado varios casos en 
el Consejo de Estado que han exigido resoluciones de inadmi-
sión, y siquiera para que no se repitan, conviene declararlo de 
una manera terminante. 
En cuanto al caso 4.°, no ofrece ninguna dificultad en la for-
ma que está redactado; al decir expresamente, claro es que no 
debe caber duda acerca de que no es materia contencioso ad-
ministrativa el asunto que una ley lo exceptúa expresamente, ya 
sea porque esta excepción nazca por corresponder la materia a 
la jurisdicción ordinaria, ya porque, dada la índole de ella, no 
deba caber el recurso. 
En los casos 5.° y 6.° parece así como que se ha querido sal-
var de la intervención de la vía contencioso administrativa al Mi-
nisterio de la Guerra, dejándole en absoluta libertad para obrar 
en los asuntos propios de su departamento. 
No obstante, bay razones que abonan esta excepción: el es-
tar constituido el Tribunal que ha de aplicar la presente ley ex-
clusivamente de hombres civiles; el hallarse bastante garantido 
el derecho de los militares por las altas personalidades que For-
man los Consejos Supremo de Guerra y Marina y la Asamblea 
de las Ordenes militares á que se refiere (la Asamblea se com-
pone de trece oficiales generales del ejército y Armada, un ca-
pitán general, un teniente general, un vicealmirante, dos con• 
traalmirantes, siete mariscales de campo y un brigadier, secre-
tario. Una Asamblea de trece oficiales generales que pertenecen 
á la Orden, y doce tienen cuarenta años de inmaculados servi-
cios prestados en la clase de oficial, es bastante para que pueda 
apreciar las condiciones de los aspirantes y el orden de ascenso 
en las categorías); el ser la legislación que estos especiales asun-
tos rige muy minuciosa y precisa; el ser puramente discreciona-
les las facultades de los capitanes generales en campaña, y, por 




Continuarán tambión atribuidas á dicha jurisdic-
ción aquellas cuestiones respecto de las que se otor-
gue el recurso especialmente en una ley ó reglamen-
to, si no estuviesen comprendidas en las excepciones  
del artículo anterior (1).  
cito, que pudieran relajarse si la vía contencioso-administrativa 
fuese aplicable en estos asuntos. 
Sin embargo, en lo militar hay una variante de estas reglas 
que estamos examinando; los retiros militares y  clasificación 
definitiva que hace el Consejo, pueden ser objeto de la vía con-
tencioso- administrativa; por lo menos no los exceptúa la ley, y 
es más, habiendo sido presentada una enmienda en el Congreso 
con aquel objeto, cuando se estaba discutiendo la ley, hubo que 
retirarla porque no quiso admitirse. Conste, pues, que en estas 
materias cabe lo contencioso. (1) Realmente la parte primera del art. 5. ° es una excepción 
de los principios sentados en los anteriores. 
En puridad, cuando la Administración contrata, adquiere obli-
gaciones y derechos, y estas obligaciones y estos derechos no 
debieran ser interpretados después por ella misma ni por Tribu-
nales intermedios, sino que lo procedente estaría en que la in-
terpretación de tales contratos fuera hecha por los Tribunales 
ordinarios, por la razón de que la Administración al contratar 
se convierte en una persona jurídica y debiera, en su virtud, 
sujetarse al derecho ordinario y a los Tribunales comunes ó ci-
viles; según todo ello lo dejamos sentado en el artículo doctri-
nal precedente.  
Pero fácilmente se comprende, examinando el asunto, que 
 
cuando se trata de servicios y de contratos públicos, hay algo 
 
más que el contrato de una entidad jurídica con un particular, 
 
porque allí aparece el interés público, el interés colectivo, la uti-
lidad general.  
Por eso se ha creído la ley en el caso de hacer la excepción, y 
 
además, porque la cuantía que suelen tener aquellos contratos, 
 
el conocimiento especial que requieren todas las cuestiones que 
 
con ellos se relacionan, y la celeridad que exige la resolución de 
 
sus incidencias, no se avienen bien con la organización actual 
 
de nuestros Tribunales de justicia; pudiéndose deducir que el 
 
particular lesionado tendría en los procedimientos ordinarios 
 
menos ventajas que las que le ofrecen los medios de garantía y 
 
protección en la ejecución de las sentencias de la presente ley 
 
de lo contencioso administrativo. En una palabra, en esta cues-
tión se hace lo mismo que hizo la Comisión de notables, cuando 
 
19 
ART. 6.° No se podrá intentar la vía contencioso-
administrativa en los asuntos sobre cobranza de con-
tribuciones ,y demás rentas públicas ó créditos de-
finitivamente liquidados en favor de la Hacienda, 
en los casos en que proceda con arreglo á las leyes, 
mientras no se realice el pago en las Cajas del Teso-
ro público. 
Se exceptúan de lo prevenido en el párrafo ante-
rior los recurrentes que, al interponer demanda con-
tencioso-administrativa, soliciten declaración de po-
breza; pero si ésta les fuese denegada, no tendrá ul-
terior tramitación el recurso si no se verifica el pago. 
Si éste no se acredita dentro del término de un mes, 
á contar desde la notificación del auto denegatorio 
de la pobreza, se tendrá por caducado de oficio el 
recurso contencioso-administrativo (1). 
ART. 7.° El término para interponer el recurso 
contencioso-administrativo será en toda clase de 
asuntos el de tres meses, contados desde el día si- 
guiente al de la notificación administrativa de la re- 
solución reclamable. Dicho término será de cuatro y 
seis meses respectivamente, según que la persona 
que haya de reclamar tenga su residencia en las An-
tillas españolas ó en Filipinas y posesiones del Golfo 
de Guinea, y se le notifique en dichos puntos la re-
solución que origine el recurso. 
Cuando la residencia fuere en los Archipiélagos 
presentó el anterior proyecto de ley: considerarla en principio 
como contraria á la verdadera índole de lo contencioso-adminis-
trativo, pero admitirla como una necesidad histórica y á reser-
va de que el adelanto en estas materias haga la excepción inne-
cesaria. 
(1) Este principio del previo depósito en toda reclamación 
es, no sólo justo, porque de lo contrario resultaría un medio de 
dilatar el pago, sino que viene constantemente sostenido por una 
no interrumpida jurisprudencia, ademas de ser objeto de dispo-
siciones positivas, que no es preciso citar después de la nueva 
sanción que en esta ley se le da. 
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de las Marianas ó de las Carolinas, el plazo á que se 
refiere el párrafo anterior será de nueve meses. 
La notificación se hará en el domicilio del intere-
sado, ó en su caso del apoderado, si el poder con-
tiene mandato especial para interponer recursos 
contencioso-administrativos. 
Si no fuere hallado en su domicilio, se hará cons-
tar por cédula expresiva del objeto y circunstancias 
de la notificación, con entrega del oficio ó docu-
mento que contenga íntegramente la copia de la re-
solución al pariente más cercano, y en su defecto, 
al familiar ó criado, mayores de 14 años, que estu-
viere en la habitación de quien deba ser notificado. 
Si no se encontrare á nadie se repetirá la diligen-
cia al dia siguiente con las mismas formalidades; y 
si resultare infructuosa, se hará la notificación al 
vecino más próximo que fuere habido, firmando la 
cédula la persona que reciba aquel oficio, ó dos tes-
tigos si no supiere firmar. 
Se entenderá, sin embargo, hecha la notificación 
administrativa cuando conste en el expediente por 
la firma del interesado, ó éste se muestre enterado 
de la resolución en el mismo expediente. 
Cuando el recurrente no haya sido notificado por 
no ser parte en el expediente administrativo, comen-
zara á contarse el plazo para interponer el recurso 
desde el dia siguiente al de publicada la resolución 
en el 1loletin oficial de la provincia ó en la Gaceta de 
Madrid, según proceda de la Administración local y 
provincial ó de la central. 
El plazo para que la Administración en cualquiera 
de sus grados utilice el recurso contencioso-admi-
nistrativo, será también el de tres meses contados 
desde el dia siguiente al que, por quien proceda, se 
declaro lesiva para los intereses de aquélla la reso-
lución impugnada; pero si hubieren transcurrido 
cuatro años desde que tal resolución se dictó, se 
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tendrá por prescripta la acción administrativa. Para 
los expedientes ya resueltos, el plazo de los cuatro 
años correrá desde el día siguiente á la publicación 
de esta ley (1). 
(1) El art. 7.° tiene, entre todas sus ventajas, la de determi-
nar con claridad un solo plazo para interponer el recurso; de 
manera que ya no variarán aquéllos según la índole de mate-
rias de que dimane la resolución que se impugna, ni según la 
autoridad que la haya dictado; ahora el término para interponer 
el recurso será en toda clase de asuntos el de tres meses, contados 
desde el día siguiente al de la notificación. Solamente para cuan-
do la residencia de los interesados fuera tan grande que pudiera 
perjudicar á su derecho, es para cuando la ley da más amplitud 
en los plazos. También, cuando el recurrente no haya sido parte 
en el expediente y en su virtud no se le haya notificado el fallo, 
se contarán los tres meses; sólo que en este caso, como era na-
tural que sucediera, á falta de notificación personal habrá que 
contar el término desde la inserción de la resolución, ya en el 
Boletín oficial ya en la Gaceta, según que dimane aquélla de la 
Administración central ó de la provincial ó local. 
La última parte de este artículo ha sido objeto de grandes dis-
cusiones en los Cuerpos Colegisladores, porque para unos era 
poco el plazo de cuatro años y para otros excesivo. 
Hay que tener en cuenta que el Ministro que dicta una Real 
orden lesiva para los intereses generales, claro está que por amor 
propio mal entendido, pudiese no quererla reponer, y como mu-
chas Reales órdenes ni siquiera son publicadas en los periódicos 
oficiales, resultaría que nada más que el Ministro que la dictó y 
el interesado en el expediente á quien favoreciese la conocerían. 
Pero, teniendo en cuenta que generalmente en España los Mi-
nisterios no llegan á durar ordinariamente cuatro años, se con-
vino que este era un término prudencial, y así se acordó. 
Para nuestro objeto, es decir, para lo que á los particulares 
pudiera convenirles, basta y sobra con saber que á los cuatro 
años de dictada una disposición, aunque sea lesiva de los dere-
chos del Estado, no puede llevarse á la vía contenciosa y los de-
rechos particulares que haya creado serán inatacables. 
TITULO II 
Organización de los Tribunales de lo contencioso 
administrativo. 
EXPLICACIONES DOCTRINALES 
Ya hemos visto en el artículo explicativo del tí-
tulo I de la ley, qué sea lo contencioso-administra-
tivo y cómo la misma ley desenvuelve este principio, 
y en qué casos procede el tal recurso y cuántas son 
las excepciones que se han querido establecer. Ahora 
nos corresponde tratar de la organización de los Tri-
bunales que para esta especial materia se han for-
mado; asunto que vamos á dividir en tres partes 
principales con el fin de dar mayor claridad á los 
conceptos. 
En la primera veremos las escuelas que existen 
respecto al particular, y expondremos los diferentes 
razonamientos en que motivan ó fundamentan su 
respectivo modo de ver la cuestión; en la segunda 
haremos una excursión histórica por la legislación 
de lo contencioso en otras naciones, con lo cual lle-
garemos fácilmente al estudio de lo que en nues- 
tra patria ha acontecido; y, por fin, veremos las 
ventajas que la actual organización tiene sobre la 
antigua, deducidas del estudio de la presente ley. 
Con esto y las notas que han de llevar los artícu-
los correspondientes, podremos considerar bastante 
completo nuestro trabajo. 
Dos escuelas riñen constantemente cuando de es-
tablecerlos Tribunales de lo contencioso-adminis-
trativo se trata. La una combate quizá con mayor 
energía que la otra; pero según avanzan los tiempos, 
la segunda va obteniendo mayores victorias; y es 
que las razones filosóficas en que ésta se apoya, se 





Las dos escuelas, son: una, la que defiende la ju-
risdicción retenida; otra, la que quiere que la juris-
dicción sea delegada. 
Entiéndese por jurisdicción retenida, la facultad 
de que el Estado juzgue, falle ó resuelva de aquellos 
asuntos que á la jurisdicción de que se trata se re-
fieran. Y entiéndese por delegada, que esos asuntos 
sean resueltos, fallados ó juzgados por un Tribunal 
competente que use de esa jurisdicción en nombre 
del Estado. 
Para el primer sistema, el Estado crea un Cuerpo 
consultivo, del cual se informa sobre esos asuntos; 
pero resolviendo siempre según los intereses que le 
están encomendados. Para el segundo, á los Tri-
bunales ordinarios se les encomienda el conoci-
miento de lo que á la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa se refiere, tramitándose el asunto como 
un verdadero pleito, en el cual el Estado puede ser 
condenado como un particular cualquiera. 
Los que opinan que la jurisdicción contencioso-
administrativa no consiste más que en un acto del 
Poder que revé sus propias determinaciones con for-
mas más ó menos solemnes, que son la garantía, no 
sólo del derecho individual sino del derecho público 
del Estado, creen que no hay organismo más propio 
para informar en estas cuestiones que aquel que sin-
tetiza en la parte más elevada de sus funciones toda 
la actividad del Estado; y este organismo, alli donde 
existe, no puede ser ni es otro que el Consejo de 
Estado. 
Las razones que alegan para defender la opinión 
de la jurisdicción retenida no son pocas ni dejan de 
tener fundamento, dado su especial punto de vista. 
Pues que la materia contencioso-administrativa, 
dicen, ha de tener precisamente como condición de 
su existencia la misión de resolver los conflictos 
que nacen de las relaciones del Estado, representado 
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por cualquiera de sus organismos, y los particulares,  
al Estado únicamente le corresponde decir la última  
palabra en estos asuntos. Bueno que cuando sólo se 
 
ventilen cuestiones entre particulares, puesto que 
 
entonces no pueden afectar más que á los indivi-
duos, los Tribunales las resuelvan con entera inde- 
 
pendencia; pero sería absurdo considerar las cosas  
del mismo modo interviniendo el Estado como inte-
resado en la contienda.  
Bien es cierto, según ellos, que la cuestión está 
 
legalmente resuelta en nuestro país. España tiene  
consignados dos principios fundamentales. Sabemos,  
dicen, quién ejerce por la Constitución el Poder eje-
cutivo y bajo qué responsabilidad; sabemos también  
que residiendo la suprema jurisdicción en el Rey por  
la Constitución, sólo se han delegado en los Tribuna-
les de justicia, según la misma, todas aquellas cues-
tiones decaráctercivil ócriminalque pueden ocurrir; 
 
pero no se ha delegado la jurisdicción contencioso-
administrativa, como era tradición en España que 
 
no la delegaran los Monarcas, ni para resolver las 
 
competencias, ni para resolver lo con tencioso-ad-
ministrativo. De aquí que esa jurisdicción adminis-
trativa tiene en España esa gran limitación. Por la 
 
Constitución del Estado la j urisdicción retenida ra- 
 
dica en el Rey; el Rey es el que resuelve á consulta 
 
del Consejo de Estado y con la intervención de un 
 
Ministro responsable, como lo es el Presidente del 
 
Consejo de Ministros, así como acontece en las com-
petencias.  
Y añaden: Pretender atribuir un carácter jurídico 
 
á la jurisdicción contencioso-administrativa, es des-
conocer los principios fundamentales en que des-
cansa esta jurisdicción; porque si tiene por objeto 
 
resolver los conflictos que puedan ocurrir entre los 
 
Poderes públicos ó entre los Poderes públicos y un 
particular, ¿qué Tribunal ni qué organismo va á ser 
^ 
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el que pueda juzgar en el choque constante y diario 
de los Poderes públicos entre sí ó del Poder público 
con un interés particular? vA quién vamos á someter 
la resolución de todas estas cuestiones que, por lo 
mismo que en ellas interviene la Administración pú-
blica, afectan siempre algo al interés de la genera-
lidad? ¿Es que se cree que estas cuestiones conten-
cioso-administrativas, y por consiguiente, adminis-
trativas, que con la mayor sabiduría y siguiendo las 
antiguas tradiciones se han reservado al Rey, van á 
poder ser juzgadas con un criterio jurídico? 
Pues qué, ante los Tribunales contencioso-admi-
nistrativos se trata sólo de lo tuyo y de lo mío? ¿No 
se ventilan ante esos Tribunales multitud de cues-
tiones que se relacionan íntimamente con la utilidad 
general, con la conveniencia y con los intereses pú-
blicos? Gran diferencia existe entre la jurisdicción 
contencioso-administrativa y el criterio judicial; el 
criterio judicial que es fácil de determinar y aplicar 
á las cuestiones civiles y criminales; pero que choca 
abiertamente con el carácter y naturaleza de lo con-
tencioso-administrativo. Pretender que el criterio 
jurídico sea el que resuelva todas las cuestiones que 
nacen de la naturaleza misma de la Administración 
y de los Poderes, y del choque de estos Poderes con 
el interés privado, es un absurdo. 
Y después de todo esto, para apoyar más su doc-
trina, presentan difentes citas de hombres importan-
tes, como son las siguientes: 
El defensor más acérrimo de la jurisdicción dele-
gada, Mr. Maccarel, en su Cours de droit administra-
tive, ha sostenido el singular concepto de que toda 
jurisdicción es necesariamente delegada; pero ha te-
nido que confesar inmediatamente que sólo puede lla-
marse retenida en el supremo grado de la jerarquía, 
y es verdad, dicen: la jurisdicción retenida sólo se 
concibe en el Monarca, porque el Monarca es la su- 
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perior, la única autoridad, la única jerarquía que 
puede resolver los conflictos que resulten entre los 
Poderes públicos ó entre el Poder público y el inte- 
rés privado. 
Mr. Locré, en su obra Du Conseil d'Etat, expone: 
«Se ha debido hacer una excepción al derecho co-
mún, á favor de los negocios donde se mezcla más 
ó menos el interés general, porque conviene man-
tener el orden público y privado. Ha sido, pues, ne-
cesario crear una justicia administrativa que, te-
niendo más latitud, pudiese equilibrarlo todo, formar 
un derecho mixto de las reglas del derecho público y 
de las del derecho privado, y hacer prevalecer, si 
fuese necesario, la equidad y el interes del Estado, 
que es el interés de todos, sobre las disposiciones in-
flexibles y más estrictas de la legislación positiva.» 
Y por si no bastase esta opinión, citan la de 
Mr. Henrion de Pansey, en su obra De l'autorité ju-
diciaire -en France, que al establecer varios casos, pre-
gunta: 
«i,Seria racional obligar al Gobierno á dirigirse á 
los Tribunales? z,Se podría, sin gran peligro para la 
cosa pública, sujetarse á las formas lentas y solem-
nes de la jurisdicción ordinaria?No; en tales circuns-
tancias y en otras muchas semejantes es necesario 
para la instrucción y examen de esta clase de asun- 
tos, un modo de proceder especial y particular, una 
especie de tribunal que, como el Consejo de Estado, 
se halle, digámoslo así, en el Gobierno, que posea su 
espíritu, y á las veces su secreto, y cuya marcha 
rápida esté siempre de acuerdo con lo que exige la 
seguridad del Estado y la marcha de la sociedad.» 
Para que el cuadro de citas sea completo, también 
manifiestan el parecer de españoles importantes en 
la gobernación del Estado; por ejemplo: 
A D. José Posada Herrera, que además de autor de 
una obra de Derecho administrativo, ha ocupado la 
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Presidencia del Consejo de Ministros y la Presiden- 
cia del Consejo de Estado, y que decía el 21 de Mayo 
de 1859 al discutirse la ley orgánica del Consejo de 
Estado: «En los pleitos ordinarios.y en los negocios 
del fuero común siempre se discuten dos derechos: 
el derecho de un particular ó del Estado contra el 
derecho de otro particular. Pues bien; en el orden 
administrativo rara vez se discuten los derechos del 
Estado; lo que se discuten son los grandes intereses 
del Estado enfrente de los derechos de los particu- 
lares. De manera que ya tenemos aquí una diferen- 
cia esencial, cardinalísima, entre el orden del juicio, 
llamémosle así, del contencioso-administrativo y el 
orden del juicio exclusivamente judicial.» 
Después añadía: «Estoy seguro que el día que las 
cuestiones de liquidación de la Deuda del Estado pu-
dieran ser llevadas á los Tribunales ordinarios, ese 
día, las partes abusarían de su derecho, y el Gobier-
no y el Tesoro quedarían siú ningún género de de-
fensa.» 
Y Olózaga, en igual discusión, decía también: 
«Yo no he participado ni un solo instante de la pre-
vención con que muchos han mirado esta institu-
ción de lo contencioso-administrativo, que conside-
raban como contraria á los buenos principios cons-
titucionales y como contraria á la extensión debida 
á los derechos de la justicia común. Yo admito, como 
no puede menos de admitir quien esté siquiera me-
dianamente versado en la nueva ciencia de la admi-
nistración, que la jurisdicción, si se ha de llamar 
así, del Consejo, sea retenida y no se sobreponga á 
la voluntad del Gobierno. Estoy tan lejos de impug-
nar la facultad del Gobierno de conformarse ó no 
con lo resuelto por el Consejo en la vía contenciosa, 
cuanto que creo que puede haber casos en que haya 
un gran interés nacional, un gran interés de de-
coro y de dignidad nacional, que aconseje al Sobe- 
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rano hacer lo contrario de lo que el Consejo le  pro-
ponga. » 
Con los indicados pareceres fortalecen su opinión 
de que no pueden resolverse con el criterio jurídico 
de los Tribunales de justicia las cuestiones conten-
cioso-administrativas y que llevar esta clase de 
asuntos á los Tribunales ordinarios, lo mismo que á 
un Tribunal especial con jurisdicción delegada, 
constituye una violación de los principios funda-
mentales de la materia, y, lo que es más grave to-
davía, altera las condiciones constitucionales de los 
gobernados. 
Los partidarios de esta escuela se lamentan amar-
gamente de que su situación es desventajosisima y 
tiene que resultar impopular, pues siempre que se 
resuelven cuestiones entre particulares y la Admi- 
nistración, son aquéllos los que se quejan, consi-
guiendo hacer atmósfera en favor de la jurisdicción 
delegada, y en cambio el Estado, que es todo lo que 
constituye la nacionalidad, tiene siempre un carác-
ter en cierta manera anónimo; por eso no se le oye; 
por eso sus clamores no llegan á formularse, y por 
eso la jurisdicción retenida no tendrá nunca gran-
des prosélitos en las masas. Además, dicen, por des-
gracia no se ha llegado aún á aquel punto verdade-
ramente elevado de civilización en que cada indivi-
duo se conceptúa como una misma cosa con el Esta-
do, como copartícipe de él. De aquí que el particular 
considere al Estado como á un enemigo suyo, cuan-
do en realidad es la más alta encarnación y la repre-
sentación más verdadera del interés de todos y cada 
uno de los individuos. 
De esto nace precisamente, según ellos, la espe-
cie tan generalizada de que en la jurisdicción rete-
nida no hay igualdad en la defensa, y preguntan: y 
z,cuándo no ha existido en la vía contencioso-admi-
nistrativa la igualdad en la defensa? ¡,En qué consis- 
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te esa desigualdad? ¿No hay allí una parte que litiga? 
¿No hay un representante del Estado que defiende 
los intereses de la Administración pública? ¿No se 
sigue una contienda entre partes? ¿No se celebra la 
vista y se oyen las quejas, las reclamaciones y las 
observaciones de una y otra parte? ¿No se produce 
una sentencia? ¿No hay igualdad en este punto para 
uno y otro? ¿Dónde está la ventaja que se supone 
gratuitamente que tiene la representación del Esta-
do en estos asuntos? 
Del propio modo creen que arranca también de 
ahi el otro error, no menos común, de que en lo 
contencioso-administrativo, en la jurisdicción rete-
nida, el Estado es juez y parte al mismo tiempo, con 
lo cual alegan los defensores de la jurisdicción dele-
gada que no puede haber justicia; y del propio modo 
se defienden los primeros, manifestando que quien 
conozca el organismo de los Poderes públicos, cómo 
se nombran las Tribunales y todo aquello que del 
Poder ejecutivo depende, no puede hacer tal aseve-
ración; porque si se entiende que la Administración 
es juez y parte por nombrar los Consejeros de Esta-
do, siempre sera el Estado el que nombre el  Tribu-
nal que de la jurisdicción contenciosa ha de cono-
cer, ya vaya ésta al Tribunal Supremo, ya se quede 
en el Consejo de Estado, ya se forme un Tribunal 
especial para tal objeto. 
Con esto damos por terminado el relato expositi-
vo de lo que dicen los partidarios de la jurisdicción 
retenida. Veamos ahora, siquiera brevemente, lo que 
'manifiesta la otra escuela en defensa de su cri-
terio. 
Esta escuela ha nacido al calor de los adelantos 
de la moderna época, y arranca del punto de parti-
da de la división de los Poderes y de la independen-
cia de los mismos, como único medio de que los de-
rechos de todos estén garantidos. 
.,.... s, ^ .... ^..^.,—.....,....., ^ ».....,.... 
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Para ellos, cuando se presentan hechos que en-
vuelven relaciones jurídicas entre los particulares y 
la Administración, como no dan á ésta más carác-
ter que el de una verdadera personalidad jurídica, 
 
el asunto es de resolución facilísima; se resuelve 
 
con entregar la contienda á la jurisdicción ordinaria.  
En este camino, y por pequeños matices, se puede 
llegar y se ha llegado, efectivamente, á la creación 
de verdaderos Tribunales independientes, que en-
tienden en la materia contencioso-administrativa. 
Y defendiendo su punto de vista, arguyen así: 
WQué es esto de criterio judicial y criterio admi-
nistrativo para la administración de la justicia? La 
justicia se administra según las leyes y con el cri-
terio de las leyes, y por eso queremos que 
 la justicia 
se aplique con el estricto rigor de las leyes mismas 
y que tan sólo se atienda á la equidad, mermando el 
 
rigor de la ley en los asuntos contencioso-adminis-
trativos, en los casos mismos, en las mismas circuns-
tancias en que la equidad debe mermar el rigor de 
 
la ley en los juicios civiles y criminales; pero no en 
 
otro alguno. Y no se hable de conveniencias públi-
cas y de necesidades sociales que se colocan por en-
cima de las leyes; porque por encima de la letra y  
del espíritu de las leyes, los que administran la jus-
ticia no pueden pensar en conveniencias públicas ni 
 
en necesidades sociales. Si alguna vez los Tribunales 
 
que administran la justicia en lo contencioso-admi-
nistrativo hallan que la aplicación estricta de un 
 
principio legal perjudica á los intereses públicos 
 
notablemente, ó pone en peligro las conveniencias 
 
públicas, eso debe servir  los Tribunales para poner 
 
en conocimiento del Gobierno ó de otros Poderes 
 
públicos la necesidad de revocar la ley; pero mien-
tras la ley sea ley, mientras la ley ampare el dere-
cho del particular, aunque tenga olvidadas las con-
veniencias públicas, por desgracia de la ley misma 
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y acaso por desgracia del país, la ley debe aplicarse 
con todo rigor. 
¿Negamos nosotros por ventura facultades al Es-
tado para legislar? Pues que legisle enhorabuena 
como entienda ser de su deber y poniendo á salvo, 
no sólo el derecho de los particulares, sino también 
los intereses públicos. Pero una vez legislado ya, 
cuando esas altas conveniencias se han puesto á 
salvo, dejad que aplique el derecho establecido, cue 
aplique la ley, otro que no sea quien la infringio y 
quien en la contienda está interesado para no hacer 
justicia. 
Bueno que esas preferencias por el Estado sobre 
los particulares se tengan siempre en las leyes; 
¿cómo hemos de desconocer que las conveniencias 
públicas en muchos casos es preciso que se pongan 
por cima de los derechos estrictos de los individuos?; 
pero es menester que ese detrimento de los derechos 
de los particulares enfrente del Estado, que esa des-
membración de los derechos del individuo se esta-
blezca en una ley, ley que ha de aplicarse con todo 
rigor, lo mismo que las que amparan por completo 
todos sus derechos. ¿Desconocemos quizá que la ex-
propiación por causa de utilidad pública merma los 
derechos del individuo á favor del Estado, por nece-
sidades sociales y por conveniencias públicas? ¿Des-
conocemos tal vez que el pago de las contribuciones 
es otra verdadera expropiación exigida por las ne-
cesidades de la nación? ¿Desconocemos acaso que el 
servicio militar constituye una coacción de la liber-
tad del individuo, y, -por consiguiente, una desmem-
bración de sus derec zos á beneficio del Estado? No 
seguramente; nada de eso desconocemos. Lo que si 
queremos es que cuando los derechos del particular 
enfrente del Estado hayan de mermarse, se mermen 
por las leyes mismas, pero no por encima de las le-
yes, aplicando esos criterios administrativos de altas 
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conveniencias que establecen nuestros contrarios 
enfrente de nuestros criterios jurídicos. 
Decis que ofrece garantías de justicia el ejercicio 
de la jurisdicción contencioso-administrativa donde 
se halla ésta retenida. Eso no es exacto; porque tie-
ne necesariamente que estar sometida á la arbitra-
riedad de los Gobiernos. Cuando el Consejo de Esta-
do no se ha inspirado en las consultas que evacua en 
el pensamiento del Gobierno, los Gobiernos se apar-
tan de la consulta ó parecer del Consejo. De algo 
había de servirle al Gobierno el tener la jurisdicción 
retenida. 
De ahí nace también el otro defecto cardinal de la 
jurisdicción retenida: el de que la Administración es 
juez y parte en el asunto. No es la Administración 
juez y parte á causa de què los Ministros que dictan 
las resoluciones nombren los Consejeros que han de 
ocuparse de si aquéllas son ó no susceptibles de re-
visión, pues también el Ministro de Gracia y Justicia 
nombra los Magistrados que han de entender en los 
pleitos en que el Estado es parte; no es ese el caso, 
no. Es que la Administración es juez y parte donde 
se mantiene la jurisdicción retenida, porque los mis-
mos Ministros que dictan las Reales órdenes tienen 
y ejercitan desgraciadamente, á pesar de las consul-
tas de los Consejeros que sustancian los juicios, el 
derecho de separarse de sus propuestas y son, por 
tanto, los verdaderos jueces. Si son, pues, jueces 
porque ejercen la jurisdicción,y son ellos mismos los 
que dictan la resolución que se impugna, tino son en 
este sentido juez y parte? Claro es que este concep-
to no es absolutamente exacto en cuanto á la pro-
piedad del lenguaje, porque los Ministros que dictan 
las resoluciones no son la parte contendiente en un 
pleito, sino que lo es la Administración general del 
Estado; pero como al emplear la frase de que el Es-
tado es juez y parte sólo se trata de demostrar con 
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ella que los interesados no tienen garantías suficien-
tes de que les será administrada la justicia, no se po-
drá negar que, bajo este punto de vista, bien puede 
decirse prácticamente que los Ministros son juez y 
parte en estos asuntos. 
Pero hay más, continúan los defensores de estas 
ideas: no sólo la Administración es juez y parte, 
sino que de ella depende no ya el resolver, sino 
hasta el oir al mismo reclamante. Un particular re-
curre contra un acuerdo de la Diputación provin-
cial, y el Gobernador, oyendo á la Comisión provin-
cial, le rechaza el recurso en la via contenciosa; 
aquel particular se alza de la providencia del Gober-
nador ante el Ministro, y del Ministro depende, pre-
via consulta del Consejo de Estado, que se le oiga ó 
no se le oiga. Igualmente, si otro particular inter-
pone una demanda ante el Consejo de Estado contra 
la Administración central, en los Ministros »estriba 
su admisión ó no en la vía contenciosa. Todo esto 
sin tener en cuenta que además de depender de la 
Administración la resolución y la admisión de la de-
manda, depende también el cumplimiento y la eje-
cución de la sentencia, lo cual es el coronamiento 
de la injusticia. 
Resumiendo las ideas sostenidas por los defensores 
de la jurisdicción delegada, copiaremos lo que el se-
ñor Santamaría dijo en el Congreso de los Diputa-
dos, al defender el dictamen de la Comisión; porque 
presenta de un modo tan bello la necesidad de esta 
Jurisdicción, que sería lástima privar al lector de ta-
les líneas: 
«El sistema administrativo se funda en el princi-
pio de quedo contencioso-administrativo no es más 
que una revisión de la resolución recaída en la vía 
gubernativa, que debe hacer la misma Administra-
ción como facultad inherente á su propio poder. Pues 
bien; nosotros sostenemos que lo contencioso-admi- 
4 
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nistrativo no forma parte de la acción de gobernar, 
ni puede estimarse incluido en el verdadero proce-
dimiento administrativo. 
«Claro es que la Administración tiene su procedi-
miento, como lo tienen todos los Poderes; pero hay 
que fijar los límites de este procedimiento adminis-
trativo; esto es lo que importa definir y aclarar. La 
Administración es el Poder encargado de ejecutar la 
ley; pero al hacerlo, tropieza con las dificultades de 
la práctica; dificultades que nacen de la generalidad 
y acaso de la oscuridad con que la misma ley está 
redactada; dificultades que nacen de los llamados á 
obedecerla; y como el Poder ejecutivo, y como la 
Administración es acción, es movimiento, no puede 
permanecer estática, sino que tiene que proveer á 
la satisfacción de las necesidades públicas tan 
pronto como se presentan, la Administración no pue-
de pasarse ni dejar de resolver aquellas dificulta- 
des, y para eso necesita desenvolver el precepto del 
legislador; para eso necesita aplicarle con relación á 
las circunstancias y á los tiempos; para eso necesita 
vencer todas aquellas resistencias que el interés 
particular ofrece. Y -claro es que al hacer todo eso, 
la Administración ha de estudiar, la Administración 
ha de informarse, la Administración ha de resolver 
á través de sus diversos grados jerárquicos; y  esta 
serie de trámites, como parte' integrante de la fun-
ción misma de obrar y 
 de ejecutar, pues que no se 
puede ejecutar y obrar sino aplicando la ley según 
los casos, constituye la via gubernativa, que es el 
único procedimiento propio de la Administración. 
»Pero la Administración ha obrado ya; la Adminis-
tración ha vencido todas las resistencias que se pre-
sentaban para el cumplimiento de la ley; la Admi-
nistración ha resuelto todas las dificultades que ocu-
rrían en su aplicación; ya no se trata de impedir el 
cumplimiento de la ley; ya se trata de juzgar el acto 
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administrativo, y cuando por resultas de todos estos 
procedimientos la Administración haquebrantado 
un derecho particular, la Administración ha lesiona-
do un derecho que se ampara en una ley ó en un re-
glamento que era limitativo de su potestad discre-
cional, ¿,quién va á juzgar de esta lesión? No se trata 
ya de que la Administración impida la infracción de 
la ley, sino que es ella misma quien la infringe; no 
se trata ya de que la Administración venza las re-
sistencias para el cumplimiento del derecho, sino 
que es ella misma la que resiste; no se trata ya de 
vencer todas aquellas dificultades que surgen en 
cuanto al cumplimiento de los fines del Estado, sino 
que es ella misma quien los dificulta; y yo pregunto 
en este caso: ¿quien va á resolver la cuestión? ¿Será 
la misma Administración ofensora? ¿Será la misma 
Administración infractora? ¿Será la misma Adminis-
tración desconocedora de aquellos derechos? Evi-
dentemente, no; la Administración no puede ser 
juez y parte.» 
Realmente es difícil hacer nada más claro, más 
preciso, ni más hermoso. 
Según hemos dicho al principio del artículo, esta 
lucha entre las dos escuelas extremas, ha dado por 
resultado constante el triunfo de la que defiende la 
jurisdicción delegada, consecuencia natural del 
modo de ser propio de los actuales tiempos, aunque 
en esta victoria no interrumpida , existan algunas so-
luciones de continuidad; pero, en definitiva, á la 
larga, el triunfo es evidente. 
Claro está que la escuela vencedora va haciendo 
también concesiones de detalle, mayores ó menores, 
según las condiciones de la lucha. Por eso existen 
ahora varios medios de resolver la organización de 
los Tribunales contencioso-administrativos y por eso 
se han creado diferentes escuelas ó soluciones inter-
medias. 
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Así vemos que hay quien sostiene que lo conten-
cioso-administrativo es efectivamente una revisión 
del acto contra que se reclama, que debe hacerla la 
Administración, pero una revisión que ha de verifi-
carse con más formalidades; por eso prescinden de. 
la jurisdicción retenida y la convierten en delegada, 
pero la encargan á una Sala del Consejo de Estado, 
declarando la inamovilidad de sus Vocales, que vie-
ne á ser lo que se ha establecido con la nueva legis-
lación. 
Otros por el contrario creen que lo contencioso-
administrativo no pertenece al orden judicial ni al 
orden administrativo; defienden que tiene una situa-
ción propia; que ni es una segunda parte del proce-
dimiento administrativo, ni es un pleito ordinario 
que exija conocimientos especiales; que surge, en 
fin, de estos dos términos: lo administrativo y lo con-
tencioso, y no debe, por lo tanto, estar supeditado ni 
al Poder ejecutivo ni al judicial. 
Y, por fin, los hay que sostienen que el asunto es 
materia judicial; pero como no es un pleito como 
otro cualquiera, vamos á constituir una Sala espe-
cial, dicen; pero formando parte de los Tribunales de 
justicia, como si fuese un organismo más del Poder 
judicial, y claro está que con jurisdicción delegada 
y con Magistrados inamovibles. 
De manera que, después de admitido el principio 
importantísimo de la jurisdicción delegada, estas al-
teraciones á que ahora nos referimos en la manera 
de ser ó de formar los Tribunales, vemos que son 
pequeñas y de poca importancia con relación á la 
cuestión principal que hemos examinado; y es claro: 
según del campo extremo de donde uno procede, así 
adopta la solución intermedia más próxima al ideal 
de que se partió. 
Tales soluciones mixtas son las que en la practica 
están obteniendo mayor aceptación con alteraciones 
A 
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hacia un campo ú otro, debido á las circunstancias 
especiales que concurren cuando los proyectos se 
discuten. La ley actual, por ejemplo, tiene gran re-
lación con la solución primeramente expuesta; la 
segunda era la que defendía la Comisión que pre-
sentó el dictamen en el Congreso, y la tercera la que 
informaba el proyecto último del Gobierno y la que 
existió en los alios de la revolución del 68. 
Vistas ya las escuelas extremas que se disputan 
el establecimiento de los Tribunales contencioso-ad-
ministrativos y dada una ligera reseña de las solu-
ciones intermedias ó de transacción que se presen-
tan en la práctica, podemos declarar terminada la 
primera parte de estas explicaciones doctrinales, y 
entrar de lleno en la historia relativa á la materia, 
que es el segundo aspecto de que tenemos que ocu-
parnos. 
Debemos empezar la parte histórica diciendo que 
con lo contencioso-administrativo ha sucedido lo 
que sucede con todas las doctrinas. Primero apare-
ce, y como reforma es aplaudida con entusiasmo, 
sostenida con calor y planteada con frenesí; luego 
se examina más despacio, y como todo lo humano 
es imperfecto, se exageran estos defectos y se la com-
bate; es decir, la opinión con igual fuerza que antes 
se levanta, pero al revés de lo que sucedía entonces, 
ahora es contra lo contencioso-administrativo; por 
fin, pasan los períodos de las exageraciones, viene la 
calma, y, quedando las cosas en su verdadero lugar, 
se plantea lo que la reforma tiene de bueno y se 
prescinde de lo defectuoso. 
Estos tres períodos están representados por distin-
tas nacionalidades. Francia personifica el primero, 
• 
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Bélgica é Italia el segundo y Alemania, Austria y 
Portugal el tercero. 
Francia puede decirse que es la cuna de lo con-
tencioso-administrativo, porque allí se vió el primer 
rayo de luz de donde nace toda la doctrina: la divi-
sión de los Poderes públicos. Este principio, soste-
nido entre otros, muy especialmente por el famoso 
Montesquieu, llegó á plantearse en el terreno de los 
hechos. De la división de Poderes resultó, como no 
podia menos, un inconveniente práctico importan-
tísimo, grave y de extraordinarias consecuencias, 
y que consistía en la delimitación de las atribu-
ciones, por no llamarle de la jurisdicción propia y 
peculiar de cada uno de estos Poderes. Tratándose de 
relaciones jurídicas después de haber prevalecido es-
tos principios en la esfera del Gobierno y de la Ad-
ministración se vió muy luego el peligro de que los 
Tribunales de justicia no sólo invadieran, sino pu-
dieran llegar hasta hacer imposible en muchos casos 
el ejercicio del Poder administrativo, y con objeto de 
evitarlo se adoptó en Francia en 1801 la primera dis-
posición, que se puede decir que es el punto de par-
tida del asunto, en la cual se determinó en forma ab-
soluta que los Tribunales de justicia se abstuviesen de 
intervenir en aquellas materias en que por cualquier 
concepto y título hubiese intervenido la Adminis-
tración. Pero no adelantemos los sucesos. 
Ya en la revolución del 89, y como consecuencia' 
lógica del principio de la división de los Poderes, 
que aún no había encarnado, pero que era tema de 
discusión, salió la base de todo y lo contencioso-ad-
ministrativo tomó cuerpo. La Asamblea Constitu-
yente se ocupó de la materia, y allí se presentaron 
el sistema judicial, el sistema administrativo y un 
sistema de conciliación. El sistema judicial estaba 
representado por Chabroud, el sistema administrati-
vo por Pezons y el sistema de la conciliación por la 
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Comisión de la Cámara de 1791. La Constituyente, 
sin embargo, estaba recelosa del Poder judicial que 
le consideraba afecto á las instituciones del antiguo 
régimen, y esto unido al principio de la indepen-
dencia de los Poderes, hizo que optase por la solu-
ción de Pezons; así que se estableció lo contencioso-
administrativo como una revisión de los actos de la 
Administración pública. La Convención pasó por el 
sistema, con pequeñas variantes. 
Después, el Consulado transformó aquel régimen. 
Napoleón encomendó á un gran estadista, á Roede-
rer, la organización administrativa de Francia, y 
éste creó los Consejos de prefectura, algo así como 
nuestros Consejos provinciales, viniendo luego á 
fundarse tambien el Consejo de Estado, y yendo por 
estas transformaciones á parar lo contencioso-admi-
nistrativo á esos dos Cuerpos en las respectivas ins-
tancias, con la jurisdicción retenida y en la misma 
forma, poco más ó menos, que estaba en nuestro 
país hasta la promulgación de la presente ley. 
Más tarde la Restauración conservó la obra del 
Consulado; pero en aquella época que media desde 
1814 á 1830, se agitó la cuestión de lo contencioso-
administrativo de una manera casi febril, aparecien-
do todos esos nombres de Cormenin, Delamalle, Heu-
rión de Peusey, Macarel y el Duque de Broglie, á 
quienes se puede considerar como los fundadores de 
lo contencioso-administrativo; debiéndose advertir 
que precisamente en esa época es cuando Corme-
mm y Macarel inician la idea de los Tribunales espe-
ciales. 
La Monarquía de Julio conservó el mismo sistema; 
pero la discusión fué creciendo hasta tal punto, que 
bien puede decirse que ella vino á caracterizar todo 
aquel período; diganlo si no los nombres de Odi-
lón Barrot, Tocqueville y Vivien; y las Cámaras se 
preocuparon de tal modo del asunto, que se presen- 
- 
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taron hasta siete proyectos sobre el particular. La 
revolución del 48 se decide por un sistema ecléc-
tico y constituye una Sala en el Consejo de Estado 
compuesta de Consejeros inamovibles y  con jurisdic-
ción propia; pero sobrevienen los acontecimientos 
de 1852 y el Imperio establece el antiguo estado de 
cosas. Cae el.Imperio, y la actual República orga-
niza en 1872, 75 y 79 lo contencioso-administrativo 
sobre la base de una Sala en el Consejo de Estado 
compuesta también de Consejeros inamovibles y con 
jurisdicción delegada; es decir, lo propio que existe 
hoy en Espafia. 
Francia, como se ve, es, pues, la nación que  re-
presenta el entusiasmo por lo contencioso-adminis-
• trativo. Pero ya hemos dicho que hubo en Europa 
reacción, y contra las tendencias de Francia están 
las que aparecieron en Bélgica é Italia. 
En Bélgica, por huir de la jurisdicción retenida, 
se llegó 'á negar lo contencioso-administrativo, en-
comendando á la Administración, en la via guberna-
tiva, las cuestiones á aquélla referentes. 
También Italia había recibido de Francia las nue-
vas doctrinas; pero al suprimir lo contencioso-admi-
nistrativo cuando hizo su unidad nacional fué á los 
Tribunales ordinarios á los que encomendó los asun-
tos que con él tenían relación. 
Hoy nos encontramos ya en ese período de calma 
en que las exageraciones respecto á la materia han 
desaparecido. 
Tiempo hacía que en Alemania la opinión se agi-
taba encareciendo la necesidad de llegar á una orga-
nización. Hombres tan ilustres en la ciencia política 
y en la ciencia administrativa como Roberto Mohl 
y Greist habían constantemente predicado acerca de 
la necesidad de establecer un sistema bueno ó malo; 
pero, en fin, algún sistema. La gente se retraía por 
no querer copiar á Francia, que hasta aquí había ve- 
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nido siendo la personificación nacional de lo conten-
cioso-administrativo; pero al fin la razón se ha abier-
to paso, y Prusia, al transformar su organización ad-
ministrativa con las leyes de 1872, de 1875 y de 
1883, la ha modificado poniendo Tribunales parcia-
les ó regionales y departamentales y formando un 
Tribunal superior independiente del orden jurídico 
y del orden administrativo, encargado de resolver, 
con jurisdicción propia. Y no es Prusia aislada, sino 
que otros Estados de Alemania, como Baden, como 
Baviera, como Wurtemberg, como el Electorado de 
liesse, han seguido el mismo sistema de constitu-
ción de Tribunales. 
Austria, por sus leyes de 1875 y 1876, ha estable-
cido también el Tribunal Superior contencioso-ad-
ministrativo• habiendo encarecido el ilustre Kishing 
las ventajas de este sistema, y siendo digno de estu-
dio su organización ,y -sus funciones. Hungría, no 
hace mucho, continuando en esta misma tendencia, 
también ha organizado un Tribunal especial, aunque 
sólo en materias determinadas. Y Portugal, en 1870, 
ha pagado tributo á esta corriente de la opinión. 
Pero dejemos aparte las otras naciones y fijémonos 
en la nuestra, y tomando el asunto de época remota 
démosle una ligera ojeada. 
En la Novísima Recopilación hay algo de lo con-
tencioso-administrativo, imperfecto, muy imperfec-
to, pero hay algo. En ella existen leyes que regulan 
las relaciones de los particulares entre si, como las 
hay que regulan la organización de los Poderes pú-
blicos, y las hay que determinan las condiciones de 
la Administración tal y como entonces existía. Pero 
se hace con la confusión que era natural, resul-
tado de las ideas de aquel tiempo, y cuya confusión 
nacía de no estar deslindados aún los Poderes públi-
cos. En su virtud, ocurría que las autoridades y 
Corporaciones que tenían como carácter predomi- 
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nante el judicial, ejercían funciones administrativas. 
Todo el mundo sabe de la manera que los Reales 
Acuerdos entendían en la mayor parte, y sobre todo, 
más importante de las cuestiones de carácter admi-
nistrativo, y no solamente ejerciendo actos de ver-
dadera jurisdicción, sino ejerciendo al propio tiempo 
actos de Poder, actos de aquellos que corresponden 
hoy á las autoridades administrativas. Y no ocurrió 
esto sólo respecto á los Reales Acuerdos; ocurrió 
también en el Consejo de Castilla, el cual desempe 
ñaba además funciones consultivas, administrativas 
y judiciales. 
Pero andando los tiempos, las ideas de los pensa-
dores y los filósofos llegaron á tener realización y 
prevalecieron, principalmente en Francia, como he-
mos explicado hace poco, realizándose la división de 
Poderes y naciendo lo contencioso-administrativo 
con la pujanza que hemos tenido ocasión de ver. Y 
nosotros que en todos los momentos de nuestra histo-
ria politica hemos sufrido más de lo necesario la in-
fluencia de la nación vecina, la sufrimos también en 
este punto, y cuando triunfó en España la revolu-
ción de 1854, surgió la cuestión, poniéndose sobre 
el tapete lo contencioso-administrativo. 
Los sucesos de 1856 restablecieron el Consejo Real 
con sus antiguas atribuciones, con sus antiguos 
caracteres, y por lo tanto, continuó, por decirlo 
así, la vida de aquel Cuerpo con todos los atribu-
tos y condiciones que había tenido desde 1845. Cua-
tro años después, el Sr. Posada Herrera creyó que no 
bastaba con haber conservado y con conservar aquel 
organismo del Consejo Real con las condiciones que 
tuvo en 1845, sino que para el funcionamiento más 
ordenado y fructuoso de los distintos ramos de la 
Administración, convenía en alto grado aumentar 
la importancia, la significación, el prestigio del Con-
sejo, y con este motivo se hizo la ley de 1860, en la 
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cual no se restó ninguna de las atribuciones que 
tenia el antiguo Consejo Real, y por lo tanto, el 
nuevo Consejo de Estadocontinuó desempeñando las 
funciones relativas á lo contencioso-administrativo 
y á los conflictos de jurisdicción. 
Ocho años más tarde, en 1868, y de resultas de los 
acontecimientos que entonces tuvieron lugar, se 
sustrajo lo contencioso del conocimiento del Con-
sejo, cuya existencia corrió gravísimos peligros, y 
que el mismo Sr. Posada Herrera contribuyó á sal-
var, así como el insigne Ríos Rosas, dándole una 
base constitucional en la Constitución de 1869; pero 
con eso y todo, se mermaron sus atribuciones y fa-
cultades y se sustrajo de su conocimiento lo conten-
cioso-administrativo, que fué llevado á los Tribunales 
de justicia, en primer grado á las Audiencias, y en úl- 
timo grado al Tribunal Supremo, al cual se añadió 
una Sala para este objeto, con la circunstancia de 
que, como era natural, dada la índole de aquel Cuer-
po, ya entonces se estimó que no debía ser retenida 
la jurisdicción que resolviese esta clase de asuntos, y 
el Tribunal Supremo tuvo jurisdicción delegada en 
el conocimiento de los negocios contencioso-admi-
nistrativos. Después de la Restauración, volvieron 
las cosas al ser y estado que tenían en punto á esta 
materia antes de la revolución de 1868. Con peque-
ñas modificaciones, que no fueron sustanciales, sino 
de simple accidente y puramente de organización, 
se restauró el Consejo de Estado en todas sus anti-
guas atribuciones, y así ha seguido hasta que se ha 
publicado la presente ley. 
Concluida la reseña histórica y para terminar este 
larguísimo artículo, diremos sólo dos palabras sobre 
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las ventajas del precepto legal objeto de esta obra. 
Los defectos del sistema administrativo puro los 
hemos visto bien á las claras al examinar las dos es-
cuelas extremas al principio de este artículo; los in-
convenientes del sistema judicial puro también son: 
que desconoce un principio constitucional, que es el 
de la independencia de los Poderes públicos, en cuan-
to supedita el Poder ejecutivo al Poder judicial cuan-
do aquél ha obrado como verdadero Poder del Estado. 
Y esto es tanto más cierto, cuanto que aceptado el 
sistema judicial puro, no hay más remedio que dar 
á los Tribunales contencioso-administrativos la fa-
cultad de llevar á efecto lo juzgado. 
,Quó solución cabe en el problema? Una solu-
ción intermedia, con la cual nacen otras ventajas. 
Antes el partido conservador tenía un sistema de 
Consejo de Estado con jurisdicción retenida y el par-
tido liberal la idea constante de sacar los asuntos 
contencioso-administrativos de aquella Corporación 
y llevarlos á los Tribunales ordinarios. Ahora quizá 
adquiera estabilidad la nueva forma; pues si bien 
algo más se acerca la ley al campo conservador por 
las modificaciones introducidas en el Senado, real-
mente los partidos liberales mucho han adelantado 
con la innovación, la cual puede muy bien ser base 
de concordia para lo sucesivo. 
Y si además de estas observaciones nos fijamos en 
el estado deplorable en que se encontraba lo conten-
cioso-administrativo actualmente en España, tene-
mos con sinceridad que aplaudir la modificación lle-
vada á cabo. 
Lo que primero saltaba á la vista era ese cúmulo 
de pleitos que el Consejo de Estado tenía pendientes 
de resolución, que según se ha manifestado ante la 
Representación Nacional, pasaban de 2.800. Dos mil 
ochocientos interesados que quizá estaba pendiente 
su modo de ser de esos pleitos detenidos. Y el caso es 
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que la cosa no parecía tener enmienda. Tal era el 
efecto producido por estas detenciones, que hasta 
aquellos á quienes no complacían los detalles de la 
ley votada y aun quizá que tampoco estaban con-
formes con muchos de sus fundamentos, recibieron 
con gusto el proyecto, sólo por la circunstancia re-
ferida. Ahora será posible dar gran impulso á esos 
asuntos detenidos; pues el nuevo Tribunal puede re-
unirse en dos secciones y así adelantar más en sus 
trabajos, y tiene, como es consiguiente, que reunir-
se todos los días. En su virtud, las esperanzas de la 
mejora son fundadas y los resultados deberemos to-
carlos pronto. 
Por otra parte, la ambigüedad que existía en el 
procedimiento, producida por esa multitud de dis-
posiciones legales, reglamentos y Reales decretos 
para la sustanciación del juicio contencioso-admi-
nistrativo, ha cesado también al codificarse ese pro-
cedimiento y lo ha mejorado notablemente, como 
tendremos ocasión de ver al continuar el examen del 
articulado. 
El cúmulo de disposiciones derogadas por la 
presente ley, formaban una verdadera anarquía, 
hasta el punto de que era procedente la vía conten-
ciosa para los asuntos de contribuciones directas y 
no lo era para los asuntos de contribuciones indirec-
tas, sólo porque un preámbulo de un Real decreto 
de 1854 lo daba así á entender; hasta el extremo de 
que era )r ócedente la vía contenciosa cuando se 
Ce trataba e clases pasivas civiles, y no cuando se tra-
taba de clases pasivas militares. Hoy existe un cri-
terio claramente definido y con carácter general, 
al cual tenemos que ajustarnos todos, y para su apli-
cación existe un procedimiento, si bien con más re-
quisitos que el anterior, más solemne, en cambio, y 
con mayores probabilidades de justicia para los in-
teresados. 
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¡Qué tranquilidad debe darle al particular que liti-
ga con el Estado considerar que aquellos que van 
á resolver su demanda no pueden ser separados por 
el Ministro que dictó la resolución impugnada, y 
que el Estado contra quien contiende sólo representa 
en el asunto una de las partes!... Nos basta tal re-
flexión para saludar con gusto el planteamiento de 
la nueva ley. 
CAPITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES. 
ART. 8.° La jurisdicción contencioso- administra-
tiva será ejercida en nombre del Rey, y por delega-
ción suya (1), por el Tribunal (2) de lo contencioso —
administrativo, que formará parte del Consejo de 
(1) Subrayamos la palabra, porque ella es la que determina 
la clase de jurisdicción con que el Tribunal conoce; es decir, que 
en ella se condensa toda la doctrina que hemos explicado en el 
capítulo anterior. 
(2) A este Tribunal se le ha querido llamar Tribunal Supre-
mo, por unos; por otros Tribunal Superior, y por fin se ha que-
dado sin calificativo alguno. La razón ha sido siempre la misma: 
que existiendo un Tribunal Supremo, ninguno debe llevar aquel 
nombre ni otro que indique superioridad al mismo, sin fijarse 
que una cosa es ser Tribunal Supremo de justicia y otra supre - 
mo ó superior de lo contencioso-administrativo. 
Esta denominación, aunque no se le haya dado, realmente la 
tiene de hecho, porque no hay ningún otro que entienda en esta 
materia y que sea superior a él. En fin; por consideración al 
Supremo y al Consejo de Estado, es por lo que se resolvió el 
asunto como se ha resuelto. De todos modos creemos que el caso 
no merecía tanta discusión; la consideración del Tribunal no re-
sultará del nombre que se le aplique, sino del concepto público 
que merezca por la manera de ejercer la jurisdicción que se le 
encomienda. 
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Estado (1) , y por Tribunales provinciales (2 ). 
ART. 9.° El Presidente y los demás Ministros del 
Tribunal, concurrirán con voz y voto á las delibera-
ciones del Consejo de Estado en pleno (3): 
1.° Cuando se delibere sobre competencias entre 
la Administración activa y las Autoridades judi-
ciales. 
2.° Cuando se trate de reglamentos é instruc-
ciones generales para la aplicación de las leyes, ó 
sobre cualquier asunto que produzca decisiones con - 
tra las cuales no proceda recurso contencioso-admi-
nistrativo. 
La asistencia del Tribunal á las deliberaciones del 
Consejo de Estado en pleno es necesaria en los casos 
á que se refiere el núm. 1.° Si se trata de los asun-
tos espeficados en el núm. 2.°, la podrá disponer el 
Gobierno. 
El Presidente del Tribunal sustituirá al del Conse-
jo en los casos de ausencia, imposibilidad ó vacante. 
Cuando los ministros del Tribunal concurran á las 
deliberaciones del Consejo, ó asistan en corporación 
como Consejeros de Estado, ocuparán los puestos de 
preferencia. 
ART. 10. El Tribunal de lo contencioso-adminis- 
(1) Como vemos, el Tribunal forma parte del Consejo de Es-
tado; es decir, que resulta la Sala de lo contencioso que antes 
existía, elevada á Tribunal, con jurisdicción delegada, con in-
amovilidad y algunas otras variantes. No es, pues, un Tribunal 
mixto, como pretendió la Comisión del Congreso, sino que, se-
,gún hemos visto en el artículo precedente, ha quedado consti-
tuido en una forma análoga á la que tiene en Francia. (2) A estos Tribunales se les intentó llamar Tribunales regio-
nales. Por fin quedó aquella denominación. 
Las notas que pudieran ser pertinentes van puestas al capitu -
lo III que de estos Tribunales se ocupa exclusivamente. (3) Lo cual demuestra hasta la evidencia el deseo constante 
de unir más el Tribunal contencioso-administrativo al Consejo 
de Estado. 
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trativo conocerá en única instancia de las deman-
das que se deduzcan contra resoluciones dictadas 
por la Administración central y de los recursos que 
se produzcan contra las decisiones de los Tribuna-
les provinciales con arreglo á las leyes. 
ART. 11. Los Tribunales provinciales de lo con -. 
tencioso-administrativo conocerán de las demandas 
que se entablen contra las resoluciones de las Auto-
ridades provinciales y municipales de la respectiva 
provincia (1). 
CAPITULO II 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO. 
ART. 12. El Tribunal de 10 contencioso-adminis-
trativo se compondrá de once Ministros Consejeros 
de Estado, todos Letrados (2), de los cuales uno será 
(1) Hay que tener en cuenta una particularidad importantí-
sima, que ya hemos indicado antes someramente, respecto á 
las demandas que se entablen contra las resoluciones de las Au-
toridades municipales. Sobre qué puntos pueda versar la con-
tienda, ya lo diremos al copiar, en la parte legislativa, los ar-
tículos 82, 83 y 84 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, que se 
dictó para el gobierno y administración de las provincias; ahora 
nos referimos á los efectos producidos por la R. O. de 26 de 
Mayo de 1580. 
Según ella, los acuerdos de los Ayuntamientos y las providen-
cias de los Alcaldes que puedan ser impugnados en la vía con-
tencioso-administrativa, no causan estado, porque de ellos se 
puede apelar al Gobernador de la provincia en los 30 días si-
guientes al de la notificación, siendo la resolución que aquél dic. 
te la que pone término a la vía gubernativa y la que, por lo tan-
to, causa estado. Todo lo explicamos extensamente en la parte 
de jurisprudencia, al referirnos á los Ayuntamientos. 
(2) La cualidad de Letrados que la ley exige fué discutida am-
pliamente; pues hay quien sostiene que siendo lo contencioso 
tan heterogéneo que contribuye á formarlo toda nuestra Admi-
nistración en sus diferentes ramos, debiera ser el Tribunal algo 
asi como reunión de hombres importantes en todas las manifes- 
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Presidente, disfrutando el haber anual de 25.000 pe- 
setas, y otro Vicepresidente, con el haber anual de 
17.500 pesetas. 
ART. 13. Será Presidente un ex-Ministro de la 
Corona (1). 
El Vicepresidente será elegido de entre los Con-
sejeros de Estado ó Magistrados del Tribunal Supre- 
taciones de la Administración en su sentido más lato. Pero como 
realmente el Tribunal á lo que está llamado es á aplicar la ley, 
si bien sea cuestión difícil en la materia contencioso administra-
tiva, se convino que mejor había de hacerlo aquel que se dedica 
a este estudio concreto: el de aplicar las leyes. (1) Cierto que los Ministros son 6 deben ser gentes que co-
nozcan á fondo la Administración; pero ni esto sucede siempre, 
ni aun conociéndola basta ese solo hecho para presidir un Tri-
bunal. Quizá más bien perjudica á la administración de la jus-
ticia (pues de administrar justicia se trata) el carácter político 
del que la ejerce. Bueno que desde un Ministerio se pueda ir á 
la presidencia de un Tribunal; pero entendemos grave error el 
que á la Presidencia de ese Tribunal no se pueda llegar más que 
habiendo sido Ministro. 
Los legisladores han debido procurar poner diques, en vez de 
favorecerla, á esa lucha constante de los hombres políticos por 
llegar los Ministerios. No debiera olvidarse tampoco que según 
la Constitución, el Rey nombra libremente los Ministros, y 
que ocurre sean llamados á los Consejos de la Corona personas 
extrañas á todas las esferas de la Administración, porque en 
cambio tienen otras condiciones importantísimas; pues bien; se-
gún el precepto que examinamos, entran por aquel hecho en la 
especie de categoría administrativo judicial que por este artícu-
lo se establece. 
Puede darse el caso de que exista un gran tratadista de dere-
cho administrativo, por ejemplo, y que desde su gabinete dé la 
fórmula de lo contencioso, perfeccione el procedimiento y sean 
sus opiniones y sus estudios atendidos y considerados por todo 
el mundo; pues según la ley, ese no podría jamás ser Presidente 
del Tribunal de lo contencioso. administrativo. En cambio, para 
que resalte el contraste, basta pensar en quienes se hallan den-
tro del precepto legal. Por estas razones es por lo que en ningu-
na parte más que en España se ha limitado de tal modo el cargo 
á que nos referimos. 
Indudablemente la única disculpa que el hecho tiene, y no 
muy justificada por cierto, es el deseo, por lo visto, de dar im-
portancia al Tribunal contencioso. administrativo. 
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mo que cuenten dos años, por lo menos, en el ejer-
cicio del cargo. 
Los demás Ministros estarán comprendidos en las 
categorías determinadas por las leyes para ser nom-
brados Consejeros de Estado, con exclusión de la fa-
cultad concedida por el art. 7.° de la ley de 17 de 
Agosto de 1860 (1). 
Pero tres de las plazas á que se refiere el párrafo 
anterior podrá el Gobierno proveerlas en personas 
que reunan las mismas condiciones que para ser Ma-
gistrado del Tribunal Supremo exijan las leyes so-
bre organización del Poder judical (2). 
ART. 14. Los Ministros del Tribunal de lo con-
tencioso-administrativo no podrán ser separados de 
sus cargos sino por las causas y mediante las for-
malidades que establece el art. 3.° de la ley de 3 de 
Julio de 1877 respecto del Presidente y Ministros 
del Tribunal de Cuentas, pudiendo utilizar contra 
(1) Las leyes á que este articulo se refiere son la orgánica del 
Consejo de 17 de Agosto de 1860, el art. 6.° del decreto de 1.° de 
Julio de 1874 y la ley de 30 de Diciembre de 1876; todas cuyas 
disposiciones van insertas en la legislación complementaria. 
(2) La ley orgánica del Poder judicial de 15 de Setiembre de 
1870, sobre este particular dice: 
«Art. 144. De cada cuatro vacantes que ocurran en las pla-
zas de Magistrado del Tribunal Supremo, se proveerán: 
Tres en Presidentes de la Audiencia de Madrid ó en quien 
hubiese sido tres años Presidente de Sala ó Fiscal de la de Ma-
drid ó Teniente fiscal único del Tribunal Supremo, 6 en el Ma-
gistrado más antiguo de la de Madrid. 
La cuarta vacante podrá proveerse en Abogados que hayan 
ejercido 20 años en capital de Audiencia, ó 15 en Madrid, pagan-
do á lo menos en los ocho últimos la primera cuota del subsidio 
industrial. 
No recayendo la elección en ninguno de esta clase, se nombra-
rá quien reuna las condiciones expresadas en el pár. 1. ° de este 
artículo.» Y el art. 50 de la ley adicional de 14 de Octubre de 
1882, después de confirmar el anterior artículo, añade que puede 
el Gobierno nombrar para la cuarta vacante á Catedráticos de 
término en la Facultad de Derecho que hayan desempeñado du-
rante 20 años cátedra en propiedad. 
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las resoluciones del Gobierno el recurso que esta-
blece el art. 5.° de dicha ley (1). 
Los Ministros, los funcionarios del Ministerio fis-
cal y los Secretarios del Tribunal que cuenten dos 
años de ejercicio en sus respectivos cargos tendrán 
derecho para jubilación al abono de los de la carrera 
de Abogado. 
(1) Este artículo determina la inamovilidad de los que forman 
el Tribunal de lo contencioso, sujetándola á reglas especiales. 
La inamovilidad, que es como principio muy plausible, en este 
caso concreto tiene impugnadores, que se apoyan en las condi-
ciones especialísimas de nuestro país. Dicen que dada la inamo-
vilidad y el modo de ser nuestro, pudiera acontecer que algún día 
el Tribunal de lo contencioso fuera de oposición al Gobierno y 
resolviese en contra de él los asuntos en que interviniera. Pero 
nosotros discurrimos de modo completamente distinto; primero, 
porque sabemos el cambio que los hombres sufren cuando ingre-
san en un Tribunal, y el carácter de seriedad y rectitud que, sin 
ellos darse cuenta, se les va infiltrando; 9 segundo, porque esa 
misma inamovilidad les ha de dar más independencia para no 
creerse en la obligación de ser parciales por las ideas de aquellos 
que les nombraron. Lo contrario, la libre separación sí que crea 
compromisos difíciles, aparte del espectáculo poco serio de 
 re-
novar las plazas á cada cambio ministerial. Entonces sí que sería 
fácil el desprestigio del Tribunal ante la opinión pública. 
En cuanto al art. 3.° de la ley de 3 de Julio de 1877, referente 
á las separaciones del Presidente y Ministros del Tribunal de 
Cuentas, es como sigue: 
«Art. 3.° La cesación y jubilación del Presidente y Minis-
tros del Tribunal de Cuentas del Reino se dispondrá también 
por Real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa for-
mación del oportuno expediente, en el que serán oídos el intere• 
cado, el Presidente del Tribunal y el Consejo de Estado: 
Primero. Cuando hubiere sido condenado por sentencia firme 
á pena correccional ó aflictiva. 
Segundo. Cuando hubiere faltado gravemente á los deberes 
de su cargo, ó los desatendiere por ignorancia inexcusable 6 ne-
gligencia notoria. 
Tercero. Cuando hubiere faltado á la obediencia debida, 6 
sostenido desavenencias graves é inmotivadas con sus 
 comps-
fieros. 
Cuarto. Cuando por su conducta no pudiere continuar des-
empeñando con prestigio las funciones de su cargo.» 
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CAPITULO III 
TRIBUNALES PROVINCIALES DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO (1). 
ART. 15. Constituirán el Tribunal provincial el 
Presidente de la Audiencia territorial y dos Magis-
trados de la Sala de lo civil, en las capitales en 
donde exista Audiencia territorial; en todas las de-
más, el Presidente y dos Magistrados de las Audien-
cias de lo criminal de las capitales de provincia, y 
El art. 5. ° dice así: 
«Art. 5.° El Presidente y Ministro de Tribunal de Cuentas 
podrán entablar recurso contencioso contra la Administración 
cuando fueren suspendidos, destituidos ó jubilados por el Go-
bierno sin expresión de motivo ó por otras causas, ó en otra for• 
ma que las que en esta misma ley se determinan.» 
(1) Seguramente le habrá extrañado al lector que en las ex-
plicaciones doctrinales que hemos puesto al principio de este títu-
lo, no nos hayamos ocupado de los Tribunales provinciales. La 
razón, sin embargo, es muy sencilla. Estos Tribunales son real-
mente una excepción, tanto que hasta se discutió en las Comi-
siones de las Cámaras si debían ser suprimidos, creando un re-
curso gubernativo para que toda reclamación tuviera que ser 
resuelta por los Ministerios y así fuera á parar lo contencioso, al 
ser combatida la It . O., al Tribunal único que quería crearse. 
I'ero por fin se desistió, si bien dándoles tan escasísima importan-
cia á los tales Tribunales provinciales, que como la ley los esta-
blece, dejan mucho que desear realmente. En ellos se falsea el 
principio de que no conviene intervenga en el fallo de una recia• 
mación contenciosa aquel que pudo tomar parte en la resolución 
combatida, y claro está que cuando la demanda vaya dirigida con-
tra un acuerdo de la Diputación provincial, 
 al conocer luego como 
del Tribunal los dos diputados letrados de que habla el artículo 
15, se infringe el criterio sostenido de que la Administración no 
puede ser juez y parte. 
Naturalmente que todo ello ha nacido de que estos Tribunales 
provinciales carecen de vida propia; y así vemos que son Tribu-
nales formados á retazos: parte de la Audiencia, parte de la Di-
putación, y en bastantes casos, parte también de algo parecido 
á jurados peritos, que pudiéramos llamarles, puesto que el ar• 
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en unas y otras dos Diputados provinciales letrados, 
elegidos por sorteo anual (1). 
Sólo concurrirán los Diputados provinciales á la 
resolución de incidentes sobre excepciones dilatorias 
y al fallo definitivo de los pleitos. 
ART. 16. Los Magistrados que hayan de consti-
tuir estos Tribunales serán designados para cada 
año por el Presidente de la Audiencia respectiva, es-
tableciéndose turno y guardando el orden de anti-
güedad. 
ART. 17. Cuando no lleguen á cuatro los Dipu-
tados letrados sorteables, para completar el número 
de dos titulares y cuatro suplentes, se sortearán 
todos los vecinos de la capital comprendidos en las 
categorías siguientes (2): 
1." Magistrados y Jueces cesantes y sus asimila-
dos del Ministe^io fiscal. 
2.° Catedráticos activos é excedentes de la Fa-
cultad de Derecho. 
tículo 17 sortea ó hace que se sorteen todos los vecinos que se 
hallen en los casos que el mismo artículo determina. 
El escaso número de negocios en que estos Tribunales habrán 
de conocer son la causa de la anemia de su nacimiento. 
Ya hubo quien propuso que podía robustecerse esa organiza-
ción asignándoles distintas materias que hoy tienen las Comisio-
nes provinciales, tales como quintas, cuentas municipales y así 
algunos otros asuntos, con lo que la resolución de los mismos 
ofrecería en principio más imparcialidad y al tomar incremento 
esos Tribunales, podrían exigirse condiciones claras y precisas á 
sus miembros y dotarlos seriamente, para poderlos exigir tam-
bién el cumplimiento estricto de su deber y pedirles entonces 
como base requisitos especiales. 
En fin, ello está como está, y aunque la organización es mala, 
siempre supone algo de adelanto, aunque no mucho, respecto á 
lo que antes existía. El trabajo tampoco puede ser excesivo dada 
la centralización administrativa que tenemos en nuestro país. 
(1) Véase el art. 1.° del R. D. de igual fecha que esta ley, 
que es el primero de los dos que insertamos en la Legislación 
complementaria. 
(2) Véanse los arts. 3. ° y 4.° del R. D. mencionado. 
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3.° Profesores del Instituto o de las Escuelas de 
comercio que tengan la cualidad de Letrados. 
4.° Abogados que sean ó hayan sido decanos de 
Colegio, ó acrediten el ejercicio de la profesión por 
más de diez años. 
Los gobernadores de las provincias remitirán á los 
Presidentes de las Audiencias territoriales ó de las 
de lo criminal, según los casos, antes del 1.° de Di-
ciembre de cada año, listas de los Diputados provin-
ciales y de los comprendidos en las categorías enu-
meradas en el presente artículo. 
El sorteo se hará por el Tribunal provincial res-
pectivo, el día 15 de Diciembre. Verificado que fue-
re, no se admitirá reclamación de ninguna clase por 
falta de inclusión en la lista. 
ART. 18. Los individuos que sin ser Magistrados 
de la Audiencia formen parte del Tribunal provin-
cial, tendrán derecho, en los días en que constitu-
yan Sala, á iguales dietas que las asignadas a los 
Vocales de la Comisión provincial. Estas dietas serán 
satisfechas con caro al presupuesto provincial. 
El cargo de individuo del Tribunal provincial será 
obligatorio para los Diputados provinciales. Para los 
que no tengan ese carácter será voluntario; pero 
una vez aceptado no podrá renunciarse. 
La responsabilidad civil .y criminal de los Tribu-
nales provinciales se podrá hacer efectiva ante el 
Tribunal Supremo por las mismas causas y en igual 
forma que la exigida á los Magistrados de Audiencia 
territorial (1). 




DEL MINISTERIO FISCAL (1). 
ART. 19. Representará á la Administración del 
Estado en los asuntos contencioso-administrativos 
de que conozca el Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo el Fiscal del mismo, á quien auxiliarán, 
bajo su dirección y responsabilidad, un Teniente 
fiscal y seis Abogados fiscales, debiendo ser todos 
L etrados (2). 
ART. 20. El Fiscal del Tribunal de lo conten-
cioso-administrativo tendrá la categoría de Jefe su-
perior de Administración, y disfrutará el haber anual 
de 15.000 pesetas. 
El Teniente fiscal tendrá la categoría de Jefe de 
(1) Distintas son las opiniones que existen sobre el Ministe-
rio público ó fiscal en los asuntos contencioso administrativos. 
Hay quien sostiene que ese Ministerio fiscal está de más y que 
bastaría para el desempeño de su cometido el que el Gobierno 
designara por turno varios Oficiales del Consejo de Estado en-
cargados de la defensa de la Administración. Hay quien cree 
que los llamados á llenar esa necesidad de la defensa del Estado 
en los Tribunales contencioso-administrativos, son los Aboga-
dos del Estado, puesto que el Cuerpo existe, conocen los asuntos 
de la Administración y su personal es competente y con capaci-
dad probada, en el mero hecho de haber entrado en el Cuerpo. 
Pero, como se ve, ninguna de esas opiniones ban prevalecido. 
Por el cap. IV de la ley se crea un Cuerpo llamado Ministerio 
fiscal, si bien es únicamente para los asuntos en que conoce el 
Tribunal contencioso-administrativo, según el art. 19; pero en 
los Tribunales provinciales defienden á la Administración Le-
trados que no pertenecen á ese Cuerpo, pues el art. 25 enco-
mienda ese trabajo á los Abogados del Estado. 
Realmente esto implica una gran falta de unidad de criterio en 
la ley; porque ha debido organizarse el Ministerio fiscal en for-
ma homogénea para los Tribunales provinciales y para el Tribu-
nal superior, ó ha debido darse ingreso en este Tribunal (para la 
defensa de la Administración) también á los Abogados del Es-
tado que la defienden en los inferiores. (2) Véase el art. 8.° del Real decreto de igual fecha que esta 
ley y que es el primero de los dos que insertamos. 
11•11V-7 
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Administración de primera clase, y disfrutará el 
haber anual de 10.000 pesetas. 
Los tres Abogados fiscales primeros tendrán la ca-
tegoria de Jefes de Administración de segunda clase, 
y disfrutarán el haber anual de 8.750 pesetas. 
Los tres Abogados fiscales segundos tendrán la 
categoría de Jefes de Administración de tercera 
clase, y disfrutarán el haber anual de 7.500 pese-
tas (1). 
ART. 21. El Fiscal es de libre elección del Go-
bierno (2). 
Los demás funcionarios del Ministerio fiscal del 
Tribunal formarán Cuerpo de escala cerrada, en el 
cual se ascenderá por orden de rigorosa antigüedad, 
siendo nombrados á propuesta del Consejo de Estado 
en pleno. 
Únicamente se entrará en dicho Cuerpo por las 
plazas inferiores, mediante concurso, entre Tenien-
tes fiscales que hayan sido del Consejo de Estado, 
Oficiales de este ó Abogados del Estado que lleven, 
cuando menos, ocho años en el desempeño de sus 
cargos (3) . 
ART. 22. El Teniente fiscal y los Abogados fis-
cales sólo pueden ser 'separados por sentencia judi-
dicial ó mediante expediente, con audiencia del in-
teresado, promovido, bien por el Presidente del 
(1) Véase el art. 8.° del Real decreto antes citado. (2) Este principio es racional y conveniente. Si el cargo ha 
de tener la altura que se desea, natural es que el Gobierno tenga 
esa libertad de acción respecto del nombramiento del Fiscal, que 
es el que ha de imprimir carácter á todo el Cuerpo. No sucede 
lo mismo con el resto del Ministerio público; es decir, con los 
demás funcionarios, que ya el artículo los constituye en Cuerpo 
especial, y para los cuales se han podido adoptar cualquiera de 
las soluciones que indicamos en la nota primera de este capítulo. (8) Véase el art. 8.° del Real decreto de 13 de Setiembre cita-
do anteriormente. 
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Consejo de Estado, bien por el Tribunal, bien por la 
Presidencia del Consejo de Ministros. 
ART. 23. El Fiscal defenderá por escrito y de pa-
labra á la Administración y á las Corporaciones que 
estuvieran bajo su especial inspección y tutela, 
mientras estas últimas vo designen Letrado que las 
represente, y cuando no litiguen contra aquélla ó 
entre sí mismas. 
El Gobierno podrá, sin embargo, cuando lo estime 
conveniente, designar un Comisario que desempe-
ñe las funciones del Fiscal en determinados ne-
gocios (1). 
ART. 24. El Fiscal no podrá allanarse á las de-
mandas dirigidas contra la Administración sin estar 
autorizado para ello por el Gobierno de S. M. Cuando 
considere de todo punto indefendible la resolución 
impugnada, lo hará presente en comunicación razo-
nada al Ministro de cuyo Centro dimane, para que 
acuerde lo que estime procedente. Entre tanto, está 
obligado á continuar la defensa de aquélla. Cuando 
el representante de la Administración, debidamente 
autorizado, deje de impugnar la demanda, el Tri-
bunal, llevando el pleito á la vista, dictará en su 
dia el fallo que estime justo. 
Podrá abstenerse de intervenir en los asuntos que 
no afecten al interés general de la Administración, 
(1) Por el párrafo primero de este articulo se ve que las Cor-
poraciones pueden nombrar Abogado por su parte para la defen-
sa de sus intereses, y que sólo cuando no lo hagan, ó en los ca-
sos que el artículo determina, es cuando el Ministerio fiscal las 
defiende. 
El último párrafo ha sido bastante impugnado; porque se 
presta muy mucho á que el Gobierno abuse de esta autorización 
y á que los Ministros se valgan de ella para favorecer á sus pa-
niaguados nombrándoles en casos concretos defensores de los 
intereses de la Administración, la cual con estos compadrazgos 
será la única perjudicada. 
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limitándose á concretar su defensa al extremo ó ex-
tremos que á aquélla interesen. 
ART. 25. Representarán á la Administración en 
los Tribunales provinciales los Abogados del Estado, 
ó de Beneficencia cuando el litigio afecte á intereses 
de esta clase (1). 
CAPITULO V 
AUXILIARES DE LOS TRIBUNALES DE LO CONTENCIOSO - 
ADMINISTRATIVO. 
ART. 26. A las órdenes inmediatas del Tribunal 
de lo contencioso-administrativo habrá un Secreta-
rio mayor, diez Secretarios de Sala y el número de 
subalternos que el Presidente del Consejo de Minis-
tros determine á propuesta del Tribunal (2). 
ART. 27. El Secretario mayor disfrutará el sueldo 
de 10.000 pesetas anuales, los dos Secretarios de 
Sala primeros el de 7.500, los dos segundos el 
de 6.000, los dos terceros el de 5.000 y los cuatro 
cuartos el de 4.000. 
ART. 28. Los Secretarios formarán Cuerpo inde-
pendiente de los demás funcionarios del Consejo de 
Estado, de escala cerrada, en el que se ascenderá 
por rigorosa antigüedad. 
Serán nombrados por la Presidencia del Consejo 
de Ministros, y no podrán ser separados sino en vir-
tud de expediente, en el cual serán oídos, y a pro-
puesta del Tribunal. 
ART. 29. Sólo podrá entrarse en el Cuerpo de Se-
cretarios por las ultimas plazas, previa oposición, 
(1) Véase el art. 7.° del Real decreto de 13 de Setiembre ci-
tado y la nota puesta al epígrafe de este cap. IV. 
(2) Véase el art. 9.° del Real decreto de igual fecha que esta 
ley y que es el primero de los dos que insertamos. 
(1) Véase el art. 13 del Real decreto de idem. id . 1  
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exigiéndose, para tomar parte en ella, ser mayor de 
edad y Letrado. 
Sin embargo, cuando hubiese Oficiales del Con- 
sejo de Estado que lo fueren por oposición ó examen, 
podrán ser nombrados Secretarios á propuesta del 
Tribunal. 
ART. 30. El Tribunal de oposiciones para Secre-
tarios será formado por Consejeros de Estado, entre 
los cuales habrá, por lo menos, dos Ministros del 
Tribunal. 
Entre tanto que otra cosa se disponga, las oposi-
ciones se verificarán como previenen los reglamen-
tos del Consejo de Estado. 
ART. 31. Los Secretarios, Oficiales de Sala y de-
más dependientes de las Audiencias respectivas lo 




Procedimiento contencioso. administrativo. 
EXPLICACIONES DOCTRINALES 
Pocas son las que en este título tenemos que 
hacer, porque ya aqui, en realidad, la doctrina deja 
el paso á los artículos que en abundancia grande ha 
dado el legislador, y que verdaderamente podríamos 
calificar de detallosos. 
Cierto que el título de la ley se presta á reflexio-
nes, y no pocas, sobre los defectos de los enjuicia-
mientos modernos, defectos que cada vez tienden á 
ir en aumento, hasta el punto que, el que estudia 
aquéllos, casi duda si serán hijos del deseo por el 
esclarecimiento de la verdad, ó meros enredijos y 
callejuelas para desbalijar al que pleitea. 
Pero no tomando las cosas tan por alto, y vol-
viendo al caso concreto que ahora nos ocupa, dire-
mos que los artículos de la ley son claros, precisos 
y minuciosos; por lo cual con las extensas notas que 
les ponemos, no hay precisión de hacer introduc-
ción alguna para que sirva de más fácil compren-
sión al texto legal. 
El capitulo relativo á la única instancia ante el 
Tribunal de lo contencioso-administrativo se halla 
completo con sus diligencias preliminares, su bene-
ficio de pobreza, la demanda, las excepciones dila-
torias, contestación á la demanda, prueba, y la vista 
y sentencia. Como se deduce de sus trámites, se ha 
querido ordinariar el juicio contencioso-adminis-
trativo. 
Allí tendremos ocasión de ver, entre otras cosas, 
la intrusión de los Procuradores en esta materia, 
61 
las precauciones que la ley busca para procurar al 
Tribunal la pronta remisión del expediente en que 
esté la resolución impugnada, las cuestiones susci-
tadas con motivo á las excepciones dilatorias, lo re-
lativo á las sentencias y á los votos particulares, et-
cétera, etc. 
El cap. II trata de la primera instancia ante los 
Tribunales provinciales, y es sumamente breve, por-
que se reduce á determinar que la sustanciación se 
acomoda á lo dispuesto en el cap. I. 
Los caps. III y IV, son los que se ocupan de los 
recursos contra las providencias, autos y sentencias, 
con las cuestiones á que han dado lugar. 
Y el cap. V trata de la ejecución de las sentencias, 
con sus modos de procurar hacer que se cumplan. 
Aqui concluye el procedimiento; pero el tít. IV, 
que se refiere á dar varias disposiciones generales, 
no le precedemos de explicación alguna, porque si 
bien tiene el distintivo que su epígrafe indica, real-
mente debe figurar dentro del procedimiento gene-
ral, para el efecto clue nos proponemos. 
Por fin, las seis disposiciones transitorias tampoco 
necesitan preámbulo de ninguna clase para su cabal 
inteligencia, según puede comprenderse fácilmente 
por el mismo nombre que llevan. 








ART. 32. Las partes pueden recurrir por si mis-
mas, conferir su representación á un Procurador 
judicial, ó valerse tan sólo de Letrado con poder al 
efecto (1). 
ART. 33. Cuando las partes se valgan de Procu-
rador, aceptado que sea el poder, tendrá las obli-
gaciones y derechos que se establecen por la ley de 
Enjuiciamiento civil en cuanto no estén modificados 
por esta ley ó por los reglamentos que se dicten (2). 
(1) Ha sido grandemente combatida la intervención de los 
Procuradores en los asuntos contencioso administrativos, por-
que además de encarecer esta justicia que antes resultaba su-
mamente barata, dilata el procedimiento. Pero dada la forma 
que ahora ha tomado lo contencioso-administrativo, es una con-
secuencia lógica lo que todos lamentamos, que va aneja al for-
mularismo de la nueva ley. 
Por lo demás, el valerse de Procurador y de Letrado, según so 
ve por el artículo que comentamos, es completamente potestativo 
en el interesado. 
(2) La ley de Enjuiciamiento dice respecto á este particular: 
«Art. 5.° La aceptación del poder se presume por el hecho 
de usar de él el Procurador. 
Aceptado el poder, queda el Procurador obligado: 
1.° A seguir el juicio mientras no haya cesado en su cargo 
por alguna de las causas expresadas en el art. 9.° 
2.° A transmitir al Abogado elegido por su cliente, 6 por él 
mismo cuando á esto se extienda el mandato, todos los docu-
mentos, antecedentes é instrucciones que se le remitan ó pueda 
63 
Los procuradores que actúen ante el Tribunal de 
lo contencioso-administrativo aplicarán el Arancel 
vigente para los negocios en que intervienen ante 
el Tribunal Supremo del fuero ordinario. 
En los Tribunales provinciales aplicarán los vi- 
adquirir, haciendo cuanto conduzca á la defensa de su poder-
dante, bajo la responsabilidad que las leyes imponen al man-
datario . 
Cuando no tuviese instrucciones ó fueren insuficientes las re-
mitidas por el mandante, hará lo que requiera la naturaleza ó 
índole del negocio. 
3.° A recoger de poder del Abogado que cese en la dirección 
de un negocio las copias de los escritos y documentos y demás 
antecedentes que obren en su poder, para entregarlos al que se 
encargue de continuarlo. 
4.° A tener al cliente y al Letrado siempre al corriente del 
curso del negocio que se le hubiere confiado, pasando al segundo 
copias de todas las providencias que se le notifiquen. 
5.° A pagar todos los gastos que se causaren á su instancia, 
inclusos los honorarios de los Abogados, aunque hayan sido ele-
gidos por su poderdante. 
Art. 6.° Mientras continúe el Procurador en su cargo, oirá 
y firmará los emplazamientos, citaciones, requerimientos y noti-
ficaciones de todas clases, inclusas las de sentencias, que deban 
hacerse á su parte durante el curso del pleito y hasta que quede 
ejecutada la sentencia, teniendo estas actuaciones la misma 
fuerza que si interviniere en ellas directamente el poderdante, 
sin que le sea lícito pedir que se entiendan con éste. 
Se exceptúan: 
1.° Los emplazamientos, citaciones y requerimientos que la 
ley disponga se practiquen á los mismos interesados en persona. 
2.° Las citaciones que tengan por objeto la comparecencia 
obligatoria del citado. 
Art. 7.° Si después de entablado un negocio el poderdante 
no habilitare á su Procurador con los fondos necesarios para 
continuarlo, podrá éste pedir que sea aquél apremiado á veri-
ficarlo . 
Esta pretensión se deducirá en el Juzgado ó Tribunal que 
conozca del pleito, el cual accederá á ella, fijando la cantidad 
que estime necesaria y el plazo en que haya de entregarse, bajo 
apercibimiehto de apremio. 
Art. 8.° Cuando un Procurador tenga que exigir de su po- 
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gentes para los negocios civiles seguidos ante las 
Audiencias territoriales. 
Para el cobro de los honorarios de los Abogados 
y de los derechos y suplementos de los Procurado- 
derdante moroso las cantidades que éste le adeude por sus dere-
chos y por los gastos que le hubiere suplido para el pleito, 
presentará ante el Juzgado ó Tribunal en que radicare el negocio 
cuenta detallada y justificada, y jurando que le son debidas y no 
satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame, man-
dará la Sala 6 el Juez que se requiera al poderdante para que las 
pague, con las costas, dentro de un plazo que no excederá de 10 
días, bajo apercibimiento de apremio. 
Igual derecho que los Procuradores tendrán sus herederos res-
pecto á los créditos de esta naturaleza que á aquéllos les dejaren. 
Verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agra-
vio, y si resultare haberse excedido el procurador en su cuenta, 
devolverá el duplo del exceso, con las costas que se causen hasta 
el completo resarcimiento. 
Art, 9.° Cesará el Procurador en su representación: 
1.° Por la revocación expresa 6 tácita del poder, luego que 
conste en los autos. Se entenderá revocado tácitamente por el 
nombramiento posterior de otro Procurador que se haya perso-
nado en el mismo negocio. 
2.° Por el desistimiento voluntario del Procurador 6 por 
cesar en su oficio, estando obligado á poner con anticipación 
uno y otro caso en conocimiento de sus poderdantes, judicial-
mente 6 por medio de acta notarial. 
Mientras no se acredite el desistimiento en los autos por uno 
de estos dos medios, y se le tenga por desistido, no podrá el Pro-
curador abandonar la representación qup tuviere. 
3.° Por separarse el poderdante de la acción 6 de la oposición 
que hubiere formulado. 
4.° Por haber trasladado el mandante á otro sus derechos 
sobre la cosa litigiosa, luego que la transmisión haya sido reco-
nocida por providencia ó auto firme, con audiencia de la parte 
contraria. 
5.° Por haber terminado la personalidad con que litigaba su 
poderdante. 
6.° Por haber concluido el pleito 6 acto para que se dió el 
poder, si fuese para él determinadamente. 
7.° Por muerte del poderdante 6 del Procurador. 
En cl primero de estos dos casos, estará obligado el Procura-
dor á poner el hecho en conocimiento del Juez 6 Tribunal, tan 
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res se concederá la via de apremio, á tenor de lo 
dispuesto en la ley de Enjuiciamiento civil (1). 
ART. 34. El procedimiento contencioso-adminis-
trativo, cuando no se entable por la Administración, 
se iniciará por medio de un escrito reducido á soli-
citar que se tenga por interpuesto el recurso y que 
se reclame el expediente gubernativo de las oficinas 
en que se halle, y á manifestar el domicilio del actor 
ó de su representante, para oir las notificaciones. 
ART. 35. A este escrito deberá acompafiarse ne-
cesariamente: 
1.° El poder que acredite la personalidad del 
compareciente , si no fuese éste el mismo intere-
sado. 
2.° El documento ó documentos que acrediten el 
carácter con que el actor se presenta en juicio, en 
el caso de tener representación legal de alguna per-
sona ó Corporación, ó cuando el derecho que reclame 
provenga de habérsele otro transmitido por herencia 
ó por cualquier otro titulo (2). 
pronto como llegue á su noticia, para que se tenga por terminada 
su representación, acreditando en forma el fallecimiento; y si no 
presentare nuevo poder de los herederos 6 causahabientes del 
finado, acordará el Juez 6 Tribunal que se les cite para que den-
tro del plazo que les fijará se personen en los autos, bajo aper-
cibimiento de lo que haya lugar. 
Cuando fallezca el Procurador, se hará saber á su poderdante 
con el objeto expresado.» 
(1) El art. 12 de la ley de Enjuiciamiento civil dice: «Los 
Abogados podrán reclamar del Procurador, y si éste no intervi-
niera, de la parte á quien defiendan, el pago de los honorarios 
que hubiesen devengado en el pleito presentando minuta deta- 
llada, y jurando que no le han sido satisfechos. 
Deducida en tiempo esta presentación, el Juez 6 Tribunal ac- 
cederá á ella en la forma prevenida en el art. 8.° (nota anterior); 
pero si el apremiado impugnase los honorarios por excesivos, se 
procederá previamente á su regulación, conforme á lo que se dis-
pone en los arts. 427 y siguientes.» (2) Véase la nota puesta al caso 4. ° de este articulo. 
6 
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3.° El traslado de la resolución reclamada res-
pecto de la cual se hubiere hecho la notificación, ó 
su copia, ó cuando menos indicación precisa del e x-
pediente en que hubiere recaído, ó del periódico ofi-
cial en que se hubiere publicado. 
4.° Los documentos que acrediten el cumpli-
miento de las formalidades que para entablar de-
mandas exijan á los Ayuntamientos y Diputaciones 
provinciales sus leyes respectivas (1). 
(1) Los representantes legales para comparecer en juicio las 
provincias y los municipios, son los siguientes: Para las provin-
cias, según el art. 70 de la ley provincial de 2 de Octubre de 1877, 
es el Gobernador civil el que dirige los litigios, de manera que él 
es el encargado de dar los poderes necesarios. 
En cuanto á los Ayuntamientos, el art. 56 de la ley, también 
de 2 de Octubre de 1877, dice... al Ayuntamiento nombrará 
uno ó dos Concejales que, con el nombre y carácter de Procura-
dores síndicos, representen á la Corporación en todos los juicios 
que deba sostener en defensa de los intereses del Municipio...» 
En su virtud, sólo los Procuradores síndicos tienen la represen-
tación enjuicio de los Ayuntamientos; por ello cuando se cita 
a otro que al Síndico, carece de valor lo actuado, según el Real 
Decreto de 27 de Diciembre de 1878, y por ello son los Síndicos 
los que tienen que dar los poderes necesarios. 
Comprueba esta doctrina con toda claridad la jurisprudencia 
del año último. Así que el R. D. S. de 13 de Enero de 1887 
dice: Que los Ayuntamientos, ya como demandantes, ya como 
demandados, tienen derecho á comparecer en juicio por sus Pro-
curadores Síndicos ó por los apoderados de éstos; correspondien-
do únicamente al Ministerio público, mostrarse parte en los 
pleitos cuando aquellas Corporaciones no lo hacen por medio de 
sus genuinos representantes. Así también el R. D. S. de 22 de 
Setiembre de igual año, dice: Que cuando un pleito contencioso-
administrativo se sigue á nombre de un Ayuntamiento y sin 
poder del Regidor Sindico, á quien compete la representación 
del Municipio, se infringe el art. 56 de la ley municipal y se in-
curre en el vicio de nulidad que señala el número 4.°, art. 73 del 
reglamento de 1.° de Octubre de 1845. 
Las dos disposiciones citadas últimamente están insertas: la 
primera en la Gaceta de 12 de Marzo, y la segunda en la de 29 de 
Octubre, ambas de 1887. 
i 
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No se dará curso al escrito que carezca de alguna 
de las anteriores formalidades, y su presentación no 
interrumpirá el lapso del término señalado para uti-
lizar la vía contenciosa. 
ART. 36. Presentado el escrito interponiendo el 
recurso, la Secretaria del Tribunal pondrá á conti-
nuación de dicho escrito nota del dia y hora de su 
Ahora bien; esto sentado, respecto á las formalidades que 
para entablar demandas necesitan las Diputaciones y los .Ayun-
tamientos, veamos las que sean. 
Ya sabemos que la ley provincial dispone que los Gobernado-
res dirijan los litigios seguidos en nombre de la provincia; pues 
según la misma ley, basta su acuerdo, oida la Comisión provin-
cial, para emprenderlos, y sólo en el caso de que el asunto fuese 
de mayor cuantía, es cuando necesita el Gobernador que ese 
acuerdo lo tome la Diputación. 
De los Ayuntamientos diremos: Que según el art. 86 de la ley 
municipal, se necesita la autorización de la Diputación provin-
cial para entablar pleitos á nombre de los Ayuntamientos me-
nores de 4.000 habitantes; que el acuerdo de esta Corporación 
ha de ser tomada en todo caso previo dictamen de dos Letrados, 
y que sólo se exceptúan de éstos preceptos (la autorización y el 
dictamen), cuando se trate de utilizar los interdictos de retener 
ó recobrar, ó los de obra nueva ó vieja, y tampoco se necesitan 
para seguir los pleitos en que el Ayuntamiento fuese de-
mandado. 
- 
De manera que, cuando el Ayuntamiento demanda, siendo 
menor de 4.000 habitantes, para la vía contencioso-administra-
tiva, necesitará, según el art. 35, caso 4.°, que estamos comen-
tando y concordando, primero el dictamen favorable de dos Le-
trados, después, la autorización de la Diputación provincial, y 
por último, el acuerdo de la Corporación. Con esto y con que sea 
el Sindico quien lleve la representación, 6 su apoderado, resulta-
rán cumplidos todos los requisitos de las leyes. 
La razón que la ley ha tenido para exigirlo así, ha sido el ca-
rácter especialísimo de la propiedad corporativa y la mayor 6 
menor capacidad que supone en los representantes de pueblos 
de pequeño vecindario. 
Advertiremos, para concluir, que de la resolución de la Dipu-
tación en esta materia, los Ayuntamientos no pueden interponer 
alzada, pues aquélla es ejecutiva, según la ley. 
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presentación, y dará recibo en que se acrediten 
estas circunstancias. 
El Tribunal, en el primer día hábil, acordará que 
se reclame el expediente administrativo del Minis-
terio de donde proceda la resolución que motive el 
recurso, y que se publique en la Gaceta de Madrid y 
en el Boletín oficial de la provincia respectiva el anun-
cio de haberse interpuesto, para conocimiento de los 
que tuvieren interés directo en el negocio y qui-
sieren coadyuvar en 61 á la Administración (1). 
ART. 37. El Tribunal tendrá como parte a los 
que se hallen en este caso y comparezcan debida-
mente, en cualquier estado del recurso, cuya trami-
tación no podrá por esto retroceder ó interrumpirse. 
ART. 38. La remisión del expediente a que se 
refiere el art. 36 tendrá lugar dentro de treinta días, 
contados desde la entrega en la respectiva depen-
dencia de la comunicación del Tribunal en la cual se 
reclame. 
Por la dependencia en que se presente la comuni-
cación aludida se dará en el acto recibo, expresando 
la fecha en que se hubiere presentado aquélla. El 
recibo se unirá á los autos. 
Transcurrido el plazo señalado en el párrafo pri-
mero sin que el Ministerio de donde se reclame haya 
remitido el expediente, el Tribunal, de oficio, dirigi-
rá recordatorio , poniéndolo en conocimiento del 
Consejo de Ministros por conducto de su Presidente. 
Pasados quince días sin que se hubiere recibido el 
expediente reclamado, el Tribunal, también de ofi- 
(1) Este artículo sufrió una pequeña modificación respecto a 
que se publique en los Boletines oficiales el anuncio de haberse 
interpuesto el recurso, pues antes sólo se disponía que se publi-
cara en la Gaceta; y aquello se hizo, porque son muchos los que 
no leen la Gaceta, y cuando el asunto procede de las provincias 
es más conveniente usar del Boletín oficial. 
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cio, remitirá testimonio al Congreso de los Diputa-. 
dos para los efectos á que hubiere lugar. 
Sobre la indemnización de daños y perjuicios á 
que diere lugar la demora en la remisión del expe-
diente acordará el Tribunal lo que estime opor-
tuno (1). 
SECCIÓN SEGUNDA 
Del beneficio de pobreza. 
ART. 39. Tendrán derecho al beneficio de litigar 
como pobres los que se encuentren en los casos de-
terminados al efecto por la ley de Enjuiciamiento 
civil, y aquellos á quienes las leyes reconozcan ex-
presamente este derecho. 
El incidente de pobreza se sustanciará y resolverá 
por el Juzgado en quien delegue el Tribunal de lo 
(1) Este artículo contiene una porción de disposiciones im-
portantes un tanto severas, y que pueden crear algún peligro 
con frecuencia entre el Tribunal contencioso-administrativo y 
el Gobierno. Pero todo es consecuencia del abuso cometido por 
los Gobiernos hasta la fecha, el cual abuso ha llegado á tal punto, 
que ha habido muchos recursos contencioso-administrativos que 
nunca han podido sustanciarse, y en los cuales han sido total-
mente inútiles los recordatorios á los Ministerios, 6 á otras de-
pendencias, para que enviasen el expediente. 
Lo que tiene de vago la palabra expediente, que pudiera dar 
lugar a la creencia de que los Centros eludirán el mandato del 
Tribunal remitiendo sólo parte del expediente, y no la que con-
viniera al reclamante ó la que necesitara el Tribunal para formar 
juicio, no es un defecto en la esencia, pues se ha declarado en 
los Cuerpos Colegisladores, y esa es la idea de la ley, que cuan-
do tal suceda, el Tribunal puede determinar los documentos que 
quiere, y, en su virtud, no habrá más remedio que traerlos. 
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contencioso-administrativo, en la forma y con los 
recursos que establece la citada ley (1). 
Cuando se otorgue la declaración de pobreza, lue- 
go que el auto sea firme, y si el declarado pobre no 
designa Letrado que le represente, dirigirá el Tri- 
(1) La ley de Enjuiciamiento civil, sobre este particular, dice 
lo siguiente: 
rDe la defensa por pobre. Art. 13. La justicia se admi-
nistrará gratuitamente á los pobres que por los Tribunales y 
Juzgados sean declarados con derecho á este beneficio. 
Art. 14. Los que sean declarados pobres disfrutarán los be-
neficios siguientes: 
1.° El de usar para su defensa papel del sello de pobres. 
2.° El que se les nombre Abogado y Procurador, sin obliga-
ción de pagarles honorarios ni derechos. 
3.° La exención del pago de toda clase de derechos á los 
auxiliares y subalternos de los Tribunales y Juzgados. 
4.° El de dar caución juratoria de pagar si vinieren á mejor 
fortuna, en vez de hacer los depósitos necesarios para la inter-
posición de cualesquiera recursos. 
5.° El de que se cursen y cumplimenten de oficio, si así lo 
solicitaren, loe exhortos y demás despachos que se expidan á su 
instancia. 
Art. 15. Sólo podrán ser declarados pobres: 
1.° Los que vivan de un jornal ó salario eventual. 
2.° Los que vivan sólo de un salario permanente ó de un suel-
do, cualquiera que sea su procedencia, que no exceda del doble jornal de un bracero en la localidad donde tenga su residencia 
habitual el que solicitare la defensa por pobre. 
3.° Los que vivan sólo de rentas, cultivo de tierras ó cria de 
ganados, cuyos productos estén graduados en una suma que no 
exceda de la equivalente al jornal de dos braceros en el lugar de 
su residencia habitual. 
4.° Los que vivan sólo del ejercicio de una industria ó de los 
productos de cualquier comercio por loe cuales paguen de con 
tribución una suma inferior á la fijada en la siguiente escala: 
En las capitales de provincia de primera clase, 65 pesetas. 
En las de segunda, 50 pesetas. 
En las de tercera y cuarta y demás poblaciones que pasen de 
20.000 almas, 40 pesetas. 
En las cabezas de partido judicial de término que no estén 
comprendidas en alguno de los casos anteriores, y demás pobla- 
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bunal comunicación al Decano del Colegio de Abo-
gados de Madrid para que nombre de oficio uno que 
representará al defendido por pobre sin necesidad de 
poder. 
En los incidentes de pobreza tendrá siempre in- 
ciones que, excediendo de 10.000 habitantes, no pasen de 20.000, 
80 pesetas. 
En las cabezas de partido judicial de ascenso y entrada y 
demás poblaciones que, excediendo de 5.000 habitantes no pasen 
de 10.000, 25 pesetas. 
En las demás poblaciones, 20 pesetas. 
5.° Los que tengan embargados todos sus bienes ó los hayan 
cedido judicialmente a sus acreedores, y no ejerzan industria, 
oficio ó profesión, ni se hallen en el caso del art. 17. 
En estos casos, si quedaren bienes después de pagar á los 
acreedores, se aplicarán al pago de las costas causadas á instan-
cia del deudor defendido como pobre. 
Art. 16. Cuando alguno reuniere dos ó más modos de vivir 
de los designados en el articulo anterior, se computarán los ren-
dimientos de todos ellos, y no podrá otorgársele la defensa por 
pobre, si reunidos excedieren de los tipos señalados en el artícu-
lo precedente. 
Art. 17. No se otorgará la defensa por pobre á los compren-
didos en cualquiera de los casos expresados en el artículo 15, 
cuando, á juicio del Juez, se infiera del número de criados que 
tengan a su servicio, del alquiler de la casa que habiten ó de 
otros cualesquiera signos exteriores, que tienen medios superio-
res al jornal doble de un bracero en cada localidad. 
Art. 18. Tampoco se otorgará la defensa por pobre al litigan-
te que disfrute una renta que, unida á la de su consorte 6 al 
producto de los bienes de sus hijos, cuyo usufructo le correspon-
da, constituyan acumuladas una suma equivalente al jornal de 
tres braceros en el lugar donde tenga la familia su residencia 
habitual. 
Art. 19. Cuando litigaren unidos varios que individualmen-
te tengan derecho á ser defendidos por pobres, se les autorizará 
para litigar como tales, aun cuando los productos unidos de los 
modos de vivir de todos excedan de los tipos que quedan seña-
lados. 
Art. 20. El beneficio de la defensa por pobre sólo se conce-
derá para litigar derechos propios. 
El cesionario que lo tenga no podrá utilizarlo para litigar los 
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tervención el Fiscal, quien delegará al efecto en un 
funcionario del Ministerio público para que inter-
venga en la práctica de las pruebas. 
La solicitud de pobreza no producirá el efecto de 
suspender la sustanciación del pleito, á menos que 
derechos del cedente, ó los que haya adquirido de up tercero á 
quien no corresponda dicho beneficio, fuera del caso en que la 
adquisición haya sido por título de herencia. 
Art. 21. La declaración de pobreza se solicitará siempre en 
el Juzgado ó Tribunal que conozca ó sea competente para cono-
cer del pleito ó negocio en que se trate de utilizar dicho benefi-
cio, y será considerada como un incidente del asunto principal. 
Art. 22. Cuando el que solicite ser defendido como pobre 
tenga por objeto entablar una demanda, se esperará, para dar 
curso á ésta, a que sobre el incidente de pobreza haya recaído 
ejecutoria. 
No obstante, los Jueces accederán á que se practiquen, sin 
exacción de derechos, aquellas actuaciones de cuyo aplazamien-
to puedan seguirse perjuicios irreparables al actor, suspendién-
dose inmediatamente después el curso del pleito. 
Art. 23. Cuando se solicite la defensa por pobre, tanto por 
el actor como por el demandado, después de contestada ó al con-
testar la demanda, se sustanciará en pieza separada, la cual se 
formará a costa del que pida la pobreza. 
Sólo podrá suspenderse en este caso el curso del pleito princi-
pal por conformidad de ambas partes. 
Art. 24. Cuando el actor no haya solicitado la defensa por 
pobre antes de presentar su demanda, si la pide después, no po-
drá otorgársele si no justifica cumplidamente que ha venido al 
estado de pobreza después de haber entablado el pleito. 
Art. 25. El litigante que no haya sido defendido por pobre 
en la primera instancia, si pretende gozar de este beneficio en la 
segun a, ó deberá justificar que con posterioridad á aquélla, en 
el curso de la misma, ha venido al estado de pobreza. No justi-
ficándolo cumplidamente, no se le otorgará la defensa por pobre. 
Art. 26. La regla fijada en el articulo anterior será aplicable 
asimismo al que, no habiendo litigado como pobre en la segunda 
instancia, solicitare que se le defienda como tal para interponer 
ó seguir el recurso de casación. 
En este caso no estará dispensado del depósito si no hubiere 
solicitado la defensa por pobre antes de la citación para senten-
cia en la segunda instancia. 
Pr. 
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el Tribunal de lo contencioso-administrativo lo acor-
dase, de conformidad con el Fiscal. 
La denegación de dicho beneficio implica la  con-
dena de costas y el reintegro del papel de oficio 
usado en las actuaciones por el solicitante. 
Art. 27. A todo el que solicite en forma la declaración de 
pobreza se le defenderá desde luego como pobre, nombrándole de 
oficio Abogado y Procurador, si lo pidiere, sin perjuicio de lo 
que se resuelva en definitiva. 
También se nombrarán Abogado y Procurador de oficio al que 
lo solicite con objeto de entablar la demanda de pobreza. 
Art. 28. Esta demanda se formulará del modo prevenido en 
el art. 524 para las demandas ordinarias, expresándose además 
en ella: 
1.° El pueblo de la naturaleza del demandado, el de su do-
micilio actual y el que haya tenido en los cinco años anteriores. 
2.° Su estado, edad, profesión ú oficio y medios de subsis-
tencia. 
3.° Si fuere casado ó viudo, el nombre y pueblo de la natura-
leza de su consorte y los hijos que tengan. 
4.° La casa ó cuarto en que habiten, con expresión de la calle 
y número y del alquiler que paguen. 
5.° Los bienes de su consorte y de sus hijos, cuyo usufructo 
le corresponda y la renta que produzcan. 
6.° Y acompañará una certificación expedida por la autoridad 
o funcionario competente de no pagar contribución de ninguna 
clase en el año econópnico corriente y en el anterior, ó de la que 
pague, acompañando en este caso los recibos del último trimes-
tre que hubiere satisfecho, y otra certificación en su caso para 
acreditar si se halla ó no inscrito en las listas electorales y en 
qué concepto. 
Art. 29. No se dará curso á las demandas que no contengan 
los requisitos expresados en el artículo anterior. 
Si alegare el demandante no haber podido adquirir las certifi-
caciones expresadas en el núm. 6. ° de dicho articulo, las recla-
mará el juez de oficio, pero no se dará curso á la demanda mien-
tras no se unan á los autos. 
Art. 30. Las demandas de pobreza se sustanciarán y decidi-
rán por los trámites establecidos para los incidentes, con audien- 
cia del litigante ó litigantes contrarios, y del Ministerio fiscal en 
representación del Estado. 
Cuando se deduzca esta demanda antes de entablarse el pleito, 
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Hasta que este reintegro tenga efecto, quedará en 
suspenso el procedimiento, salvo el caso en que la 
Administración sea demandante ó recurrente. 
SECCIÓN TERCERA 
De la demanda, presentación de documentos y del 
emplazamiento. 
 
ART. 40. Remitido que sea el expediente guber-
nativo, se pondrá de manifiesto al actor por término 
 
se emplazará á los que deban contestarla, para que dentro de 
nueve días comparezcan con este objeto. 
Si no compareciere el litigante contrario, se sustanciará sólo 
con el Ministerio fiscal. 
Art. 31. Siempre que se deniegue la defensa por pobre, se 
condenará en las costas de la primera instancia al quo la haya 
solicitado. 
En caso de apelación, se impondrán las de la segunda instan-
cia á quien corresponda con arreglo á derecho. 
Art. 32. Luego que sea firme la sentencia, se practicará la 
tasación de las costas, con inclusión del papel sellado que deba 
reintegrarse, y se procederá á hacerlas efectivas por la vía de 
 
apremio. 
Art. 33. La sentencia concediendo 6 denegando la defensa 
por pobre no produce los efectos de cosa juzgada. 
En cualquier estado del pleito podrá la parte á quien interese 
 
promover nuevo incidente para su  revisión y revocación, siempre 
 
que asegure, á satisfacción del Juez, el pago de las costas en que  
será condenada si no prospera su pretensión.  
De esta fianza estará exento el Ministerio fiscal cuando pro-
mueva dicho incidente.  
Art. 34. En el caso del artículo anterior, no se otorgará la 
 
defensa por pobre al litigante á quien hubiese sido denegada,  
si no justifica cumplidamente que ha venido á ese estado por  
causas posteriores á la sentencia que le negó anteriormente  
aquel beneficio.  




de veinte días, que podrá prorrogarse por otros diez, 
á juicio del Tribunal, para que formalice la deman-
da, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 92. 
Si la demanda no se hubiere formalizado dentro de 
los treinta dias, se entenderá caducado el recurso, 
declarándose así de oficio. 
Art. 35. La declaración de pobreza, hecha en un pleito, no 
puede utilizarse en otro, si á ello se opusiere el colitigante. 
Oponiéndose, deberá repetirse con su citación y audiencia, la 
sustanciación del incidente hasta dictar nueva sentencia sobre la 
pobreza. 
Art. 36. La declaración de pobreza, hecha en favor de cual-
quier litigante, no le librará de la obligación de pagar las costas 
en que haya sido condenado, si se le encontrasen bienes eñ que 
hacerlas efectivas. 
Art. 37. Venciendo el declarado pobre en el pleito que hubie-
re promovido, deberá pagar las costae causadas en su defensa, 
siempre que no excedan de la tercera parte de lo que en él haya 
obtenido en virtud de la demanda ó reconvención. 
Si excedieren, se reducirán á lo que importe dicha tercera 
parte. 
Art. 38. Cuando no haya bienes bastantes para cubrir los 
derechos de la Hacienda y los que pertenezcan á los Abogados, 
Procuradores y demás interesados en las costas, todos percibirán 
á prorrata la parte que les corresponda. 
Art. 39. Estará además el declarado pobre en la obligación 
de pagar las costas expresadas en el art. 37, si dentro de tres 
años después de fenecido el pleito viniese á mejor fortuna. 
Se entiende que ha venido á mejor fortuna: 
1.° Por haber adquirido salario permanente, sueldo, rentas 
ó bienes, ó estar dedicado al cultivo de tierras ó cría de ganados, 
cuyos productos sean ó estén graduados en una cantidad supe-
rior al jornal de cuatro braceros en cada localidad. 
2.° Por pagar de contribución de subsidio cuotas dobles á las 
designadas en el núm. 4.° del art. 15. 
Art. 40. El que haya sido declarado pobre, podrá valerse de 
Abogado y Procurador de su elección, si aceptan el cargo. 
No aceptándolo, se le nombrarán de oficio, pero con sujeción 
A lo que se prescribe en los artículos siguientes. 
Art. 41. El que haya obtenido la declaración de pobreza para 
promover un pleito ó deducir cualquier demanda, deberá presen-
tar al Juzgado, en papel común ó del sello de pobres, una rela- 
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ART. 41. Cuando la Administración general del 
Estado sea quien reclame en via contenciosa, el Fis-
cal presentará desde luego la demanda, acompañan-
do á ella, además de su copia, el expediente guber-
nativo en que hubiese recaído la resolución impug- 
ción circunstanciada de los hechos en que funde su derecho, y 
los documentos 6 expresión de los medios con que cuente para justificarlos. 
Art. 42. Luego que el declarado pobre cumpla lo prevenido 
en el artículo anterior, se le nombrarán de oficio Procurador y 
Abogado que se encarguen de su representación y defensa, y se 
entregarán los autos al Procurador para que los pase al estudio 
del Letrado. 
Art. 43. Si el Letrado estimare que son insuficientes los 
hechos consignados en la relación, podrá pedir dentro de 10 días 
que se requiera al interesado para que los amplíe ó aclare sobre 
los extremos que aquél designe. 
Art. 44. Cuando con dicha ampliación 6 sin ella estime el Le-
trado que es insostenible el derecho que quiere hacer valer el po-
bre, podrá excusarse de la defensa, haciéndolo presente al Juzga-
do, dentro de 10 días, en escrito sucintamente razonado. 
Art. 45. En este caso, el Juzgado pasará los autos al Colegio 
de Abogados, para que dos Letrados en ejercicio, de los que pa-
guen las tres primeras cuotas de contribución, den su dictamen 
sobre si puede ó no sostenerse en juicio la acción que se propon-
ga entablar el declarado pobre. 
Si no hubiere Colegio, el Juez nombrará á dos de los Letrados 
más antiguos del mismo Juzgado para que den dicho dictamen; 
y si no los hubiere hábiles, remitirá los autos por conducto del 
Juez respectivo, al Colegio de Abogados más próximo. 
Art. 46. Si el dictamen de dichos dos Letrados fuere confor-
me con el del nombrado de oficio, se negarán al interesado los 
beneficios de la defensa por pobre en aquel asunto, sin perjuicio 
de su derecho para promoverlo como rico. 
Art. 47. Cuando loe dos Letrados, 6 uno de ellos, opinare 
que procede entablar la acción, ó que es dudoso, por lo menos, el 
derecho que pretenda el declarado pobre, se le nombrará de oficio 
otro Abogado, para quien será obligatoria la defensa. 
Art. 48. En el caso de ser declarado pobre el demandado, si 
el Abogado á quien corresponda su defensa se excusare por creer 
insostenible la pretensión de aquél, dentro de seis días lo mani-
festará al Juzgado, el cual dispondrá el nombramiento de otro 
Abogado. 
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nada. El curso ulterior de la demanda será el mismo 
que para las demás se establece en los artículos si-
guientes. 
ART. 42. En las demandas se consignarán con la 
debida separación, entre los puntos de hecho y los 
fundamentos de derecho, las alegaciones relativas 
á la competencia del Tribunal; á las condiciones de 
la resolución reclamada, que para poder impugnarla 
en vía contenciosa exige el tít. I de esta ley; á la 
personalidad del demandante; al término en que el 
recurso se interponga, Ÿ  al fondo del asunto, formu-
lando con claridad la pretensión que se deduzca. 
ART. 43. A la demanda se acompañarán los do-
cumentos que el actor juzgue convenientes á la de-
fensa de su derecho, designando en otro caso el ar-
chivo, oficina ó protocolo en que se encuentren. 
Si éste se excusare también por la misma causa, se pasará el 
asunto al Promotor fiscal, cuando no fuere parte, para que mani-
fieste si es ó no sostenible la pretensión del pobre. 
Cuando sea parte el Ministerio fiscal, dará este dictamen un 
Abogado que no sea de pobres, elegido por el Colegio, donde lo 
haya, y en su defecto, designado por el Juez. 
Si el Promotor fiscal, ó el tercer Abogado en su caso, estima 
insostenible la pretensión del pobre, cesará la obligación de los 
Abogados para la defensa gratuita; pero si la considera sosteni-
ble, se nombrará un tercer Abogado de oficio, el cual no podrá 
excusarse de la defensa. 
Lo propio se practicará cuando el actor solicite y obtenga la 
defensa por pobre después de contestada la demanda, ó cualquie-
ra de las partes durante la segunda instancia. 
Art. 49. Los Abogados que dentro de los plazos fijados en 
los arts. 43, 44 y 48, no hagan la manifestación á que respectiva-
mente se refieren, se entenderá que aceptan la defensa del pobre, 
y no podrán excusarse sino por haber cesado en el ejercicio de la 
profesión. 
Art. 50. El Letrado que se haya encargado de la defensa de 
una parte en concepto de 
 rica, si después es declarada pobre, es-
tará obligado á seguir defendiéndola en este concepto, cuando 
no haya en el Juzgado Abogados especiales de pobres, hábiles 
para ello. » 
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En este último caso se mandará librar desde lue-
go, á costa del demandante, certificación de lo que 
resultase de dichos documentos. , 
Con la demanda se acompañará la copia ó copias 
que sean necesarias. 
ART. 44. Después de la demanda y de la contes-
tación, no se admitirán al actor, ni al demandado, 
ni á los coadyuvantes de la Administración, si los 
hubiere, otros documentos que los que se hallen en 
alguno de los casos siguientes: 
1.° Que sean de fecha posterior á dichos escritos. 
2.° Los anteriores respecto de los cuales jure la 
parte que los presente no haber tenido antes conoci- 
miento de su existencia. 
3.° Los que no haya sido posible adquirir con 
anterioridad por causas que no sean imputables á la 
parte interesada, siempre que se haya hecho oportu-
namente la designación expresada en el párrafo se-
gundo del articulo anterior. 
No se admitirá documento alguno después de la 
citación para sentencia. 
El Tribunal repelerá de oficio los que se presen-
ten, mandando devolverlos á la parte sin ulterior 
recurso. 
ART. 45. Presentada la demanda, se emplazará, 
con entrega de la copia, al particular demandado ó 
al Fiscal y después á los coadyuvantes, á fin de que 
la contesten sucesivamente en el término, para cada 
uno, de veinte días, prorrogable por otros diez más, 
quedando para ello de manifiesto en la Secretaría 




ART. 46. El demandado y sus coadyuvantes po-
drán proponer dentro de los diez días siguientes al 
emplazamiento como excepciones dilatorias las si-
guientes: 
1. ° Incompetencia de jurisdicción. 
2.a Falta de personalidad en el actor ó en su re-
presentante y en el demandado. 
3.a Defecto legal en el modo de proponer la de-
manda. 
Se entenderá incompetente el Tribunal cuando 
por la índole de la resolución reclamada no se com-
prenda, á tenor del tit. I de esta ley, dentro de la 
naturaleza y condiciones del recurso contencioso-
administrativo, ó cuando éste se hubiere interpues-
to fuera de los plazos determinados por el art. 7.° (1). 
Se entenderá que existe defecto legal en el modo 
de proponer la demanda cuando se hubiere formula-
do sin los requisitos establecidos en la ley. 
ART. 47. Cuando el demandado fuese un parti-
cular que al formalizarse la demanda no hubiere 
comparecido, se le emplazará para que lo verifique 
dentro del término de nueve días, y uno más por 
(1) La primera excepción dilatoria que el articulo enumera 
en puridad debiera ser perentoria, y así se hizo observar; pero la 
Comisión del Senado sostuvo la redacción del artículo apoyán-
dose en que convenía que mientras se sustanciase ese incidente, 
estuviera en suspenso el asunto principal; pues en definitiva si 
la excepción salía comprobada era mejor que no se hubiese tra-
mitado la demanda, para tener que declararse el Tribunal incom-
petente según los casos que especifica el mismo artículo. Pero 
de tales explicaciones dadas, viene á resultar que en el orden 
práctico no se ha suprimido la llamada cuestión previa, la cual 
se resucita con estas excepciones llamadas dilatorias que pro-





cada 30 kilómetros que medien desde su domicilio 
al lugar de residencia del Tribunal; y desde que se 
persone, comenzará á contarse el término estableci-
do en el artículo anterior, para proponer por su par-
te excepciones dilatorias. 
ART. 48. La alegación de excepciones dilatorias 
en la forma y tiempo establecidos en los artículos 
anteriores producirá desde luego el efecto de suspen-
der el curso del emplazamiento para contestar la de-
manda. 
Las excepciones dilatorias que no se propusieren 
en tiempo y forma podrán utilizarse como perento-
rias al contestar la demanda, y acerca de ellas se 
pronunciará fallo en la sentencia definitiva. 
ART. 49. Presentado el escrito en que se propon-
gan las excepciones dilatorias, se comunicará copia 
de él á las partes, señalándose desde luego la vista 
de este incidente, si no se hubiese solicitado el re-
cibimiento á prueba. Si se hubiere solicitado, el 
Tribunal dictará auto resolviendo las que hayan de 
practicarse, y verificado esto en la forma que se de-
termina para las pruebas relativas al fondo, se pon-
drán de manifiesto las actuaciones á las partes por 
término de tres días, y se señalará el en que haya 
de celebrarse la vista. 
ART. 50. Celebrada la vista con audiencia de las 
partes que á ella concurrieren, se pronunciará den- 
tro del término de tercero día auto resolviendo si 
proceden ó no las excepciones dilatorias. Si se esti-
masen, se declarará sin curso la demanda, ordenán-
dose la devolución del expediente administrativo á 
la oficina de donde procediere. Si se desestimasen, 
se dispondrá que el demandado y sus coadyuvantes, 
si los hubiere, contesten la demanda dentro del tér-
mino de quince días, prorrogable por otros cinco. 
Son aplicables á estos autos las disposiciones de 
los artículos 61 y 62, referentes á las sentencias. 
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SECCION QUINTA 
Contestación á la demanda. 
ART. 51. La contestación á la demanda se re-
dactará consignando con separación los puntos de 
hecho y fundamentos de derecho relativos al fondo 
del asunto, y formulando con claridad la pretensión 
que se deduzca. 
ART. 52. El demandado deberá presentar con la 
contestación los documentos que fueren pertinentes 
a su derecho, siéndole aplicables las disposiciones 
del articulo 44. 
SECCION SEXTA 
De la prueba (1). 
ART. 53. Solamente se podrá pedir el recibimien-
to del pleito á prueba por medio de otrosíes en los 
escritos de demanda y de contestación á la demanda. 
(1) En la discusión del Senado se supuso que con arreglo al 
dictamen, los pleitos contencioso-administrativos, en lo que se 
refiere al recibimiento á prueba, quedaban completamente ideo 
tificados con los pleitos ordinarios; es decir, que se había llevado 
a la ley el sistema de la de Enjuiciamiento civil 6 de los pleitos 
comunes ordinarios. 
Con este motivo, el Sr. Ministro de Gracia y Justicia dió ex-
plicaciones tan claras y tan precisas, que deben tenerse presentes 
para la buena interpretación de los artículos a que se refieren, y 
según las cuales resulta: 
El art. 53 de esta ley autoriza á las partes para pedir el recibi-
miento del pleito a prueba por medio de otrosies en los escritos 
de demanda y de contestación a la demanda. Pero viene ense-
guida el art. 54, y dice que «cuando las partes hagan uso de este 
derecho, se oirá la propuesta del Ponente 6 se designará de po-
nente al Consejero que esté en turno.» 
Y enseguida añade: «el Tribunal, oyendo su propuesta (la pro-
puesta del Ponente) resolverá dentro del término tal 6 cual si se 
lia de recibir el pleito á prueba. Caso afirmativo, etc.» Luego, 
sigue siendo potestativo en el Tribunal el decidir afirmativa 6 
7 
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ART. 54. Cuando las partes hayan hecho uso de 
este derecho, pasarán las actuaciones á un Ministro 
ponente, que lo será para todo el curso ulterior del 
pleito y que se designará por turno. El Tribunal, 
oyendo su propuesta, resolverá dentro del término 
de quince días, contados desde el en que se presen-
te . el escrito de contestación á la demanda, si se re- 
negativamente la petición de las partes del recibimiento á prue-
ba. Por eso notaremos que en el art. 66 no se establece, como 
uno de los motivos para la procedencia del recurso de nulidad, 
la falta del recibimiento á prueba; de manera que entre la ley 
común y este dictamen hay las dos siguientes diferencias: pri-
mera, en la ley común se dice que cuando las partes pidan el re-
cibimiento á prueba, el juez 6 Tribunal no son dueños de negar-
lo; sólo cuando hay oposición entre las partes, el Tribunal tiene 
el derecho de aceptar ó negar la petición relativa al recibimiento 
á prueba;. pero si las partes conformes piden el recibimiento á 
prueba, entonces le es obligatorio acordar esa diligencia. Aqui 
al contrario: se dice que el Tribunal puede decidir en un sentido 
ó en otro; de modo que el Tribunal de lo contencioso•adminis-
trativo nombra á un Ponente y á su propuesta dicta el recibi-
miento â prueba ó lo niega; primera diferencia. Segunda': se pide 
en el Tribunal ordinario, también por las partes, el recibimiento 
á prueba, y lo niega el Tribunal. Pues esa negativa es el funda-
mento del recurso de nulidad. Aquí una de las partes pide él re-
cibimiento ú prueba; pues si lo niega el Tribunal de lo conten-
cioso, este no es motivo para el recurso de nulidad; porque la de-
negación ha de ser de una diligencia de prueba admisible según 
las leyes, y cuya falta pueda producir indefensión. 
La ley de Enjuiciamiento civil, al enumerar en qué casos se 
da por quebrantamiento en la forma el recurso de casación, dice 
en su art. 1.693: «tercero, por falta de recibimiento á prueba en 
alguna de las instancias, cuando procediere con arreglo á dere- 
cho.» Esta es la ley común. Pues bien; no hay nada de esto en 
la presente ley. Aquí únicamente se dice lo del número 5.° del 
citado artículo de la ley de Enjuiciamiento civil: «por denegación 
de cualquiera diligencia de prueba admisible, según las leyes, y 
cuya falta haya podido producir indefensión.» Se ve, pues, que 
el articulo 66. de la ley no consigna el caso de la falta de recibi-
miento á prueba. De manera que hay estas dos diferencias esen-
ciales entre la ley que examinamos y la de Enjuiciamiento civil; 
y por tanto, no se pueden identificar uno y otro procedimiento. 
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Gibe el pleito á prueba. Caso afirmativo, se preven-. 
drá á las partes que en el término de diez días im-
prorrogables proponga cada una toda la que le inte- 
rese, y se fijará el término dentro del cual haya de 
Epracticarse, sin exceder del señalado en la ley de njuiciamiento civil en el segundo período de 
prueba (1). 
ART. 55. El Tribunal podrá delegar en uno de 
sus Ministros ó en un Juez de primera instancia del 
lugar correspondiente las diligencias probatorias 
que se hubieren de verificar. 
El Fiscal podrá á su vez delegar en el funcionario 
público que tenga por conveniente la facultad de 
 in-
tervenir en la práctica de las pruebas. 
,ART. 56. Los medios de prueba de que se podrá 
hacer uso en este juicio serán los mismos que esta- 
blece la ley de Enjuiciàmiento civil, y cualquiera 
otro que el Tribunal estime conducente (2). 
(1) Ese término es el siguiente: 
«Art. 553. El término ordinario de prueba se dividirá en dos 
períodos, comunes á las partes. 
El primero, de 20 días improrrogables, para proponer, en uno 
ó varios escritos, toda la prueba que les interese. 
El segundo, de 30 días también improrrogables, para ejecutar 
toda la prueba que hubiesen propuesto las partes. 
D@ntro de estos términos, el Juez concederá el que estime su-
ficiente, atendidas las circunstancias del pleito, sin que pueda 
bajar de 10 días el del primer período, ni de 15 el del segundo; 
pero los prorrogará hasta el máximum cuando alguna de las par-
tes lo solicitare.) (2) Que son, según el art. 578 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, los siguientes: 
a1.° Confesión en juicio. 
2.° Documentos públicos y solemnes. 
3.° Documentos privados y correspondencia. 
4.° Los libros de los comerciantes que se lleven con las for-
malidades prevenidas en la sección 2.a, tít. 2. ° , lib. 1.° del Có-
digo de Comercio. 
5.° Dictamen de peritos. 
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El Tribunal podrá hacer las preguntas que estime 
convenientes á los testigos presentados por las par-
tes. Las preguntas habrán de ser precisamente por 
escrito cuando no las haga directamente al testigo 
el Tribunal ó el Ministro ante quien declare. 
No se pedirán posiciones al representante de la 
Administración en el juicio. En su lugar, la parte 
6.° Reconocimiento judicial. 
7.° Testigos. 
§ 1.°—De la confesión en juicio. 
Art. 579. Desde que se reciba el pleito a prueba hasta la 
citación para sentencia en primera instancia, todo litigante está 
obligado a declarar bajo juramento, cuando así lo exigiere el 
contrario. 
Esto se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el núme-
ro 1.° del art. 497. 
Art. 580. Estas declaraciones podrán presentarse, á elección 
del que las pidiere, bajo juramento decisorio ó indecisorio. 
En el primer caso harán prueba plena, no obstante cualesquie-
ra otras. 
En el segundo sólo perjudicarán al confesante. 
Art. 581. Las posiciones serte formuladas por escrito con 
claridad y precisión y en sentido afirmativo, y deberán concre-
tarse á hechos que sean objeto del debate. 
El Juez repelará de oficio las preguntas que no reunan estos 
requisitos. 
Del interrogatorio que las contenga no se acompañará copia. 
Art. 582. La parte interesada podrá presentar las posiciones 
en pliego cerrado, que conservará el Juez sin abrirlo hasta el acto 
de la comparecencia para absolverlas. 
También podrá reservarse para dicho acto la presentación del 
interrogatorio, solicitando sea citada al efecto la parte que haya 
de declarar. 
Art. 583. El Juez señalará el día y hora en que hayan de 
comparecer las partes para llevar á efecto la absolución de las 
posiciones. 
El que haya de ser interrogado, será citado con un día de an-
ticipación por lo menos. 
Si no compareciere ni alegare justa causa que se lo impida, se 
le volverá a citar para el día y hora que se señale nuevamente, 
bajo apercibimiento de tenerle por confeso si no se presentare. 
Art. 584. En el acto de la comparecencia, el Juez resolverá 
r 
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contraria propondrá por escrito las preguntas que 
quiera hacer, las cuales serán contestadas, por vía 
de informe, por las Autoridades ó funcionarios de la 
Administración á quienes conciernan los hechos. 
Las comunicaciones al efecto se dirigirán por con- 
ducto de la persona que represente al Estado ó Cor- 
poración del mismo en autos, cuya persona estará 
previamente sobre la admisión de las preguntas si se hubieren 
presentado en pliego cerrado ó en el mismo acto, y á continua-
ción examinará sobre cada una de las admitidas á la parte que 
haya de absolverlas. 
Art. 585. El declarante responderá por sí mismo, de palabra, 
á presencia de la parte contraria y de su Letrado, si asistieren. 
No podrá valerse de ningún borrador de respuestas; pero se le 
permitirá que consulte en el acto simples notas 6 apuntes, cuan-
do á juicio del Juez sean necesarios para auxiliar la memoria. 
Art. 586. Las contestaciones deberán ser afirmativas ó ne-
gativas, pudiendo agregar el que las dé las explicaciones que es-
time convenientes, ó las que el Juez le pida. 
Si se negare á declarar, el juez le apercibirá en el acto de te-
nerle por confeso si persiste en su negativa. 
Si las respuestas fueran evagivas el Juez, de oficio 6 á instan- 
cia de la parte contraria, le apercibirá igualmente de tenerlo por 
confeso sobre los hechos respecto á los cuales sus respuestas no 
fueren categóricas y terminantes. 
Art. 587. Cuando alguna pregunta se refiera á hechos que 
no sean personales del que haya de absolverla, podrá negarse á 
contestarla. 
Sólo en este caso podrá admitirse la absolución de posiciones 
por medio de un tercero que esté enterado personalmente de los 
hechos, por haber intervenido en ellos á nombre del litigante in-
terrogado, si éste lo solicita aceptando la responsabilidad de la 
declaración. 
Art. 588. Cuando concurra al acto el litigante que haya soli-
citado las posiciones, ambas partes podrán hacerse recíproca-
mente, por sí mismas, sin mediación de sus Letrados ni Procu-
radores, y por medio del Juez, las preguntas y observaciones que 
éste admita como convenientes para la averiguación de la verdad 
de los hechos; pero sin atravesar la palabra ni interrumpirse. 
También podrá el Juez pedir las explicaciones que estime con-
ducentes á dicho fin. 
Art. 589. El actuario extenderá acta de lo ocurrido, en la 
que insertará la declaración, la cual podrá leer por sí misma la 
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obligada á presentar la contestación ó el documento 
que acredite la entrega de la comunicación en el 
Centro administrativo correspondiente dentro del 
término que el Tribunal señale. 
ART. 57. Para mejor proveer, podrá el Tribunal 
parte que la haya prestado. En otro caso la leerá el actuario, 
preguntando el Juez á dicha parte si se ratifica en ella ó tiene 
algo que añadir 6 variar; y extendiéndose á continuación lo que 
dijere, la firmará si supiere, con el Juez y demás concurrentes, 
autorizándola el actuario. 
Art. 590. Cuando dos 6 más litigantes hayan de declarar  so-
bre unas mismas posiciones, el Juez adoptará las precauciones 
necesarias, si lo pidiere la parte interesada, para que no puedan 
comunicarse ni enterarse previamente del contenido de aquéllas. 
Art. 591. En el caso en que por enformedad ó por otras cir-
cunstancias especiales del litigante que haya de absolver las po-
siciones, el Juez lo estimare conveniente, podrá constituirse con 
el actuario en la casa de dicho interesado para recibirle la decla-
ración. 
En tal caso no se permitirá la concurrencia de la parte contra-
ria; pero se le dará vista de la confesión y podrá pedir dentro de 
tercero día que se repita para aclarar algún punto dudoso sobre 
el cual no haya sido categórica la contestación. 
Art. 592. El litigante que resida dentro del partido judicial 
podrá ser obligado á comparecer ante el Juez que conozca del 
pleito para prestar su declaración, salvo si se lo impidiese causa justa á juicio del mismo Juez. 
En este caso, lo mismo que cuando resida fuera del partido ju-
dicial, será examinado por medio de despacho 6 exhorto, al que 
se acompañará el interrogatorio, después de aprobado por el 
Juez en pliego cerrado, que se abrirá al tiempo de prestar la de-
claración. 
Art. 593. Si el llamado á declarar no compareciere á la se-
gunda citación sin justa causa, rehusare declarar 6 persistiere en 
no responder afirmativa ó negativamente á pesar del apercibi-
miento que se le haya hecho, podrá ser tenido por confeso en la 
sentencia definitiva. 
Art. 594. No podrán exigirse nuevas posiciones sobre he-
chos que hayan sido una vez objeto de ellas. 
Tampoco podrán exigirse más de una vez por cada parte des-
pués del término de prueba. 
Art. 595. En los pleitos en que sea parte el Estado ó alguna 
corporación del mismo, no se pedirán posiciones al Ministerio 
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disponer la práctica de cualquiera otra diligencia de 
prueba antes de celebrarse la vista. 
Si el Tribunal hiciere después uso de este derecho, 
se pondrá de manifiesto el resultado de la diligencia 
á las partes, las cuales, dentro del término de ter-
cero día, podrán alegar por escrito acerca de su al-
cance é importancia. 
fiscal, ó á quien represente á dicha parte. En su lugar, la contra-
ria propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer, las cua-
les serán contestadas, por vía de informe, por los empleados de 
la Administración á quienes conciernan los hechos. 
Estas comunicaciones se dirigirán por conducto de la persona 
que represente al Estado ó corporación, cuya persona estará obli-
gada á presentar la contestación dentro del término que el Juez 
señale. 
§ 2. °—Documentos públicos. 
Art. 596. Bajo la denominación de documentos públicos y 
solemnes se comprenden: 
1.° Las escrituras públicas otorgadas con arreglo á derecho. 
2.° Las certificaciones expedidas por los Agentes de Bolsa y 
Corredores de comercio, con referencia al libro• registro de sus 
respectivas operaciones, en los términos y con las solemnidades 
que prescriben el art. 64 del Código de Comercio y leyes espe-
ciales. 
3.° Los documentos expedidos por los funcionarios públicos 
que estén autorizados para ello, en lo que se refiera al ejercicio de 
sus funciones. 
4.° Los libros de actas, estatutos, ordenanzas, registros, ca- 
tastros y demás documentos que se hallen en los archivos públi-
cos ó dependientes del Estado, de las provincias ó de los pueblos, 
y las copias sacadas y autorizadas por los Secretarios y Archive-
ros por mandato de la autoridad competente. 
5.° Las ordenanzas, estatutos y reglamentos de sociedades, 
comunidades ó asociaciones, siempre que estuvieren aprobados- 
por autoridad pública; y las copias autorizadas en la forma pre-
venida en el número anterior. 
6.° Las partidas ó certificaciones de nacimiento, de matrimo-
nio y de defunción, dadas con arreglo á los libros por los Párro- 
cos, ó por los que tengan á su cargo el Registro civil. 
7.° Las ejecutorias y las actuaciones judiciales de toda es-
pecie. 
Art. 597. Para que los documentos públicos y solemnes sean 
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SECCION SEPTIMA 
De la vista y sentencia. 
ART. 58. Presentados los escritos de contestación 
á la demanda, ó terminado el periodo de prueba, y 
unidas las que se hayan practicado á los autos, se 
eficaces en juicio, deberán observarse las reglas siguientes: 
1.a Que los que hayan venido al pleito sin citación contraria 
se cotejen con los originales, previa dicha citación si hubiere sido 
impugnada expresamente su autenticidad 6 exactitud por la par-
te á quien perjudiquen. En otro caso, se tendrán por legítimos y 
eficaces sin necesidad del cotejo. 
2 	 Que los que hubieren de llevarse á los autos, conforme á 
lo prevenido en el art. 505, ó traerse de nuevo en los casos pre-
vistos por el 506, se libren en virtud de mandamiento compulso-
rio ,que se expida al efecto, previa citación de la parte á quien 
hayan de perjudicar. 
3.a Que si el testimonio que se pida fuere solamente de par-
te de un documento, se adicione á él lo que el colitigante sefia-
lare, silo cree conveniente. 
Este señalamiento podrá hacerse en el acto de librarse el tes-
timonio, abonando el aumento de gastos la parte que lo solicite, 
sin perjuicio de lo que se resuelva en definitiva sobre pago de 
costas. 
4.° Que los testimonios ó certificaciones sean dados por el 
encargado del archivo, oficina, registro ó protocolo en que se ha-
llen los documentos, ó por el Escribano en cuyo oficio radiquen 
los autos, y por el del pleito en otro caso. 
Estos testimonios 6 certificaciones se expedirán bajo la res-
ponsabilidad de los funcionarios eacargados de la custodia de los 
originales, y la intervención de los interesados se limitará á se-
ñalar lo que haya de testimoniarse ó certificarse y á presenciar 
su cotejo. 
Art. 598. Serán eficaces en juicio, sin necesidad de cotejo, 
salvo la prueba en contrario, y lo dispuesto en el art. 606: 
1.° Las ejecutorias y las certificaciones 6 testimonios de sen-
tencias firmes, expedidas en legal forma por el Tribunal que las 
hubiere dictado. 
2.° Las escrituras públicas antiguas que carezcan de protoco-
lo, y todas aquellas cuya protocolo 6 matriz hubiere desapare-
cido. 
3.° Cualquier otro documento público y solemne que por su 
89 
acordará por el Tribunal que la Secretaría, en el 
plazo que el mismo determine, redacte un extracto 
del pleito, del cual se dará copia á las partes, en que 
se consigne: 
1.° Un breve resumen del expediente administra- 
índole carezca de original 6 registro con el que pueda compro-
barse. 
Art. 599. El cotejo 6 comprobación de los documentos pú-
blicos con sus originales, se practicará por el actuario, constitu-
yéndose al efecto en el archivo 6 local donde se halle la matriz, 
á presencia de las partes y de sus defensores, si concurrieren, á 
cuyo fin se señalará previamente el día y hora en que haya de ve-
rificarse. 
También podrá hacerlo el Juez por sí mismo cuando lo estime 
conveniente. 
Art. 600. Los documentos otorgados en otras naciones ten-
drán el mismo valor en juicio que los autorizados en España, si 
reunen los requisitos siguientes: 
1.° Que el asunto 6 materia del acto 6 contrato sea lícito y 
permitido por las leyes de España. 
2.° Que los otorgantes tengan aptitud y capacidad legal para 
obligarse con arreglo a las leyes de su país. 
3.° Que en el otorgamiento se hayan observado las formas y 
solemnidades establecidas en el pais donde se han verificado los 
actos 6 contratos. 
4.° Que el documento contenga la legalización y los demás 
requisitos necesarios para su autenticidad en España. 
Art. 601. A todo documento redactado en cualquier idioma 
que no sea el castellano, se acompañarán la traducción del mis-
mo y copias de aquél y de ésta. 
Dicha traducción podrá ser hecha privadamente, en cuyo caso, 
si alguna de las partes la impugnare dentro de tercero día, ma-
nifestando que no la tiene por fiel y exacta, se remitirá el docu-
mento á la Interpretación de Lenguas para su traducción oficial. 
§ 3.°—Documentos privados, correspondencia y libros 
de los comerciantes. 
Art. 602. Los documentos privados y la correspondencia 
que obren en poder de los litigantes se presentarán originales, y 
se unirán á los autos. 
Cuando formen parte de un libro, expediente ó legajo, podrán 
presentarse por exhibición, para que se ponga testimonio 'de lo 




tivo, de los hechos y fundamentos de derecho alega-
dos y sostenidos en la discusión escrita, por el mis-
mo orden con que han sido numerados, y de las pre-
tensiones establecidas por las partes.  
2.° Otro resumen, también breve, de la prueba 
 
practicada.  
Esto mismo se verificará respecto de los que obren en poder 
de un tercero si no quiere desprenderse de ellos.  
Art. 603. No se obligará á los que no litiguen á la exhibi-
ción de documentos privados de su propiedad exclusiva, salvo el  
derecho que asista al que los necesitare, del cual podrá usar en  
el juicio correspondiente.  
Si estuvieren dispuestos á exhibirlos voluntariamente, tampo-
co se les obligará a que los presenten en la Escribanía; y si lo 
exigieren, irá el actuario á sus casas ú oficinas para testimo- 
niarlos. 
Art. 604. Los documentos privados y la correspondencia  
serán reconocidos bajo juramento á la presencia judicial por la  
parte a quien perjudiquen, si lo solicitare la contraria.  
No será necesario dicho reconocimiento cuando la parte â  
quien perjudique el documento lo hubiere aceptado como legíti-
mo al fijar los hechos en los escritos de contestación, réplica ó  
dúplica. 
Art. 605. Cuando hayan de utilizarse como medio de prueba  
los libros de los comerciantes, se practicará lo que ordenan los  
arts. 51 y 52 del Código de Comercio, verificándose la exhibición  
en el despacho ó escritorio donde se hallen los libros.  
§ 4.°—Cotejo de letras.  
Art. 606. Podrá pedirse el cotejo de letras siempre que se  
niegue por la parte á quien perjudique, ó se ponga en duda la  
autenticidad de un documento privado, ó la de cualquier docu-
mento público que carezca de matriz y no pueda ser reconocido 
 
por el funcionario que lo hubiese expedido.  
Dicho cotejo se practicará por peritos, con sujeción á lo que 
 
se previene en el pár. 5.° de esta sección.  
Art. 607. La persona que pida el cotejo designará el docu-
mento ó documentos indubitados con que deba hacerse. 
 
Si no los hubiere, se tendrá por eficaz el documento público;  
y respecto del privado, el Juez apreciará el valor que merezca, en  
combinación con las demás pruebas. 
 
Art. 608. Se considerarán como indubitados para el cotejo:  
1.° Los documentos que las partes reconozcan como tales, de  
común acuerdo.  
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3.° Copia textual, en lo que fuere pertinente, de 
las disposiciones y decisiones citadas por las partes 
como aplicables al caso. 
Este extracto se podrá imprimir á instancia y á 
costa de las partes. 
2.°  Las escrituras públicas y solemnes. 
3.° Los documentos privados, cuya letra ó firma hayan sido 
reconocidas en juicio por aquel á quien se atribuya la dudosa. 
4.° El escrito impugnado, en la parte en que reconozca la 
letra como suya aquel á quien perjudique. 
A falta de estos medios, la parte á quien se atribuya el docu-
mento impugnado ó la firma que lo autorice, podrá ser requerida 
á instancia de la contraria para que forme un cuerpo de escritu-
ra que en el acto le dictará el Juez. Si se negare á ello, se la po-
drá estimar por confesa en el reconocimiento del documento 
impugnado. 
Art. 609. El Juez hará por si mismo la comprobación, des-
pués de oirá los peritos revisores, y apreciará el resultado de 
esta prueba conforme á las reglas de la sana crítica, sin tener que 
sujetarse al dictamen de aquéllos. 
§ 5.°—Dictamen de peritos. 
Art. 610. Podrá emplearse la prueba de peritos cuando para 
conocer ó apreciar algún hecho de influencia en el pleito sean 
necesarios ó convenientes conocimientos científicos, artísticos ó 
prácticos. 
Art. 611. La parte á quien interese este medio de prueba, 
propondrá con claridad y precisión el objeto sobre el cual deba 
recaer el reconocimiento pericial. 
En el mismo escrito manifestará si han de ser uno ó tres los 
peritos que se nombren. 
Art. 612. Dentro de los tres días siguientes al de la entrega 
de la copia del escrito proponiendo dicha prueba, la parte, ó 
partes contrarias, podrán exponer brevemente lo que estimen 
oportuno sobre su pertinencia ó ampliación en su caso á otros 
extremos, y sobre si han de ser uno ó tres los peritos. 
Art. 613. El Juez, sin más trámites, resolverá lo que juzgue 
procedente sobre la admisión de dicha prueba. Si la estima per-
tinente, en el mismo auto designará lo que haya de ser objeto 
del reconocimiento pericial, y si éste ha de practicarse por uno 
6 tres peritos. 
Sobre este último extremo accederá á lo que de común acuer-
do hayan propuesto las partes, y en otro caso resolverá sin ulte- 
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ART. 59. Formado el extracto, se pondrá de ma-
nifiesto con las actuaciones y el expediente adminis-
trativo á las partes, que podrán solicitar la modifi-
cación de dicho extracto dentro del término de quin-
to dia. 
rior recurso, lo que crea conveniente, teniendo en consideración  
la importancia del reconocimiento y la cuantía del pleito.  
Art. 614. En el mismo auto admitiendo la prueba pericial  
mandará el Juez que comparezcan las partes ó sus Procuradores  
A su presencia, en el día y hora que señalará dentro de los seis  
siguientes para que se pongan de acuerdo en el nombramiento  
de perito ó peritos.  
La parte que no comparezca, se entenderá que se conforma  
con los designados por la contraria.  
Art. 615. Los peritos deberán tener título de tales en la cien-
cia ó arte á que pertenezca el punto sobre que han de dar su dic-
tamen, si su profesión está reglamentada por las leyes ó por el  
Gobierno.  
No estándolo, ó no habiendo peritos de aquella clase en el par-
tido judicial, si las partes no se conforman en designarlos de 
 
otro punto, podrán ser nombradas cualesquiera personas enten-
didas ó prácticas, aun cuando no tengan título. 
 
Art. 616. Cuando las partes no se pongan de acuerdo sobre  
el nombramiento de perito ó peritos, el Juez insaculará en el  
mismo acto los nombres de tres, por lo menos, por cada uno de  
los que hayan de ser elegidos, de los que en el partido judicial  
paguen contribución industrial por la profesión ó industria á que 
 
pertenezca la pericia, y se tendrán por nombrados los que designe  
la suerte.  
Si no hubiere dicho número, quedará á elección del Juez la  
designación de perito ó peritos, cuyo nombramiento verificará 
 
dentro de los dos días siguientes al de la comparecencia. 
 
Art. 617. No se incluirán en el sorteo, ni en su caso podrán 
 
ser nombrados por el Juez, los peritos que en el acto de la com-
parecencia sean recusados por cualquiera de las partes, por con-
currir en ellos alguna de las causas expresadas en el art. 621. 
 
Art. 618. Hecho el nombramiento de perito ó peritos, se les 
 
hará saber para que acepten el cargo y juren desempeñarlo bien 
 
y fielmente dentro del término que el Juez les señale. 
 
Art. 619. Los peritos podrán ser recusados pos causas poste-
riores á su nombramiento. 
 
Tambien podrán serlo por causas anteriores los designados por  
la suerte ó por nombramiento del Juez.  
^ 
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Pasado éste sin proponer modificaciones, ó intro-
ducidas las que el Tribunal acordare, dentro del tér-
mino de tercero dia se señalará el de la vista. 
ART. 60. Las vistas se celebrarán por rigoroso 
orden de antigüedad de los asuntos, á contar desde 
Art. 6.20. La recusación se hará en escrito firmado por el 
Letrado y el Procurador de la parte, expresando concretamente 
la causa de la recusación y los medios de probarla. 
En el caso del párrafo primero del articulo anterior, deberá 
presentarse el escrito de recusación antes del día señalado para 
dar principio al reconocimiento. En el del segundo, dentro de 
los dos días siguientes al de la notificación del nombramiento. 
Art. 621. Son causas legitimas de recusación: 
1.a Ser el perito pariente por consanguinidad 6 afinidad, den-
tro del cuarto grado civil, de la parte contraria. 
2.a Haber dado anteriormente sobre el mismo asunto dicta-
men contrario á la parte recusante. 
3.a Haber prestado servicios como tal perito al litigante con-
trario, ó ser dependiente 6 socio del mismo. 
4.a Tener interés directo ó indirecto en el pleito 6 en otro se-
mejante, ó participación en sociedad, establecimiento 6 empresa 
contra la cual litigue el recusante. 
5.a Enemistad manifiesta. 
6.' Amistad íntima. 
Art. 622. El Juez rechazará de plano la recusación si no se 
funda concretamente en alguna de las causas expresadas en el 
artículo anterior, ó no se hubiere presentado con las formalida-
des y dentro de los plazos señalados en el que le precede. 
Art. 623. Propuesta en forma la recusación, el Juez mandará 
se haga saber al perito recusado, para que en el acto de la noti-
ficación manifieste bajo juramento, que le recibirá el actuario, si 
es 6 no cierta la causa en que aquélla se funde. 
Si la reconoce como cierta, sé le tendrá por recusado, sin más 
trámites, y será reemplazado por otro de nombramiento del 
Juez. 
Art. 624. Cuando el perito niegue la certeza de la causa de 
la recusación, mandará el Juez que comparezcan las partes a su 
presencia en el dia y hora que señalará, con las pruebas de que 
intenten valerse. 
No compareciendo la parte recusante, se le tendrá por desis-
tida de la recusación. 
Si comparecen todas las partes litigantes, el Juez las invitará 
á que se pongan de acuerdo sobre la procedencia de la recusación, 
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la fecha en que se haya declarado conclusa la dis-
cusión escrita. No obstante, cuando el representan-
te de la Administración pidiere que se dé preferencia 
á determinado asunto, podrá el Tribunal, si estima 
fundada esta pretensión, alterar el orden prescripto 
para la celebración de la vista. 
y en su caso sobre el nombramiento del perito que haya de reem-
plazar al recusado. 
Si no se ponen de acuerdo, el Juez admitirá las pruebas que 
se presenten, uniéndose á los autos los documentos, y acto con-
tinuo resolverá lo que estime procedente. 
En el caso de estimar la recusación, el mismo Juez hará el 
nombramiento de otro perito, si las partes no lo hubieren desig-
nado de común acuerdo. 
Del resultado de esta comparecencia, á la que podrán asistir 
también los Abogados de las partes, se extenderá la oportuna 
acta, que firmarán los concurrentes. 
Art. 625. Cuando se desestime la recusación de un perito, 
será condenado el recusante en todas las costas de este incidente, 
También podrá ser condenado á que abone, por via de indem-
nización, á la parte 6 partes que la hubieren impugnado la can-
tidad que el Juez estime, sin que pueda exceder de 200 pesetas. 
Art. 626. Las partes y sus defensores podrán concurrir al 
acto del reconocimiento pericial, y hacer á los peritos las obser-
vaciones que estimen oportunas. 
A este fin se señalará día y hora para dar principio á la Ope-
ración, si alguna de las partes lo solicitare. 
Cuando sean tres los peritos, practicarán unidos la diligencia. 
Art. 627. Los peritos, después de haber conferenciado entre 
sí á solas, si fueren tres, darán su dictamen razonado, de palabra 
ó por escrito, según la importancia del asunto. 
En el primer caso lo harán en forma de declaración, y en el 
segundo se ratificarán con juramento á presencia judicial, veri-
ficándolo en ambos casos acto continuo del reconocimiento; y si 
esto no fuere posible, en el día y hora que el Juez señale. 
Art. 628. Las partes ó sus defensores podrán solicitar, en el 
acto de la declaración ó ratificación, que el Juez exija del perito 
ó peritos las explicaciones oportunas para el esclarecimiento de 
los hechos. 
Art. 629. Cuando sean tres los peritos y estuvieren de acuer-
do, darán ó extenderán su dictamen en una sola declaración fir-
mada por todos. 
Si estuvieren en discordia, se pondrán por separado tantas 
95 
En el acto de la vista expondrán las partes ó su 
representación clara y sucintamente sus pretensio-
nes y los fundamentos legales en que se apoyen. El 
Presidente llamará á la cuestión á los que no cum-
plieran con este precepto. 
declaraciones 6 dictámenes escritos cuantos sean los pareceres. 
Art. 630. No se repetirá el reconocimiento pericial aunque 
se alegue la insuficiencia del practicado, ó no haya resultado 
acuerdo d dictamen de mayoría. 
Sin embargo, cuando el Juez lo crea necesario, podrá hacer 
uso de la facultad que le concede el art. 340, y acordar para me-jor proveer que se practique otro reconocimiento, 6 se amplíe el 
anterior por los mismos peritos, 6 por otros de su elección. 
Art. 631. A instancia de cualquiera de las partes, el Juez 
podrá pedir informe á la Academia, Colegio ó Corporación oficial 
que corresponda, cuando el dictamen pericial exija operaciones 
ó conocimientos científicos especiales. 
En este caso se unirá á los autos y producirá sus efectos el 
informe, aunque se dé d reciba después de transcurrido el tér-
mino de prueba. 
Art. 632. Los Jueces y los Tribunales apreciarán la prueba 
pericial según lag reglas de la sana critica, sin estar obligados 
á sujetarse al dictamen do los peritos. 
§ 6.°—Reconocimiento judicial. 
Art. 633. Cuando para el esclarecimiento y apreciación de 
los hechos sea necesario que el Juez examine por sí mismo algún 
sitio ó la cosa litigiosa, se decretará el reconocimiento judicial á 
instancia de cualquiera de las partes. 
Para llevarlo á efecto señalará el Juez con tres días de antici-
pación por lo menos el día y hora en que haya de practicarse. 
Art. 634. Las partes, sus representantes y Letrados, podrán 
concurrir á la diligencia de reconocimiento é inspección ocular, 
y hacer al Juez de palabra las observaciones que estimen opor-
tunas. 
También podrá acompañar á cada parte una persona práctica 
en el terreno. Si el Juez estima conveniente oir las observaciones 
d declaraciones de estas personas, les recibirá previamente jura-
mento de decir verdad. 
Del resultado de la diligencia extenderá el actuario la opor-
tuna acta, que firmarán los concurrentes, consignándose también 
en ella las observaciones pertinentes hechas por una y otra parte, 
y las declaraciones de los prácticos. 
• 
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También podrán el Presidente ó cualquier Minis-
tro, con la venia de aquél, dirigir las preguntas que 
estimen oportunas para el esclarecimiento de los he-
chos y conceptos. 
Las partes ó sus representantes ó defensores po-. 
Art. 635. Cuando se acuerden el reconocimiento judicial y 
el pericial de una misma cosa, se practicarán simultáneamente 
estos dos medios de prueba, conforme á las reglas establecidas 
para cada uno de ellos. 
Art. 636. Podrán ser examinados los testigos en el mismo 
sitio, y acto continuo del reconocimiento judicial, cuando la ins-
pección ó vista del lugar contribuya á la claridad de su testimo-
nio, si así lo hubiere solicitado previamente la parte á quien in-
terese. 
§ 7.°—Prueba de testigos. 
Art. 637. Sobre los hechos probados por confesión judicial 
no se permitirá para corroborarlos prueba de testigos á ninguna 
de las partes. 
Art. 638. Al escrito solicitando la admisión de este medio 
de prueba acompañará el interrogatorio que contenga las pregun-
tas á cuyo tenor hayan de ser examinados los testigos, con las 
copias prevenidas, tanto del escrito como del interrogatorio. 
Estas preguntas se formularán con claridad y precisión, nu-
merándolas correlativamente, y concretándolas á los hechos que 
sean objeto del debate. 
Art. 639. El Juez examinará el interrogatorio y admitirá las 
preguntas que sean pertinentes, desechando las que estime no 
serlo. 
Art. 640. Dentro de los 10 días siguientes al de la notifica-
ción de la providencia admitiendo dicha prueba, presentará la 
parte interesada la lista de los testigos de que intente valerse, 
expresando el nombre y apellidos de cada uno de ellos, su pro-
fesión ú oficio, su vecindad y las señas de su habitación, si le 
constase. 
Estas listas podrán adicionarse dentro de dicho término. 
De ellas se dará copia á la parte ó partes contrarias, y no po - 
drán ser examinados otros testigos que los comprendidos en las 
mismas. 
Art. 641. Los litigantes podrán presentar interrogatorios de 
repreguntas antes del examen de los testigos. 
El Juez aprobará las pertinentes y desechará las demás. 
Estos interrogatorios podrán presentarse en pliego cerrado, 
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drán rectificar cualquier error de hecho ó de con- 
cepto que se les haya atribuido. 
Terminado el acto, el Presidente declarará el plei- 
to visto y concluso para sentencia, sin perjuicio de 
la facultad que al Tribunal otorga el art. 57. 
que se abrirá al darse principio al acto, y también en el mismo 
del 	 d  los  e os testigos. 
que Los ue se presentaren abiertos quedarán reservados en poder 
del Juez, bajo su responsabilidad. 
Con 642. 	 tres días de anticipación por lo menos, el Juez 
señalará día y hora en que haya de darse principio al examen de 
los testigos de cada parte. 
Este acto se verificará en audiencia pública, á presencia de las 
partes y sus defensores, si concurrieren. 
Art. 643. Los testigos que residiendo dentro del partido ju-
dicial rehusaren presentarse voluntariamente á declarar, serán 
citados por cédula con dos días de anticipación por lo menos al 
señalado para su examen, si lo solicitare la parte interesada. 
Contra el testigo inobediente sin justa causa acordará el Juez, 
también á instancia de parte, los apremios que estime conducen-
tes para obligarle á comparecer, incluso el de ser conducido por 
la fuerza pública. 
Art. 644. Los testigos que sean obligados á comparecer con-
forme al artículo anterior, tendrán derecho á reclamar de la parte 
interesada los auxilios ó la indemnización que corresponda. 
No habiendo avenencia entre los interesados, el Juez fijará la 
cantidad sin ulterior recurso, teniendo en consideración las cir-
custancias del caso, y apremiará al Procurador de la parte para 
que la abone como gastos del pleito si el testigo las reclamare 
verbalmente en la Audiencia en que haya comparecido, ó en los 
15 días siguientes. 
Art. 645. Los litigantes podrán valerse de cuantos testigos 
estimen conveniente sin limitación de número; pero las costas y 
gastos de los que excedan de seis por cada pregunta útil serán 
en todo caso de cuenta de la parte que los haya presentado. 
Art. 646. Los testigos serán examinados separada y sucesi-
vamente, y por el orden en que vinieren anotados en las listas, á 
no ser que el Juez encuentre motivo justo para alterarlo. 
Los que vayan declarando no se comunicarán con los otros, ni 
éstos podrán presenciar las declaraciones de aquéllos. 
A este fin el Juez adoptará las medidas que estime convenien-
tes, si alguna de las partes lo solicitare. 
Art. 647. Antes de declarar prestará el testigo juramento, en 
8 
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ART. 61. La sentencia se dictará dentro del tér-
mino de diez días, desde la conclusión de la vista ó 
desde que se unieren á los autos las diligencias para 
mejor proveer que después de dicho acto hubiesen 
sido practicadas. 
la forma y bajo las penas que las leyes previenen. Si manifestase 
ignorarlas, el Juez le instruirá de las señaladas para el delito de 
falso testimonio en causa civil. 
No se exigirá juramento á los menores de 14 años. 
Art. 648. Uada testigo será interrogado: 
1.° Por su nombre, apellido, edad, estado, profesión y do-
micilio. 
2.° Si es pariente por consanguinidad ó afinidad, y en qué 
grado, de alguno de los litigantes. 
3.° Si es dependiente ó criado del que lo presente, ó tiene con 
él sociedad ó alguna otra relación de intereses ó dependencia. 
4.° Si tiene interés directo ó indirecto en el pleito, ó en otro 
semejante. 
5.° Si es amigo intimo, 6 enemigo de alguno de los litigantes. 
Art. 649. Luego que el testigo haya contestado á las pregun-
tas expresadas en el articulo anterior, será examinado al tenor 
de cada una de las contenidas en el interrogatorio y admitidas 
por el Juez, ó de las acotadas por la parte que lo presente. 
Acto continuo lo será igualmente por las repreguntas, si se 
hubiesen presentado y admitido. 
En cada una de las contestaciones expresará el testigo la razón 
de ciencia de su dicho. 
Art. 650. El testigo responderá por si mismo de palabra, sin 
valerse de ningún borrador de respuesta. 
Cuando la pregunta se refiera á cuentas, libros ó papeles podrá 
permitírsele que los consulte para dar la contestación. 
Art. 651. Se extenderá por separado la declaración de cada 
testigo; pero á continuación las unas de las otras. 
El testigo podrá leer por si mismo su declaración. Si no qui-
siere hacer uso de este derecho, la leerá el actuario, y el Juez 
preguntará al testigo si se ratifica en ella ó tiene algo que añadir 
ó variar, extendiéndose á continuación lo que hubiere mani-
festado. 
Acto continuo la firmará el testigo, si sabe, con el Juez y el 
actuario, y los demás concurrentes. 
Art. 652. Las partes y sus defensores no podrán interrum-
pir á los testigos, ni hacerles otras preguntas ni repreguntas 
que las formuladas en sus respectivos interrogatorios. 
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A la cabeza de las sentencias se pondrá: Consejo 
de Estado.—Tribunal de lo contencioso  • administrativo. 
En la sentencia se establecerán,  poi  medio de pá-
rrafos separados que empiecen con la palabra «Re-
sultando», los hechos que aparezcan del expediente 
Sólo en el caso de que el testigo deje de contestar á alguno de 
los particulares de las preguntas ó repreguntas, ó haya incurri-
do en contradicción, ó se haya expresado con ambigüedad, 
podrán las partes 6 sus defensores llamar la atención del Juez a 
fin de que, si lo estima pertinente, exija del testigo las aclara-
ciones oportunas. 
También podrá el Juez pedir, por sí mismo, al testigo las ex-
plicaciones que crea convenientes para el esclarecimiento de los 
fechos acerca de los cuales hubiese declarado. 
Art. 653. Cuando no sea posible terminar en una audiencia 
el examen de los testigos de una parte, se continuará en la si-
guiente ó en la que el Juez señale. 
Art. 654. Si por cualquier motivo no se presentaren todos 
los testigos en la audiencia señalada para su examen, á petición 
de la parte interesada hará el Juez nuevo señalamiento del dia y 
hora en que deban comparecer, haciéndolo saber á las partes. 
Art. 655. Si por enfermedad ú otro motivo que el Juez esti-
me justo no pudiere algún testigo personarse en la audiencia del 
Juzgado, podrá recibírsele la declaración en su domicilio á pre- 
sencia de las partes y de sus defensores, á no ser que, atendidas 
las circunstancias del caso, el Juez crea prudente no permitirles 
que concurran. 
En este caso podrán enterarse de la declaración en la Escri-
banía. 
Art. 656. Cuando haya de verificarse el examen de los testi-
gos fuera del lugar del juicio, al exhorto ó despacho que para 
ello se dirija se acompañará en pliego cerrado el interrogatorio 
de las repreguntas que hayan sido admitidas por el Juez del 
pleito. 
El Juez exhortado abrirá dicho pliego en el acto de dar prin-
cipio al examen de los testigos. 
Art. 657. Si algún testigo no entendiere ó no hablare el 
idioma español, será examinado por medio de intérprete, cuyo 
nombramiento se hará en la forma prevenida para el de los pe-
ritos. 
Art. 658. Los sordomudos podrán ser admitidos como tes-
tigos en el caso de que, por saber leer y escribir, puedan dar sus 
declaraciones por escrito. 
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administrativo y de las demás actuaciones y prue-
bas; consignándose después, por medio de párrafos 
que comiencen con la palabra «Considerando», las 
declaraciones de derecho que correspondan; trans- 
cribiéndose á continuación en lo que sea pertinente 
Art. 659. Los Jueces y Tribunales apreciarán la fuerza pro-
batoria de las declaraciones de los testigos conforme á las reglas 
de la sana crítica, teniendo en consideración la razón de ciencia 
que hubieren dado y las circunstancias que en ellos concurran. 
Sin embargo, cuando la ley determina el número 6 la calidad 
de los testigos como solemnidad 6 circunstancia especial del acto 
á que se refiere, se observará lo dispuesto para aquel caso. 
§ 8.°—De las tachas de los testigos. 
Art. 660. Cada parte podrá tachar los testigos de la contra-
ria en quienes concurra alguna de las causas siguientes: 
1.' Ser el testigo pariente por consanguinidad 6 afinidad, 
dentro del cuarto grado civil, del litigante que lo haya pre-
sentado. 
2.' Ser el testigo al prestar su declaración, socio, dependien-
te ó criado del que lo presentare. 
Se entenderá por criado 6 dependiente, para los efectos de 
esta disposición, el que viva en las casas del litigante, y le preste 
en ellas servicios mecánicos, mediante un salario fijo; y por de-
pendiente el que preste habitualmente servicios retribuidos al 
que lo hubiere presentado por testigo, aunque no viva en su casa. 
3.' Tener interés directo ó indirecto en el pleito 6 en otro se-
mejante. 
4.' Haber sido el testigo condenado por falso testimonio. 
5.' Ser amigo íntimo, 6 enemigo manifiesto de uno de los 
litigantes. 
Art. 661. Dentro de los cuatro días siguientes al en que se 
hubieren terminado las declaraciones de los testigos de una par-
te, podrá cualquiera de ellos ser tachado por la contraria, cuan-
do concurra en él alguna de las causas expresadas en el articulo 
anterior, y no la hubiere confesado en su declaración. 
Art. 662. En el escrito en que se aleguen las tachas se pro• 
pondrá, por medio de otrosí, la prueba para justificarlas. 
Si no se propusiere prueba, se entenderá que se renuncia á 
ella. 
Art. 668. La parte á quien interese podrá impugnar las ta-
chas dentro de los tres días siguientes al en que le hubiere en-
tregado la copia del escrito contrario. 
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las disposiciones legales citadas por las partes y las 
que sirvan de fundamento á la sentencia, y deci-
diéndose, por último, en el fallo acerca de todos los 
puntos controvertidos en el pleito. 
ART. 62. Para que haya sentencia serán necesa-
rios los votos conformes de la mayoría absoluta de 
los Ministros que concurran á la vista. 
Todo el que tome parte en la votación de una sen-
tencia firmará lo acordado, aunque disintiere de la 
mayoría; pero podrá en este caso salvar su voto, ex-
tendiéndolo, fundándolo é insertándolo con su firma 
al pie á continuación de la sentencia, publicándose 
y notificándose con ésta (1). 
También podrá proponer por medio de otrosí, la prueba que 
le interese, y no haciéndolo, se entenderá que la renuncia. 
Art. 664. Cuando ninguna de las partes hubiere propuesto 
prueba de tachas, se unirán los escritos á los autos sin más trá-
mites, y se tendrán presentes á su tiempo. 
Si se hubiere articulado prueba, el Juez admitirá la pertinente 
y mandará practicarla. 
Art. 665. La prueba de tachas se hará dentro del término 
que reste del segundo período de la prueba. 
Si no quedare el suficiente para ello, el Juez lo prorrogará para 
este solo efecto, por el tiempo que estime necesario, sin que en 
ningún caso pueda exceder la prórroga de 10 días. 
Art. 566. La prueba de tachas• se unirá á los autos con la 
principal para los efectos que procedan en definitiva.» 
(1) El precepto que contiene el párrafo segundo de este ar-
tículo 62, según el cual los votos particulares formulados por los 
Ministros que disientan del parecer de la mayoría, han de ser 
publicados y notificados con la sentencia, tiene un objeto que 
no se oculta: estimular a los Ministros del Tribunal en su traba-jo, excitar su celo, ponerles de manifiesto por anticipado las cen-
suras en que pueden incurrir si por ventura no fallan bien, y ha-
cerles ver que la justicia debe vivir como en palacio de cristal, 
de tal modo, que todos sus actos sean objeto de examen y en su 
caso de censura pública. 
El sistema es completamente nuevo y hay quien entiende sea 
perjudicial para el respeto que debiera inspirar este Tribunal á 
la opinión pública, y que tal ha de ser el desprestigio que lleven 
491111•1111• 
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Cuando hubiere discordia por no reunirse los vo-
tos necesarios pira que haya sentencia, se citará á 
nueva vista ante el Tribunal en pleno, cuya senten-
cia, votada por la mayoría de los Ministros presen-
tes ó por la mitad cou el voto de calidad de Presi-
dente del Tribunal, será la definitiva. Los Ministros 
que disintieren de la sentencia así votada no podrán 
excusarse de firmarla, aunque salvando su voto en 
la forma que previene el párrafo anterior. 
CAPITULO II 
DE LA PRIMERA INSTANCIA ANTE LOS TRIBUNALES 
PROVINCIALES. 
ART. 63. La interposición, sustanciación y deci-
sión de los recursos contencioso-administrativos 
ante los Tribunales provinciales se acomodará á lo 
preceptuado.  en el cap. I de este mismo título para 
los que hayan de interponerse ante el Tribunal de 
lo contencioso-administrativo, con las modificacio-
nes siguientes: 
La La falta de remisión del expediente adminis- 
consigo los fallos así publicádos, que este solo hecho producirá 
la muerte del Tribunal contencioso-administrativo. 
Nosotros opinamos de modo diferente, porque entendemos 
que cuando los pueblos tienen eso que se llama respeto á la jus 
ticia, pero que en el fondo es más bien miedo que otra cosa, la justicia no está considerada, pues la verdadera consideración 
lamás puede hacer más que el convencimiento de la rectitud en os fallos, y ese convencimiento para que exista se necesita po-
der examinar a la luz del día los actos de los Tribunales. 
Además, la publicación de los votos particulares son una ga-
rantía mayor de estudio para los Magistrados y una tranquilidad 
y hasta cierta compensación para el Vocal que esté en minoría. 
Las consideraciones á que el asunto se presta son infinitas; 
pero creemos que basta á nuestro objeto con las que llevamos 
indicadas someramente. 
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trativo en el plazo que determina el art. 38 será con-
siderada como desobediencia, comprendida en el ar-
tículo 380 del Código penal, debiendo pasar el Tri-
bunal provincial el oportuno testimonio al Juzgado 
ó Tribunal competente para que proceda como co-
rresponda. Podrá acordar, además, el Tribunal pro-
vincial, á instancia y á favor del demandante, una 
indemnización de perjuicios á satisfacer por la Auto-
ridad, Corporación ó funcionario que no remitan el 
expediente en el término expresado. 
2.a La Autoridad ó Corporación de quien proceda 
la resolución reclamada, al remitir el expediente ad-
ministrativo, designará el Letrado que haya de re-
presentar á la Administración en el negocio, á tenor 
del art. 25. 
3.a El anuncio á que se refiere el párrafo segun-
do del art. 36 se publicará en el Boletín oficial de la 
provincia. 
4.a Contra el auto en que los Tribunales provin- 
ciales resuelvan sobre las excepciones dilatorias, 
conforme al art. 50, se podrá interponer el recurso 
de apelación para ante el Tribunal de lo contencio-
so-administrativo. 
5.a Las providencias, autos y sentencias de los 
Tribunales provinciales se dictarán por mayoría de 
votos, pudiendo salvar los suyos los que disintieren. 
CAPITULO III 
DE LOS RECURSOS CONTRA LAS PROVIDENCIAS, 
AUTOS Y SENTENCIAS. 
ART. 64. Contra las providencias de• mero trá-
mite que dicten en los negocios contencioso-admi-
nistrativos el Tribunal de lo contencioso-administra-
tivo ó los provinciales no procederá otro recurso que 
el de reposición ante el propio Tribunal. 
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Este recurso se interpondrá dentro del término de 
tercero día, á contar desde el siguiente al de la no-
tificación de la providencia cuya reposición se pre-
tenda. 
Del escrito en que se interponga el recurso se 
dará copia á las demás partes para que expongan, 
dentro del término de tercero día, lo que estimen 
procedente, y el Tribunal, en su vista y por auto 
fundado é inapelable, resolverá respecto de este in-
cidente. 
ART. 65. Contra los autos del Tribunal de lo con-
tencioso-administrativo no se dará más recurso que 
el de aclaración. Contra sus sentencias podrán uti-
lizarse los de aclaración y revisión en la forma de-
terminada por los arts. 77 y siguientes. 
ART. 66. Podrá reclamarse la nulidad de actua-
ciones por defectos esenciales en el procedimiento 
en los casos siguientes: 
1.° Por falta de emplazamiento de las personas 
que hubieren debido ser citadas para el juicio. 
2.° Por falta de citación para alguna diligencia 
de prueba ó para sentencia definitiva. 
3.° Por denegación de cualquiera diligencia de 
prueba, admisible según las leyes, y cuya falta haya 
podido producir indefensión (1). 
4.° Por haber concurrido á dictar sentencia uno 
ó más Ministros cuya recusación, fundada en causa 
legal é intentada en tiempo y forma, hubiese sido 
estimada ó se hubiese denegado siendo procedente. 
(1) Véase la nota puesta al epígrafe de la sección 6.° de este 
titulo. 
Como aclaración á los arts. 54, 66 y 69, debe tenerse presente 
que no hay recurso de nulidad contra las providencias de un 
Tribunal, ni de primera instancia ni superior, que denieguen la 
prueba; pero cabe el de reposición cuando se trate del Tribunal 
superior ó el de apelación respecto de las providencias de los de 
primera instancia denegando la prueba. 
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ART. 67. Para poder reclamar la nulidad á que se 
refiere el articulo anterior será necesario que la sub-
sanación de la falta que la motiva se haya solicitado 
dentro de los diez días desde que se cometió. 
ART. 68. Cuando la falta en el procedimiento á 
que se refieren los articulos anteriores se haya co-
metido en el Tribunal provincial, éste deberá resol-
ver la reclamación que se produzca. Si la falta se 
cometiese ante el Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo, la sustanciación y fallo del incidente co-
rresponderá al mismo Tribunal en pleno y se aco-
modará á la tramitación que para los incidentes es-
tablece la ley de Enjuiciamiento civil (1). 
(1) Los incidentes, según la ley de Enjuiciamiento civil, se 
tramitan del siguiente modo: 
aDe los incidentes. Art. 741. Las cuestiones incidentales 
de previo 6 especial pronunciamiento que se promuevan en toda 
clase de juicios, con exclusión de los verbales, no tengan se- 
fialada en esta ley tramitación especial, se ventilarán por los trá-
mites que se establecen en el presente título. 
Art. 742. Dichas cuestiones, para que puedan ser calificadas 
de incidentes, deberán tener relación inmediata con el asunto 
principal que sea objeto del pleito en que se promuevan, 6 con 
la validez del procedimiento. 
Art. 748. Los Jueces repelerán de oficio los incidentes que 
no se hallen en ninguno de los casos del articulo que precede, 
sin perjuicio del derecho de las partes que los hayan promovido 
para deducir la misma pretensión en la forma correspondiente. 
Contra dicha providencia procederá el recurso de reposición, 
y si no se estimare, el de apelación en un solo efecto. 
Art. 744. Los incidentes que por exigir un pronunciamiento 
previo sirvan de obstáculo á la continuación del juicio, se sus-
tanciarán en la misma pieza de autos, quedando mientras tanto 
en suspenso el curso de la demanda principal. 
Art. 745. Además de los determinados expresamente en la 
ley, se considerarán en el caso del articulo anterior, los inciden-
tes que se refieran: 
1. A la nulidad de actuaciones ó de alguna providencia. 
2.° A la personalidad de cualquiera de los litigantes ó de su 
Procurador, por hechos ocurridos después de contestada la de-
manda. 
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ART. 69. Contra los autos y sentencias de los 
Tribunales provinciales podrá utilizarse el recurso 
3.° A cualquiera otro incidente que ocurra durante el juicio, 
y sin cuya previa resolución fuere absolutamente imposible, de 
hecho ó de derecho, la continuación de la demanda principal. 
Art. 746. Los incidentes que no opongan obstáculo al segui- 
miento de la demanda principal, se sustanciarán en pieza sepa-
rada, sin suspender el curso de aquélla. 
Art. 747. La pieza separada se formará á costa de la parte 
que haya promovido el incidente y contendrá: 
1.° El escrito original en que se promueva el incidente, ó tes-
timonio del mismo y de la providencia en la parte necesaria, si 
aquél contiene otras pretensiones. 
2.° Los documentos originales relativos al incidente que se 
hayan presentado con dicho escrito. 
3.° Testimonio de los particulares que con referencia á los 
autos principales designe la parte que promueva el incidente, 
incluyendo también en él los que la contraria solicite que se adi-
cionen, si el Juez los estima pertinentes. 
Art. 748. Esta designación deberá hacerse por el que pro-
mueva el incidente dentro de los tres días siguientes al de la no-
tificación de la providencia mandando formar la pieza separada, 
y por la otra parte dentro de los tres días posteriores, á cuyo fin 
se les pondrán los autos de manifiesto en la Escribanía. 
Trascurridos dichos plazos sin haber hecho la designación, el 
actuario llevará á efecto desde luego la formación de la pieza se- 
parada con el escrito y documentos expresados en los núms. 1.° 
y 2.° del artículo anterior. 
En todo caso se hará constar por nota en los autos principa-
les la formación de la pieza separada, y en ésta, que los Procu-
radores de las partes tienen acreditada su representación en 
aquéllos. 
Art. 749. Promovido el incidente, y formada en su caso la 
pieza separada, se dará traslado á la parte contraria por término 
de seis días, para que conteste concretamente sobre la cuestión 
incidental. 
Si fuesen varias las partes litigantes, se concederá dicho tér-
mino á cada una de ellas por su orden. 
Se observará lo dispuesto en los arts. 515 y siguientes respec-
to á la presentación y entrega de copias. 
Art. 750. En el escrito promoviendo el incidente, y en el de 
contestación, deberán las partes solicitar que se reciba a prueba, 
si la estiman necesaria. 
Art. 751. Si ninguna de las partes hubiere pedido el recibi- 
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de apelación para ante el Tribunal de lo contencioso- 
administrativo. Se exceptúan los autos ordenando 
miento á prueba, el Juez, sin más trámites, mandará traer la 
vista los autos para sentencia, con citación de aquéllas. 
Art. 752. Se recibirá a prueba el incidente: 
1.° Cuando lo hubieren solicitado todos los litigantes. 
2.° Cuando habiéndolo pedido una sola parte, el Juez lo es-
time procedente. 
Art. 753. El término de prueba en los incidentes no podrá 
bajar de 10 días ni exceder de 20. 
Este término será común para proponer y ejecutar la prueba, 
observándose en lo demás las disposiciones del juicio ordinario 
que á ella se refieren. 
Art. 754. Sólo podrá otorgarse el término extraordinario de 
prueba en los incidentes que se sustancien en pieza separada y 
en los del núm. 2.° del art. 745. 
Art. 755. Trascurrido el término de prueba, sin necesidad de 
que lo soliciten los interesados, mandará el Juez que se unan á 
los autos las pruebas practicadas, y se traigan á la vista para 
sentencia, con citación de las partes. 
Art. 756. Tanto en el caso del artículo anterior como en el 
del.751, si cualquiera de las partes lo pidiere dentro de los dos 
días siguientes al de la citación, el Juez señalará, a la posible 
brevedad, día para la vista. 
En este acto oirá á los defensores de las partes, si se presen-
taren. 
Art. 757. En el caso del artículo anterior, se pondrán las 
pruebas de manifiesto á las partes en la Escribanía para instruc-
ción, por el término que medie desde el señalamiento hasta el 
día de la vista. 
Art. 758. Verificada ésta, ó trascurridos los dos días siguien-
tes al de la citación sin haberla solicitado, el Juez dictará sen-
tencia dentro de quinto día. 
Esta sentencia será apelable en ambos efectos. 
Art. 759. Las disposiciones que preceden serán aplicables á 
los incidentes que se promuevan durante la segunda instancia y 
en los recursos de casación. 
La sentencia que en ellos recaiga será suplicable para ante la 
misma Sala. 
Art. 760. Dentro de los tres días siguientes al de la entrega 
de la copia del escrito de súplica a los otros colitigantes, podrán 
éstos contestar lo que estimen conveniente. 
Trascurrido dicho término, la Sala dictará la resolución que 
108 
la práctica de pruebas, contra los que no se da re-
curso alguno (1). 
ART. 70. El recurso de apelación se interpondrá 
ante el Tribunal que hubiere dictado el auto ó sen-
tencia de que se apele, dentro de los cinco días si-
guientes al de la notificación. 
ART. 71. Admitida la apelación, que se enten-
derá siempre en ambos efectos, se emplazará á las 
partes para que en el término de treinta días com-
parezcan ante el Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo (2). 
ART. 72. Si trascurrido este término el apelante 
no lo hubiere verificado, se declarará desierta la 
apelación; esta declaración deberá hacerse de oficio 
ó á instancia de parte, ordenándose la devolución 
estime justa, previo informe del Magistrado Ponente y sin nin-
gún otro trámite. 
Art. 761. Contra las sentencias que dicten las Audiencias 
en dicho recurso de súplica, sólo se dará el de casación en los 
casos expresamente determinados por esta ley. 
Contra las que dicte el Tribunal Supremo no se dará recurso 
alguno.» 
(1) Véase la nota puesta al art. 66. 
(2) Interpretando este articulo se tocan los inconvenientes 
de que si se han de entender siempre las apelaciones en ambos 
efectos, quedará en muchas ocasiones suspendido el acuerdo que 
motivó la demanda, y esto como tesis general seria dado á gra-
ves inconvenientes; pero de la discusión en Cortes se dedujo con 
claridad que puesto en relación este artículo con el 100, resulta: 
1.° Que el efecto suspensivo no tiene relación más que al acuer-
do del Tribunal inferior apelado, no al hecho origen de la deman-
da; y 2.° Que en virtud de las facultades que el art. 100 conce-
de, los Tribunales provinciales pueden acordar que siguen pro-
duciendo sus efectos los actos administrativos, en los casos que 
el mismo articulo determina, y entonces aunque el fallo del 
asunto sea de conformidad con la resolución administrativa y se 
admita la apelación, esta apelación no producirá más efecto sus-
pensivo que respecto á la vida legal, en lo sucesivo, de la dispo-
sición administrativa que dió origen á la demanda. 
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de los autos al Tribunal de quien procedieren para 
la ejecución del auto ó sentencia apelados. 
ART. 73. Si en el expresado término no hubieren 
comparecido los apelados, continuará la sustancia-
ción del recurso sin su audiencia, y las notificacio-
nes se entenderán con los estrados del Tribunal. 
En cualquier estado del recurso en que comparez-
ca el apelado se le tendrá por parte, pero sin que 
esto interrumpa ni haga retroceder el curso de las 
actuaciones. 
ART. 74. Una vez personado el apelante y trans-
currido el término establecido en el art. 71, se re-
dactará por el Secretario de la Sala, en el plazo que 
ésta determine, una nota expresiva de lo actuado 
con posterioridad al extracto de primera instancia; 
y celebrada la vista conforme al art. 60, se pronun-
ciará sentencia en la forma determinada en el arti-
culo 61. 
La sentencia así pronunciada, una vez que se de-
clare firme, se remitirá con los autos al Tribunal in-
ferior para que inste su ejecución en la forma que 
la presente ley establece. 
ART. 75. Cuando el Tribunal provincial no admi-
ta una apelación, podrá la parte interesada recurrir 
en queja ante el Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo en el término de ocho días, contados des-
de el siguiente al de la notificación del auto dene-
gatorio de la apelación. 
Interpuesto en forma este recurso de queja, el 
Tribunal de lo contencioso-administrativo mandará 
al provincial que informe con justificación en el 
término que le designe, y en vista de todo, con 
audiencia del Fiscal, confirmará ó revocará el auto 
del anterior. 
ART. 76. También podrá utilizarse contra las sen-
tencias firmes de los Tribunales provinciales recurso 
de revisión, que se interpondrá ante el Tribunal de 
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lo contencioso-administrativo, y se acomodará á lo 
establecido en los arts. 79 y siguientes. 
CAPITULO IV 
RECURSOS CONTRA. LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE LO 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO. 
ART. 77. Notificada la sentencia á las partes, con 
entrega de cédula en que se inserte literalmente, 
podrán proponer el recurso de aclaración dentro de 
los tres días siguientes. 
ART. 78. El recurso de aclaración se resolverá 
por auto del Tribunal, que habrá de dictarse dentro 
de los dos días siguientes á la petición de la acla- 
ración. 
ART. 79. El recurso de revisión no dará lugar á 
que se suspenda la declaración de quedar firme la 
sentencia ni su ejecución, y procederá: 
1.° Si en la parte dispositiva de la sentencia re-
sultare contradicción en sus disposiciones, y si en 
ella no se resolviese algunas de las cuestiones plan-
teadas en la demanda y contestación. 
2.° Si los Tribunales de lo contencioso-adminis-
trativo hubieren dictado resoluciones contrarias en-
tre si, respecto á los mismos litigantes, acerca del 
propio objeto y en fuerza de idénticos fundamentos. 
3.° Si después de pronunciada se recobraren do-
cumentos decisivos, detenidos por fuerza mayor ó 
por obra de la parte en cuyo favor se hubiere dic-
tado. 
4.° Si hubiere recaído en virtud de documentos 
que al tiempo de dictarse la sentencia ignoraba una 
de las partes haber sido reconocidos y declarados 
falsos, o cuya falsedad se reconociese ó declarase 
después. 
5.° Si habiéndose dictado en virtud de prueba 
111 
testifical, los testigos hubieren sido condenados por 
falso testimonio dado en las declaraciones que sirvie-
ron de fundamento á la sentencia. 
6.° Si la sentencia firme se hubiere ganado injus-
tamente en virtud de prevaricación, cohecho, vio -
lencia ú otra maquinación fraudulenta. 
ART. 80. El recurso de revisión se interpondrá 
ante el Tribunal de lo contencioso-administrativo en 
pleno (1). 
ART. 81. La sentencia se pronunciará, notificará 
y ejecutará en la forma y manera determinada para 
las definitivas en el fondo del negocio (2). 
ART. 82. En todo lo referente á términos y pro-
cedimiento respecto al recurso de revisión regirán 
las disposiciones de las secciones 2.a, 3. 0 y 4.a del 
tít. XXII, lib. II de la ley de Enjuiciamiento civil (3). 
(1) El que sea el mismo Tribunal el que ha de entender en 
este recurso, tiene el inconveniente de que cuando el recurso 
proceda por los casos 6.° y 1.° del art. 79, va á resultar un poco 
anómalo el procedimiento, pues tiene que juzgar el Tribunal en 
pleno de los defectos del fallo cometidos por el Tribunal ante-
riormente. 
Cuando la revisión procede por deficiencia de documentación, 
entonces se explica mejor que, ya completa la prueba, revea el 
Tribunal su fallo. 
Pero iguales anomalías que éstas hay en los otros procedimien-
tos, y además de ser muy difícil subsanarlas, tienen la ventaja 
de que los recursos de revisión se presentan muy rara vez en la 
práctica. 
(2) Véase el art. 61. (3) Que es como sigue: 
aTITULO XXII 
Del recurso de revisión. 
SECCION PRIMERA 
SECCION SEGUNDA 
DE LOS PLAZOS PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN. 
Art. 1.798. En los casos previstos por el art. 1.796, el plazo 
para interponer el recurso de revisión será el de tres meses, con- 
112 
Exceptúanse los casos previstos en los núms. 1.° 
y 2.° del art. 79, en los cuales el recurso de revisión 
deberá, formularse en el término de  un mes, contado 
desde la notificación de la sentencia. 
tados desde el dia en que se descubrieren los documentos nuevos 
6 el fraude, ó desde el dia del reconocimiento 6 declaración de la 
falsedad. 
.Art. 1.799. Para que pueda tenerse por interpuesto el re-
curso será indispensable que con el escrito en que se solicite la 
revisión acompañe el recurrente, si no estuviere declarado pobre, 
documento justificativo de haber depositado en el establecimien-
to destinado al efecto la cantidad de 2.000 pesetas. 
Si el valor de lo que fuere objeto del litigio es inferior á 12.000 
pesetas, el depósito no excederá de su sexta parte. 
Estas cantidades serán devueltas si el recurso se declarara pro-
cedente. En caso contrario, tendrán la aplicación señalada a los 
depósitos exigidos para interponer el recurso de casación. 
Art. 1.800. En ningún caso podrá interponerse el recurso 
de revisión después de trascurridos cinco años desde la fecha de 
la publicación de la sentencia que hubiere podido motivarlo. 
Si se presentare pasado este plazo, se rechazará de plano. 
SECCION TERCERA 
DE LA SUSTANCIAC16N DE LOS RECURSOS DE REPIS16N. 
Art. 1.801. El recurso de revisión únicamente podrá inter-
ponerse ante la Sala tercera del Tribunal Supremo, cualquiera 
que sea el grado del Juez ó Tribunal en que haya quedado firme 
la sentencia que lo motive. 
Una vez presentado, el Tribunal llamará á si todos los ante-
cedentes del pleito cuya sentencia se impugne, y mandará em-
plazar á cuantos en él hubieren litigado, 6 a sus causahabientes, 
para que dentro del término de 40 días comparezcan á sostener 
lo que convenga á su derecho. 
Art. 1.802. Personadas las partes, ó declarada su rebeldía, 
los trámites sucesivos se seguirán conforme á lo establecido para 
la sustanciación de los incidentes, oyéndose siempre al Minis-
terio fiscal antes de dictar sentencia acerca de si ha 6 no lugar á 
la admisión del recurso. 
Art. 1.803. Las demandas de revisión no suspenderán la eje-
cución de las sentencias firmes que las motiven. 
Podrá, sin embargo, el Tribunal, en vista de las circunstan-
cias, á petición del recurrente, dando fianza, y oído el Ministerio 
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CAPITULO V 
EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS. 
ART. 83. Declaradas firmes las sentencias del 
Tribunal de lo contencioso-administrativo, ó las de 
los Tribunales provinciales en su caso, se comuni-
carán en el término de diez días por medio de testi-
monio en forma al Ministro 6 Autoridad administra- 
fiscal, ordenar que se suspendan las diligencias de ejecución de 
las sentencias. 
La Sala señalará la cuantía de la fianza, la cual comprenderá 
el valor de lo litigado, y los daños y perjuicios consiguientes â 
la inejecución de la sentencia para el caso de que el recurso fuere 
desestimado. 
Art. 1.804. Si interpuesto el recurso de revisión, y en cual-
quiera de sus trámites, se suscitaren cuestiones cuya decisión, 
determinante de la procedencia de aquél, competa á la jurisdic-
ción de los Tribunales en lo criminal, se suspenderá el procedi-
miento en la Sala tercera del Tribunal Supremo hasta que la 
acción penal se resuelva por sentencia firme. 
Art. 1.805. En el caso del artículo anterior, el plazo de cinco 
años de que trata el art. 1.800 quedará interrumpido desde el 
momento de incoarse el procedimiento criminal hasta su termi-
nación definitiva por sentencia ejecutoria volviendo á correr des-
de que ésta se hubiere dictado. 
SECCION CUARTA 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EN VIRTUD DEL RECURSO 
DE REVIS1óN. 
Art. 1.806. Si el Tribunal Supremo estimare procedente la 
revisión solicitada por haberse fundado la sentencia en los docu-
mentos ó testigos declarados falsos, ó haberse dictado injusta-
mente en los demás casos del art. 1.796, lo declarará así, y res-
cindirá en todo ó en parte la sentencia impugnada, según que los 
fundamentos del recurso se refieran â la totalidad, ó tan sólo â 
alguno de los capítulos de la misma sentencia. 
Art. 1.807. El Tribunal Supremo, una vez dictada la sen-
tencia que por admitirse el recurso de revisión rescinda en todo 
6 en parte la sentencia firme impugnada, mandará expedir cer-




tiva á quien corresponda, para que la lleve á puro y 
debido efecto, adoptando las resoluciones que proce-
dan, ó practicando lo que exija el cumplimiento de 
las declaraciones contenidas en el fallo. 
ART. 84. El Ministro ó Autoridad administrativa 
á quien corresponda deberá acusar el recibo de la 
sentencia en el término de tres días, y dar en el de 
un mes cuenta de su cumplimiento. Cuando poi•ra-
zones de interés público la Administración estimare 
necesaria y acordase la suspensión del cumplimien-
to de la sentencia, lo hará saber al Tribunal, comu-
nicándole la resolución y sus motivos, y el Tribunal 
declarará la indemnización que corresponda al par-
ticular por el aplazamiento. 
En todo caso de suspensión, el Gobierno dará cuen - 
ta á las Cortes, dentro del primer mes de estar abier-
tas ó constituidas, de la suspensión y sus funda-
mentos (1). 
procedan para que las partes usen de su derecho según les con-
venga en el juicio correspondiente. 
En todo caso servirán de base al nuevo juicio las declaraciones 
que se hubieren hecho en el recurso de revisión, las cuales no 
podrán ser ya discutidas. 
Art. 1.808. La rescisión de una sentencia firme, como resul-
tado del recurso de revisión cuando fuere admitido, producirá 
todos sus efectos legales, salvo los derechos adquiridos que de-
ban respetarse con arreglo á lo establecido por el art. 34 de la 
ley hipotecaria. 
Art. 1.809. Cuando el recurso de revisión se declare impro-
cedente, se condenará en todas las costas del juicio, y en la pér-
dida del depósito al que lo hubiere promovido. 
Art. 1.810. Contra la sentencia que recaiga en el recurso de 
revisión no se dará recurso alguno. 
(1) El art. 84 dió origen á discusión bastante extensa, porque 
sentando el derecho que el Gobierno tiene de suspender las sen-
tencias cuando por razones de interés público la Administración 
lo estime necesario, venía á destruir toda la base de la ley y a 
dejar al Tribunal en situación análoga á la antigua del Consejo 
de Estado, porque en último término es en el Gobierno potesta-
tivo el que los fallos se ejecuten 6 dejen de ejecutarse. 
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ART. 85. Cuando la Administración fuere con-
denada al pago de cantidad líquida, deberá acordar-
lo y verificarlo en la forma y dentro de los limites 
que permitan los presupuestos y determinen las dis-
posiciones legales referentes al pago de las obliga-
ciones y deudas del Estado, de la provincia ó el Mu-
nicipio. 
Si para verificar el pago fuere preciso un presu-
puesto extraordinario, se presentará éste para la 
aprobación de las Cortes ó de la Corporación ó Auto-
ridad respectiva, dentro del mes siguiente al día de 
la notificación de la sentencia. Si las Cortes no es-
tuvieren reunidas, deberá presentarse dentro del 
primer mes de su reunión más próxima (1). 
ART. 86. Será caso de responsabilidad civil y cri-
minal la infracción de lo preceptuado en los ar- 
La razón de la existencia de este artículo es una conciliación 
6 pacto entre las dos escuelas (liberales y conservadores), en la 
que se ha dado algo a ambas partes en perjuicio del espíritu que 
informa la presente ley. 
De aquí resulta, que en casos determinados el Gobierno puede 
suspender la ejecución de esas sentencias, aunque, según declaró 
la Comisión del Senado, aquéllas no quedan anuladas, sino que 
esta suspensión es más ó menos duradera según persistan ó no 
las razones de suspensión. 
Como medio de que la Administración no abuse de este dere-
cho, el Gobierno tiene que dar cuenta á las Cortes de la suspen-
sión verificada, en el plazo que la ley determina, para que allí se 
discuta su conducta; y el Tribunal declarará la indemnización 
que corresponda dar al particular por el aplazamiento. 
Esta indemnización, que no dice la ley cuándo habrá que pa-
garla, se afirmó por la Comisión citada que el mismo Tribunal 
al determinarla debe también fijar el plazo en que el Gobierno 
ha de satisfacerla, teniéndose para ello en cuenta lo que dispone 
el artículo siguiente. 
Hacemos constar estas observaciones, porque siendo de suma 
importancia, llenan vacíos que la ley deja. (1) Llamamos la atención de los Ayuntamientos y las Dipu-
taciones sobre la importancia de este artículo y el siguiente, que 
sin embargo no explicamos por ser bien claros. 
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títulos anteriores acerca de la ejecución de las sen-
tencias de los Tribunales de lo contencioso-admi-
nistrativo, entendiéndose como desobediencia puni-
ble en forma igual á la establecida respecto á las 
sentencias de los Tribunales en lo civil y en lo cri-
minal. 
Denunciada la demora al Tribunal de lo conten-
cioso-administrativo cuando se trate de sus senten-
cias, se pasará el tanto de culpa al Tribunal de jus-
ticia correspondiente, y en su caso á las Cortes. 
Cuando se trate de sentencias dictadas por los 
Tribunales provinciales, transmitirán éstos la de-
nuncia al Tribunal de lo contencioso-administrativo 
para lo que hubiere lugar. 
ART. 87. Al principio de cada año judicial se 
publicará en la Gaceta de Madrid un estado expresivo 
del cumplimiento que en el año anterior hubieren 
tenido las sentencias sobre negocios contencioso-
administrativos, expresando, en cuanto á las que no 
se hubiesen ejecutado, la razón por virtud de la cual 
no hubiere tenido lugar. 
TITULO IV 
Disposiciones generales. 
ART. 88. El Tribunal de lo contencioso-adminis-
trativo celebrará audiencia todos los días hábiles. 
ART. 89. Todas las actuaciones deberán escri-
birse en el papel sellado que prevengan las leyes y 
reglamentos, bajo las penas que en ellos se deter-
minen (1). 
(1) La ley de 31 de Diciembre de 1881 dice: 
«CAPITULO IV 
Del timbre en las actuaciones judiciales y en actos en que afectan 
d los Registros de la propiedad civil y procedimientos en los 
Tribunales eclesiásticos. 
Art. 35. En las actuaciones judiciales de jurisdicción conten- 
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Igual sello usará para su defensa el que litigase 
como pobre. 
ciosa 6 voluntaria, que se sigan ante todos los Tribunales, inclu-
so los contencioso administrativos, se usará el papel timbrado de 
la tarifa general (a). 
Jurisdicción contenciosa. 
TIPO PROPORCIONAL. 
Art. 36. Los escritos de los interesados 6 de sus represen-
tantes, los autos, providencias y sentencias de los Jueces y Tri-
bunales en todos sus grados y clases que tengan lugar durante 
la sustanciación y hasta la terminación definitiva de cualquier 
asunto civil 6 contencioso administrativo, sometidos hoy 6 que 
se sometan á la jurisdicción contenciosa, 6 que tengan por objeto 
la formalización de la demanda, así como las compulsas literales 
ó en relación que se libren, incluso las que por mandamiento judicial expidan los Notarios, se extenderán y sin excepción al-
guna en papel timbrado de un mismo precio, con arreglo á la 
cuantía de la cosa evaluada ó cantidad material y determinada 
del litigio, con sujeción a la escala siguiente: 
Cuantía del juicio. 	 Timbre. 
	
Clase. 
Hasta 250 pesetas 	 0`75 	 12.a 
De 	 250`25 á 1.500 	 1 	 11.a 
De 1.500'25 á 10.000 	 2 	 10.a 
De 10.000'25 á 75.000.  
	 3 	 9.a 
De 75.000'25 á 150.000.  
	
4 	 8.a 
De 150.000 en adelante 
	 5 	 7.a 
(a) La tarifa general, según el art. 5.°, tiene por base la clasificación 
siguiente; 







Cuarta 	 25 
Quinta 	 15 
Sexta 	 10 
Sétima 	 5 
Octava  	 4 





Duodécima.. 	 0'75 
Timbre de oficio, clase décimatercera, 010 céntimos. 
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Los escritos á nombre de la Administración se ex-
tenderán en papel del sello de oficio. 	 ' 
ART. 90. De todo escrito se acompañarán tantas 
copias cuantas fueren las demás partes que hubieren 
comparecido en el pleito. 
Art. 37. Se reintegrarán igualmente en dicho papel timbra-
do, con la nota del actuario, las cartas, documentos privados, 
certificaciones, informes y  periódicos, sean 6 no oficiales, que se 
agreguen álos autos. 
Art. 38. Cuando el litigio verse sobre efectos de la Deuda 
pública, obligaciones 6 acciones de Bancos, Sociedades 6 empre-
sas de ferrocarriles y de todas clases y demás valores análogos, 
servirá de base reguladora el tipo de la cotización oficial ó.efec-  
tivo que tengan en el mercado el dia en que se presente el pri-
mer escrito. 
Art. 39. Cuando no aparezca determinada la entidad de ]a 
cosa litigiosa, los Jueces y Tribunales, antes de proveer sobre lo 
principal, acordarán que el que produzca el juicio la fije, para la 
aplicación de la clase del timbre. Los Jueces comprobarán esta 
declaración con sujeción á las reglas establecidas en el art. 489 
de la ley de Enjuiciamiento civil, y se consignará por diligencia. 
Art. 40. 
	  
Art. 41. Si en el curso de un pleito 6 al fenecerse apareciese 
ser su cuantía mayor que la que se le haya atribuido al incoarse, 
el Juzgado 6 Tribunal que de él conozca dispondrá inmediata-
mente que se reintegre en los autos la diferencia del timbre em-
pleado al que resulte corresponderle y que en éste continúen las 
diligencias sucesivas. 
TIPO FIJO. 
Art. 42. Se empleará el papel timbrado de 3 pesetas, clase 9. 9 : 
1.° . En todos aquellos pleitos cuya cuantía sea inestimable, 
ó no puedan determinarse por las reglas de los artículos prece-
dentes. 
2.° En los relativos á derechos politicos ú honoríficos, exen-
ciones y privilegios personales, filiación, paternidad, interdic-
ción, y demás que tengan por objeto el estado civil y condición 
de las personas. 
3.° En las calificaciones de juicios de quiebra de que trata el 
tít. IX, lib. IV del Código mercantil. 
Art. 43. Se empleará el timbre de oficio, clase 13: 




ART. 91. Tanto el escrito interponiendo el re-
curso como todos los demás que se presenten, serán 
extendidos en el papel sellado correspondiente y fir-
mados por un Abogado que ejerza la profesión ó por 
2.° En los asuntos civiles en que sea parte el Estado ó las 
Corporaciones á quienes esté concedido el mismo privilegio, en 
todo lo que á su instancia ó en su interés se actúe, salvo el rein-
tegro correspondiente en los casos que proceda. 
Art. 44. Cuando todos los que sean parte en un pleito gocen 
de la consideración de pobres, y hayan sido declarados tales con 
arreglo á lo prevenido en la ley de Enjuiciamiento civil, se em-
pleará también el timbre de oficio, sin perjuicio del reintegro 
siempre que haya lugar. 
Art. 45. Cuando unos interesados sean pobres en sentido le-
gal y otros no, 6 sea parte el Estado ó Corporaciones igualmente 
privilegiadas, cada cual suministrará el papel que á su clase co-
rresponda para las actuaciones que hayan de practicarse á su ins-
tancia ó en su interés. Las que sean del interés común á unos y 
á otros se extenderán en el timbre de oficio, agregándoseles en 
el de pagos al Estado el equivalente á la parte del de ricos que 
á los que litiguen en este concepto correspondería satisfacer si 
todos estuviesen en igual condición. Si además recayese conde-
nación 'de costas á parte solvente, el reintegro será extensivo á 
todo lo actuado á solicitud de los que litigaron de oficio ó como 
pobres. 
PREFERENCIA DEL ESTADO. 
Art. 61. En el reintegro del timbre en los pleitos y causas 
será preferible en absoluto sobre los créditos de los demás acree-
dores por honorarios y costas. 
RESPONSABILIDAD PENAL. 
Art. 62. Las personas que no empleen en los casos expresa-
dos el timbre que proceda, incurrirán en la multa de 5 pesetas 
por cada pliego de papel en que se haya cometido la infracción, 
además del reintegro. 
Cuando hayan sido representados ante el Tribunal ó Juzgado 
por Procurador, éste será en primer término el responsable de 
la multa y reintegro. 
Art. 63. Los Procuradores quedarán en suspenso de sus car-
gos mientras no llagan efectivo el débito, cuya medida se pro-
pondrá por la Administración al Juzgado ó Tribunal en que se 
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un Procurador, con poder bastante en ambos casos. 
Cuando los interesados gestionen por medio de 
Procurador, los escritos deberán ir autorizados por 
Letrados. 
haya cometido la falta. De no ser conveniente la suspensión se 
adoptará la corrección disciplinaria que proceda. 
Art. 64. Los Jueces y Tribunales y demás funcionarios que 
reciban ó den curso á algún escrito que no tenga los requisitos 
del timbre en la forma expresada, incurrirán en la multa de 50 
á 500 pesetas, sin perjuicio de que la Administración dé parte 
del hecho á sus superiores jerárquicos para que conste en sus 
expedientes personales. A dichos superiores incumbe la exac-
ción de la pena y reintegro, debiendo velar por el cumplimiento 
de este servicio el Ministerio fiscal en representación de la Ha-
cienda. 
Art. 65. De toda falta qpe observen en el uso del timbre da-
rán cuenta inmediata á la Administración; si bien deben exigir 
al interesado que reintegre la falta observada. 
Art. 66. Sin el pago ó reintegro previo del timbre y la multa 
no darán curso á ningún procedimiento, á no consignar bajo su 
responsabilidad la causa que lo justifique. 
Art. 67. De este pago darán parte á la Administración remi-
tiendo la mitad del papel de pagos al Estado correspondiente á 
la multa, con la diligencia expresiva de la misma en el pliego de 
más valor.» 
El reglamento de 31 de Diciembre de 1881 dice: 
«CAPITULO VI 
De las actuaciones judiciales, Tribunales, Juzgados y otras 
Autoridades. 
Art. 85. En los escritos ó documentos que se presenten en 
juicio en cuantas actuaciones tengan lugar desde 1.° de Enero 
de 1882 en los pleitos, expedientes de jurisdicción voluntaria 
que se hallasen ya incoados y demás asuntos en trámite á que 
se refiere el cap. IV de la ley, se estará para el uso del timbre á 
las prescripciones y tarifas de la misma. 
Art. 86. En las informaciones 6 juicios de pobreza que se so-
liciten en los Tribunales y Juzgados, los Fiscales y Promotores 
respectivos representarán á la Hacienda como parte interesada, 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 30 de la ley de Enjuicia-
miento civil vigente y se opondrán á la declaración de pobreza 
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En todos los asuntos propios los interesados po-
drán defenderse sin la intervención de Letrado. 
ART. 92. Cuando los  interesados gestionen por 
medio de Abogado, podrá el Tribunal acordar se en- 
á favor de las personas á quienes se concede este beneficio del 
precepto legal. 
Art. 87. Cuando por reforma de providencia de un Tribunal 
ó Autoridad competente haya que devolver el todo ó parte de un 
pago, bien proceda de multa, de reintegro ó de derecho indebida- 
mente satisfecho, se estampará nueva nota en el papel de pagos 
en que hubiese tenido lugar, y se remitirá con oficio á  la Admi-
nistración de Contribuciones y Rentas para que pueda tener efec- 
to la devolución de su importe al interesado con arreglo á las 
instrucciones vigentes. 
Art. 88. Instruido que sea el oportuno expediente en la Ad-
ministración provincial dictará su fallo en primera instancia el 
Delegado de Hacienda, el cual dará conocimiento del que acuer- 
de á la Dirección general á fin de que en su vista y con presen-
cia de las mitades del papel, se determine la forma en que ha de 
verificarse la devolución si ésta procediese. 
Art. 89. La Autoridad judicial y cualquiera otra á quien co-
rresponda pasarán mensualmente á la administrativa de la pro-
vincia certificación de las multas que hubieren impuesto, con 
expresión de los sujetos multados y de las cantidades correspon-
dientes á participes. 
Art. 90. Los Tribunales, Jueces y demás Autoridades de 
quienes proceda la providencia de reintegro y multas cuidarán 
bajo su responsabilidad de que se lleven â debido efecto. 
Art. 92. Los Tribunales superiores del Reino remitirán á la 
Dirección general de Rentas Estancadas antes  del 30 de Junio 
de cada año el presupuesto del papel de oficio que consideren 
preciso para el siguiente. 
Los Tribunales superiores en las provincias remitirán igual 
presupuesto á los Delegados del que necesiten para sí, y otro 
especificadamente para cada uno de los Juzgados que de los mis-
mos dependan, consignando en éste el número de causas crimi-
nales que en el año precedente hubiese tramitado cada Juzgado, 
procurando limitar estos pedidos á lo que reclamen las exigen-
cias del servicio. 
Art. 95. Para que tenga lugar la entrega, ha de preceder el 
pedido de los Presidentes de los Tribunales, de las Audiencias 
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treguen á éste, ó al Procurador si lo hubiere, las ac- 
tuaciones con el expediente, bajo recibo en forma, 
para formular los escritos de 
bajo 
	 y contes- 
tación. 
y Jueces de primera instancia dirigidos á los Delegados de  pro-
vincia y Administradores subalternos de rentas respectivamente, 
extendiéndose á continuación de dicho documento el recibo, de-
biendo llevar el que suscriban los Escribanos de Cámara de los 
Tribunales superiores el  Visto Bueno del Presidente. 
Art. 96. Los mismos Tribunales y Juzgados presentarán ca-
da semestre en las Administraciones donde se les facilitó el pa-
pel un testimonio que acredite los procesos en que hubiese rein- 
tegro del sobreprecio del de oficio al valor del timbrado que co-
rresponda y el de haberse hecho el reintegro en el papel creado 
para este objeto. 
Si no hubiese reintegro, se expresará esta circunstancia en el 
testimonio que en todo caso deberá expedirse, y se acompañará 
á la cuenta del último mes de cada semestre en justificación del 
cargo. 
Art. 97. Los Tribunales rendirán cuenta en fin de cada año 
á la Administración de Contribuciones y Rentas respectiva del 
papel de oficio recibido durante el mismo y del invertido en los 
negocios á que se destina, justificándose la data con certificados 
de los Escribanos visados por los Jueces. 
Art. 98. En los primeros 15 días del mes de Enero de cada 
año se devolverá á las Administraciones el papel que hubiera 
resultado sobrante en el anterior, acompañando testimonios que 
acrediten el número de resmas y pliegos devueltos que se unirán 
á las cuentas respectivas, en las que también habrá de incluirse 
certificado de la Administración en que resulte literalmente co-
piado el presupuesto que se aprobó como comprobante de que la 
total entrega no ha excedido del número de resmas que en aquél 
se designaron. 
. La Administración del ramo remitirá al Centro directivo en 
la segunda quincena de Enero nota expresiva de dichas devolu-
ciones. 
Art. 99. Se vigilará escrupulosamente el uso que se haga del 
papel de oficio para que no se emplee en otros que en el de las 
causas y expedientes para que se halla autorizado. 
Esta vigilancia la ejercerán respectivamente los Tribunales su-
periores, los territoriales, la Dirección de Rentas Estancadas, 
los Delegados y los Inspectores por los medios convenientes. 
Art. 100. Si no fuese suficiente el papel concedido, se forma-
rá presupuesto adicional con las mismas formalidades, el cual 
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ART. 93. Los Tribunales de lo contencioso-admi-
nistrativo, al fallar en definitiva sobre el fondo y al 
resolver los incidentes que se promovieren, impon-
drán los costas á las partes que sostuvieren su acción 
remitirán los Tribunales superiores á la Dirección general, los 
provinciales al Delegado respectivo, que los pasará á la misma 
para su aprobación. 
Art. 101. Si las Administraciones facilitasen á los Tribuna-
les mayor cantidad de papel de oficio que la comprendida en el 
presupuesto, la Dirección de Estancadas, con presencia de las 
razones en que se apoyen las Administraciones, aprobará la en-
trega 6 dispondrá se reintegre el valor de papel por quien haya 
ordenado aquélla al respecto de 10 céntimos de peseta por 
pliego. 
Art. 102. La Hacienda continuará facilitando, según actual-
mente se verifica, el papel de timbre de oficio necesario á las 
Delegaciones del Tribunal de Cuentas del Reino en los expedien-
tes de reintegros, alcances y desfalcos, observándose para su en-




Art. 103. El papel timbrado y demás efectos que tengan de-
signado el año, y resulten sobrantes en poder de particulares, 
corporaciones 6 funcionarios públicos al finalizar el de su emi-
sión, serán canjeados, excepción hecha del de oficio para Tribu-
nales, por otros de la misma clase durante el mes de Enero si-
guiente, con arreglo á las formalidades que en cada caso esta-
blezca la Direción general del ramo. Asimismo se canjearán, 
cuando proceda, los efectos que sin tener designado el ario se re-
tiren de la circulación por conveniencia del servicio. 
Art. 104. Como regla general, el canje se verificará siempre 
por efectos de la misma clase y precio, y  sólo en casos excep-
cionales, previstos y que autorice la Dirección, se entregarán 
otros de precios distintos á los presentados. Una vez adquirido 
un efecto timbrado, no tendrá derecho el particular á que se le 
devuelva su importe, sea cualquiera el motivo en que se funde 
para solicitarlo. 
Art. 105. El timbre de oficio que se consuma en las oficinas 
del Estado para cuentas y documentos que deben extenderse en 
dicho papel, será satisfecho de gastos de escritorio, exceptuán-
dose únicamente la Intervención general de la Administración 
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en el pleito o promoviesen los incidentes con noto-
ria temeridad. 
Las costas causadas en los autos serán reguladas 
y tasadas según lo dispuesto en el tit. XI, libro I de 
la ley de Enjuiciamiento civil (1). 
del Estado, cuyo centro, y previa orden en cada caso de la Di-
rección general de Rentas Estancadas, disfrutará del timbre gra-
tuito por los documentos exclusivamente destinados á las cuen-
tas, impresos y libros necesarios para la contabilidad central y 
provincal. 
Art. 108. Para la regulación del timbre que debe usarse por 
analogía en los casos no provistos en la ley se instruirá el opor-
tuno expediente, y p;evio informe del Abogado del Estado, se 
elevará á la Dirección del ramo para la resolución que crea pro-
cedente. 
Art. 110. Los reintegros de faltas de papel sellado y multas 
correspondientes á años anteriores se seguirán exigiendo con 
arreglo á la ley vigente en la época en que aquéllas se come-
tieron. 
Art. 112. Al tenor de lo dispuesto en la ley del Timbre, está 
prohibido habilitar el papel común ó el de un timbre para otro. 
Sólo en casos de urgente necesidad, perfectamente probada, 
podrán los Tribunales ó los Delegados de Hacienda de la res-
pectiva provincia autorizar la habilitación del que hubiere nece-
sidad, sin perjuicio del reintegro, dando cuenta inmediatamente 
á la Dirección general de Rentas Estancadas, que cuidará siem-
pre de que tenga lugar el referido reintegro. 
Art. 114. Los falsificadores de efectos timbrados, sus cóm-
plices y encubridores serán castigados con arreglo al Código 
penal.» 
(1) El título citado es como sigue: 
«TITULO XI 
De la tasación de costas. 
Art. 421. Cuando hubiere condena de costas, luego que sea 
ejecutoria, se procederá a la exacción de las mismas por la vía 
de apremio, previa su tasación, si la parte condenada no las hu-
biere satisfecho antes de que la contraria solicite dicha tasación. 
Art. 422. La tasación de costas se practicará en los Juzga- 
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Se exceptúan de esta regulación las correspon-
dientes á la Administración por su defensa, que en 
todo caso se graduarán: en 100 pesetas cuando se 
trate de un incidente, en 250 cuando la demanda se 
declare inadmisible y en 500 cuando se desestimen 
totalmente las pretensiones del demandante ó re-
curren te. 
dos y Tribunales por el Secretario ó Escribano que haya actuado 
en el pleito, incluyendo en ella todas las que comprenda la con-
dena y resulte que han sido devengadas hasta la fecha de la ta-
sación. 
Art. 423. Se regularán, con sujeción á los Aranceles, los 
derechos que correspondan á los funcionarios que á ellos están 
sujetos. 
Los honorarios de los Letrados, peritos y demás funcionarios 
que no estén sujetos á Arancel, se regularán por los mismos in-
teresados en minuta detallada y firmada, que presentarán en la 
Escribanía por sí mismos, sin necesidad de escrito, ó por medio 
del Procurador de la parte á quien hayan defendido, luego que 
sea firme la sentencia ó auto en que se hubiese impuesto la con-
dena. El actuario incluirá en la tasación la cantidad que resulte 
de la minuta. 
Art. 424. No se comprenderán en la tasación los derechos 
correspondientes á escritos, diligencias y demás actuaciones que 
sean inútiles, supérfluas 6 no autorizadas por la ley, ni las par-
tidas de las minutas que no se expresen detalladamente ó que se 
refieran á honorarios que no se hayan devengado en el pleito. 
Tampoco se comprenderán las costae de actuaciones ó inci-
dentes en que hubiere sido condenada expresamente la parte que 
obtuvo la ejecutoria, cuyo pago será siempre de cuenta de la 
misma. 
Art. 425. Hecha y presentada por el actuario la tasación de 
costae, no se admitirá la inclusión ó adición de partida alguna, 
reservando al interesado su derecho para reclamarla, si le convi-
niere, de quien y como corresponda. 
Art. 426. De la tasación de costae se dará vista á las partes 
por término de tres días á cada una, principiando por la conde-
nada al pago. 
Art. 427. Si los honorarios de los Letrados fueren impugna-
dos por excesivos, se oirá por el término de dos días al Letrado 
contra quien se dirija la queja, y después se pasarán los autos al 
Colegio de Abogados, y donde no lo hubiese, á dos Letrados de-
signados por el Juez 6 la Sala para que den su dictamen. Si no 
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No se comprenderán en las indicadas sumas los 
honorarios de los peritos, indemnizaciones de tes-
tigos y demás gastos que originase á la Adminis-
tración la prueba de sus derechos, todos los que 
serán abonados por el litigante condenado en costas. 
Con el importe de las costas que deban abonarse á 
la Administración se constituirá un fondo especial 
en la Caja general de Depósitos, á disposición del 
Tribunal de lo contencioso-administrativo, para aten-
der á las condenas de costas que se impongan á la 
Administración. 
Para la exacción de las costas impuestas á parti-
culares ó Corporaciones procederá el apremio admi- 
nistrativo en caso de resistencia. 
ART. 94. Los plazos que esta ley señala por me-
ses se contarán por meses enteros, sin tomar en 
cuenta el número de días de que se compongan, ni 
los feriados, y los meses se entenderán de treinta 
días. 
los hubiere en el lugar del juicio, 6 estuvieran todos interesados 
en el asunto, se pasarán los antecedentes al Colegio de Aboga-
dos más próximo, por medio del Juez de primera instancia res-
pectivo. 
Lo mismo se practicará cuando sean impugnados por excesi-
vos los honorarios de los peritos ó de cualesquiera otros funcio- 
narios no sujetos á Arancel, oyéndose en este caso el dictamen 
de la Academia, Colegio 6 gremio a que pertenezcan, y en su 
defecto el de dos individuos de su clase. No habiéndolos en el 
lugar del juicio, podrá recurrirse á los de los inmediatos. 
Art. 428. La Sala, ó en su caso el Juez, con presencia de lo 
que las partes 6 los interesados hubieren expuesto, y de los in-
formes recibidos sobre los honorarios, aprobará la tasación 6 
mandará hacer en ella las alteraciones que estime justas, y á 
costa de quien proceda, sin ulterior recurso. 
Art. 429. Cuando sea impugnada la tasación por haberse 
incluido en ella partidas de derechos i4 honorarios cuyo pago no 
corresponda al condenado en las costas, se sustanciará y decidirá 
esta reclamación por los trámites y con los recursos establecidos 
para los incidentes. 
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Al computarse los plazos señalados por días, se 
descontarán los feriados; y si en uno de éstos espi-
rase el término, se entenderá prorrogado hasta el 
primer día hábil siguiente. 
Los términos señalados para utilizar los recursos 
contencioso-administrativos y los de revisión y nu- 
lidad correrán durante las vacaciones del verano. 
Los términos fijados en esta ley empezarán á co-
rrer desde el día siguiente al en que se hubiere 
hecho el emplazamiento, citación ó notificación, y 
se contará en ellos el día del vencimiento. No podrán 
reducirse ni ampliarse por el Tribunal sino en los 
casos en que se le conceda expresamente la facultad 
de hacerlo. 
El transcurso de un término señalado para el ejer-
cicio de algún derecho producirá el efecto de la pér-
dida de este derecho. 
AnT. 95. Se tendrá por abandonado todo pleito 
cuyo curso se detenga durante un año por culpa del 
demandante ó recurrente. En este caso declará el 
Tribunal caducada la demanda ó el recurso, y con-
sentida la orden gubernativa ó la sentencia que hu-
biese motivado el pleito (1). 
ART. 96. Del auto á que se refiere el articulo an-
terior, podrá el demandante, apelante ó recurrente, 
pedir reposición dentro de cinco días si creyese que 
se ha procedido con equivocación al declarar trans-
currido el término legal. No podrá fundarse la 
 pre-
tensión en ningún otro motivo. 
Este recurso se sustanciará admitiéndose al que 
pida la reforma la justificación que ofrezca sobre el 
hecho en que la funde, concediéndose á este fin un 
plazo que no podrá exceder de diez días. 
ART. 97. Las disposiciones de los dos artículos 
(1) Véase el último párrafo de la 1.° disposición transitoria 
de esta ley. 
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anteriores no son aplicables á los pleitos en que la 
Administración sea demandante o recurrente. 
ART. 98. El Tribunal de lo contencioso-adminis-
trativo podrá dividirse en dos Secciones si lo exi-
giere el despacho de los asuntos. Cuando el Presi-
dente y el Vicepresidente no concurrieren, presidirá 
el Ministro más antiguo. En todo caso será necesaria 
la presencia de siete Ministros para pronunciar sen-
tencias definitivas, y la de cinco para resolver sobre 
excepciones dilatorias ó prácticas de pruebas (1), 
bastando tres Ministros para dictar providencias. 
Las sentencias relativas á asuntos contencioso-
administrativos en que se impugnen disposiciones 
administrativas dictadas á consulta del Consejo de 
Estado en pleno, las que hayan de dictarse en el 
caso de discordia previsto en el art. 62, y las que 
resuelvan los recursos de revisión, se pronunciarán 
en todo caso por el Tribunal en pleno. 
ART. 99. Las sentencias definitivas y los autos 
resolviendo sobre excepciones dilatorias que pro-
nuncie el Tribunal de lo contencioso-administrativo, 
y los votos particulares que se refieran á unas y 
otros, se publicarán en la Gaceta de Madrid. 
ART. 100. Los Tribunales de lo contencioso-ad-
ministrativo podrán acordar, oído el Fiscal, la sus-
pensión de las resoluciones reclamadas en la vía 
contenciosa cuando la ejecución pueda ocasionar 
daños irreparables, exigiendo fianza de estar las 
resultas al que hubiere pedido la suspensión. 
Si el Fiscal se opusiere á la suspensión, fundado 
en que de ésta puede seguirse perjuicio al servicio 
público, no podrá llevarse á efecto sin acuerdo del 
(1) Este artículo fué variado en cuanto á que basten cinco 
Ministros para resolver sobre excepciones dilatorias y práctica 
de pruebas, pues antes se exigian siete: la razón fué facilitar la 
división de Secciones y así el despacho mayor de expedientes. 
to 
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Gobernador ó del Gobierno, según que la resolución 
reclamada , proceda de la Administración local ó pro-
vincial, ó de la central, los cuales expondrán como 
fundamento de su aôuerdo las razones que aconsejen 
tal medida. 
Cuando de la suspensión de las resoluciones de 
que trata el párrafo anterior pueda seguirse menos- 
cabo al servicio público, se limitará el Tribunal á dar 
curso á las pretensiones de suspensión, elevándolas 
con su informe al Ministerio ó Autoridad á quien in-
cumba resolverlas (1). 
ART. 101. Admitida que sea la demanda, el Tri-
bunal podrá requerir de inhibición á cualquier otro 
que estuviese entendiendo en el negocio, acompa-
ñando testimonio del auto de admisión de la de-
manda con los antecedentes necesarios. 
El Tribunal requerido procederá en igual forma 
que si lo fuese por Autoridad administrativa; pero 
no pudiendo dirigirse al Tribunal de lo contencioso-
administrativo más que para enviarle los autos, caso 
de haberse declarado incompetente, ó par t. manifes-
tarle que los envía a la Presidencia del Consejo de 
Ministros, caso de sostener la competencia. 
ART. 102. Los Jueces y Tribunales no podrán sus-
citar cuestiones de competencia al Tribunal de lo 
contencioso-administrativo. 
Sin embargo, podrán sostener la jurisdicción y 
atribuciones que la Constitución y las leyes les con-
fieren, reclamando contra el conocimiento por el Tri-
bunal de lo contencioso-administrativo de negocios 
que les pertenezcan, después que sea firme el auto 
admitiendo la demanda. Estas reclamaciones se ele-
varán al Gobierno por medio de recursos de queja, 
los cuales se sustanciarán del modo establecido para 
(1) Véase la nota puesta al art. 71. 
r-- 
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los que se promuevan contra las Autoridades admi-
nistrativas. 
ART. 103. El Fiscal de Tribunal de lo contencio-
so-administrativo podrá, durante la sustanciación 
de un pleito y antes de la citación para sentencia, 
requerir al Tribunal para que se abstenga de cono-
cer de él, si entendiera que carecía de competencia 
ó incurría en abuso de poder, y si el Tribunal insis-
tiese en su conocimiento, se entenderá preparado 
el recurso extraordinario de revisión. 
Una vez dictada la sentencia definitiva en asunto 
en, que el Fiscal hubiere preparado el recurso ex-
traordinario de revisión, lo formalizará dicho fun-
cionario si lo estimare procedente, después de reci-
bir instrucciones del Gobierno, en término de treinta 
días, contado desde el de la publicación de la sen-
tencia. 
Interpuesto el recurso, el Tribunal pasará los autos 
á la Presidencia del Consejo de Ministros, y está pro-
pondrá al Consejo de Ministros el examen y resolu-
ción del asunto, limitándose á decidir en el término 
de tres meses, contados desde la notificación de la 
sentencia, si hubo falta de competencia ó abuso de 
poder, y dictando la resolución que en ese concepto 
proceda, publicándose lo acordado en la Gaceta de 
Madrid y dando cuenta á las Cortes en su primera 
reunión. 
No podrá formalizarse el recurso extraordinario 
de revisión si, habiendo surgido el conflicto durante 
la sustanciación del pleito por falta de competencia 
ó abuso de poder, hubiese sido ya resuelto como se 
previene en el artículo siguiente. 
ART. 104. Los conflictos á que se refieren los 
tres artículos anteriores se resolverán por el Rey, 
en la misma forma y con iguales trámites que las 
contiendas de competencia y los recursos de queja 
por abuso de poder. 
• 
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ART. 105. La ley de Enjuiciamiento civil regirá 
como supletoria de la legislación que contiene los 
procedimientos contencioso-administrativos, siendo 
aplicable en todo lo que fuere compatible con la ín-
dole de los mismos (1). 
Las notificaciones, citaciones y demás diligencias 
análogas que puedan practicarse en estrados por 
estar presentes las partes se harán apud acta (2) por 
los Secretarios de Sala, y las que haya que practicar 
fuera de estrados se ejecutarán y autorizarán por 
los ujieres del Tribunal. 
ART. 106. El Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo vacará desde el 15 de Julio al 15 de Sep-
tiembre, durante cuya época funcionará una Sala, 
compuesta de cinco Ministros, que se limitará al 
despacho ordinario de los asuntos, acordando en 
ellos las providencias ó autos para dictar los que no 
se requiera la presidencia de siete Ministros. 
La mitad de los Auxiliares del Tribunal disfrutará 
también de vacaciones. 
ART. 107. El Gobierno, en el plazo máximo de 
un año, á contar desde la publicación de la presente 
ley, dictará un reglamento general, comprensivo 
del procedimiento á que deberá ajustarse la sustan- 
(1) Como se ve, la ley de Enjuiciamiento civil rige como su-
pletoria, siendo aplicable en todo lo que no se oponga á la legis-
lación que contiene los procedimientos contencioso administra-
trativos. En una palabra, que al aplicar la presente ley en cual-
quiera de sus partes, hay que tener siempre presente la do En-juiciamento civil. Por eso, por la extensión del precepto, es por 
lo que no publicamos nosotros en la parte legislativa de la obra 
la ley de referencia. 
Sin embargo, en el deseo de dar al lector las mayores facilida-
des, en las notas correspondientes publicamos artículos de la ley 
de Enjuiciamiento civil, pero sólo en los casos en que determina-
damente la presente ley los cita ó a ellos se refiere. (2) Se enmendó con esta palabra el articulo, haciendo así 
desaparecer las notificaciones por cédula de ujier. 
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ciación de los asuntos de lo contencioso-administra-
vo y de sus incidentes (1). 
ART. 108. Quedan derogadas todas las leyes y 
disposiciones que se opongan á las contenidas en la 
presente ley: 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
1. a Los pleitos en única instancia ó en recurso 
de apelación .ó nulidad pendientes actualmente en 
el Consejo de Estado, y en que no se hubiere cele-
brado vista sobre el fondo, pasarán al Tribunal de lo 
contencioso-administrativo, que continuará su sus-
tanciación y los resolverá en definitiva según las 
prescripciones de la presente ley. Los en que se hu- 
biere celebrado dicha vista se resolverán por la Sala 
de lo contencioso del Consejo de Estado, fallándose 
según la forma estahlecida en la legislación vigente 
cuando aquel acto se celebrara, pero debiendo eje-
cutarse las sentencias con arreglo á las disposicio-
ned de esta ley. 
Las demandas pendientes de admisión, á la cual 
se hubiere opuesto el Fiscal, se sustanciarán y de-
terminarán con arreglo á las prescripciones de esta 
ley, á cuyo efecto se entregarán de nuevo á aquél 
para que formule la pretensión que estime proceden-
te según el estado del asunto. 
Los recursos de revisión pendientes actualmente 
de sustanciación pasarán del mismo modo al Tribu-
nal de lo contencioso-administrativo, que los trami-
tará y fallará en la forma determinada por el regla-
mento á cuyo tenor se interpusieran dichos re-
cursos. 
(1) Tal es la costumbre de no dictar reglamentos, que dudá-
mos se cumpla lo mandado en este artículo. Así que presumimos 
habrá que continuar aplicando esta ley con los reglamentos 
de 1845 y 1846, que insertamos en la parte de legislación com-
plementaria. 
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Los pleitos pendientes en las Comisiones provin-
ciales pasarán desde luego á los Tribunales provin-
ciales de lo contencioso-administrativo en el estado 
en que se encuentren, salvo aquellos en  que por ha-
berse celebrado vista solamente pendan de senten-
cia ó del auto de admisión de la demanda, los cuales 
serán resueltos por la Comisión provincial, pero de-
biendo tramitarse y resolverse la apelación del auto 
ó de la sentencia que dicha Corporación dicte ante 
el Tribunal de lo contencioso-administrativo y con 
arreglo á las disposiciones de esta ley. 
Lo dispuesto en el art. 95 tendrá aplicación á los 
negocios pendientes, contándose el año desde la 
fecha de la publicación de esta ley. 
2. a Para hacer compatible lo dispuesto en esta 
ley con el personal de Consejeros que establece el 
art. 2.° de la orgánica del Consejo de Estado, de 7 de 
Agosto de 1860, sin aumento de personal, el Gobier-
no refundirá las Secciones de dicho Consejo en la 
forma que estime más conveniente (1). 
3.a Se recenoce aptitud para desempeñar plazas  , 
del Ministerio fiscal ante el nuevo Tribunal á los 
que sean ó hayán sido Tenientes fiscales del Conse-
jo de Estado. Si el Gobierno de S. M. no estimare 
pertinente la separación de cualquiera de los actua-
les con arreglo a las disposiciones vigentes, segui-
rán desempeñando sus funciones en el nuevo Tribu-
nal, ocupando los primeros lugares del Ministerio 
fiscal, desde Teniente fiscal inclusive, por el orden 
de su respectiva antigüedad. 
Las plazas restantes se proveerán por concurso, á 
propuesta en terna del Consejo de Estado, entre los 
que tengan condiciones con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 21 de esta ley (2): 
(1) Véase el R. D. (núm. 2.°) de 13 de Setiembre de 1888 
que insertamos. (2) Véase el art. 8.° del R. D. de 13 de Setiembre, núm. 1.° 
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4.' El Mayor y los Oficiales del Consejo de Esta-
do que pertenezcan en la actualidad á la Sección de 
lo Contencioso continuarán sus servicios como Se-
cretario Mayor y Secretarios de Sala del nuevo 
Tribunal, ocupando las plazas de sueldo inmediata-
mente superior al que hoy disfrutan, si han servido 
más de dos años en la expresada Sección. 
Las demás plazas que resulten sin proveer serán 
cubiertas mediante concurso entre los Oficiales del 
Consejo de Estado de sueldo inmediatamente in-
ferior, formándose las propuestas por el Tribunal, de 
acuerdo con el Presidente del Consejo de Estado, y 
elevándolas para su resolución al del Consejo de 
Ministros (1). 
Se organizará un nuevo servicio de las Secciones 
del Consejo de Estado, suprimiendo las plazas de los 
Oficiales que pasan al Tribunal. • 
- 5.' Esta ley es aplicable á las provincias de Cuba, 
Puerto Rico y  Filipinas; para lo cual el , Gobierno dictará las disposiciones que exija su planteamien-
to, en virtud de la especial organización de aquellas 
provincias. 
6.' Por la Presidencia del Consejo de Ministros 
se adoptarán cuantas disposiciones sean necesarias 
para la ejecución y cumplimiento de la presente ley. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y digni-
dad, que guarden y hagan guardar, cumplir y eje-
cutar la presente ley en todas sus partes. 
Dado en San Sebastián á 13 de Setiembre de 1888. 
—Yo la Reina Regente.—E1 Presidente del Consejo 
de Ministros, Práxedes Mateo Sagasta. (Gacela de 14 
de Setiembre de 1888.) 
(1) Véase el art. 10 del R. D. de 13 de Setiembre, núm. 1.° 
LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA 
Ya hemos dicho que la ley que acabamos de exa-
minar es la norma de lo contencioso-administrativo, 
y que cuando se publicó vino acompañada de los dos 
Reales decretos que ahora insertamos. Asimismo te-
nemos manifestado diferentes veces que la ley de En- 
juiciamiento civil se aplica en todo lo que pueda ser-
vir de ampliación á la ley antes mencionada, según 
determinadamente lo ordena el art. 105 de la de 13 
de Setiembre. Por ello, en las notas del libro, hemos 
copiado partes de la de Enjuiciamiento civil, cuando 
por la nueva ley estaban concretamente citadas. 
Conste, pues, que no debe dejarse de la mano la ley 
de Enjuiciamiento civil siempre que del procedi-
miento contencioso se trate. 
Ahora bien; como el art. 107 de la ley de lo con-
tencioso impone al Gobierno la obligación de publi-
car en el plazo de un año el reglamento correspon-
diente, insertamos aquí, á falta de ese reglamento 
prometido, el de 1845 que fué dictado para los Con-
sejos provinciales y hoy sirve para los Tribunales de 
lo contencioso en las provincias, y el de 1846 que se 
dió para el Consejo Real, pasó después al Consejo de 
Estado y ahora es utilizable por el Tribunal Superior. 
Claro está que en uno y  otro hay que tener siempre 
presente la época en que se dictaron y que sólo ri-
gen, según se ha manifestado en distintas ocasiones 
de la discusión de la ley en las Cortes, á falta del re-
glamento que ha de venir y en cuanto puedan ser 
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aplicables. Sin embargo, deseosos nosotros de hacer 
lo más completo posible este libro, no hemos vacilado 
un momento en insertarlos. 
La ley orgánica del Consejo de Estado no la po-
nemos aquí; porque si bien el Tribunal de lo conten-
cioso-administrativo forma parte del Consejo de Es-
tado, nosotros no nos ocupamos más que de lo rela-
tivo á la jurisdicción contenciosa. Lo que sí hace-
mos es insertar de aquella ley los artículos pertinentes 
al nombramiento de Consejeros, porque esos artículos 
son aplicables para el nombramiento de los Ministros 
del Tribunal contencioso-administrativo, según está 
mandado en el art. 13 de la nueva ley. Por eso, ade-
más, traemos á este lugar lo pertinente del decreto 
de 1.° de Julio de 1874 y lo de la ley de 30 de Di-
ciembre de 1876; todo lo cual al nombramiento de 
Consejeros de Estado se refiere. 
Reales decretos de 13 de Setiembre de 1888 dictados 
para el planteamiento de la anterior ley. 
1 .° 
Para el planteamiento de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, conforme á la ley promulgada con esta fecha sobre su 
ejercicio, de acuerdo con mi Consejo de Ministros; en nombre de 
mi augusto hijo el Rey D. Alfonso XIII, y como Reina Re-
gente del Reino, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Para constituir los Tribunales provinciales de 
lo contencioso• administrativo, á tenor de lo dispuesto en el ca-
pitulo III de la ley citada, los Presidentes de las Audiencias te-
rritoriales y de lo criminal procederán inmediatamente á desig-
nar los dos Magistrados que con ellos ban de formar parte del 
Tribunal contencioso, en los términos que determina el 
 art. 15 
de la ley, dando conocimiento inmediatamente de la designación 
á la Presidencia del Consejo de Ministros y á la del Consejo de 
Estado. 
Art. 2.° Los Gobernadores de las provincias remitirán á los 
Presidentes de las Audiencias territoriales, ó de lo criminal se- 
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gún los casos, en un plazo de tres días, á contar desde la publi-
cación del presente decreto, listas de los Diputados provinciales 
letrados que en la actualidad se encuentren en ejercicio, remi-
tiendo también un ejemplar de las mismas á la Presidencia del 
Consejo de Ministros y otra á la del Consejo de Estado, que la 
pasará al Tribunal de lo contencioso-administrativo tan pronto 
como se halle constituido. 
Art. 3.° Los Presidentes de las Audiencias, constituidos in-
terinamente en Tribunal con los dos Magistrados que se de-
signen, á tenor de lo dispuesto en el art. 1.° = procederán á de-
signar por sorteo los dos Diputados provinciales letrados que 
hayan de formar parte del Tribunal provincial hasta el dia 15 
de Diciembre próximo venidero, en que debe tener lugar el sor-
teo definitivo, á tenor de lo dispuesto en el último párrafo del 
núm. 4.° del art. 17 de la ley. 
Los Diputados designados conforme al párrafo anterior en-
traran desde luego á formar parte del Tribunal, el cual quedará 
de este modo completo y constituido definitivamente, dando de 
todo ello cuenta su Presidente al del Consejo de Ministros, al 
del Consejo de Estado y al Gobernador de la provincia res-
pectiva. 
Cuando en la lista remitida por el Gobernador, conforme á 
lo dispuesto en el art. 2.°, apareciesen los Diputados letrados en 
número menor de cuatro, los Presidentes de las Audiencias re-
clamarán de los Gobernadores respectivos listas de los vecinos 
de la capital comprendidos en las cuatro categorías que establece 
el art. 17 de la ley, para proceder a su sorteo, y entre tanto 
entrarán á formar parte del Tribunal los dos Diputados provin-
ciales más antiguos comprendidos en la lista. 
Art. 4.° Los Presidentes de los Tribunales provinciales de 
lo contencioso administrativo remitirán a los de la Diputación 
provincial respectiva certificaciones expedidas por los funciona-
rios que desempefien el cargo de Secretarios de Sala y visadas 
por ellos, en las cuales se acrediten los días de cada mes en que 
hayan constituido Sala los Diputados provinciales tilos vecinos 
comprendidos en el art. 17 de la ley, á fin de que por el Presi-
dente de la Diputación provincial como Ordenador de pagos, se 
puedan acreditar y justificar las dietas establecidas en el art. 18 
de la misma ley. 
Art. 5.° Los Presidentes de las Audiencias territoriales 6 d 
 lo criminal establecerán el turno y repartimiento especial para 
distribuir las demandas contencioso- administrativas y los demás 
asuntos correspondientes á esta jurisdicción entre los. Secreta-
rios, Oficiales de Sala y demás dependientes de las Audiencias 
que en ellos han de entender, según lo dispuesto en el art. 31 
de la ley. 
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Art. 6.° Los Vicepresidentes de las Comisiones provinciales 
pasarán inmediatamente a los Presidentes de los Tribunales 
provinciales de lo contencioso-administrativo los pleitos de esta 
índole pendientes ante dichas Comisiones en el estado en que 
se encuentren, salvo aquellos en que se haya celebrado vista y 
pendan de sentencia ó de auto de admisión de la demanda. 
Los pleitos que se encuentren en este caso continuarán su 
tramitación en la forma establecida en el párrafo cuarto de la 
primera disposición transitoria de la ley. 
Art. 7.° Los Presidentes de los Tribunales provinciales con-
tencioso administrativos reclamarán, tan pronto como se hallen 
constituidos, de las Direcciones de lo Contencioso, de Hacien-
da pública y de Beneficencia y Sanidad notas de los Abogados 
del Estado y de los de Beneficencia que estén autorizados para 
actuar en cada provincia, y puedan, por lo tanto, ejercer la repre-
sentación de la Administración ante dichos Tribunales en los 
asuntos a que se refiere el art. 25 de la ley. 
Art. 8.° Interin se organiza el Ministerio fiscal para lo con-
tencioso administrativo conforme á lo dispuesto en el cap. IV de 
la ley, continuarán ejerciendo las funciones de dicho Ministerio 
el Fiscal de S. M., el Teniente y los Abogados fiscales que hasta 
el dia han ejercido estos cargos ante la Sección y Sala de lo Con-
tencioso del Consejo de Estado. 
Para constituir el Cuerpo fiscal de escala cerrada tal como lo 
establece el art. 21 de la ley, se procederá por la Presidencia del 
Consejo de Estado á la instrucción del oportuno expediente, en 
el cual propondrá á la del Consejo de Ministros todo lo necesario 
para declarar las vacantes y convocar el concurso en que hayan 
de proveerse las que resulten por virtud del cumplimiento de 
los arts. 19, 20 y 21 y de la tercera disposición transitoria de 
la ley. 
Art. 9.° Entre tanto que, constituido el Tribunal de lo con-
tencioso• administrativo, pueda organizarse la Secretaria del mis-
mo en los términos establecidos en el art. 26 de la ley, continua-
rán á las órdenes inmediatas de dicho Tribunal el Oficial mayor 
y los Oficiales que actualmente sirven eu la Sección de lo Con-
tencioso del Consejo de Estado, el primero de los cuales desem-
peñará las funciones de Secretario mayor. Los subalternos de 
dicha Sección de lo Contencioso serán puestos igualmente á 
las órdenes del Tribunal por el Presidente del Consejo de Esta-
do, y continuarán prestando en aquél sus servicios hasta que á 
propuesta del Tribunal se haga la organización definitiva de 
dichos funcionarios. 
- 
Art. 10. Tan, pronto como se constiituya el Tribunal de lo 
contencioso-administrativo, se procederá por la presidencia del 
mismo á la instrucción de los oportunos expedientes para lle- 
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var á efecto la organización definitiva de su Secretaría y el nom-
bramiento de los subalternos en la forma establecida en el capí-
tulo V y en la disposición 4.° transitoria de la ley. 
Art. 11. Los Oficiales del Consejo de Estado que hasta el 
presente han venido prestando sus servicios en la Sección de lo 
Contencioso, continuarán encargados de los mismos pleitos y 
recursos en que han venido conociendo y que se hallen pgndien-
tes á la fecha de la promulgación de la ley, y se encargarán por 
repartimiento, en la misma forma que hasta el presente lo han 
hecho, de las demandas y recursos que tengan entrada hasta la 
organización definitiva de la Secretaría. 
Art. 12. El Tribunal de lo contencioso-administrativo, una 
vez que , se constituya, hará la clasificación de las demandas, 
pleitos y recursos pendientes en la actualidad ante la Sección y 
Sala de lo Contencioso del Consejo de Estado, y acordará lo 
conveniente para que tengan la tramitación establecida en los 
tres primeros párrafos de la primera disposición transitoria de 
la ley, según lo exija su estado. 
Dado en San Sebastián á 13 de Setiembre de 1888.—María 
Cristina.—E1 Presidente del Consejo de Ministros, Práxedes 
Mateo Sagasta. (Gaceta del día 14 de igual mes y año.) 
2.°  
Para el cumplimiento de lo dispuesto en la segunda disposi-
ción transitoria de la ley sobre el ejercicio de la jurisdicción con-
tencioso•administrativa, promulgada con esta fecha, de acuerdo 
con mi Consejo de Ministros; en nombre de mi augusto hijo el 
Rey D. Alfonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Las Secciones del Consejo de Estado, para el 
despacho de los negocios que no sean contencioso administrati-
vos, serán cuatro, que se denominarán: de Estado y Gracia y 
Justicia, de Guerra y Marina, de Hacienda y Ultramar, y de 
Gobernación y Fomento. 
Art. 2.° El Presidente del Consejo de Estado, por consecuen-
cia de la nueva organización dada á las Secciones de dicho Con-
sejo en el presente decreto, y en cumplimiento de la ley citada, 
propondrá al Gobierno el número de Consejeros de que haya de 
componerse cada Sección, y aquella á que haya de corresponder 
cada Consejero, á tenor de lo establecido en el art. 17 y teniendo 
en cuenta hasta donde sea posible lo dispuesto en el art. 15 de 
la orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto de 1860. 
Dado en San Sebastián á 13 de Setiembre 1888.—María Cristi-
na.—El Presidente del Consejo de Ministros, Práxedes Mateo 
Sagasta. (Gaceta del día 14 de igual mes y año.) 
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Reglamento de 1.° de Octubre de 1845 sobre el modo de 
proceder de los Consejos provinciales en los asuntos 
contenciosos de la Administración. 
TITULO PRIMERO 
DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES COMO TRIBU- 
NALES ADMINISTRATIVOS Y DE SU RÉGIMEN INTERIOR. 
CAPITULO PRIMERO 
De la planta de los Consejos. 
Artículo 1.° Para que puedan tomar acuerdo los Consejos 
provinciales en negocios contencioso• administrativos, se requiere 
la asistencia de tres Vocales, de los cuales uno ha de ser preci-
samente Letrado. En este número se contará el Jefe político 
cuando asista. 
Art. 2.° Para cada negocio elegirá el Consejo por mayoría 
absoluta de votos un Consejero ponente. 
Será de su incumbencia proponer á la deliberación del Conse-
jo los puntos de hecho y de derecho sobre que deban recaer los 
fallos, y redactar las providencias motivadas que el Consejo 
dictare. 
El que haya sido nombrado ponente para el despacho de un 
negocio podrá serlo consecutivamente para otro, y no se podrá 
excusar sino mediando impedimento bastante 6. juicio del Con-
sejo. 
Art. 3.° Los Consejos tendrán el tratamiento impersonal. 
Los Consejeros ocuparán sus asientos por el orden de antigüe-
dad de sus respectivos nombramientos. 
En igualdad de fechas de éstos, obtendrá la precedencia el 
Consejero de más edad. 
Los Consejeros supernumerarios se sentarán después de los 
propietarios guardando entre sí el mismo orden que éstos. 
Art. 4.° Cuando falte algún Consejero propietario, designa-
rá el Jefe político entre los supernumerarios el que haya de sus-
tituirle. 
Art. 5." Hará, por ahora, de Secretario de cada Consejo un 
Oficial del respectivo Gobierno político. Le nombrará el Jefe 
político, procurando que sea Letrado. 
Art. 6.° Será de la incumbencia del Secretario en lo conten-
cioso: Dar cuenta de los escritos de la Administración y de las 
otras partes litigantes. 
Autorizar las providencias, sentencias, despachos y exhortos 
del Consejo, y las copias que hubieren de franquearse. 
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Custodiar los expedientes y desempeñar las funciones de Re-
lator y cuantas obligaciones se le impongan por este reglamento, 
ó en lo sucesivo se le impusieren. 
Art. 7.° Los Secretarios de los Consejos no llevarán por 
ahora derechos á las partes. Estas satisfarán solamente el impor-
te del papel sellado y los demás gastos indispensables que se hi-
cieren á su instancia. 
Art. 8.° En los Consejos provinciales no será obligatorio el 
ministerio de Abogados ni Procuradores. 
Art. 9.° En cada Consejo habrá dos ujieres. Será de la in-
cumbencia de éstos en lo contencioso: 
Hacer los emplazamientos, citaciones, notificaciones, embar-
gos y demás diligencias que se practicaren de orden del Consejo, 
fuera de la audiencia y de la Secretaría. 
Asistir á las audiencias y hacer guardar en ellas el orden y 
compostura debidos. 
Y asistir al Presidente ó Vicepresidente para cumplir las ór-
denes que éstos les dieren, relativas al despacho y servicio del 
Consejo. 
Art. 10. Los ujieres serán nombrados y destituidos por el 
Jefe político, dando cuenta al Ministerio de la Gobernación de 
la Peninsula.  
Para destituir á los ujieres ha de intervenir justa causa.  
Art. 11. Tendrán los ujieres el sueldo que les señale el Go-
bierno en consideración á la categoría y circunstancias de cada  
provincia. Los sueldos de los ujieres se inscribirán en el presu-
puesto provincial.  
Art. 12. Los ujieres no llevarán por ahora derechos á las 
partes; pero si alguna vez saliesen de la capital para evacuar di-
ligencias judiciales, se les abonarán las dietas que el Jefe poli-
tico, oído el Consejo provincial, haya fijado previamente. 
CAPITULO II 
De las recusaciones.  
Art. 13. El Jefe político no podrá ser recusado. 
El Vicepresidente y los demás Vocales del Consejo sólo po-
drán ser recusados en los casos siguientes: 
1.° Si fueren parientes por consanguinidad ó afinidad hasta 
el cuarto grado civil inclusive, de alguno de los litigantes. 
2.° Si al tiempo de la recusación ó dentro de los tres años 
precedentes siguieren ó hubieren seguido causa criminal con al• 
guns de las partes su cónyuge ó sus consanguíneos ó afines en 
línea recta. 
3.° Si al tiempo de la recusación 6 dentro de los seis meses 




de las personas mencionadas en el párrafo anterior, con tal que 
el pleito haya empezado antes de aquel en que se proponga la 
recusación.  
4.° Si fueren tutores, curadores 6 defensores de cualquiera 
 
de las partes, 6 administrasen un establecimiento 6 compañía 
que sea parte en el litigio. 
Art. 14. Cuando los hechos en que se funde la recusación 
sean anteriores al pleito, no podrán proponerla los litigantes 
después de haber contestado la demanda 6 deducido excepción 
dilatoria, salvo si aquéllos vinieren posteriormente á su noticia, 
en cuyo caso deberán hacerlo luego que la tengan. 
Art. 15. La recusación se propondrá por escrito, que firma-
rá el recusante ó su apoderado. 
El escrito se comunicará al recusado, el cual responderá por 
escrito 6 de palabra ante el Consejo. 
Art. 16. El Consejo recibirá á prueba la recusación si lo es-
timase necesario. 
Oído el recusado 6 evacuada la prueba, el Consejo fallará in-
mediatamente sin ulterior recurso. El recusado no podrá asistir 
á la vista ni votación del incidente de recusación. 
CAPITULO III 
Del Presidente y Vicepresidente. 
Art. 17. El Jefe político será el Presidente nato del Conse-jo, cuando date actúe en lo contencioso. 
El Vicepresidente nombrado por el Gobierno presidirá siem-
pre que el Jefe político no asista. 
A falta del Vicepresidente titular, el Jefe político nombrará 
un Vicepresidente interino de entre los Vocales del Consejo. 
Cuando el Jefe político asista, el primer asiento á la derecha 
de éste será el del Vicepresidente. 
Art. 18. El gobierno interior de cada Consejo estará á cargo 
de su Presidente, y en su caso de su Vicepresidente, los cuales 
harán guardar el orden debido cuidando de que todos llenen 
 
cumplidamente sus deberes. 
Art . 19. El Jefe político recibirá y despachará la correspon-
dencia del Consejo, firmando las contestaciones que no se comu-
niquen por Secretaría, y autorizará todos los despachos del 
Consejo. 
También decretará las providencias interinas que por urgen-
tes deban dictarse sin demora, poniéndolo á la mayor brevedad 
en conocimiento del Consejo. 
Art. 20. El que preside rubricará los asientos del libro de 
asistencia, en el cual anotará diariamente el Secretario los nom-
bres de loe Consejeros que asistan. 
1 
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Llevará la palabra en el Consejo sin que nadie pueda usarla 
sin su permiso. 
Y publicarán las sentencias definitivas autorizando el Secre-




De la discusión escrita. 
Art. 21. En los negocios que se entablen á instancia de la 
Administración se incoará el procedimiento con un escrito. 6 
memoria documentada que el Jefe politico mandará pasar al 
Consejo. 
Art. 22. En los negocios que se entablen á instancia de pars 
titulares ó corporaciones se incoará el procedimiento con la de-
manda documentada del particular ó corporación. 
Art. 23. El particular ó el representante de la corporación á 
cuyo nombre se produzca la demanda, la firmará de su puño, si 
pudiere, y la entregará personalmente, ó por medio de su apo-
derado, en la Secretaría del Gobierno politico. 
Art. 24. Si en vista de la demanda decidiese el Jefe politico 
que el asunto que la motiva es de su exclusiva competencia, le 
resolverá gubernativamente por sí y comunicará su resolución 
al demandante. 
Cuando éste insista en que el asunto no es de la competencia 
del Jefe político, sino de la del Consejo provincial, podrá recu-
rrir al Ministerio de la Gobernación de la Peninsula, por el que, 
oido el Consejo Real, se decidirá lo conveniente. 
Art. 25. Si el Jefe político estimase el asunto de la compe-
tencia del Consejo provincial, mandará que se dé cuenta á éste 
de la demanda por la Secretaría del mismo Consejo. 
Art. 26. El nombramiento de apoderado podrá hacerse en 
las actuaciones por diligencia que autorice el Secretario del Con-
sejo ante los testigos. 
Art. 27. El término mayor que se señalará en el despacho 6 
cédula de emplazamiento para contestar la demanda será de 
nueve días y uno más por cada cinco leguas de distancia de la 
provincia al lugar del domicilio del demandado. Al señalar este 
término se tendrá en cuenta el estado de las comunicaciones. 
Cuando la demanda se dirija contra la Administración, se 
mandará pasar al Jefe político, el cual la devolverá al Consejo 
con la debida contestación á la mayor brevedad posible, sin que 
en ningún caso pueda dilatarlo por más de 30 días. 
Art. 28. Los emplazamientos dirigidos á particulares se 
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harán en cédula ó despachos que contengan literalmente la de-
manda ó memoria y una relación expresiva de los documentos 
presentados con ella. 
Art. 29. El término para contestar al escrito en que se pro-
ponga excepción dilatoria ó cualquiera otra pretensión incidente 
de la principal, ó para evacuar cualquier traslado, será á lo más 
de seis días y á lo menos de dos. 
Art. 30. En la demanda y contestación y en los demás es-
critos mencionados en él artículo anterior, antes de fijarse la 
pretensión, se extenderá por párrafos numerados un resumen de 
los puntos de hecho y de derecho que sustenta el que produzca 
el escrito. 
Art. 31. El actor, al deducir la demanda, y el demandado, al 
contestarla, declararán la casa habitación que eligieren para que 
en ella se les hagan las citaciones y notificaciones. Cuando al-
guna de las partes no eligiere casa, y mientras no la elija, las 
notificaciones que la conciernan se harán en estrados. 
Art. 32. De toda notificación que hagan los ujieres exten-
derán una cédula original, y además una copia para cada una de 
las partes. 
En la casa elegida entregarán ]a copia á la parte en per-
sona, si se hallare en ella, y en su defecto al dueí'lo de la casa, in-
dividuos de la familia y criados por el orden que aquí se expresa. 
La persona á quien se entregue la copia firmará, si pudiere, y 
si no un testigo á su ruego, la cédula original, que se unirá en 
seguida al expediente. 
Las cédulas contendrán literalmente la providencia notificada. 
Las notificaciones en que no se guarde la forma prescrita en 
este artículo serán nulas. 
Art. 33. No se admitirán como dilatorias más excepciones 
que la incompetencia del Consejo y la falta de personalidad en el 
demandante, ya por carecer de las cualidades necesarias para 
comparecer en juicio, ya por no acreditar debidamente el carác-
ter ó representación con que reclama. 
Art. 34. Las excepciones dilatorias se propondrá y sustancia-
rán todas al mismo tiempo. 
Art. 35. Las excepciones no comprendidas en el art. 33 no 
podrán suspender ni impedir el curso del juicio. 
Art. 36. Sobre las excepciones dilatorias sólo se admitirá un 
escrito de cada parte; sobre el fondo de la demanda podrán pre-
sentarse dos. 
Art. 37. En los negocios en que sea parte la Administración, 
las memorias presentadas a su nombre irán autorizadas por el 
Jefe político ó por el encargado de la dependencia administrativa 
á que corresponda la cuestión con el V. B.° del mismo Jefe po-
lítico. 
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Art. 38. Terminada la discusión por escrito, se pasarán las 
actuaciones al Consejero ponente, y á propuesta suya decidirá el 
Consejo si se ha de señalar día para la vista pública ó se ha de 
recibir prueba, determinando en este caso la que haya de hacer-
se y el término que se ha de conceder á las partes para verificar-
lo. Este término no podrá en ningún caso pasar de 30 días. 
Art. 39. Las diligencias de prueba que se practicaren fuera 
de audiencia se harán ante el Vicepresidente, a excepción del 
caso en que el Consejo estime conveniente asistir á algún reco-
nocimiento ó vista ocular. 
Tampoco podrá el Consejo delegar las expresadas diligencias á 
los Jueces de primera instancia y Alcaldes de los pueblos. 
Art. 40. Los expedientes no se entregarán nunca á los par-
ticulares; pero estarán de manifiesto en la Secretaría del Conse-jo, para que las partes saquen los apuntes y copias que les con-
vengan. 
CAPITULO II 
De la vista del proceso. 
Art. 41. Evacuada la prueba ó terminada la discusión escri- 
ta, se señalará día para la vista. 
Art. 42. La vista de los pleitos será á puerta abierta, fuera 
de los casos en que la publicidad pueda dar ocasión á que se per-
turbe el orden. 
No podrá verse ningún pleito a puerta cerrada sin que así lo 
acuerde el Consejo. 
Art. 43. La vista comenzará haciendo el Secretario relación 
del expediente. Las partes ó sus defensores expondrán en segui-
-• 	 da verbalmente lo que crean conducente á su defensa. 
Art. 44. El Jefe político, cuando lo estime conveniente, po-
drá nombrar un defensor que sostenga los derechos de la Admi-
nistración, ó autorizar para que le nombren á las corporaciones ó 
funcionarios administrativos sobre cuyos actos verse la contro-
versia. 
Art. 45. Terminada la vista podrá el Consejo, cuando lo es-
time necesario para mejor proveer, pedir informes ó mandar 
practicar cualquiera diligencia de prueba que no sea la de tes-
tigos. 
CAPITULO III 
De las sentencias. 
Art. 46. Terminada la vista, y en su caso las diligencias para 
mejor proveer que se hubieren decretado, procederá el Consejo. 
á la mayor brevedad posible, á la decisión definitiva del litigio 
u 
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En todo caso dictará el Consejo la sentencia dentro de siete 
días á más tardar, contados desde el siguiente á aquel en que se 
hubiere concluido para definitiva. 
Art. 47. Los Consejos no podrán abstenerse de fallar en nin-
gún negocio, á título de ser oscuras ó incompletas las leyes ó 
disposiciones legales, ó de no haber éstas previsto el caso sobre 
el cual deba recaer el fallo. 
Art. 48. La votación del fallo se hará á puerta cerrada. El 
ponente someterá á la deliberación del Consejo los puntos de 
hecho y de derecho sobre que deba recaer el fallo, y se votará 
sucesivamente por su orden, y en último lugar la decisión. 
Votará primero el ponente y después los demás Consejeros, 
por el orden inverso de su procedencia; el Presidente votará el 
último. 
Cuando hubiere discusión, el Presidente hará un sucinto resu-
men de ella antes de procederse á la votación. 
Art. 49. Los Consejos motivarán todas las providencias de-
finitivas y las interlocutorias que á su juicio lo requieran. 
Las providencias se motivarán exponiendo clara y concisa-
mente los puntos de hecho y de derecho y los principios ó dispo-
siciones legales que les sean aplicables. 
Art. 50. Ninguno de los votantes podrá negarse á afirmar lo 
acordado por la mayoría, aunque él haya disentido de ésta; pero 
podrá salvar su voto dentro de las 24 horas de haberle dado, mo-
tivándole y afirmándole en el libro que al efecto custodiará el 
Secretario. 
Art. 51. Al margen de la sentencia anotará el Secretario los 
nombres de los Consejeros que asistieren á la vista y dictaren 
aquélla. 
El Presidente y Secretario firmarán la sentencia dentro de las 
24 horas de haberse dictado. 
Art. 52. En toda votación á que asista el Jefe politico, ten-
drá voto decisivo en caso de empate. 
Art. 53. Si al votar la sentencia discordaren los Consejeros 
y no resultare mayoría, se verá el negocio por más Consejeros 
y se votará de nuevo por los primeros y por los segundos. 
En este caso el Consejo se asociará el número de Consejeros 
propietarios, y á falta de ellos el de supernumerarios que se ne-
cesitare, llamándolos por el orden de su precedencia. 
CAPITULO IV 
De la actuación en rebeldía. 
Art. 54. Cuando alguna de las partes debidamente empla-
zada 6 citada no acudiere á exponer sus defensas, el Consejo, 
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a instancia de los demás interesados, decidirá el asunto en re-
beldía. 
La instancia por parte de la Administración se entiende he-
cha desde el momento en que el Secretario expone al Consejo 
haber pasado el término señalado y lo certifica en las actua-
ciones. 
Art. 55. La rebeldía podrá acusarse por escrito ó de palabra; 
en este último caso el Secretario extenderá la oportuna diligen-
cia que firmarán las partes interesadas. 
Acusada que sea lá rebeldía, el Consejo procederá á fallar el 
pleito. 
Art. 56. Para mejor proveer en rebeldía, podrá el Consejo 
mandar practicar de oficio la prueba que estime conveniente con 
tal que no sea la de testigos. 
Art. 57. La sentencia dictada en rebeldía, además de notifi-
caree por cédula 6 despacho, cuando sea posible, se fijará en la 
Sala del Consejo, y se insertará en el Boletín Oficial de la pro-
vincia. 
La inserción se acreditará poniendo en el expediente un ejem-
plar del Boletín y la fijación por diligencia del Secretario. 
Art. 58. Contra la sentencia dada en rebeldía habrá el re-
curso de rescisión ante el Consejo que la hubiese dictado. Antes 
de decidirse sobre la rescisión de la sentencia, no se podrá inter• 
poner apelación ni otro recurso alguno. 
Art. 59. . La rescisión de la sentencia dada en rebeldía, podrá 
solo citarse dentro de 15 días, contados desde el siguiente al de 
su publicación. 
Si la parte contumaz estuviese ausente de la provincia, podrá 
el Consejo señalarle en la sentencia un plazo más largo para 
que pueda solicitar la rescisión. 
Art. 60. El recurso de rescisión no suspenderá la ejecución 
de la sentencia dictada en rebeldía á menos que el Consejo al 
dictarla haya ordenado lo contrario. Sin embargo, la ejecución 
de la sentencia se entenderá siempre sin perjuicio de la res-
cisión que pudiese intentarse, y se llevará á efecto, previa la 
oportuna fianza, siempre que el Consejo creyese oportuno exi-
girla. 
Art. 61. Admitido el recurso de rescisión, se oirán al recla-
mante sus defensas y se le concederá para exponerlas y justifi-
carlas la mitad a lo sumo del término ordinario. 
Art. 62. La parte que por segunda vez fuere condenada en 





De los recursos contra las sentencias definitivas. 
Sección primera. 
Del recurso de casación. 
Art. 63. Tendrán lugar el recurso de interpretación contra 
la sentencia cuando la parte dispositiva de ésta fuese contradic-
toria, ambigua ú oscura en sus cláusulas. 
Art. 64. El término para interponer el recurso de interpre-
tación será de cinco días, contados desde la notificación de la 
sentencia. 
Art. 65. El recurso de interpretación no suspenderá la eje-
cución de la sentencia que lo motive. 
Sin embargo, el Consejo podrá, si lo reclamasen las circunstan-
cias, sobreseer en la ejecución de la sentencia, 6 de parle de ella, 
hasta la debida aclaración. 
Art. C6. Si el Consejo, oidas las partes, estimase procedente 
la interpretación, admitirá el recurso y dirimirá la contradicción, 
ambigüedad ú oscuridad que ofrezca la sentencia dentro de 
tercero día. 
Art. 67. No tendrá lugar el recurso de interpretación res-
pecto de la sentencia una vez interpretada, ni respecto de la 
providencia de interpretación. 
Sección segunda. 
Del recurso de apelación. 
Art. 68. Conforme á lo dispuesto en el art. 19 de la ley de 
organización de los Consejos provinciales, sólo podrá apelarse 
de las sentencias dictadas en primera instancia por dichos Con-
sejos cuando el interés del litigio ó valor de la demanda, pudien-
do sujetarse a una apreciación material, llegue á 2.000 rs. 
Art. 69. La apelación se interpondrá necesariamente dentro 
de 10 días, contados desde la fecha de la notificación de la sen-
tencia. 
Art. 70. La apelación se interpondrá para ante el Consejo 
Real, salvo el caso previsto en el art. 109 de la ley de Ayunta-
mientos. 
Art. 71. El recurso de apelación no suspenderá la ejecución 
de la sentencia, salvo si en ésta se hubiese mandado lo contrario. 
Art. 72. No podrá apelarse de las providencias interlocuto-
rias: las nulidades y agravios que con ellas se causaren, se ven-
tilarán y decidirán en el Consejo Real con los recursos de nuli-
dad y apelación que se interpongan de las sentencias definitivas. 
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Sección tercera. 
Del recurso de nulidad para ante el Consejo Real. 
Art. 73. El recurso de nulidad contra las sentencias defini-
vas dictadas por los Consejos provinciales, sólo tendrá lugar en 
los casos siguientes: 
1.° Cuando el asunto no fuese de la competencia de la juris-
dicción administrativa. 
2.° Cuando no hubiere dictado la sentencia el número de los 
Consejeros necesario. 
3.° Cuando la sentencia fuere contraria en su tenor al texto 
expreso de las leyes, Reales decretos y órdenes vigentes. 
4.° Cuando alguna de las partes careciere de poder bastante 
ó de capacidad para litigar. 
5.° Cuando alguna de las partes no hubiere sido emplazada 
en tiempo y forma. 
6. ° Cuando no se hubiere citado á alguna de las partes para 
prueba ó sentencia. 
7.° Cuando se hubiere denegado la parte necesaria para dic-
tar justa sentencia. 
Art. 74. Para que proceda el recurso de nulidad en los casos . 
prescritos en los párrafos 4.°, 5.°, 6.° y 7.° del artículo anterior, 
ha de haberse reclamado en primera instancia en tiempo y forma 
contra la nulidad. 
Art. 75. En negocios de mayor cuantía no podrá intentarse 
el recurso de nulidad por separado del recurso de apelación. 
En todo caso el recurso de nulidad se interpondrá dentro del 
mismo término y en la misma forma que el recurso de apelación. 
Art. 76. Incumbe al Jefe político interponer contra las sen-
tencias gravosas á la Administración, los recursos establecidos 
en este capítulo. 
DISPOSICIÓN GENERAL. 
Art. 77. En todos los casos é incidentes no previstos por 
este reglamento y por la ley de 2 de Abril del presente año, los 
Consejos se atemperarán á la legislación y jurisprudencia comu-
nes, en cuanto su aplicación sea compatible con el rápido curso 
de las cuestiones contencioso administrativas y con la letra y 
espíritu de dicha ley y reglamento. 
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Reglamento de 30 de Diciembre de 1846 sobre el modo de 
proceder el Consejo Real en los negocios contenciosos 
de la Administración. 
TITULO PRIMERO 
DE LA COMPETENCIA Y REGIMEN DEL CONSEJO REAL EN LOS 
NEGOCIOS CONTENCIOSOS DE LA ADMINISTRACIÓN. 
CAPITULO PRIMERO 
De las atribuciones del Consejo Real y de su Sección de lo con- 
tencioso en los negocios de esta clase. 
Artículo 1.° Corresponde al Consejo Real conocer en prime-
ra y única instancia: 
1.° De las demandas contenciosas sobre el cumplimiento, in-
teligencia, rescisión y efectos de los remates y contratos celebra-
dos directamente por el Gobierno ó por las Direcciones genera-
les de los diferentes ramos de la Administración civil. 
2. ° De las demandas contenciosas á que den lugar las resolu-
ciones de los Ministros de S. M. cuando el Gobierno acuerde 
previamente someter al conocimiento del Consejo las reclama-
ciones de las partes. 
3.° De los recursos de reposición, aclaración y revisión de sus 
providencias y resoluciones. 
Art. 2.° Compete igualmente al Consejo conocer en apela-
ción y nulidad de las resoluciones de los Consejos provinciales, 
y de las de cualquiera otra autoridad que entienda en primera 
instancia en negocios contencioso-administrativos. 
Art. 3.° La Sección de lo contencioso preparará las resolu-
ciones finales del Consejo, dictando al efecto las providencias de 
actuación que conviniere. 
CAPITULO II 
Del Vicepresidente del Consejo. 
Art. 4.° El Vicepresidente del Consejo hará eleeñalamiento 
de los negocios que deban verse en pleno; recibirá las excusas de 
asistencia de los Consejeros; tendrá á su cargo la policía de los 
estrados; llevará en ellos la palabra, de la que nadie podrá usar 
sin su permiso, y autorizará todos los acuerdos y providencias 
que se dicten. 
Art. 5.° El Vicepresidente oirá las quejas que le dieren los 
interesados sobre retardación de sus expedientes ú otros abusos 
que merezcan particular providencia; tomará la que estuviere en 
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sus atribuciones, y promoverá las que respectivamente corres-
pondan al Consejo y á la Sección. 
Art. 6.° En defecto del Vicepresidente del Consejo, hará sus 
veces el de la Sección de lo contencioso, y en defecto de éste los 
de las demás Secciones por el orden de su precedencia. 
CAPITULO III 
Del Vicepresidente de la Sección de lo contencioso. 
Art. 7.° El Vicepresidente de la Sección de lo contencioso 
desempefiará respecto á ella las atribuciones que en orden al 
Consejo quedan declaradas á favor del que le presida. 
Art. 8.° Además dictará en la Sección las providencias de 
mera sustanciación que no hayan de motivarse. 
Art. 9. 0 En defecto del Vicepresidente harán sus veces por 
el orden de su precedencia los demás Vocales de la Sección. 
CAPITULO IV 
Del Ponente. 
Art. 10. En cada negocio habrá un Consejero ponente, nom-
- tirado por el Vicepresidente de la Sección. 
Art. 11. El Ponente hará de Relator ante el Consejo siem-
pre que lo tenga por conveniente, y además cuando lo exija la 
gravedad del negocio, á juicio del Vicepresidente de la Sección. 
Propondrá asimismo el Ponente á ésta las provincias que deban 
fundarse y los puntos de hecho y de derecho sobre que hayan de 
recaer las decisiones, y extenderá todas las providencias motiva- 
das y la resolución final del Consejo. 
Art. 12. Cuando el Ponente se separe del dictamen que ha 
de someterse al Consejo, el Vicepresidente de la Sección nom-
brará otro de sus individuos para que sostenga la discusión en 
Consejo pleno. 
Art. 13. El Ponente podrá elegir un Auxiliar para que le 
ayude en el desempeño de su cargo. 
CAPITULO V 
Del Fiscal y de los Abogados fiscales. 
Art. 14. El Fiscal representará y defenderá por escrito y de 
palabra á la Administración, y á las Corporaciones que estuvie-
ren bajo su especial inspección y tutela cuando no litiguen con 
ella ó entre sí mismas. 
El Gobierno podrá, sin embargo, cuando lo estime convenien-
te designar un Consejero extraordinario, ú otro comisionado de 
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su confianza que desempeñe dicho encargo en determinados ne-
gocios. 
Art. 15. Los Abogados fiscales serán los auxiliares del Fis-
cal en el despacho de su oficio, y trabajarán á sus órdenes y bajo 
su dirección. 
Art. 16. En defecto del Fiscal hará sus veces el Abogado 
fiscal que el Vicepresidente designe. 
Art. 17. Aun cuando el Ministerio fiscal no defienda á una 
de las partes, podrá ser oído si la Sección de lo contencioso lo 
estima conveniente. 
Art. 18. El Fiscal tendrá el mismo tratamiento y categoría 
que el Secretario general del Consejo. Los Abogados fiscales 
tendrán el de los auxiliares de mayor categoría. 
CAPITULO VI 
Del Secretario. 
Art. 19. Será Secretario de la Sección de lo contencioso el 
que lo fuere del Consejo. 
Desempeñará en la Sección y el Consejo las atribuciones que 
están declaradas á los Secretarios de los Consejos provinciales 
por el art. 6.° del reglamento de 1.° de Octubre de 1845, excep-
to las de Relator. 
Art. 20. El Secretario llebará un libro de registro de entra-
da y salida de los negocios; otro de las providencias de la Sec- 
ción y votos particulares á que las mismas hayan dado lugar; 
otro de las resoluciones definitivas del Consejo, y los demás que 
la Sección ó el Consejo prescribieren. 
En los libros de providencias y resoluciones se guardará lo 
prevenido por las leyes acerca de los protocolos ó registros de 
las escrituras públicas. 
El que presida la Sección rubricará todas las hojas de estos 
libros, firmando en la primera una nota en donde exprese el nú-
mero de hojas de que consten. 
Art. 21. El Secretario dará cuenta de los negocios por el or-
den rigoroso de entrada, si el Vicepresidente de la Sección no 
 acordare otra cosa. 
Art. 22. En defecto del Secretario hará sus veces el Auxi-
liar que nombre el Vicepresidente de la Sección. 
Art. 23. El Secretario tendrá por escrito y de palabra el tra-
tamiento de Sefioría. 
CAPITULO VII 
De los Auxiliares. 
Art. 24. Los Auxiliares ayudarán al Ponente y al Secreta- 
r 
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rio en el desempeño de sus respectivos cargos, en los términos 
en que lo disponga el Vicepresidente de la Sección; y ejercerán 
además el oficio de Relator cuando no lo desempeñe el Ponente. 
Art. 25. Los negocios se distribuirán entre los Auxiliares 
de la Sección por rigoroso turno de entrada. 
Sin embargo, el Vicepresidente podrá alterar el turno cuando 
lo estime conveniente. 
Art. 26. El Ponente que desempeñe el cargo de Relator, 
hará relación desde su asiento. 
Cuando desempeñe aquel cargo un Auxiliar, tomará asiento 
en la Sección ó en el Consejo pleno al lado del Secretario. 
CAPITULO VIII 
De los Abogados del Consejo. 
Art. 27. En los asuntos contenciosos, las partes contrarias 
á la Administración estarán representadas y serán defendidas 
por Abogados del Consejo. 
Son Abogados del Consejo todos los incorporados en el Cole-
gio de Madrid que tengan abierto su bufete. 
Art. 28. La Sección podrá permitir que las partes actúen y 
se defiendan por sí mismas en los negocios donde no creyere ne-
cesario el ministerio de los Abogados. 
CAPITULO IX 
De los ujieres. 
Art. 29. Para el despacho de los negocios contenciosos ha-
brá por ahora cuatro ujieres. 
Estos desempeñarán en la Sección y el Consejo las atribucio-
nes expresadas en el art. 9.° del reglamento de los Consejos pro-
vinciales de 1.° de Octubre de 1845. 
Art. 30. Los ujieres serán nombrados por el Ministerio de 
la Gobernación. 
Art. 31. El Vicepresidente del Consejo y el de la Sección 
de lo contencioso podrán suspender por tres meses á lo más á 
los ujieres, y proponer con justa causa su destitución. 
CAPITULO X 
De las recusaciones de los Vocales del Consejo. 
Art. 32. Los Vocales del Consejo podrán ser recusados por 
las causas expresadas en el art. 13 del reglamento de 1.° de Oc-
tubre de 1845, ú otras equivalentes á juicio del Consejo. 
Art. 33. Cuando los hechos en que se funde la recusación 
sean anteriores al pleito, no podrán proponerla los litigantes 
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después de haber contestado á la demanda, ó deducido excepción 
dilatoria, ó de haberse mejorado la apelación ó recurso de nuli-
dad; salvo si los hechos vinieron posteriormente á su noticia, en 
cuyo caso deberán hacerlo luego que lo tuvieren. 
No podrá proponerse la recusación en ningún caso cuando 
hubiere empezado á verse el proceso en Consejo pleno. 
Art. 34. El litigante que faltare á la verdad suponiendo no 
haber llegado á su noticia la causa de recusación en tiempo há-
bil, será corregido con multa que no exceda de 6.000 rs. 
Art. 35. La recusación se propondrá por escrito y se comu-
nicará por medio de oficio al recusado, el cual responderá en la 
misma forma. 
Art. 36. Si no se diere el Consejero por recusado, la Sección 
recibirá á prueba la recusación, si lo estimare necesario, y pro-
pondrá al Consejo la providencia que crea justa. 
Art. 37. El recusado no podrá asistir á la vista y á la vota-
ción del incidente de recusación. 
Admitida ésta, el recusado se abstendrá de conocer en el ne-
gocio. 
CAPITULO XI 
De las audiencias públicas y  policía de los estrados. 
Art. 38. Los Consejeros, auxiliares, empleados y Abogados 
del Consejo asistirán á las audiencias públicas en traje de ce-
remonia. 
Art. 39. Los ujieres usarán el mismo traje de ceremonia que 
los porteros de estrados del Supremo Tribunal de Justicia. 
Art. 40. Los Abogados se presentarán con el traje propio de 
su profesión. 
Art. 41. Con arreglo á lo dispuesto en el art. 9.° de la ley 
de 6 de Julio de 1845, no asistirán á la deliberación y fallo de 
los asuntos contenciosos los Consejeros extraordinarios. 
Los Consejeros ocuparán sus asientos por el orden de anti-
giiedad de sus respectivos nombramientos. En igualdad de fe-
chas de éstos, obtendrá la preferencia el Consejero de más edad. 
También asistirán todos los auxiliares del Consejo ocupando 
asientos inferiores, y colocándose por el orden de su clase, anti-
güedad y edad. 
Art. 42. El Fiscal y los Abogados Fiscales, cuando asistan 
á estrados, ocuparán á la derecha un asiento separado con bu-
fete por delante. 
Art. 43. En los estrados de la Sección y del Consejo los con-
currentes estarán descubiertos y guardarán silencio y compos-
tura, obedeciendo con puntualidad las disposiciones que para 
mantener el orden dictare el que presida. 
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Art. 44. El que osare interrumpir la vista del proceso ú otro 
acto oficial de la Sección ó del Consejo, dando señales de apro-
bación ó desaprobación, ó perturbando de cualquier otro modo 
el orden, será llamado á él por el que presida, y expulsado si no 
obedeciere á la primera intimación. 
En caso de resistir ó de agravar con demostraciones irreve-
rentes su desacato, será arrestado y corregido en el acto con 
prisión que no exceda de cinco días, ó con multa que no pase 
de 200 rs. 
Art. 45. Si el perturbador ó perturbadores se propasaren á 
amenazar ó ultrajar á los Vocales ó subalternos del Consejo en 
el acto de ejercer sus oficios, la corrección de que habla el ar-
tículo anterior podrá aumentarse, según las circunstancias, á un 
mes de prisión y 1.000 rs de multa. 
Art. 46. Llegando el desacato á' constituir un atentado que 
 , 
merezca pena mayor, serán arrestados los delincuentes y puestos 
con la sumaria del exceso á disposición del Juzgado ó Tribunal 
competente. 
CAPITULO XII 
De los informes anuales relativos al despacho de los negocios 
contenciosos. 
Art. 47. En 1.° de Marzo de cada año remitirá la Sección al 
Ministerio de la Gobernación un estado de los negocios feneci-
dos en el curso del año próximo anterior, y de los que ha-
biéndose empezado en él ó antes quedaren pendientes. 
Art. 48. Respecto á los pendientes y fenecidos, se expresará 
si se instruyeron en rebeldía ó por recurso de aclaración, revisión, 
apelación 6 nulidad. 
Art. 49. Además de las noticias que ha de comprender el 
estado referido, la Sección, al remitirle, dará cuenta de los abu-
sos que hubiese notado en la actuación de la justicia adminis-
trativa, con las observaciones qué le hubiere sugerido la expe-
riencia para corregir dichos abusos y perfeccionar el procedi-
miento. 
El Fiscal añadirá á las de la Sección sus propias observaciones. 
TITULO II 
DEL ORDEN DE PROCEDER ANTE EL CONSEJO EN PRIMERA Y ÚNICA 
INSTANCIA. 
CAPITULO PRIMERO 
De la demanda. 
Art. 50. En los negocios que se entablen á instancia de la 
Administración, se incoará el procedimiento con una memoria 
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que presentará al Consejo el Fiscal á virtud de orden é instruc-
ciones del respectivo Ministro de la Corona. 
Art. 51. Las demandas contra la Administración se remitirán 
por el Vicepresidente del Consejo al Ministerio de donde dimane 
la resolución que las produjere. 
Art. 52. Si en vista de la demanda estimare desde luego el 
Ministro de la Corona que procede la vía contenciosa, remitirá 
el expediente al Consejo para el curso correspondiente. 
Si el Ministro de la Corona no lo estimare así desde luego, 
oirá gubernativamente al Consejo sobre esta cuestión previa, y 
la resolverá en vista de la consulta sin ulterior recurso. 
En todo caso la resolución del Ministro ha de dictarse dentro 
de un mes, contado desde la fecha de la remisión de la demanda 
á la respectiva Secretaría. 
Art. 53. Las demandas y memorias se extenderán con clari-
dad y precisión, refiriendo sencillamente los hechos que las mo-
tiven y la pretensión que se deduzca. 
Art. 54. Antes de fijarse la pretensión, se extenderá por pá-
rrafos numerados un resumen de los puntos de hecho y de dere-
cho en que se funde. 
Art. 55. Con toda demanda y memoria se producirá copia 
simple íntegra y literal de las escrituras y documentos que sir-
van de apoyo á la solicitud. 
Si la escritura ó documentos excedieren de 25 pliegos, basta-
rá que el original, si no tuviere matriz, se ponga de manifiesto 
en la Secretaría del Consejo, ó si la tuviere, se entregue bajo 
recibo á la parte contendiente. 
Art. 56. Las escrituras posteriores á la demanda, ó cuya 
noticia hubiere llegado posteriormente al actor, las producirá 
éste desde luego, ú ofrecerá entregarlas ó exhibirlas en los tér-
minos y con la distinción expresados en el artículo precedente. 
El que hubiere maliciosamente retrasado su presentación, in-
currirá en multa. 
Art. 57. En ninguna demanda ni escrito se prestará jura-
mento alguno. 
Art. 58. Toda demanda de particulares deberá estar firmada 
por un Abogado del Colegio de Madrid, previo el correspondien-
te poder, ó por los mismos interesados. 
Art. 59. La demanda que se dirija contra particular ó cor-
poración, se entregará á un ujier para que haga el emplaza-
miento. 
Cuando se dirija contra la Administración la demanda, de-
vuelta que sea ésta por el Ministro de la Corona al Vicepresi-
dente del Consejo para el curso correspondiente, se entregará á 
un ujier para que emplace al Fiscal. 
Art. 60. El defensor, tutor, albacea, heredero, administra- 
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dor y cualquiera otro que comparezca en juicio como parte en 
representación ajena, firmará la demanda y justificará documen-
talmente la personalidad que se atribuya. 
A ninguna solicitud que carezca de este requisito se dará 
curso, pena de nulidad. 
Art. 61. Sobreningunademanda podrá proveerse sin citación 
del demandado, salvo las providencias interinas que se dieren 
en los casos permitidos por derecho. 
Art. 62. Las demandas se harán saber á las partes por dili-
gencia de ujier. 
CAPITULO II 
De las diligencias de ujier. 
Sección primera. 
De las diligencias de notificación y citación en general. 
Art. 63. Toda diligencia de notificación ó citación que se 
practique fuera de los estrados de la Sección ó del Consejo, se 
hará por un ujier del mismo. 
Art. 64. Toda diligencia de citación y notificación por medio 
de ujier se extenderá: 
En una cédula original para la parte que la promueva. 
En una ó tantas copias del original como fueren las partes que 
hayan de ser citadas ó notificadas. 
Art. 65. En el original y copia de toda cédula se hará 
constar: 
Su fecha, el nombre, apellido, profesión, domicilio ó residen-
cia del actor y del citado ó notificado, y cualquiera otra circuns-
tancia que facilite el conocimiento exacto de ellos y sea notoria. 
El lugar en que se deje la copia, la persona á quien se lea y 
entregue, y la firma de ésta. 
El nombre, apellido y firma del ujier que la autorice. 
Art. 66. La cédula expresará además la casa que la parte, á 
cuya solicitud se haya expedido, eligiere para que en ella se le 
comuniquen las notificaciones y traslados. 
Toda comunicación ulterior concerniente á la parte habrá de 
hacerse en la casa elegida, y en su defecto al Promotor fiscal más 
antiguo de Madrid. 
Art. 67. Copia de la cédula será leída y entregada en propia 
mano a la persona á quien concierna, ó á las personas que se ex-
presarán en los artículos siguientes. 
Art. 68. Si la persona citada no estuviere en casa, se leerá y 
dejará la cédula á uno de sus parientes, familiares ó domésticos, 
con encargo de que se la entreguen. 
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Si el ujier no hallare pariente ni criado á quien dejarla, entre-
gará la cédula á un vecino, y en defecto de vecino al Promotor 
fiscal. 
A rt. 69. Cuando la notificación ó citación hubiere de hacerse 
á una persona ausente de Madrid, se le comunicará por medio de 
despacho al Juez del pueblo de su domicilio. 
Cuando la notificación ó citación hubiere de hacerse en los do-
minios españoles de Indias, se dirigirá el despacho por conducto 
del Ministerio de Ultramar, y por el de Estado si la persona que 
ha de ser citada se hallare en país extranjero. 
Art. 70. Si la parte a quien se dirija la notificación ó citación 
no tuviere domicilio fijo, ó se ignorare su paradero, se insertará 
la cédula en la Gaceta oficial y en el Boletín de la provincia don-
de se sepa que residía últimamente. 
Art. 71. El Promotor fiscal dará aviso sin demora á los inte-
resados, cuyo paradero sepa, de las cédulas que para ellos hubie-
re recibido. 
Además llevará un registro donde sentará en resumen las cé-
dulas, expresando la fecha en que las hubiere recibido y despa-
chado. 
Art. 72. Ninguna cédula será leída ni entregada en días feria-
dos sin habilitación de la Sección de lo contencioso. 
El auto de la habilitación se insertará en la cédula original y 
en sus copias. 
Art. 73. No podrá entregarse ninguna cédula antes de salir 
ni después de ponerse el sol. 
Art. 74. Ningún ujier podrá autorizar cédula alguna ni dili-
gencia en la cual tengan interés ellos, sus mujeres legítimas ó 
sus parientes consanguíneos 6 afines hasta el cuarto grado in-
clusive. 
Art. 75. Será nula toda cédula en que se falte á lo dispuesto 
en los arts. 64, 65, 66, 67, 70, 72, 73 y 74. 
Sección segunda. 
De las diligencias de emplazamiento on particular. 
Art. 76. En las diligencias de emplazamiento se observarán 
las formalidades prevenidas respecto á las de simple notificación 
ó citación, y asimismo las siguientes. 
Art. 77. La cédula de emplazamiento contendrá so pena de 
nulidad: 
1.° El nombre del Consejo. 
2.° El día de audiencia pública señalado por este reglamento 
ó por el Tribunal, para que los litigantes comparezcan en perso-
na ó por medio de Abogados. 
3.° Copia literal de la demanda. 
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4.° Copia ú oferta de entregar ó poner de manifiesto los do-
cumentos 6 escrituras en que se funde la demanda, con arreglo á 
lo prevenido en el art. 55. 
De loe documentos y escrituras se entregará tan sólo una 
copia, aunque los emplazados sean mete de uno, si lo fueren ma-
rido y mujer, 6 personas que tengan un interés común en el ne-
gocio. 
En la cédula original firmará el recibo de los documentos la 
persona á quien se entreguen; y si no supiere, un testigo á su 
ruego. 
Art. 78. El término del emplazamiento será el de nueve días, 
y uno más por cada cinco leguas de distancia. 
La Sección, sin embargo, al señalar dicho término, tendrá en 
cuenta el estado de las comunicaciones. 
Art. 79. Los Ayuntamientos de los pueblos serán emplaza-
dos eu la persona de los Alcaldes; y por regla general el empla-
zamiento se entenderá con el Jefe económico de cualquier esta-
blecimiento público, cuando sea demandado alguno de esta clase. 
Art. 80. En representación de las compañías industriales 6 
corporaciones de otra especie, serán emplazados sus jefes ó di-
rectores. 
CAPITULO III 
De la comparecencia de las partes en virtud del emplazamiento. 
Art. 81. El día penúltimo del emplazamiento, el actor pre-
sentará la cédula original en la Secretaría del Consejo. 
Art. 82. Por el orden de las fechas de presentación de las 
cédulas se despacharán los procesos, si no dispusiere otra cosa 
el Vicepresidente de la Sección. 
Art. 83. En el día señalado en la cédula del emplazamiento 
comparecerán las partes ante la Sección por sí 6 por medio de 
Abogado, con arreglo a lo prevenido en los arts. 27 y 28. 
Art. 84. La parte que no hubiere señalado domicilio para las 
notificaciones y traslados, lo verificará á más tardar el día del 
emplazamiento. 
Art. 85. Todas las notificaciones hasta la ejecución de la sen-
tencia inclusive, que hayan de hacerse á las partes fuera de es-
trados se practicarán por cédula en la casa elegida, á no ser que la 
parte hubiere designado otra casa, 6 que haya trascurrido más de 
un año desde el pronunciamiento de la sentencia. 
En tales casos, y en el de no haberse elegido casa, se harán 




De las excepciones dilatorias. 
Art. 86. Las excepciones dilatorias son las siguientes: 
1.° Falta de personalidad en el actor por carecer de las cali- 
dades necesarias para pedir en juicio, ó por no acreditar el ca-
rácter ó representación con que reclama. 
2.a Falta de personalidad en el Abogado defensor por insu-
ficiencia ó ilegalidad del poder. 
3.a Incompetencia del Consejo. 
4.a Litispendencia. 
Art. 87. Si el actor fuere extranjero, el demandado podrá 
excusarse de contestar la demanda, mientras aquél no dé fianza 
de pagar las costas y los gastos y perjuicios que ocasione el pro-
ceso, ó no deposite la suma equivalente. 
Art. 88. En el término del emplazamiento propondrá el de-
mandado de una vez todas las excepciones dilatorias, comuni-
cándolas al actor por traslado en la forma determinada por el 
artículo 77. 
Las que propusiere después no podrán suspender el curso de 
la demanda. 
Dentro de seis días deberá contestar el actor al escrito en que 
se progonga el artículo de no contestar; y pasados, proveerá la 
Sección lo que fuere de justicia. 
CAPITULO V 
De la discusión escrita. 
Art. 89. El demandado contestará á la demanda dentro de 20 
días contados desde el siguiente al del emplazamiento, si no hu-
biere propuesto dilatorias ó desde el siguiente al de la notifica-
ción de la providencia en que se hubieren desestimado dichas 
excepciones. 
Art. 90. En el caso del artículo anterior, la Sección, si esti-
mare necesario que el actor replique y que el demandado con-
trarreplique, podrá concederles sucesivamente el término de 10 
días para este efecto. 
Art. 91. La parte que intente apoyar su pretensión en hechos 
los articulará con precisión; y la contraria, á quien perjudiquen, 
los confesará ó negará llanamente. 
El silencio ó las respuestas evasivas podrán estimarse como 
confesión de los hechos a que se refieren. 
Art. 92. Dichos escritos comprenderán: 
1.° Los fundamentos y alegaciones de las partes de una ma-
nera sumaria por párrafos numerados. 
1 
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2.° Las pretensiones respectivas. 
Art. 93. Los Abogados de las partes y de la Administración 
se comunicarán entre sí copia de dichos escritos autorizada con 
su firma. 
La entrega se hará constar por medio de recibo extendido al 
pie de los originales. 
En el recibo se expresará el término del traslado ó comuni-
cación. 
Art. 94. Concluida que sea la discusión escrita, los litigan-
tes exhibirán en la Secretaría los escritos originales y los docu-
mentos justificativos de su intención, los cuales se entregarán á 
los funcionarios que hayan de hacer el informe y la relación del 
proceso para que se instruyan y preparen. 
Art. 95. Terminada la discusión escrita se señalará día para 
la vista, haciéndose saber por cédula. 
Art. 96. Después de contestada la demanda no podrá variar-
se, salvo si el actor desiste de ella. 
CAPITULO VI 
De la vista de los procesos ante el Consejo pleno. 
Art. 97. Los procesos se verán á puerta abierta, salvo si la 
publicidad pudiere causar escándalo: aun en este caso no podrán 
verse á puerta cerrada, si no lo acordare el Consejo, oyendo en 
voz al Fiscal. 
Art. 98. En los informes no podrá hacerse mérito de docu-
mentos de los cuales no se hubieren entregado copias á las par-
tee, ú ofrecídose entregar ó exhibir con arreglo á los artículos 
55 y 56. 
Art. 99. En la vista informará una vez el actor y otra el de-
mandado, salvo si el que presidiere estimare necesario que repli-
quen mutuamente. 
Art. 100. Si una de las partes hubiere demorado con malicia 
la presentación en la Secretaría de los escritos y documentos, 
con arreglo al art. 94, el Consejo podrá fallar el proceso en vista 
sólo de los de su adversario. 
CAPITULO VII 
De la actuación en rebeldía. 
Art. 101. No compareciendo un litigante en virtud del em-
plazamiento, ó no contestando á la demanda en el término se-
ñalado, el proceso será sentenciado en rebeldía, si la acusare su 
adversario. 
La rebeldía podrá acusarse por escrito, que se producirá en la 
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Secretaría del Consejo, ó de palabra, que extenderá por diligen-
cia el Secretario, y firmará el acusante. 
Art. 102. Acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidie-
re en su demanda en cuanto no fuere injusta 
Art. 103. Si el contumaz fuere el actor, el demandado será 
absuelto de la demanda. 
Art. 104. Para mejor proveer en rebeldía, el Consejo podrá 
mandar practicar de oficio la prueba que estime conveniente, con 
tal que no sea la de testigos. 
Art. 105. No se declarará la rebeldía contra el demandado, y 
se mandará emplazar de nuevo en el caso de que hubiere sido 
nula la cédula de emplazamiento. 
Art. 106. Si por fuerza mayor y notoria alguna de las partes 
• no pudiere comparecer en el término del emplazamiento, el Con- 
sejo suspenderá la declaración de la rebeldía, y podrá ordenar 
que el litigante sea nuevamente emplazado. 
Art. 107. Cuando fundándose la demanda en un mismo títu-
lo, y teniendo un mismo objeto contra diferentes personas, las 
unas incurran en rebeldía y las otras no, el Consejo, si no esti-
mare conveniente fallar desde luego en rebeldía, podrá suspen-
der su decisión hasta pronunciar la definitiva respecto á todos 
los demandados. 
Art. 108. La sentencia dictada en rebeldía, además de noti-
ficarse por cédula, se fijará en la tabla de anuncios del Consejo, 
y se insertará en la Gaceta oficial. 
La inserción se acreditará poniendo en el proceso un ejemplar 
de la Gaceta. 
La fijación se acreditará por diligencia del Secretario. 
Art. 109. Al contumaz declarado no se prestará audiencia ni 
se admitirá recurso alguno, salvo el de rescisión. 
Art. 110. La parte condenada en rebeldía podrá solicitar la 
rescisión de la sentencia dentro de 15 días, contados desde el si-
guiente al de su notificación. 
Art. 111. Si el condenado en rebeldía estuviese ausente, el 
Consejo podrá señalarle en la sentencia un plazo más largo para 
que pueda solicitar su rescisión. 
Art. 112. Aunque sean pasados dichos plazos, el condenado 
en rebeldía podrá, á juicio del Consejo, solicitar la rescisión, acre-
ditando que no ha podido tener noticia de la demanda ni senten-
cia, ó solicitar la misma rescisión por ausencia, enfermedad gra-
ve ú otro accidente semejante. 
Art. 113. En el caso del artículo anterior no se admitirá el 
recurso que eatable el condenado, si estando éste presente le de-
dujere después de pasados los 15 días posteriores al de haber ce-
sado el impedimento, ó haber llegado á eu noticia la demanda, la 
sentencia 6 alguna diligencia de su ejecución; 6 si estando au- 
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sente, dedujere el recurso después de pasado el término preciso 
para hacerlo según las distancias. 
Art. 114. Tampoco se admitirá el recurso un año después de 
haber tenido cumplido efecto la sentencia en rebeldía, en el caso 
de que ésta no se haya notificado. 
Art. 115. El recurso de rescisión se comunicará, so pena de 
nulidad, por cédula de emplazamiento. 
En la cédula se señalará para comparecer el término de seis 
días, ó la audiencia inmediata al último de éstos. 
Art. 116. El recurso de rescisión deducido en la forma pres-
crita y plazos señalados, suspenderá la ejecución de la sentencia 
en rebeldía; á menos que el Consejo al dictarla no hubiere orde-
nado su ejecución, sin perjuicio de la rescisión, y previa fianza 
ó sin ella. 
Art. 117. Ea el caso del art. 112, no se suspenderá la ejecu-
ción de la sentencia si el Consejo no lo mandare al admitir el re-
curso de rescisión. 
Art. 118. Si se rescindiere la sentencia, continuará la actua-
ción desde el punto en que se hallaba antes del incidente de re-
beldía. 
Art. 119. El Consejo podrá mandar que se guarde, ó rescin-
dir en todo 6 en parte su primera sentencia dictada en rebeldía. 
Al margen de la minuta de la sentencia en rebeldía se hará 
mención de la que recayere en virtud del recurso de rescisión. 
Art. 120. En el caso del art. 107, la sentencia que recayere 
sobre el recurso de rescisión aprovechará á las partes condena-
das en juicio contradictorio: 1.° Si la sentencia descansare en 
fundamentos comunes, pero desconocidos á dichas partes, ó cuya 
prueba haya dependido de los contumaces. 2.° Si la condena 
fuere indivisible. 
Art. 121. La parte que por segunda vez fuere condenada en 
rebeldía no podrá entablar el recurso de rescisión en el mismo 
negocio. 
CAPITULO VIII 
De las actuaciones de prueba en general. 
Art. 122. En los negocios en que el punto litigioso no pueda 
ser fallado desde luego en definitiva la Sección, á propuesta 
del Ponente, podrá ordenar 4 petición de parte ó para mejor 
proveer: 
Que las partes una de ellas juren posiciones; ue 	 á  se practique información de testigos, reconocimiento de peritos, inspección ocular, cotejo de documentos; 
Y cualquiera otra diligencia probatoria que sea conducente al 
descubrimiento de la verdad. 
is 
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Art. 123. La Sección podrá delegar en los Jueces de partido, 
ó en uno de sus Vocales ó Auxiliares, las diligencias probatorias 
que se hubieren de practicar en Madrid: para las que se hubie-
ren de ejecutar fuera, comisionará á los respectivos Jueces ó Al- 
caldes, según lo estime. 
En el caso de este artículo los Jueces delegados guardarán en 
la probanza las disposiciones de este reglamento concernientes 
á ella. 
Art. 124. En toda providencia sobre prueba se señalará el 
día en que la diligencia deba evacuarse ante la Sección ó darse 
cuenta de ella. 
Art. 125. Las diligencias de prueba se harán saber á las par-
tes en la forma ordinaria prescrita por este reglamento. 
Art. 126. Si la providencia se dictare en rebeldía, el contu-
maz podrá solicitar su rescisión en la forma y términos prescri-
tos en el capítulo precedente. 
Art. 127. Las diferentes actuaciones de prueba se practica-
rán en audiencia pública, salvo los actos que deban ejecutarse 
fuera de los estrados para evitar escándalo. 
Art. 128. Las partes podrán ver las actuaciones de prueba en 
la Secretaría. 
Art. 129. Concluida la prueba, se procederá á la vista del ne-
gocio sin nuevos escritos ni alegatos. 
CAPITULO IX 
De las posiciones. 
Art. 130. Después de contestada la demanda, y antes de 
verse el pleito en definitiva, podrá cada parte pedir que su adver-
sario responda con juramento ó sin él á posiciones concernien-
tes al punto litigioso. 
Antes de contestar á la demanda podrá pedirlo cada parte 
si las posiciones condujeren á cerciorarse de la capacidad de su 
adversario para comparecer en juicio, ó del carácter ó represen-
tación con que haya de litigar. 
Art. 131. No podrán exigirse nuevas posiciones sobre hechos 
que hayan sido una vez objeto de ellas. 
Art. 132. El que hubiere de ser interrogado, será citado para 
el acto por cédula con un día de intervalo, y bajo apercibimien-
to de que se le podrá estimar confeso, si no asistiéndole justo 
motivo dejare de comparecer á declarar. 
En caso de urgencia podrá reducirse á horas el término seña-
lado. 
Art. 133. La parte que no quisiere consignar en escrito las 
posiciones, reservándose manifestarlas en el acto del interroga- 
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torio, podrá hacerlo, pidiendo únicamente que la contraria sea 
citada al efecto. 
En el día señalado para evacuar las posiciones, el interesado 
las manifestará á la Sección, y ésta las mandará extender, é in-
terrogará sobre ellas si fueren pertinentes y admisibles. 
Art. 134. El que presida examinará á la parte sobre cada 
hecho, y sobre todas las circunstancias que sean conducentes á la 
averiguación de la verdad. 
Cada parte responderá por sí misma de palabra, sin valerse de 
ningún borrador de respuesta, á presencia de la contraria, si asis-
tiere. Si ésta no asistiere, se celebrará careo entre ellas. 
Los Consejeros, con la venia del que presida, podrán hacer 
además á las partes las nuevas preguntas que estimen oportunas. 
Art. 135. Las partes podrán hacerse recíprocamente las pre-
guntas y observaciones que juzguen convenientes con permiso 
y por medio del que presida; pero sin atravesar la palaba ni inte-
rrumpirse. 
Art. 136. El Secretario leerá su declaración á la parte, pre-
guntándola si persiste en ella 6 tiene algo que añadir ó variar. 
Si añadiere ó variare algo á lo dicho, se extenderá a continua-
ción; expresando en todo caso la circunstancia, cuando ocurrie-
re, de haber rehusado ó no podido firmar. 
Art. 137. Si no asistiéndole justo motivo no compareciere la 
parte á declarar, ó compareciendo rehusare responder, ó respon-
diere de una manera evasiva 6 ambigua, el Consejo podrá esti-
marla con fesa. 
Art. 138. Si una parte alegare achaque ó enfermedad grave 
que la impida comparecer, el Consejo podrá comisionar á un 
Consejero ó Auxiliar que le reciba declaración en su casa ante 
el Secretario, á presencia 6 fuera de la presencia de la otra parte, 
según lo aconsejaren las circunstancias. 
Art. 139. Si el comisionado, al trasladarse á la casa de la 
parte, averiguare que ha podido comparecer, diferirá el interro-
gatorio á la próxima audiencia pública, y en ella será condena-
da la que alegare falso impedimento para no comparecer en una 
multa, que no podrá exceder de 1.000 rs. vn . 
Art. 140. Si la parte no residiere en Madrid se librará des-
pacho con los insertos necesarios, fijando término para la devo-
lución del interrogatorio evacuado. 
Art. 141. No se pedirán posiciones al Fiscal 6 quien hiciere 
sus veces en representación del Estado. En su lugar, la parte 
contraria á la Administración propondrá por escrito las pregun-
tas que quiera hacer. Los empleados de la Administración á 
quienes conciernan los hechos, evacuarán las preguntas por via 
de informe, y por conducto de la persona que represente al Es-
tado. 
CAPITULO X 
De la prueba de testigos. 
Art. 142. La providencia en que se admita la información 
testifical expresará los hechos sobre que deba ésta recaer, los 
cuales serán precisos y conducentes. 
Art. 143. Tres días antes del señalado para la información 
se pondrá de manifiesto en la Secretaría una lista expresiva de 
los nombres, profesión y domicilio de los testigos presentados 
por las partes. 
Cada una de estas partes podrá oponerse á que sea examinado 
el testigo que no estuviere incluido ó claramente designado en 
la lista respectiva. 
Art. 144. Los testigos que rehusen presentarse voluntaria-
mente á declarar, serán citados por cédula con dos días al menos 
de anticipación al señalado para su examen en audiencia pú-
blica. 
Serán citados á instancia de la parte que los presente, y en 
virtud del auto en que se admita la información, sin que pueda 
dejárseles copia de éste ni de interrogatorio alguno. 
Art. 145. La Sección podrá proveer: 
1.° Que el testigo inobediente sea conducido á su presencia 
por la fuerza pública. 
2.° Que esté arrestado hasta el día señalado para recibirsgle 
su declaraeión, si no pudiere tomársele desde luego. 
Art. 146. No se impondrán estas penas: 
1.° Si la cédula de citación fuere nula. 
2.° Si la cédula no contuviere la cita de las disposiciones pe-
nales referidas. 
3.° Si el testigo hubiere sido citado con intervalo de tiempo 
menor que el prescrito en el art. 144. 
4.° Si estuviere legítimámente impedido para comparecer. 
Art. 147. No podrán ser examinados como testigos los as-
cendientes, descendientes, hermanos, tíos y sobrinos por consan-
guinidad ó afinidad de una de las partes. 
Tampoco podrá serlo su conjunta persona, aunque esté divor-
ciado de ella. 
Art. 148. Las demás personas serán examinadas como tes-
tigos, sin perjuicio de que las partes puedan proponer acerca de 
ellas, y el Consejo calificar, según reglas de sana crítica, las cir-
cunstancias conducentes á corroborar ó disminuir la fuerza pro-
batoria de sus declaraciones. 
Art. 149. El día señalado para el examen leerá el Secretario 
el auto de prueba en audiencia pública fuera de la presencia de 
los testigos. 
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Las partes darán sumariamente sobre los hechos expresados 
en el auto las explicaciones que parezcan necesarias. 
Art. 150. Los testigos serán examinados separada y sucesi-
mente por el orden en que vinieren sentados en las listas que 
les correspondan, empezando por los del actor ó los de la parte 
que sustente los hechos controvertidos. 
Art. 151. El testigo será primeramente interrogado: 
Por su nombre, apellido, edad, estado, profesión y domi-
cilio. 
Si es pariente por consanguinidad 6 afinidad, y en qué grado, 
de alguna de las partes litigantes. 
Si es criado suyo doméstico. 
Si es acreedor ó deudor suyo. 
Si tiene alguna otra relación con alguna de ellas. 
Art. 152. Antes de declarar prestará el testigo juramento 
en la forma acostumbrada. 
Art. 153. Los testigos menores de 16 afios cumplidos podrán 
ser examinados sin juramento. 
Art. 154. Las disposiciones de los arts. 134, 135 y 136 se 
observarán en el examen de los testigos. 
Art. 155. La parte que interrumpiere al testigo en su decla-
ración podrá ser condenada en multa, que no exceda de doscien-
tos reales vellón. 
En caso de reincidencia incurrirá en doble multa, y podrá ser 
expulsada de los estrados. 
Art. 156. Cada testigo, después que evacue su declaración, 
permanecerá en los estrados hasta que se concluya la informa-
ción, si la Sección no dispusiere otra cosa- 
Art. 157. Los testigos cuyas declaraciones parezcan con-
tradictorias, podrán ser careados entre si. 
Art. 158. Si el testigo reclamare alguna indemnización pe-
cuniaria por su asistencia al juicio, la Sección determinará la 
que fuere justa, tomando en cuenta el estado y profesión del tes-
tigo y el tiempo que dure la información 
La providencia del pago de la indemnización será ejecutiva 
contra la parte á cuya instancia hubiere sido el testigo citado. 
Art. 159. Si la información ofreciere indicios graves de falso 
testimonio ó de soborno de los testigos, la Sección mandará 
prender acto continuo á los presuntos reos, y los pondrá á dis-
posición del Juez competente, remitiéndole el tanto de culpa. 
Art. 160. Si los testigos citados no pudieren ser examinados 
el día sefialado para ello, lo serán en los siguientes sin necesidad 
de nueva citación. 
Art. 161. A petición de cualquiera de las partes que pre-
tenda producir nuevos testigos, podrá prorrogarse el término de 
prueba. 
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Nunca podrá concederse más de una prórroga á cada una de 
las partes. 
Art. 162. En los asuntos en que haya urgencia, podrán abre-
viarse los términos señalados en los arts. 143 y 144. 
También podrán ser examinados los testigos el mismo día en 
que se provea la información. 
Los testigos que se hallen en peligro de muerte ó á punto de 
ausentarse á país extranjero ó ultramarino, podrán ser exami-
nados aun antes de proponerse la demanda, y sin citación con-
traria, si hubiese peligro en la demora. 
Art. 163. Si la inspección del lugar contribuyere á la clari-
dad del testimonio, podrán ser examinados los testigos en dicho 
lugar. 
Art. 164. Si un testigo no pudiere asistir en persona á los 
estrados por hallarse enfermo, la Sección podrá comisionar á 
uno ó más de sus Vocales ó Auxiliares para que, asistidos del 
Secretario, se trasladen a la casa del testigo, y allí le reciban su 
declaración á presencia de las partes ó fuera de ella, según las 
circunstancias. 
Art. 165. Cuando la parte solicite el examen de un testigo 
residente fuera de Madrid, se librará con citación de la contraria 
despacho al Juez del domicilio de aquél, señalando un término 
dentro del cual deba devolverse diligenciado. 
Art. 166. En el caso del artículo anterior, y al tiempo de 
proveerse el auto de remisión del exhorto, las partes podrán de-
signar personas domiciliadas en la residencia del Juez requerido 
que las representen en las actuaciones que ante el mismo hayan 
de practicarse. 
CAPITULO XI 
De la prueba de peritos. 
Art. 167. Cuando el Consejo ó la Sección ordenaren algún 
reconocimiento facultativo, designarán el objeto sobre el cual 
deba recaer. 
Art. 168. Dentro de las 24 horas posteriores á la notificación 
da la providencia relativa al reconocimiento, las partes, de co-
mún acuerdo, nombrarán uno ó tres peritos para que le practi-
quen; y no haciéndolo, la Sección ó el Consejo respectivamente 
los designará en el mismo número, limitándose á uno si se tra-
tare de un objeto de poco valor. 
Art. 169. Los peritos podrán ser recusados por causas poste-
riores á su nombramiento. 
También podrán serlo por causa anterior cuando hubieren sido 
nombrados de oficio. 
En el último caso no se admitirá la recusación si no se propu- 
4 
169 
riere dentro del término de tres días siguientes al del nombra-
miento. 
Art. 170. Los peritos podrán ser recusados por las mismas 
causas que los Consejeros, con citación y audiencia de las 
partes. 
Art. 171. Los peritos serán citados en la misma forma que 
para los testigos prescribe el art. 144. 
Si no comparecieren ó rehusaren dar su dictamen incurrirán 
en las mismas penas, salvo la de arresto. 
Su indemnización se determinará en la propia forma. 
Art. 172. Si el objeto del reconocimiento facultativo fuere de 
tal naturaleza que los peritos puedan dar su dictamen después 
de aquél, serán examinados acto continuo en audiencia pública, 
cada uno de ellos por separado, en el orden que determine la 
Sección, y en la forma prescrita respecto á los testigos. 
Art. 173. Si el reconocimiento decretado exigiere la inspec-
ción ocular del sitio ó algún otro examen previo, la Sección 
hará prestar de antemano á los peritos juramento de llenar bien 
y fielmente su encargo. 
También señalará el día en que hayan de dar su dictamen, 
determinando si lo han de hacer de palabra 6 por escrito. 
Art. 174. Si la Sección determinare que den su dictamen de 
palabra, serán examinados los peritos en la forma prevenida por 
el art. 151. 
Art. 175. Si se proveyere que den su dictamen por escrito, 
los peritos le extenderán después de haber conferenciado entre sí. 
El dictamen comprenderá su juicio motivado, y en caso de dis-
cordia el de cada uno de los peritos. 
El dictamen será extendido por uno de los peritos y firmado 
por todos ellos. 
El perito que disintiere del dictamen de la mayoría, podrá 
extender el suyo de su puño y letra. 
Art. 176. Si todos los peritos no supiesen escribir ó si nin-
guno de ellos pudiese redactar el dictamen, se comisionará para 
que lo escriba, y si necesario fuere, para que ayude á los peritos 
en la redacción, á uno de los Auxiliares del Consejo, ó á otra 
persona que estime conveniente. 
En este caso el dictamen será firmado por el que le hubiere 
escrito y por los peritos que supieren. 
El Secretario extenderá por diligencia la entrega del dictamen, 
anotando en éste el día. 
Art. 177. La diligencia será firmada por el actuario y el que 
le haya entregado el dictamen, si supiere. 
Art. 178. En la audiencia pública señalada para ver el dicta-
men de los peritos le leerá el Secretario. 
La Sección podrá proveer que comparezcan los peritos á 
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dar las explicaciones conducentes al esclarecimiento del dic-
tamen. 
Art. 179. Si la Sección, ó el Consejo en su caso, no se creyere 
suficientemente ilustrada con el primer reconocimiento y dicta-
men pericial, podrá proveer que se practique otro por los prime-
ros peritos ó por otros. 
CAPITULO XII 
De la inspección ocular. 
Art. 180. Cuando se hubiere acordado la inspección ocular 
de algún sitio, podrá examinarse éste de la manera prescrita por 
los capítulos precedentes respecto á las partes, á los testigos y á 
los peritos. 
CAPITULO XIII 
De la comprobación de los documentos y escrituras no reconocidos 
6 argüidos de falsos. 
Art. 181. Tendrá lugar la comprobación de documentos y 
escrituras siempre que las presentadas sean útiles para la deci-
sión del negocio y se encuentren en los casos siguientes: 
1.° Si una de las partes sostiene que la escritura producida 
es falsa. 
2.° Si tratándose de un documento privado, la parte á quien 
se atribuya negare su letra y firma. 
3.° Si una de las partes no reconocierecomo escrito ó firmado 
de puño de su causante, ó de un tercero, el documento privado 
que á uno de éstos se atribuya. 
Art. 182. En los casos del articulo anterior la Sección man-
dará comparecer a las partes en persona á los estrados el día que 
determine. 
De la comparecencia sólo se dispensará á la parte que no pueda 
asistir por ausencia ó impedimento grave, en cuyo caso deberá 
representarla un apoderado especial. 
Art. 183. El día señalado la Sección intimará á la parte que 
hubiere presentado el documento argüido de falso, que declare 
si está en ánimo de servirse de él. 
Art. 184. Si la parte incurriere en rebeldía, rehusare respon-
der ó declarare que no trata de servirse del documento argüido, 
será éste desechado del proceso. 
Art. 185. Si la parte declarare que piensa servirse del docu-
mento, la Sección mandará á la contraria que declare si persiste 
en sostener que el documento es falso, ó en no reconocerle por 
suyo, 6 no estimarle de aquel á quien le atribuya la contraria. 
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Art. 186. Si esta parte incurriere en rebeldía, rehusare res-
ponder ó no persistiere en su primera declaración, el documento 
presentado se admitirá como auténtico, y se estimará por reco-
nocida su letra y firma. 
Art. 187. Si la parte persistiere en la declaración, la Sección 
ordenará que explique los fundamentos que le inducen para 
argüir de falso el documento, ó no reconocerlo por auténtico. 
Si la parte arguyere de falso el documento, será interpelada 
para que declare qué clase de falsedad es la que atribuye al do-
cumento. 
Art. 188. En el caso del artículo anterior, el documento se 
entregará inmediatamente al Secretario para que se custodie, 
reconociéndole antes la Sección, y haciendo constar por diligen-
cia el estado material en que se encuentre, las enmiendas, entre-
rrenglonadas y raspados que en él se advirtieren, y rubricando 
todas sus hojas el Ponente. 
También las rubricarán las partes ó sus apoderados; y  si  no 
pudieren ó no quisieren, se hará constar así por diligencia, que 
firmará el Secretario. 
Art. 189. La Sección mandará por un auto preparatorio: 
1.° Que las partes produzcan los documentos y articulen los 
hechos conducentes para probar la autenticidad 6 falsedad del 
impugnado. 
2.° Que señalen las escrituras 6 documentos que puedan ser-
vir para el cotejo. 
Si del documento impugnado existiere protocolo 6 registro, la 
Sección podrá disponer, si lo estimare preciso, que sea traída la 
matriz, quedando copia literal y fehaciente de ella, la cual hará 
sus veces y tendrá la misma fuerza mientras no se devuelva, 
concluido que sea el cotejo, y archive de nuevo la original. 
Art. 190. Las partes antes del día señalado, se comunicarán 
respectivamente los documentos que piensen producir y los he-
chos que traten de alegar. 
Art. 191. El depositario del original ó matriz cuya presenta-
ción se hubiere proveído, será citado 6 apremiado á hacerlo eu 
la forma prevenida respecto á los testigos en los arts. 144 y 145. 
Art. 192. Luego que venga la matriz, se procederá en la for-
ma prescrita por el art. 188. 
Sin embargo, la Sección podrá dejar la matriz en poder de su 
depositario, imponiéndole la obligación de producirla en las dili-
gencias sucesivas. 
Art. 193. El día señalado por el auto preparatorio, si los do-
cumentos producidos fueren concluyentes en favor 6 en contra 
de la autenticidad del impugnado, la sección proveerá en seguida, 
admitiéndole o desechándole del proceso. 
Art. 194. En el caso contrario, por un segundo auto prepa- 
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ratorio la Sección decretará la comprobación del documento por 
medio del cotejo con otro ú otros indubitados. 
En el mismo auto señalará los documentos indubitados que 
deban servir para el cotejo, disponiendo que sean traídos al 
efecto. 
También recibirá información de testigos sobre los hechos 
pertinentes articulados por las partes. 
Art. 195. Se admitirán como auténtitos ó fehacientes para el 
cotejo los documentos y escrituras que de común acuerdo seña-
laren las partes. 
Art. 196. Si las partes no estuvieren acordes en la designa-
ción, no se tendrán como indubitados para el cotejo más que los 
siguientes: 
Los documentos auténticos. 
Los privados reconocidos por las partes. 
El impugnado, en la parte en que no hubiere sido argüido de 
falso. 
Art. 197. En defecto ó insuficiencia de documentos de cote-
jo, la parte á quien se atribuya lo escrito en el impugnado, ó la 
firma que le autorice, podrá ser requerida á que forme un cuerpo 
de escritura, que en el acto le dictará el Ponente. 
Si la parte se negare á formar el cuerpo de escritura, se le po-
drá estimar confesa en el reconocimiento del documento impug-
nado. 
Art. 198. En defecto de los medios de comprobación expre-
sados en los dos artículos que preceden, podrá emplearse cual-
quier otro que sea bastante para calificar de indubitado el que 
sirva para el cotejo. 
Art. 199. Respecto á los documentos de cotejo y sus deposi-
tarios, se procederá con arreglo á los arts. 191 y 192. 
Art. 200. La Sección por sí misma hará la comprobación por 
medio del cotejo, después de haber oído las observaciones de las 
partes. 
Art. 201. Sin embargo, el Consejo podrá, siempre que lo es-
time conveniente, consultar el dictamen de peritos, observando 
lo dispuesto en el art. 167. 
Los peritos en este caso serán nombrados de oficio, con arre-
glo en cuanto á su número á lo prevenido en el art. 168, y exa-
minados verbalmente en la forma prescrita para los testigos. 
Art. 202. La prueba testifical de los hechos se practicará con 
arreglo al cap. X. 
Art. 203. Si de las diligencias de comprobación resultaren 
indicios acerca de los autores ó cómplices de la falsedad, y éstos 
vivieren y fuere indispensable la decisión previa del expediente 
criminal para fallar el proceso civil, se suspenderá el curso de 
éste hasta la terminación de aquél. 
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En todo caso se pasará al Juez competente el tanto de culpa 
que resulte de las declaraciones sobre falsedad. 
CAPITULO XIV 
Da las providencias interlocutorias, y de las resoluciones 
definitivas. 
Art. 204. Las providencias interlocutorias serán dictadas 
por la Sección de lo contencioso á los siete días de tener estado 
el proceso, y el Consejo pronunciará su resolución definitiva 
dentro de 15 días, contados desde el siguiente al de hallarse con-
cluso. 
Art. 205. El Consejo motivará todas sus resoluciones defini-
tivas, y la Sección las providencias interlocutorias por las cuales 
conceda 6 deniegue reposición de otra. 
Art. 206. No será válida ninguna providencia de la Sección 
ni resolución definitiva del Consejo que no haya sido dictada 
respectivamente por tres Vocales ó 15 ordinarios por lo menos. 
Art. 207. En falta de Vocales ordinarios se asociará á la 
Sección de lo contencioso el número suficiente de Consejeros de 
la Sección de Gracia y Justicia, principiando por el más mo-
derno. 
Art. 208. El Consejero que no asista á la vista pública ante 
el Consejo, no tomará parte en la deliberación y votación del ne-
gocio. 
Tampoco votará e] Consejero que habiendo asistido á la vista 
no esté presente al tiempo de deliberar y votar el Consejo, á no 
estar enfermo ó tener otro impedimento legítimo, y no quedar 
el número competente de Consejeros para votar con arreglo al 
art. 206. 
Art. 209. El Consejero que por enfermedad ú otro legítimo 
impedimento tuviere que dar su voto por escrito, le remitirá mo- 
tivado al que presida, el cual, después de leerle á presencia de 
los Vocales, dispondrá que se trascriba literalmente en el libro 
correspondiente, á continuación de la resolución de la mayoría, 
si fuere contrario á ella, y en otro caso que se anote el nombre 
del Consejero en el número de los votantes. 
Art. 210. Cuando empezado á ver un negocio, ó visto ya y 
no votado, enfermare 6 de otro modo se inhabilitare alguno de 
los Vocales concurrentes, no se suspenderá la vista ó determina-
ción si quedare el número suficiente. 
Art. 211. Si el número de votantes no fuere suficiente, ni 
pudiere el impedido asistir á la votación, se procederá á nueva 
vista 6 votación en su caso, citando a los que hubieren faltado 
á la vista anterior. 
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Art. 212. La votación, una vez comenzada, no podrá inte-
rrumpirse si no mediare impedimento insuperable. 
Art. 213. Si el proceso estuviere en estado de ser decidido 
definitivamente en unos puntos y en otros no, podrá el Consejo 
fallarle definitivamente en cuanto á los primeros, ó,no fallarle 
basta que lo estuviere respecto á los unos y á los otros, como 
mejor lo estime, según las circunstancias del caso. 
Art. 214. Para dictar su fallo, comenzará el Consejo por 
asentar, á propuesta de la Sección de lo contencioso, las cues-
tiones de hecho y de derecho pendientes de su decisión. 
Se votará por separado cada una de ellas. 
No se pasará a las cuestiones de derecho sino después de ha- 
berse resuelto las de hecho. 
Art. 215. El Consejero de la Sección de lo contencioso que 
disienta de la mayoría acerca de la resolución definitiva 6 puntos 
de derecho que deban proponerse al Consejo, podrá presentar su 
voto particular al mismo. 
Art. 216. En toda providencia interlocutoria y resolución de-
finitiva motivadas se expresará: 
1.° El nombre, apellido, profesión, domicilio y cualquiera 
otra circunstancia que facilite el conocimiento de las partes, el 
carácter con que éstas litiguen y los nombres de sus Abogados 
defensores. 
2.° Las pretensiones respectivas. 
3.° Las cuestiones de hecho y de derecho que el Consejo hu-
biere propuesto. 
4.° Lo acordado en consecuencia por el Consejo. 
Art. 217. Las decisiones definitivas del Consejo se extende-
rán en forma de reales decretos. 
En la misma forma, y guardando además lo prescritô en el 
articulo anterior, se extenderán en su parte declarativa y reso-
lutiva los votos particulares de los Consejeros que usen del de-
recho de hacerlos. 
Estos votos acompañarán á la decisión definitiva al elevarse 
ésta en consulta al Gobierno. 
Art. 218. A los que no hayan litigado en el proceso ó sus cau-
sahabientes no se franqueará, sin previo decreto de la Sección, 
certificación de las providencias y resoluciones que en él habie-
ren recaído. 
Art. 219. El Secretario expresará por diligencia la parte á 
quien diere la certificación, al pie de ésta y al de la minuta ori-
ginal de la resolución. 
A la misma parte no podrá darse segunda certificación, sino 
en virtud de providencia acordada con citación de las partes. 
Art. 220. La notificación de las providencias interlocutorias 
y resoluciones definitivas se hará por cédula de ujier, la cual 
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contendrá pena de nulidad, copia literal de la providencia ó del 
Real decreto en su caso. 
Art. 221. El Consejo Real observará lo dispuesto en los ar-
tículos 47, 48, 51 y el pár. 1.° del 53 del reglamento de los Con-
sejos provinciales de 1.° de Octubre de 1845. 
Art. 22 .2. El Real decreto será refrendado por el Ministro de 
la Gobernación de la Península. 
Art. 223. Cuando S. M. no tuviere á bien conformarse con 
la resolución del Consejo, dictará en Consejo de Ministros el 
Real decreto motivado que estime justo. 
CAPITULO XV 
De la reposición de las providencias interlocutorias. 
Art. 224. Dentro de tres días, contados desde la notificación 
de una providencia, la parte á quien perjudique podrá solicitar 
su reposición ante el Consejo ó la Sección respectivamente. 
Art. 225. La reposición se decidirá con cédula previa de em-
plazamiento y un solo traslado. 
Art. 226. De la providencia confirmatoria ó revocatoria no 
podrá pedirse reposición. 
CAPITULO XVI 
Del recurso de aclaración y revisión de las resoluciones 
definitivas. 
Sección primera. 
De la aclaración de las resoluciones. 
Art. 227. Tendrá lugar el recurso de aclaración de las defi-
nitivas cuando la parte dispositiva de ellas fuere ambigua ú os-
cura en sus cláusulas. 
Sección segunda. 
De la revision de las resoluciones. 
Art. 228. Habrá lugar á la revisión de una definitiva: 
1.° Si hubiere contrariedad en sus disposiciones. 
2.° Si hubiere recaído sobre cosas no pedidas. 
3.° Si en ella se hubiere omitido proveer sobre alguno de los 
capftulos de la demanda. 
4.° Si se hubiere dictado por menor número de Consejeros 
de los que para su validez requiere este reglamento. 
Art. 229. Habrá lugar é la revisión cuando el Consejo hu-
biere dictado resoluciones contrarias entre sí, respecto á los 
mismos litigantes, sobre el propio objeto y en fuerza de idénti-
cos fundamentos. 
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Art. 230. Habrá lugar á la revisión de la definitiva que se 
hubiere dictado en virtud de confesiones y allanamientos hechos 
sin poder ó autorización suficientes por los defensores de las 
partes en estrados ó por escrito, si las expresadas confesiones ó 
allanamientos fueren contradichos por los interesados y demos-
trada su falsedad. 
Art. 231, Habrá lugar á la revisión de una definitiva: 
1.° Si después de pronunciada se recobraren documentos de-
cisivos detenidos por fuerza mayor 6 por obra de la parte en 
cuyo favor se hubiere dictado. 
2. ° Si hubiere recaído en virtud de documentos que al tiem-
po de dictarse ignoraba una de las partes haber sido reconocidos 
y declarados falsos, ó cuya falsedad se reconociere ó declarare 
después. 
3.° Si habiéndose dictado la definitiva en virtud de prueba 
testifical ó de posiciones, uno ó muchos testigos, ó la parte ju-
rante, fueren condenados como falsarios en sus declaraciones. 
4.° Si la definitiva se hubiere ganado en virtud de cualquiera 
otra sorpresa ó maquinación fraudulenta. 
Art. 232. Habrá lugar á la revisión de las definitivas dicta-
das en perjuicio de menores de edad ó entredichos de adminis-
trar sus bienes, cuando sus tutores ó curadores se hubieren des-
cuidado en presentar su favor documentos decisivos. 
Art. 233. Los acreedores, 6 los que traigan causa de ellos, 
podrán impugnar por el recurso de revisión las definitivas que 
se hubieren dictado contra su deudor ó contra su causante en 
fuerza de colusión fraudulenta ó atentado contra sus derechos. 
Art. 234. No se interpondrá recurso de revisión por error 
material que se hubiere cometido en la definitiva en cuanto á 
los nombres, calidades y pretensiones de las partes, ó por simple 
error de cálculo en su parte dispositiva. Sin embargo, se pedirá 
por escrito la rectificación del error, y en el caso de que hubiere 
lugar á ella, se extenderá al margen ó á continuación de la mi-
nuta de la sentencia. 
Sección tercera. 
De los términos para interponer los recursos de aclaración y revisión. 
Art. 235. El término señalado para interponer los recursos 
de aclaración será de cinco días, y para los de revisión de dos 
meses, contados: 
1.° Desde la notificación de la definitiva en los casos de los 
artículos 227 y 228. 
2.° Desde la notificación de la última definitiva en el caso 
del art. 229. 
Art. 236. En los casos previstos por el art. 231, el término 
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para recurrir por vía de revisión será el de dos meses, contados 
desde el día en que se descubrieren los documentos nuevos 6 el 
fraude, 6 desde el día del reconocimiento 6 declaración de la fal-
sedad. 
Art. 237. En los casos previstos por el art. 232, el término 
para recurrir por via de revisión se prorrogará en favor de los 
menores y entredichos de administrar sus bienes hasta dos me-
ses, contados desde la notificación de la definitiva hecha saber 
después de haber cesado la menor edad 6 interdicción. 
En defecto de esta notificación, se prorrogará dicho término 
por todo el tiempo que dure la acción rescisoria. 
Art. 238. En el caso del art. 233 los acreedores 6 sus causa-
habientes deducirán la demanda de revisión á los dos meses, 
contados desde el día en que hubieren adquirido noticia judicial 
de la definitiva. 
Art. 239. En ningún caso podrá interponerse el recurso de 
revisión cuando hubiere prescrito la acción ó la resolución eje-
cutoria que lo motive. 
Sección cuarta. 
De la forma y trámites de los recursos de aclaración y revisión. 
Art. 240. La demanda sobre aclaración y revisión se introdu-
cirá por cédula de emplazamiento, pena de nulidad. 
Art. 241. Cuando la demanda de revisión se fundare en con-
fesiones ó allanamientos impugnados como falsos, el defensor 
que los hubiere hecho será encausado por el Juez competente. 
Al efecto se le pasará á éste un tanto de la sentencia en que se 
cancele la anterior, dictada sobre los falsos motivos. 
Art. 242. Las demandas sobre aclaración y revisión se ins-
truirán por los mismos trámites que cualquiera otra demanda. 
Art. 243. Las demandas de aclaración y revisión no suspen-
derán la ejecución de la sentencia que las motive. 
Sin embargo, podrá el Consejo, en vista de las circunstancias 
del caso, sobreseer en la ejecución, exigiendo fianza del deman-
dado 6 de la parte que activare la ejecución. 
Sección quinta. 
De las definitivas dictadas en virtud de los recursos de aclaración 
y revisión. 
Art. 244. Si el Consejo estimare procedente la aclaración, 
admitirá el recurso y aclarará la duda ú oscuridad que ofrezca la 
definitiva, sin variar en el fondo sus disposiciones. 
Art. 245. El Consejo, si estimare procedente la revisión, ad-
mitirá el recurso, y rescindirá en todo ó en parte la sentencia 
impugnada, según que los fundamentos del recurso se refieran 
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á la totalidad, 6 tan sólo á alguno de los capítulos de la sen-
tencia. 
Art. 246. En la misma definitiva de revisión proveerá el Con-
sejo sobre el fondo de la cuestión controvertida que haya sido 
objeto de la resolución rescindida. 
Art. 247. Cuando el Consejo admita el recurso de revisión 
por la contrariedad de dos definitivas, rescindirá la última en 
fecha y mandará llevar á efecto la primera. 
Art. 248. El Secretario extenderá á continuación de la minu-
ta de la resolución primitiva la de aclaración ó revisión que sobre 
ella recayere. 
Art. 249. Nunca tendrá lugar el recurso de aclaración: 
1. ° Contra una definitiva sobre la cual se hubiere ya inter-
puesto una vez este recurso. 
2.° Contra la definitiva misma de aclaración y revisión. 
3.° Contra la definitiva que en el caso de revisión hubiere re-
caído de nuevo acerca del fondo de la cuestión ventilada. 
Art. 250. Las decisiones de los recursos de que trata este ca-
pítulo, se tomarán en la forma prevenida para las resoluciones 
finales en los negocios de que conoce el Consejo. 
CAPITULO XVII 
Del recurso de apelación de las sentencias de los Consejos 
provinciales. 
Art. 251. En el término señalado por el art. 69 del reglamen-
to de los Consejos provinciales de 1.° de Octubre de 1845, la parte 
que se sintiere agraviada interpondrá el recurso de apelación por 
escrito ante el Consejo respectivo, y se hará saber al apelado por 
cédula de ujier. 
Art. 252. Dentro de tres meses, si la alzada se interpusiere 
en Canarias, y de dos si en la Península é islas adyacentes, con-
tados desde el trascurso de los 10 días concedidos para interpo-
nerla, el apelante mejorará el recurso, deduciendo ante el Con-
sejo Real la demanda de agravios por medio de uno de sus Abo-
gados, apoderado debidamente, ó en su caso por el representante 
de' la Administración y de las corporaciones que están bajo sn 
tutela. 
Con la demanda presentará el apelante: 
1.° Certificación de haber interpuesto el recurso, y haberse 
notificado al apelado en tiempo y forma. 
2.° Certificación, sacada con citación, de la sentencia apela-
da, y de la probanza sobre que ésta hubiere recaído. 
Art. 253. En el término prescrito por el artículo anterior se 
presentará ante el Consejo el Abogado del apelado, con poder 
bastante para representarle en juicio. 
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Art. 254. Si el apelante no mejorare el recurso en el término 
señalado, se declarará desierta la apelación, y la sentencia con-
sentida á la primera rebeldía que le acuse el apelado. 
Art. 255. Si el apelado no compareciere por medio de Aboga-
do en el término del art. 252, y en la forma allí determinada, se 
seguirá la instancia en rebeldía. 
Art. 256. Si en primera instancia no se hubiere proveído la 
ejecución interina de la definitiva, la Sección, á solicitud del 
apelado, podrá acordarla desde el primer día en que se le diere 
cuenta del negocio. 
Art. 257. A instancia del apelante, podrá la Sección desde el 
primer día en que se le diere cuenta del recurso, y atendiendo á 
sus circunstancias: 
Prohibir ó suspender, en todo d en parte, la ejecución interina 
decretada por el inferior. 
Mandar que preste fianza el apelado á quien el inferior no hu-
biere impuesto obligación de otorgarla. 
Art. 258. En la instancia de apelación se observará lo dis-
puesto en los capítulos precedentes, con las modificaciones que 
siguen. 
Art. 259. No se admitirá en la instancia de apelación ningu-
na pretensión ni excepción nueva, salvo aquellas que no se hayan 
podido proponer en la primera instancia. 
Art. 260. La Sección ó el Consejo en su caso, para mejor 
proveer, podrá ordenar se practiquen de nuevo ante ella las di-
ligencias probatorias de primera instancia que estimare viciosas 
d insuficientes. 
También podrá ordenar cualquiera otra clase de actuación ó 
prueba que no se hubiere practicado ante el inferior. 
Art. 261. El Consejo confirmará ó revocará en todo 6 en par-
te la sentencia apelada, proveyendo de nuevo sobre los puntos 
en que la revocare. 
Art. 262. Si la apelación no hubiere recaído más que sobre 
algún incidente, el Consejo proveerá tan sólo acerca de él, reser-
vando al inferior la decisión de lo principal. 
Art. 263. Sin embargo, en el caso del artículo anterior, el 
Consejo, si revocare el fallo del inferior, podrá decidir sobre lo 
principal, cuando lo pidieren todas las partes. 
Art. 264. El Consejo no podrá fallar sobre ninguno de los 
capítulos de la demanda que no se hubieren propuesto á la deci-
sión del inferior, salvo si se tratare: 
De compensación por causa posterior á la definitiva de prime-
ra instancia. 
De intereses y cualesquiera otras prestaciones accesorias ven-
cidas después de la definitiva. 
De daños y perjuicios causados desde su pronunciamiento. 
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Art. 265. El Secretario del Consejo remitirá al del inferior 
certificación del Real decreto que contenga la resolución final en 
la segunda instancia, dentro de la semana en que se publique en 
el Consejo. 
El Secretario del inferior pondrá sin demora la certificación 
con la minuta de la definitiva en primera instancia, extendiendo 
al pie 6 al margen de ella la nota oportuna. 
Art. 266. Los recursos de aclaración y revisión contra las 
definitivas dictadas en apelación, tendrán lugar en los mismos 
casos, término y forma que los deducidos contra las resoluciones 
finales de los negocios contencioso administrativos que princi-
pian y terminan en el Consejo. 
CAPITULO XVIII 
Del recurso de nulidad contra las definitivas de loe Consejos 
provinciales. 
Art. 267. El procedimiento del recurso de nulidad se arre-
glará á lo dispuesto acerca del de apelación. 
Art. 268. Si el recurso procediere en los casos previstos por 
los párrafos 2.° y 3.°, art. 73 del reglamento de los Consejos  pro 
 vinciales, el Consejo fallará luego el proceso en definitiva, y lo 
devolverá para su ejecución al Consejo respectivo. 
Si procediere en el caso previsto por el par. 1.° del citado ar-
tículo, el Consejo dispondrá que se haga saber á las partes que 
acudan donde y como vieren convenirles. 
En los casos de los párrafos 4.°, 5.°, 6.° y 7.° del mismo artícu- 
lo, el Consejo, si procediere, repondrá el proceso al ser y estado 
que tenía antes de causarse la nulidad, y le devolverá al inferior 
que le hubiere formado, para que le continúe y sustancie con 
arreglo á las leyes. 
TITULO III 
DISPOSICIONES GENERALES. 
Art. 269. Los plazos señalados por días/se entenderán de 
días útiles, y no comprenderán el de su fecha ni el de su venci-
miento. 
Art. 270. Todo plazo que concluyere en domingo ú otro día 
de fiesta legal, se prorrogará al siguiente día. 
Art. 271. Los plazos señalados por este reglamento no po-
drán coartarse ni extenderse por el Consejo, fuera de los casos 
en que se le reserva expresamente la facultad de hacerlo. 
Art. 272. El trascurso de un término señalado por este re- 
glamento para el ejercicio de algún derecho, traerá consigo la 
pérdida de este derecho. 
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Art. 273. Sin embargo, se suspenderá dicho término por la 
muerte de la parte interesada. 
No volverá á correr contra sus herederos sino desde el venci-
miento del concedido para hacer inventario ó deliberar. 
Art. 274. Los plazos dejados al arbitrio del Consejo serán 
del tiempo absolutamente necesario para que se ejecute el acto. 
No se prorrogarán sin justa causa. 
Art. 275. Será condenada á satisfacer daños y perjuicios: 
1.° La parte que solicitare señalamiento de término en virtud 
de falsos motivos. 
2.° La que para asegurar su demanda ó defensa recurriere á 
falsas alegaciones y negativas, ó imputaciones calumniosas, ó 
cualquiera otro de los medios reprobados que sugiere la mala fe. 
3.° La que sin legitimo fundamento dedujere recursos de 
interpretación, revisión, nulidad ó apelación de una definitiva 
•que no fuere susceptible de ellos. 
4.°. Aquella cuya apelación se estimare temeraria en todo otro 
caso. 
5.° La que en virtud de sentencia ó actos cancelados á conse-
cuencia de pago ú otro modo legítimo de extinguirse las obliga-
ciones, hubiere conseguido que se proceda contra la persona ó 
bienes de su adversario. 
6.° La que con desprecio de las providencias del Consejo 
infringiere la prohibición que se le haya impuesto, ó no restitu-
yere los bienes que detentare. 
Art. 276. Las multas que impusiere el Consejo no podrán 
exceder de 10.000 rs. 
Art. 277. La condena de daños y perjuicios comprenderá la 
indemnización completa de los causados. 
Art. 278. En caso de concurrencia contra los bienes de la 
parte condenada entre la multa y la indemnización de daños, 
será ésta pagada con preferencia. 
Art. 279. Sin perjuicio de las penas que van declaradas, si 
los escritos producidos en el proceso contuvieren imputaciones 
calumniosas ó injuriosas, el Consejo podrá proveer que éstas 
se tachen, quedando siempre salva la acción de injurias si proce-
diere. 
Art. 280. Serán condenados á pagar daños y perjuicios yen 
multa los actuarios y ujieres que hubieren practicado una dili-
gencia nula. 
Art. 281. Los actuarios, defensores y ujieres que infringieren 
las disposiciones de este reglamento, ó no se conformaren con 
ellas, podrán ser condenados por cada contravención, aunqueésta 
no cause nulidad, en 500 rs. ó en 1.000 si reincidieren en el curso 
da un mismo año. 
Art. 282. Las penas referidas se impondrán con audiencia de 
r 
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aquel á quien se aplicaren, previo depósito de la multa, si en ella 
consintieren. 
Aprobado por S. M. por Real decreto de esta fecha. 
Madrid 30 de de Diciembre de 1846.—Pidal. 
R. D. de 20 de Junio de 1858: modificaciones al regla- 
mento de 30 de Diciembre de 1846. 
(GOB.) En virtud de las razones que me ha expuesto mi Mi-
nistro de la Gobernación, oído el Consejo Real sobre la conve-
niencia de reformar en alguna de sus disposiciones el reglamento 
de 30 de Diciembre de 1846 para proceder dicho cuerpo en los ne-
gocios contenciosos de la Administración, y de acuerdo con el 
parecer del Consejo de Ministros, vengo en decretar lo siguiente: 
1.° Se tendrá por abandonado todo pleito cuyo curso desde la 
publicación del presente Real decreto en adelante se detenga du-
rante un año por culpa de las partes interesadas. En este caso 
declarará el Consejo caducada la demanda y consentida la orden 
gubernativa que hubiese motivado el pleito. 
2.° En los pleitos detenidos por el tiempo señalado en el ar-
tículo anterior y cuya detención haya comenzado antes de la pu-
blicación de este Real decreto fijará el Consejo un plazo pruden-
cial, atendiendo á las circunstancias de cada asunto. Si durante 
este plazo no promoviesen el curso de un pleito detenido cual-
quiera de las partes, se entenderá que ambas desisten de sus 
respectivas pretensiones, y el Consejo declarará igualmente ca-
ducada la demanda. 
3.° Las reglas anteriores no son aplicables á los pleitos en 
que uno 6 más particulares litiguen con la Administración. 
4.° Se guardará lo dispuesto por el art. 273 del reglamento, 
sólo cuando el heredero aproveche por todo el tiempo que la ley 
le concede el beneficio de deliberar. En otro caso, la suspensión 
de los términos por muerte de alguna de las partes será de 30 
días, contados desde que el heredero, expresa 6 tácitamente, hu-
biese aceptado la herencia, á no ser que desde la aceptación fal-
tasen menos de 30 días para concluir el tiempo por el que la ley 
concede el expresado beneficio. 
5.° Admitida la apelación por un Consejo provincial, éste, 
remitirá siempre los autos originales al Consejo Real, quedán-
dose con el testimonio necesario para llevará efecto la sentencia, 
si no hubiere acordado expresamente suspender la ejecución. 
6.° Cuando el Consejo provincial no admita una apelación, 
podrá la parte interesada recurrir en queja ante el Consejo Real. 
Interpuesto en forma este recurso, la Sección de lo contencioso 
mandará al Consejo provincial que informe con justificación, y 
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en vista de todo confirmará ó revocará la providencia del inferior. 
7.° El demandado podrá contestar á la demanda en el mismo 
escrito en que proponga excepción dilatoria, en escrito separa-
do, siempre que ]os presente dentro del término de 20 días que 
sefiala el reglamento. 
Las excepciones dilatorias no interrumpirán el curso ordinario 
de la demanda ínterin no recaiga providencia favorable á alguna 
de ellas. 
8.° En los negocios de primera y única instancia ante el Con-
sejo se reservará al pleno la consulta sobre cualquiera excepción 
de incompetencia. 
9.° La misma regla se guardará en segunda instancia cuando 
se funde la declinatoria en el supuesto de que el asunto corres-
ponde á la jurisdicción ordinaria ó á cualquier otra jurisdicción 
especial. 
Cuando la declinatoria se funde en que el negocio corresponde 
á la Administración activa ó en cualquier otro motivo que no 
sea el anteriormente expresado fallará la Sección lo que estime 
justo. 
10. La Sección de lo contencioso fallará también sin ulterior 
recurso, estimando ó desestimando las excepciones de litispen-
dencia y de falta de personalidad. 
11. El término para dictar ó consultar sentencia definitiva 
empezará á correr desde el día en que acabe la vista del pleito. 
12. En los Reales decretos que se expidan para cada pleito se 
expresarán los nombres de los Consejeros que hubieren tomado 
parte en la consulta elevada al Gobierno. 
13. Los Consejos provinciales en todos los casos no compren-
didos en su reglamento de 1. ° de Octubre de 1845, observarán: 
Primero. El reglamento del Consejo Real con las disposicio-
nes posteriores que le suplen ó modifican. 
Segundo. El derecho común. 
14. Serán obligatorios para todos los Ministerios y aplicables 
á las resoluciones de los mismos las disposiciones dictadas res-
pecto del de Hacienda en mi R. D. de 21 de Mayo de 1853. 
15. El reglamento de 30 de Diciembre de 1846, se entenderá 
derogado en lo que no esté conforme con el presente decreto. 
Dado en Aranjuez á 20 de Junio de 1858.—Está rubricado de 
la Real mano. 
Ley orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto 1860. 
TITULO PRIMERO 
DE LA ORGANIZACIÓN DEL CONSEJO DE ESTADO. 
Artículo 1.° El Consejo de Estado es el Cuerpo Supremo 
rrr 
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consultivo del Gobierno en los asuntos de gobernación y admi-
nistración, y en los contencioso administrativos de la Península 
y Ultramar. Precede á todos los Cuerpos del Estado después 
del Consejo de Ministros; y es impersonal su tratamiento. 
Art. 2.° El Consejo de Estado se compondrá de los Minis-
tros de la Corona, de un Presidente y de 32 Consejeros. 
Art. 3.° El sueldo del Presidente serví de 120.000 rs. anua-
les, y de 60.000 el de los demás Consejeros. 
Todos tendrán el tratamiento de Excelencia. 
Art. 4.° Para ser nombrado Consejero de Estado se requiere 
ser español y haber cumplido la edad de 35 años. 
Art. 5.° Veinticuatro nombramientos de Consejeros habrán 
de recaer en personas que estén 6 hayan estado comprendidas en 
una de las clases siguientes: 
Presidente de alguno de los Cuerpos Colegisladores. 
Ministro de la Corona. 
Arzobispo ú Obispo. 
Capitán general de Ejército 6 Armada. 
Vicepresidente del Consejo Real. 
Embajador. 
Presidente del Tribunal Supremo de Justicia, del de Guerra 
y Marina 6 del de Cuentas. 
Art. 6.° También podrán ser nombrados Consejeros, en las 
24 plazas á que se refiere el artículo anterior, los que hayan ejer-
cido durante dos años en propiedad alguno de los empleos 6 car-
gos siguientes: 
Teniente general de Ejército 6 Armada. 
Consejero Real ordinario ó de Estado. 
Ministro 6 Fiscal de alguno de los Tribunales expresados en 
el artículo anterior. 
Ministro plenipotenciario con misión á una corte extranjera. 
Fiscal del Consejo de Estado 6 del antiguo Real. 
Auditor de número, 6 Fiscal del Tribunal de la Rota. 
Decano, Ministro 6 Fiscal del Tribunal de las Ordenes mili-
tares. 
Regente de la Audiencia de la Habana. 
Ministro 6 Fiscal del Tribunal Supremo contencioso-adminis-
trativo. 
Para computar estos dos años se tomará en cuenta el tiempo 
que el nombrado haya servido en los diferentes empleos 6 cargos 
comprendidos en este articulo. 
Art. 7.° Ocho plazas de Consejero de Estado podrán pro-
veerse en personas que, aun cuando no se hallen comprendidas 
en las clases de empleos 6 cargos enumerados en los artículos 
anteriores, se hayan distinguido notablemente por su capacidad 
y servicios. 
185 
Art. 8.° Los Consejeros de Estado, el Secretario general y 
el Fiscal no podrán ejercer ningún cargo en sociedades indus-
triales ó mercantiles. 
Art. 9.° Los Consejeros de Estado serán nombrados por el 
Rey á propuesta del Consejo de Ministros, y en decretos espe-
ciales refrendados por su Presidente. En ellos se expresarán las 
calidades que den opción al elegido para ser Consejero, y la Sec-
ción del Consejo á que ha de quedar adscrito. Para su separación 
se observarán las mismas formalidades. Los Reales decretos de 
nombramiento y separación se publicarán en la Gaceta de Ma-
drid. 
Art. 10. El Consejo, antes de dar posesión al nombrado, 
examinará si su nombramiento se halla arreglado a lo prescrito 
por esta ley; y si esto ofreciese alguna duda, la elevará al Go-
bierno, suspendiendo la posesión hasta que resuelva lo que esti-
me conveniente. 
Art. 11. Los Consejeros, antes de tomar posesión, jurarán 
ser fieles a la Reina, haberse fiel y lealmente en el desempeño 
de su cargo, procurar el bien de la nación y consultar, con arre-
glo á la Constitución y á las leyes, en los negocios que les sean 
encomendados. 
Decreto de 1.° de Julio de 1874. 
Este decreto dispone que pueden ser nombrados los que ha-
yan sido Consejeros Reales ó de Estado. 
Ley de 30 de Diciembre de 1876. 
Art. 8.° Asimismo se declara ley del reino el R. D. de 29 de 
Diciembre de 1875, que amplió á los Jefes superiores de Admi-
nistración la aptitud para ser Consejeros de Estado, y redujo el 
número de plazas en que podía recaer la elección del Gobierno, 
conforme al art. 7.° de la ley orgánica del Consejo; pero eii ade-
lante, para ser nombrado Consejero con arreglo al art. 6.° de di-
cha ley orgánica y su ampliación de 29 de Diciembre de 1875, 
será necesario que, además de los dos años en el cargo, catego-
ría ó empleo que dan aptitud para el nombramiento, cuenten 
previamente los designados más de 15 años de servicios efectivos 
al Estado los Ministros plenipotenciarios, y más de 17 los Jefes 
superiores de Administración. 
r 
JiJRISPRi1DENCIA 
Ya hemos dicho en el curso de la obra cuándo pro-
cede el recurso contencioso - administrativo, al expli-
car los preceptos de la ley que claramente sientan 
toda la doctrina; pero ya hemos visto también que 
el legislador no ha querido hacer una enumeración 
casuística de la procedencia del recurso, por lo de-
ficientes que en la práctica tienen que resultar las 
tales enumeraciones. En esta parte del libro y sólo 
con el fin de completar la doctrina sentada, vamos 
nosotros ahora á indicar algunos casos que la juris-
prudencia ha señalado, y de este modo el lector pue-
de tener una guía segura que le materialice las re-
glas generales expuestas. 
La jurisprudencia que damos, es relativamente pe-
queña y solo sacada del año último; porque hacer 
otra cosa sería impropio de nuestro trabajo y ele-
varía considerablemente el precio de este Manual 
sin utilidad alguna; amén çle que, según ya tene-
mos manifestado en la parte doctrinal del tít. 1.° 
de la ley, por muchos casos que la jurisprudencia en 
general haya resuelto, siempre queda incompleta la 
materia, pues todos los días han de presentarse por 
precisión casos nuevos, conforme se vayan aplicando 
los preceptos legales en los diferentes hechos parti-
culares que pueden ocurrir. 
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Antes de entrar en la jurisprudencia propiamente dicha, va-
mos á hacer dos advertencias importantísimas para nuestros 
lectores, las cuales colocamos aquí, porque contribuyen á la 
buena inteligencia de lo contencioso de un modo casuistico, par-
cial y concreto, y además, porque la primera de ellas tiene una 
aclaración legal que varía en un punto importante conceptos 
generales que pudieran aplicarse sin su conocimiento errónea-
mente. 
Las advertencias son las siguientes: 
Primera. Según la ley de 25 de Setiembre de 1863, pueden 
ser contenciosas las cuestiones relativas: 
1.° Al uso y distribución de los bienes y aprovechamientos 
provinciales y comunales. 
2.° Al repartimiento y exacción individual de toda especie de 
cargas generales, provinciales ó municipales. 
3.° A la cuota con que corresponda contribuir a cada pueblo 
para los caminos en cuya construcción ó conservación se haya 
declarado interesados á dos ó más. 
4.° A la reparación de los daños que causen las empresas de 
explotación en los caminos a que se refiere el párrafo anterior. 
5.° A las intrusiones y usurpaciones en los caminos y vías 
públicas y servidumbres pecuarias de todas clases. 
6.° Al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados 
por las obras públicas. 
7.° Al deslinde de los términos correspondientes á pueblos 
y Ayuntamientos, cuando estas cuestiones procedan de una 
disposición administrativa. 
8.° Al curso, navegación y flote de los ríos y canales, obras 
hechas en sus cauces y márgenes, y primera distribución de sus 
aguas para riegos y otros usos. 
9.° A la insalubridad, peligro ó incomodidad de las fábricas, 
talleres, máquinas ú oficios, y su remoción á otros puntos. 
10. A la caducidad de las pertenencias de minas, escoriales 
y terreros. 
11. A la demolición y reparación de edificios ruinosos, ali-
neación y altura de los que se construyan de nuevo, cuando la 
ley ó los reglamentos del ramo declaren procedente la vía con-
tenciosa. 
12. A la inclusión ó exclusión en las listas de electores y 
elegibles para Ayuntamientos y sindicatos de riego. 
13. A los agravios en la formación definitiva del registro es-
tadístico de fincas. 
14. A la represión de las contravenciones á los reglamentos 
de caminos, navegación y riego, construcción urbana ó rural, 
policía de tránsito, caza y pesca, montes y plantíos. 
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15. Al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la Administración provincial 
para toda especie de servicios y obras públicas del Estado, pro-
vinciales y municipales. 
16. Al deslinde y amojonamiento de los montes que perte-
necen al Estado, á los pueblos ó á los establecimientos públicos, 
reservando las demás cuestiones de derecho civil á los Tribuna-
les competentes. 
17. A la validez, inteligencia y cumplimiento de los arrien-
dos y ventas celebradas por la Administración provincial de pro-
piedades y derechos del Estado y actos posteriores que de aqué-
llos se deriven, hasta que el comprador ó adjudicatario sea pues-
to definitivamente en posesión de dichos bienes. 
Y 18. A la indemnización, legitimidad de los títulos y liqui-
dación de los créditos de los partícipes legos en diezmos, con 
arreglo 'á lo que previene la ley de 20 de Marzo de 1846. 
Respecto a las distintas materias enumeradas, debemos hacer 
constar que cuando en alguna de ellas hayan intervenido los 
Ayuntamientos, aunque por su índole sea el acuerdo inmediata-
mente ejecutivo, según el art. 83 de la ley municipal, .no causa 
estado la resolución y no puede interponerse desde luego la vía 
contenciosa contra ella, porque según la R. O. de 26 de Mayo 
de 1880 (1), los acuerdos de los Ayuntamientos y las providen-
cias de los Alcaldes no causan estado; porque se puede apelar al 
Gobernador civil en los 30 días siguientes á la notificación, Bien-
do la resolución que éste dicta la que pone término á la vía gu-
bernativa y la que en su consecuencia causa estado. 
Esta doctrina parece contraria al carácter ejecutivo de los 
acuerdos, y sobre todo, perjudica 6 puede perjudicar los Ayun-
tamientos; pues si sus resoluciones fueran revocadas por el Go-
bernador, resultaría que ellos estaban llamados á interponer la 
vía contenciosa y tendrían que atenerse a la autorización indispen-
sable que las leyes determinan en el caso de ser menores de 4.000 
habitantes, autorización que no sería necesaria si en vez de inter-
poner ellos el recurso contra lo acordado por el Gobernador, 
fueran los otros interesados los que acudieran contra los Ayun-
tamientos. 
Pero sea como fuere, la resolución que examinamos está apo-
yada en los arts. 9.°, inciso 7.°, que faculta á los Gobernadores 
para revisar los acuerdos de los Ayuntamientos, 66, inciso 2.° y 
67, todos ellos de la ley provincial. Por este último se ve que se 
hallan vigentes aún los arts. 90 al 98 de la ley de 25 de Setiem-
bre de 1863, y como entre ellos se encuentra el 91 que dice ter-
minantemente: «no podrá entablar demanda ante los Consejos 
(1) Véase la nota de la página 13. 
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provinciales (después Comisiones y hoy Tribunales provinciales) 
sin que el Gobernador hubiere dictado providencia en el asunto 
que se ventile, salvo cuando otra cosa determine una ley espe- 
cial», claro está que la cuestión se halla terminantemente re- 
suelta. 
Hemos dado estas explicaciones, quizá excesivamente largas, 
por la importancia que el punto tratado envuelvo y porque los 
Ayuntamientos pequeños no siempre están dotados de personas 
lo bastante doctas para tener el conocimiento exacto en todos los 
detalles' de materia tan complicada. 
La segunda advertencia que teníamos que hacer, se reduce á 
que, según la ley de 31 de Diciembre de 1881 y el reglamento 
para su ejecución, procede la vía contenciosa para los asuntos de 
Hacienda contra las providencias de segunda instancia guberna-
tiva sin excepción alguna, y también contra las de mero trámi-
te dictadas 6 confirmadas en la segunda instancia gubernativa, 
si con ellas se resuelve la cuestión pendiente haciendo imposible 
todo recurso administrativo. Claro está que las cuestiones de 
Hacienda se sujetan á los principios generales de la ley nueva, y 
que en su virtud es necesario que concurran en ellas los demás 
requisitos que hemos estudiado con anterioridad; pero como en 
esta parte de la obra estamos materializando el asunto, creemos 
prudente hacer las citas que van expuestas. 
Podemos ya entrar en la jurisprudencia propiamente dicha, 
sólo recomendando que el lector habrá de tener presente que 
toda ella es anterior á la ley nueva, y, por tanto, en lo que por 
ésta se halle contrariado, no es valedero. 
ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO 
Acuerdos.—Via contenciosa.—No procede el juicio conten-
cioso administrativo contra una Real orden en cuanto por ella se 
dispone que los dueños de líneas telefónicas particulares hayan 
de quedar obligados á cambiar la dirección de sus hilos en las 
casas á que aquélla se refiere, puesto que, como acuerdo de go-
bierno y de público interés, sólo á la Administración activa in-
cumbe apreciar la conveniencia de su adopción. (Real orden 6 
Enero.—Gac. del 8.) 
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Débitos del Estado. —Abono de intereses de demora.— 
Es doctrina constantemente en la vía gubernativa y en la con-
tenciosa, que el Estado no tiene obligación de abonar intereses 
de demora al pagar sus débitos, á no ser que se halle así dispues-
to ó convenido expresamente, según se consigna en varios Rea-
les decretos sentencias, entré otros los de 20 y 27 de Diciembre 
de 1885 y 6 de Agosto de 1887. (Real decreto sentencia 8 Enero. 
—Gac. 20 Febrero.) 
Daños causados en la guerra civil. —Indemnizaeíón.- 
De conformidad con las disposiciones generales del derecho co-
mún y la Real orden de 30 de Junio de 1879, la Administración 
tiene obligación de indemnizar de los daños cansados en cumpli- 
miento de órdenes de Autoridades militares con motivo de la 
guerra civil. (R. D. S. 8 Enero.—Gac. 3 Marzo.) 
Reparación de edificios de los Centros administrativos. 
—Son abonables las cuentas de los arquitectos cuando las obras 
se hacen dentro de las condiciones legales, y la falta de orden es-
crita para cada caso no es motivo para negar el pago, siempre que 
las obras resulten hechas, pues debe presumirse que reparaciones 
que se ejecutaban en los mismos locales ocupados por las Direc-
ciones y á la 'vista de los Jefes superiores, tienen la aprobación 
de éstos, siendo, por otra parte, subsanable esta omisión ó defec-
to. (R. D. S. 31 Marzo.—Gac. 12 Agosto.) 
Responsabilidad del Estado por apresamiento de bu-
ques.—Aun cuando la captura de un buque sea declarada mala 
presa, puede reputarse su detención legal por carecer del certifi-
cado de la Aduana que acredite haber afianzado el buen uso de 
la pipería, y para tales casos prescribe el art. 11 del tratado de 29 
de Junio de 1835 entre España é Inglaterra, que la indemniza-
ción á qué los dueños tendrán derecho será tan sólo una canti-
dad proporcionada por razón de estadías, que s e . abonará del fon-
do de presas. (R. D. S. 14 Julio.—Gac. 80 Setiembre.) 
Grandezas y títulos.—La R. O. que reserva á varios recla-
mantes los derechos que respectivamente pudieran toner á un 
título para que los ejerciten ante loe Tribunales de justicia no 
puede alterar lo dispuesto en el R. D. de 28 de Diciembre de 1846 
é Instrucción de 14 de Febrero de 1847 limitando las facultades 
que , competen al Gobierno respecto a la supresión y concesión de 
títulos, ni dejar indefinidamente en suspenso y al arbitrio de los 
reclamantes la supresión ó concesión•del título, así como la per-
cepción del impuesto correspondiente á la Hacienda. (Real de-
creto sentencia 15 Setiembre.—Gac. 6 Octubre.) 
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ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL 
Via contenciosa. —Que los acuerdos ministeriales confirma-
tivos de otros reclamados del Gobernador deben tomarse oyendo 
al Consejo de Estado, y de no ser así, puede en ello fundamen-
tarse la vía contenciosa. (Real decreto- sentencia 30 Diciembre 
de 1886. —Gac. 20 Enero.) 
Representación de los Ayuntamientos en juicio. —Via 
contenciosa. —Los Ayuntamientos, ya como demandantes, ya 
como demandados, tienen derecho á comparecer en juicio por sus 
Procuradores Síndicos ó por los apoderados de éstos; correspon-
diendo únicamente al Ministerio público mostrarse parte en los 
pleitos cuando aquellas Corporaciones no lo hacen por medio de sus 
genuinos representantes. (R. D. 5.,13 Enero.—Gac. 12 Marzo.) 
Acuerdos de los Ayuntamientos. —Via contenciosa.—
La Real orden que declara nulo un acuerdo de un Ayuntamien-
to, fundándose en que no pudo por sí volver sobre otro acuerdo 
anterior, que fué firme y definitivo, interpreta y aclara el alcan-
ce de las atribuciones que por la ley municipal se reconocen á las 
dichas Corporaciones, lo cual no es posible rebatir en un pleito 
administrativo por falta de derecho en que el actor pueda fundar 
su recurso. (R. O. 7 Abril 1887.—Gac. del 18.) 
Representación de los Ayuntamientos en juicio. —Regi-
dores Sindicos.—Cuando un pleito contencioso administrativo 
se sigue á nombre de un Ayuntamiento por un Letrado nombra-
do directamente por el mismo Ayuntamiento y sin poder del 
Regidor Síndico, á quien compete la representación del Munici-
pio, se infringe el art. 56 de la ley de 2 de Octubre de 1877 y se 
incurre en el vicio de nulidad que señala el núm. 4.°, art. 73 del 
Reglamento de 1.° de Octubre de 1845. (R. D. S. 22 Setiembre. 
—Gac. 29 Octubre.) 
DEUDA PÚBLICA 
Diezmos. —Via contenciosa. — Según las disposiciones dic-
tadas desde 1849 al 63, es evidente que en los asuntos relativos 
á indemnización de partícipes legos en diezmos, la vía conten-
ciosa contra las resoluciones del Gobierno, apartándose de la re-
gla general, no procede ante el Consejo de Estado, sino ante el 
Consejo, hoy Comisión provincial (hoy Tribunal provincial). 
(R. D. S. 29 Diciembre 1886.
—Gac. 18 Enero.) 
Cargas de justicia. —Los que se creen con derecho á indem- 
192 
nizaciones en el concepto de cargas de justicia, deben presentar 
en la via gubernativa los documentos marcados en la R. O. de 
30 de Mayo de 1855, dentro del plazo de 12 meses, según el ar-
tículo 2.° de la ley de 22 de Julio de 1880, cuando los poseedores 
no están incluidos en los presupuestos del Estado. (R. D. S. 8 
Enero.—Gac. 2 Marzo.) 
Caducidad de créditos. —Los antiguos pendientes de  con-
versión están sujetos á las disposiciones del art. 7.° de la ley de 
21 de Julio de 1876, y cuando no son presentados á conversión 
en el plazo y forma prevenidos en aquel artículo, procede la de-
claración de caducidad. (Rs. De. Ss. 31 Marzo los dos.—Gacs. 10 
y 14 Agosto.) 
Cargas de justicia. —Cuando en el expediente gubernativo 
se hizo caso omiso del título original de egresión, presentado por 
los interesados como fundamento de su derecho, no procede ha-
cer declaración alguna en via contenciosa sin que en la guberna-
tiva se determine previamente el valor y eficacia del referido tí-
tulo, doctrina sancionada por el Tribunal Supremo, ejerciendo la jurisdicción contencioso-administrativa, y que entre otras sen-
tencias se halla aplicada en las de 5 de Noviembre de 1870 y 21 
de Abril de 1873. Por todo lo cual se debe dejar sin efecto la 
R. O. de caducidad y remitir de nuevo, para el efecto indicado, 
el expediente al Ministerio de Hacienda. (R. D. S. 10 Abril.-
Gac. 23 Agosto.) 
Juros. —Caducidad. —Es firme la declaración de caducidad 
de los mismos si, conforme al art. 18 de la ley de 19 de Julio de 
1869, no se apela de ella en el término de un mes ante el Minis-
terio de Hacienda, aun cuando se halle en litigio la propiedad de 
los juros, pues en este caso el Administrador de los bienes debe 
hacer la reclamación. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 8 Setiembre.) 
Efectos al portador extraviados.—Mientras los Tribuna-
les de justicia no declaren por sentencia ejecutoria cuáles sean 
los legítimos dueños de los títulos extraviados, carece la Direc-
ción de la Deuda de facultades para reconocer como dueños á las 
personas que no sean tenedores de los referidos títulos. (Real 
decreto sentencia 26 Mayo.—Gac. 11 Setiembre.) 
Indemnización por oficios enajenados. —A los oficios pú-
blicos enajenados de la Corona no es aplicable lo dispuesto en la 
ley de 1.° de Agosto de 1851, por cuanto ésta sólo se refiere á 
los créditos procedentes de los oficios enajenados por la Nación 





á los procedentes del Real Patrimonio que no fueron abolidos 
hasta 1869, y que se regulan exclusivamente por la ley de 18 de 
Diciembre del mismo aíïo. (R. D. S. 15 Setiembre.—Gac. 23 
Octubre.) 
Depósitos judiciales. Caducidad de créditos. —La condi-
ción de los depósitos judiciales excluye la facultad de la Admi-
nistración para declarar la caducidad de crédito de los mismos, 
porque ínterin no se dicte por el Juzgado la providencia de al-
zamiento acordando la devolución del depósito, y aquélla cause 
ejecutoria, no puede considerarse como crédito parala aplicación 
de las disposiciones generales que en la materia rigen. (Real de-
creto sentencia 15 Septiembre.—Gac. 26 Octubre.) 
CONTRIBUCIONES E IMPUESTOS. 
Aduanas. —Adeudo.— Lo dispuesto en el artículo 66 de 
las Ordenanzas de Aduanas aprobadas por Decreto de 18 de 
Julio de 1880, sólo puede tener aplicación en los casos or-
dinarios, pero nunca en los de arribada forzosa con avería gra-
ve en el casco, las cuales se rigen por el 198. (R. D. S. 13 
Enero.—Gac. 13 Marzo.) 
Apremios. —Tercerías. — Que no es admisible la demanda, 
en cuanto á la suspensión del procedimiento de apremio guber-
nativo, si se admite una tercería, porque sujeta ya el debate á 
otra autoridad competente, y pierde aquel acuerdo el carácter 
definitivo. (R. O. 24 Junio. —Gac. 10 Julio.) 
Arbitrios municipales. —Que cabe adicionar en la tarifa de 
consumos de un Ayuntamiento, previos los requisitos legales, 
un arbitrio sobre el carbón de cok, siempre que en el contrato 
con el Ayuntamiento y el suministro del gas no se haya pactado 
lo contrario. (R. D. S. 5 Marzo.—Gac. 6 Junio.) 
Consumos.—Vía contenciosa. —La Real orden que declara 
exceptuada del impuesto de consumos determinada especie, no 
pnede ser revisada en vía contenciosa, porque sólo á la Ad- 
ministración activa incumbe declarar las especies que , con 
arreglo á la ley, se hallan sujetas al pago de tributos, y acuerdos 
de esta índole no pueden causar agravio a derechos legítima-
mente constituidos en favor de los particulares. (R. O. 28 Di-
ciembre 1886.—Gac. 11 Enero.) 
Idem, idem.




por móvil hacer efectivo un reparto provisional para el cobro 
del impuesto de consumos, reparto que queda sujeto á las recla-
maciones de los interesados, así como á las alteraciones que de • 
ban introducirse con el fin de establecer la justa proporción en 
la cuota asignable a cada contribuyente, no causan estado ni 
agravio definitivo de derecho, por lo que no puede autorizarse 
su revisión en vía contenciosa. (R. 0. 28 Diciembre 1886.-
Gac. 11 Enero.) 
Idem, idem.—Confiada a las Corporaciones municipales la 
cobranza del impuesto de consumos, carecen de personalidad 
para reclamar en vía contenciosa contra las resoluciones de la 
Administración referentes a la cuota exigible á un contribuyen-
te, porque ningún derecho pueden alegar ó invocar para que al-
cancen mayor cantidad que la que las leyes y reglamentos de-
terminan, esto sin perjuicio de las acciones que las mismas Cor-
poraciones, como defensoras de los derechos é intereses del Mu-
nicipio, pueden sostener cuando éstos aparecen lastimados. 
(R. 0. 30 Marzo. —Gac. 18 Abril.) 
Idem, idem.— Que los arrendatarios de consumos carecen de 
personalidad para combatir en vía contenciosa las resoluciones 
de la Administración, que tienen por objeto aplicar é interpretar 
las disposiciones que rigen la exacción de los impuestos para el 
Tesoro. (R. 0. 28 Julio.—Gac. 5 Agosto.) 
Idem, ídem. —Ayuntamientos. —Que no tienen éstos perso-
nalidad para reclamar en la via contenciosa contra una Real or-
den que tiene por objeto determinar la suma exigible á los con-
tribuyentes, porque sólo obran aquellas corporaciones como de-
legados de la Autoridad central. Todo lo cual no obsta para qu e 
si la Real orden puede alterar la base del contrato de arrenda-
miento, el Municipio ejercite las acciones de que se crea asistido 
con relación al mismo contrato. (R. 0. 15 Diciembre.—Gaceta 
del 23.) 
Impuestos de derechos reales.—Legados para funda - 
clones de instrucción pública.—Aun cuando no estuviera ta-
xativamente incluido un legado en el precepto más favorable de 
la ley, como quiera que la razón de la misma al exigir el impues-
to en menor cantidad a los actos otorgados en favor de cuales-
quiera establecimientos de instrucción pública, ha sido, el pro-
pósito de fomentar el desarrollo de la enseñanza, y que este re-
sultado se obtiene igualmente ó mejor al crear establecimientos 
nuevos que al dotar los ya creados, es indudable que los capitales 
dejados con aquel objeto deben gozar del mismo beneficio que 
j1 
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los destinados á esto último. (R. D. S. 21 Mayo.—Gac. 29 
Agosto.) 
Impuesto del timbre del Estado. —Es innegable la obliga-
ción en que se encuentran los dueños de posadas, mesones y ca-
sas de huéspedes de usar el timbre móvil de 10 céntimos en los 
asientos de los libros registros de viajeros, siempre que dichos 
registros se lleven con las formalidades prevenidas por la Real 
orden de 27 de Noviembre de 1858. (R. D. S. 23 Junio.-
Gac. 16 Setiembre.) 
Industrial.—Actos por los cuales no puede exigirse di• 
cha contribución.
—La contribución industrial sólo puede re-
caer y exigirse por el ejercicio de aquellas industrias, profesiones, 
artes ú oficios en los cuales se obtengalucro ó granjería; y el he - 
cho aislado de remitir diferentes partidas de harinas á un mismo 
consignatario no es por sí sólo suficiente para suponer que se 
ejerza la industria de comisionista, máxime si no se ha justifi-
cado que el interesado obtuviese un lucro ó ganancia por dichas 
remesas. (R. D. S. 12 Febrero.—Gac. 30 Mayo.) 
Idem. — Impuesto de derechos reales. — Bancos y 
sociedades. 
— Que la contribución industrial del 10 por 
100 sólo puede exigirse por los beneficios líquidos que se 
repartan á los accionistas como resultado del último balance; 
pero cuando el reparto obedece á reducción del capital social, y 
es una devolución de él á los accionistas trasformándose la so-
ciedad, sólo debe satisfacerse el impuesto de derechos reales y 
transmisión de dominio, según terminantemente preceptúan las 
disposiciones de la ley de 31 de Diciembre de 1881. (R. D. S. 14 
Abril. —Gac. 7 Junio.) 
Industrial. —Que no puede considerarse defraudador al que 
tiene más especies de venta que las marcadas en la clase de la 
tarifa por que contribuye, porque incumbe á la Administración 
el formalizar las matrículas. (R. D. S. 5 Noviembre.—Gaceta 
del 30.) 
Recaudadores. —Via contenciosa. —Cuando la demanda 
resulta deducida por un Recaudador de contribuciones y se pro-
pone combatir el acuerdo transcrito en una Real orden reclamada 
referente á la exacción de impuestos, carece en tal concepto de 
personalidad para alzarse del referido acuerdo, ya porque como 
subordinado y dependiente de la Administración, sólo le corres-
ponde acatar y cumplir las resoluciones de su 
 superior jerárqui-
co, ya también porque carece de derecho que pueda suponer las- 
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timado por aquella Real orden. (R. O. 28 Julio.-Gac. 9 de 
Agosto.) 
Territorial.—Recibos talonarios. —Si bien es un prin-
cipio sancionado en distintas disposiciones legales el de que 
la posesión de los recibos talonarios es el medio de que los 
contribuyentes disponen para acreditar el pago de sus cuo-
tas, la sola circunstancia de que se hallen en poder del Recau-
dador es insuficiente para demostrar la insolvencia de aquéllos, 
á tenor de lo dispuesto en el art. 7.° de la circular de 13 de No-
viembre de 1857, que exige á los Recaudadores, para quedar á, 
cubierto de toda responsabilidad, que acrediten la falta de pago, 
no sólo con la presentación de los recibos, sino también con la 
de las diligencias ó actuaciones que justifiquen la imposibilidad 
del cobro. (R. D. S. 31 Marzo.—Gac. 16 Agosto.) 
Idem. — Repartimientos. — Via contenciosa. — Tra-
tándose de una Real orden por la cual se declara que hu-
bo exceso de cuota en la exigida á un contribuyente y se 
dispone que para reintegrarle las cantidades cobradas de más se 
gire un reparto á los contribuyentes que resultaron beneficiados, 
debe estimarse que carecen de personalidad para impugnar dicha 
resolución en via contenciosa el Ayuntamiento y la Junta peri-
cial, como subordinados de la Administración. (R. O. 28 Julio. 
—Gac. 6 Agosto.) 
SANIDAD 
Cementerios.—Via contenciosa. --Cuando el acuerdo trans-
crito en una Real orden tiene por objeto la conservación de la 
salud pública y la adopción de medidas que responden al indica-
do fin, mandando cerrar varios cementerios, aparece el referido 
acuerdo tomado en el ejercicio de facultades puramente discre-
cionales y, por lo tanto, no cabe contra dicha resolución el re-
curso en vía contencioso-administrativa. (R. O. 26 Noviembre. 
—Gac. 6 Diciembre.) 
FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
Ayudantes de obras públicas.-Jubilación forzosa.
—Que aun cuando les es aplicable á aquéllos el reglamento orgá-
nico del Cuerpo de Ingenieros de Caminos, no pueden ser jubi-
lados forzosamente más que cuando han cumplido los 60 años, 
según el art. 18 de la ley de presupuestos de 3 Agosto 1886. 
(R. D. S. 8 Enero.—Gac. 2 Marzo.) 
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Antigüedad.—Es principio constante establecido en el art. 58 
del reglamento de las carreras civiles de la Administración pú-
blica, de 4 de Marzo de 1866, que la antigüedad de los funcio-
narios públicos debe computarse desde la fecha de la posesión, 
descontando el tiempo de cesantía. (R. D. S. de 14 Abril.-
Gac. del 21.) 
Corrección disciplinaria. — Via contenciosa. — Según 
tiene declarado la jurisprudencia del Consejo, no procede la re-
visión en vía contencioso administrativa del uso que la Admi-
nistración activa hace de las facultades que le confieren los re-
glamentos para corregir disciplinariamente las faltas que en el 
ejercicio de sus funciones cometen los empleados que de ella 
dependen; y sólo pueden revisarse dichas resoluciones cuando 
al dictarlas se hubieren infringido las reglas del procedimien-
to. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 5 Setiembre) 
Idem, idem.—A la Administración activa incumbe exclusi-
vamente apreciar, el correctivo disciplinario correspondiente 
las faltas en. que incurran los funcionarios que dependen de la 
misma, sin que quepa autorizar el recurso en vía contenciosa 
sobre la severidad con que haya procedido en tales casos. (R. 0.13 Agosto.—Gac. de 17 Setiembre.) 
Cuerpos de escala cerrada. —No está declarado por la 
Administración activa que en los cuerpos de escala cerrada se 
suponga causado el ascenso y tomada la posesión en el momento 
de ocurrir la vacante. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 9 Setiembre.) 
Funcionarios de la carrera diplomática. —En la carrera 
diplomática , como cuerpo de escala cerrada, tienen derecho sus 
individuos á conservar el lugar que hubieren ganado, no pudien- 
do perderlo sino por causas graves determinadas en expedien-
te instruido al efecto y oyendo al interesado. (R. D. S. 14 Abril. 
—Gac. del 21.) 
Médicos Directores de baños. —Por más que sean nombra-
dos por el Ministerio de la Gobernación y tengan, respecto del 
mismo, la dependencia y las obligaciones que determina el re- 
glamento de 12 de Marzo de 1874, no merecen propiamente el 
nombre de empleados activos del Estado, de la provincia ni del 
Municipio, puesto que no perciben dotación
-
alguna de estas en-
tidades ni las prestan éxclusivamente sus servicios. (R. 0. 14 
Marzo. —Gac. del 18.) 
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Notarios.—Derechos de los excedentes.—De los arts 7. ° , 
13 y 35 del reglamento de 9 de Noviembre de 1874 y del art. 5.° 
del R. D. 20 Enero 1881 se deduce que sólo existe derecho de pre- 
ferencia en los Notarios excedentes del mismo distrito notarial 
respecto á todos los demás; pero no que dentro de los de esa clase 
tenga forzosamente que preferirse al más antiguo entre los que 
llevan más de cuatro años de ejercicio. (R. D. S. 8 Enero.-
Gac. 9 Marzo.) 
Oficiales Letrados de Hacienda. —Separación.--Las ga- 
rantías otorgadas á los Oficiales Letrados de Hacienda para no 
ser separados del Cuerpo sin las formalidades determinadas des-
aparecían desde que fué promulgado el Decreto ley de 4 de 
Enero de 1875; por lo tanto, el Ministro de Hacienda tenía atri-
buciones para separar libremente de sus cargos á loe empleados 
que de él dependieran, entre los cuales se encontraban los 
Oficiales Letrados, no obstante lo establecido en el reglamento 
de 14 de Enero de 1863, que debía entenderse modificado ó de-
rogado en este punto concreto. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 5 
Setiembre.) 
Responsabilidad. —Via contenciosa.—La Real orden que 
autoriza el procedimiento correspondiente en averiguación de la 
responsabilidad en que hubieran podido incurrir unos funciona-
rios administrativos que por error ú otra causa ocasionaran per-juicio en los intereses del Tesoro público, como quiera que se 
propone'hacer efectiva la responsabilidad en que resulten dichos 
funcionarios en el ejercicio de las atribuciones que en tal concep-
to les están conferidas, no puede motivar un juicio administrati-
vo. (R. 0. 6 Abril.—Gac. del 18.) 
CLASES PASIVAS 
Abono de servicios.—Escribientes.—La R. O. de 31 de 
Noviembre de 1833 privó del carácter y derechos de empleados 
públicos á los Escribientes de Secretarías, de Intendencias y ofi-
cinas de la Real Hacienda, nombrados con posterioridad á la 
misma; y este carácter de dependientes particulares de sus res. 
pectivos Jefes, dado á los Escribientes de las oficinas de la Real 
Hacienda, no se altera en lo más mínimo por las disposiciones 
de Mayo de 1838 mandando que se formase para estos Escribien-
tes una nómina especial, porqué esta medida se refiere al buen 
orden y distribución de fondos de cada dependencia. (R. D. S. 21 
Mayo.— Gac. 2 Setiembre.) 
Clasificaciones.—Errores materiales.—Las equivocacio- 
199 
nes materiales y evidentes cometidas en las clasificaciones, pue-
den y deben rectificarse en cualquier época en que se adviertan, 
sin implicar con ello una revocación del acuerdo de la Junta de 
Clases pasivas, sino que sirve por el contrario para la aplicación 
de su verdadero objeto. (R. D. S. 15 Setiembre.—Gac. 14 de 
Octubre.) 
Jubilación. —Sueldo regulador. —No está declarado por la 
Administración activa que en los Cuerpos de escala cerrada se 
suponga causado el ascenso y tomada la posesión en el momento 
de ocurrir la vacante. (R. D. S. de 26 Mayo.—Gaceta 9 Se-
tiembre.) 
Militares. —Vía contenciosa. —La ley de 30 Abril de 1883 
no autoriza el recurso contencioso contra las resoluciones dic-
tadas con anterioridad á la fecha de la misma. (R. D. S. 21 Mayo 
—Gac. 31 Agosto.) 
Pensiones ó, huérfanas de militares. —Para que se pueda 
hacer efectivo el derecho consignado en la ley de 16 de Abril 
de 1883, á favor de las viudas y huérfanas de los militares, sería 
preciso que la pensión reclamada estuviera vacante. (R. D. S. 10 
Febrero.-Gac. 5 Junio.) 
Pensiones. —La pretensión de que se abone en una clasifica-
ción como base de carrera civil, el tiempo que se estuvo hacien-
do estudio en un Colegio militar, cumplida la edad de 16 años, 
no puede admitirse, cuando habiendo dejado la carrera militar 
el interesado sin terminar sus estudios, perdió todo derecho y 
no debe, por tanto, considerarse aquel tiempo como base de su 
carrera civil, por cuanto en ésta el abono de años está sometido 
á las leyes y reglamentos especiales. (R. D. S 12 Febrero.-
Gac. 20 Mayo.) 
Idem â. huérfanos incapacitados. — Que sólo es apli-
cable lo dispuesto en el art. 62 del proyecto de ley de clases pa-
sivas de 1862 á los huérfanos menores que al cumplir los veinti-
dos años se hallasen incapacitados y hubiesen percibido con an-
terioridad la pensión vitalicia. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 10Se-
tiembre. ) 
Idem del Montepío. — Viudas y huérfanos de Rela-
tores de Audiencia. —Que son otorgables á las viudas y huér-
fanos de Relatores de Audiencia las pensiones del Montepío, 
porque la asimilación del empleo de Relator con el de Juez de 
primera instancia de término, tiene su origen en un Real decreto 
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orgánico de la carrera judicial, sin que aquélla pueda considerarse 
como una mera aptitud ó simple categoría; pues lejos de eso, 
significa la identificación completa de derechos en el funcionario 
asimilado, cuyo criterio tiene su confirmación en varias decisio-
nes contencioso•administrativas, y entre otras, la sentencia del 
Tribunal Supremo de 19 de Noviembre de 1874. (R. D. S. 15 
Setiembre.—Gac. 16 Octubre.) 
Via gubernativa.
—
Efectos de las Reales órdenes que 
causan estado. —Las Reales órdenes que causan estado y son 
declaratorias de derechos, no pueden dejarse sin efecto en la vía 
gubernativa, ni cabe contra ellas otro recurso que el contencio-
so-administrativo, á que pueden acudir, tanto los particulares 
que se sientan agraviados en sus derechos, como el Gobierno 
cuando aquéllas sean lesivas á los intereses públicos. (R. D. S. 
12 Julio.— Gac. 27 id.) 
CONTRATOS 
Causas de nulidad. —Cuando en una subasta de títulos de la 
Deuda, se padece el error en las proposiciones de tomar equivo-
cadamente los tipos por reales en vez de pesetas, se deben dar 
por no hechas las tales proposiciones, porque el error esencial en 
el consentimiento determina la nulidad del contrato. (R. D. S. 
12 Febrero. —Gac. 21 Mayo.) 
Diputaciones y Ayuntamientos. —Via gubernativa.—
Si bien los arts. 19 y 20 del Real decreto de 4 de Enero de 1883 
sobre contratos de las Diputaciones y Ayuntamientos para toda 
clase de servicios no autorizan el recurso de alzada ante el Mi-
nisterio contra los acuerdos de las Corporaciones en esta materia, 
tampoco prohiben ni limitan en modo alguno la alta inspección 
administrativa del poder central para corregir las infracciones 
notorias y evidentes de la ley; doctrina sentada por la Real or-
den de 16 de Octubre de 1879. (R. D. S. 25 Junio.—Gac. 2 Julio.) 
Subastas. — Devolución de depósitos provisionales.—
Via contenciosa.
—No cabe admitir que haya podido causar 
agravio á los derechos del rematante, la Real orden que desesti-
ma la pretención del mismo para que por equidad se le devuel-
van loe depósitos provisionales constituidos para optar á ciertas 
subastas, y cuya pérdida se acordó por no cumplir el contratista 




Capellanías no exceptuadas de la desamortización.—
Con arreglo al art. 3.° de la ley de 11 de Julio de 1856, que en 
parte reformó y en parte confirmó las disposiciones de la de 1.° 
de Mayo de 1855, para que dichos bienes no sean de los decla-
rados en estado de venta y estén, por consiguiente, exceptuados 
de la desamortización, es menester que la capellanía sea colati-
va, familiar ó de sangre. Además, la Administración es la única 
competente para declarar las excepciones de la desamortización, 
con arreglo á las leyes vigentes en la materia. (R. D. S. 8 Enero. 
—Gac. 21 Febrero.) 
Capellanías. —Via contenciosa. —Cuando el acuerdo contra 
el cual se presenta una demanda aparece tomado por la Direc-
ción general de Propiedades y Derechos del Estado, y es recla-
mable por el actor en la vía gubernativa, puesto que como reso-
lución en primera instancia se hallaba sujeto á la alzada para 
ante el superior jerárquico en la forma correspondiente, no pro-
cede la contenciosa. (R. 0. 6 Abril. —Gac. del 13.) 
Cuestiones de propiedad. —Via contenciosa. — Que falta 
la base del juicio que se intenta promover cuando los títulos en 
que se funda el interesado para combatir una R. O. tienen por 
objeto demostrar el derecho á la propiedad que en los bienes de 
que se trate supone le asiste, y sólo á los Tribunales de la juris-
dicción ordinaria corresponde apreciar y declarar la eficacia que 
puedan tener los indicados títulos, por ser de carácter puramen-
te civil. (R. 0. 2 Abril. —Gac. del 22.) 
Investigadores. —Via contenciosa. —Según se ha declara-
do varias veces, los Investigadores de bienes nacionales, que 
son agentes auxiliares de la Administración, carecen de perso-
nalidad para alzarse en vía contencioso-administrativa de las re-
soluciones de la Administración activa, desestimando sus de-
nuncias ó declarándolas improcedentes. (R. 0. 16 Julio.—Gace-
ta del 22.) 
Patronatos. —Adjudicación.—Al declarar los Tribunales 
de libre disposición los bienes de un patronato y al hacer la adju-
dicación procedente de los mismos, esta decisión comprende tan-
to á las fincas ó valores que representen el capital como á sus 
productos y rentas, por lo cual no hay razón para que dejen de 
entregarse á los interesados los títulos que se emitan en pago de 
los intereses vencidos, si bien debe hacerse por conducto del 
Juzgado. (R. D. S. 15 Setiembre.—Gac. 18 Octubre.) 
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Reclamaciones por desperfectos. —Salinas. — Términos. 
—En vista del corto plazo de quince días que señala el Real de-
creto de 10 de Julio de 1865 para que los compradores de bienes 
nacionales deduzcan sus reclamaciones por desperfectos en las 
fincas, no puede tener aplicación á los que son de tal naturaleza 
que es imposible conocerlos en ese corto plazo. El expresado Real 
decreto de 10 de Julio de 1865 fué expedido cuando la sal estaba 
estancada y, por consiguiente, las salinas del Estado no eran en-
tonces bienes sujetos á la desamortización, y no pudo, por lo 
tanto, el art. 7.° ser extensivo á las mismas, ni hacer excepción 
en cuanto al plazo de los quince días, atendida la naturaleza cíe 
los desperfectos esenciales que pueden advertirse mas tarde en 
esta clase de fincas. (R. D. S. 26 Mayo.—Gac. 6 Setiembre.) 
Ventas. —Cargas de las fincas vendidas. —Enajenada una 
finca por el Estado en concepto de libre de toda carga ó gra-
vamen, nace la obligación, por su parte, de indemnizar cualquie-
ra que pudiera resultar sobre la misma, constituida con anterio-
ridad á la enajenación. (R. D. S. 21 Mayo.—Gac. 3 Setiembre.) 
AGUAS. 
Carácter de los fallos de los Jueces de Aguas.--Según 
el art. 292 de la ley de 3 de Agosto de 1866 y el art. 245 de la 
ley de 13 de Junio de 1869, los fallos de los Jueces de Aguas son 
ejecutivos, es decir, firmes é irrevocables, como pasados en auto-
ridad de cosa juzgada; sin que quepa recurso alguno contra ellos; 
y por tanto, no pueden dejarlos sin efecto los mismos Jueces, y 
menos sin observar el procedimiento marcado de dicho art. 245, 
ni tampoco el Gobernador de la provincia. (R. D. S. 12 Julio. 
Gac. 23 Setiembre.) 
Revisión del titulo de concesión. —Via contenciosa.— 
No procede esta vía, sin embargo del art. 253 de la ley de aguas, 
cuando se trata de una R. O. que al disponer que sea revisado el 
título en virtud del cual disfruta un particular el uso de las aguas 
de un río con destino á determinado artefacto, no pudo causar 
agravio a los derechos del interesado legítimamente constituidos, 
puesto que ademas de que con dicha revisión los puede patenti-
zar, la revisión en sí no implica la pérdida del derecho. (Real or-
den 23 Diciembre 1886.—Gac. 10 Enero 1887.) 
Servidumbre de acueducto. —Via contenciosa. —A tenor 
de lo pzevenido en el art. 81 de la ley de aguas, cuando se trata 
de concesión de servidumbre, sólo pueden utilizar la vía conten- 
ciosa las personas â quien el gravamen afecte en su derecho, 
203 
doctrina corroborada por lo dispuesto en el párrafo tercero, ar-
tículo 253 de la expresada ley, según el cual, la vía contenciosa 
sólo procede contra las providencias en que se imponga á la pro-
piedad particular una servidumbre forzosa ó alguna limitación 
ó gravamen en los casos previstos por dicha ley. (R. 0.20 Enero. 
—Gac. del 29.) 
MINAS 
Concesiones. —Sustancias de la segunda sección.
—Se-
gún los arts. 7.° y 8.° de la ley de bases de 29 de. Diciembre 
de 1868, no puede hacerse concesión minera de sustancias com-
prendidas en la segunda sección, como lo es el fosfato calizo, 
cuando se hallan en terreno de dominio público; y si bien en 
otros artículos posteriores de las citadas bases se habla de con-
cesiones de sustancias de la segunda sección, no es menos cierto 
que al tenor del art. 8.°, cuando esas sustancias se hallen en te-
rrenos de dominio privado pueden ser objeto de concesiones, y á 
ellas se refieren los indicados artículos, y de ninguna manera al 
caso de que se encuentren en terrenos públicos. (R. D. S. 18 
Junio.—Gac. 14 Setiembre.) 
Expropiación de terrenos. —Via contenciosa. —La Real 
orden por la cual se declara de utilidad pública la expropiación 
de los terrenos necesarios para alumbrar ciertas aguas hasta sa-
carlas á la.superficie, no es susceptible de revisión en vía con-
tenciosa á tenor de lo prescrito en el art. 27 del Decreto ley 
de 29 de Diciembre de 1868; porque la adopción del referido 
acuerdo es propia de las facultades especialmente atribuidas al 
Gobierno para por sí apreciar las ventajas de la explotación y 
la necesidad de que el suelo sea ocupado por el minero. (R. 0. 19 
Febrero.—Gac. 8 Marzo.) 
MONTES. 
Aprovechamiento.—Via contenciosa.—La R. 0. que au-
toriza los aprovechamientos de una finca que está en litigio, 
disponiendo que ingresen en la Caja de Depósitos los productos 
á disposición del que resulte legitimo dueño, no es susceptible 
de revisión en vía contencioso administrativa, porque no decide 
acerca de los derechos que puedan resultar en oposición, sino 
que únicamente atiende á la conservación de la finca en litigio, 
reservando los productos para su legítimo dueño. (R. 0. 24 Oc-
tubre. —Gac. del 29.) 
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OBRAS PÚBLICAS. 
Contratas.—Abonos de perjuicios,—De conformidad á lo 
dispuesto en el art. 2.° del Reglamento de 17 de Junio de 1868, 
para que proceda el abono de los daños á un contratista es pre-
ciso que el importe de éstos sea superior al de la parte de gastos 
imprevistos correspondientes á la cantidad de obra que falte 
ejecutar. (R. D. S. 8 Enero.—Gac. 2 Marzo.) 
PROCEDIMIENTO. 
Via contenciosa. — Cuando el demandante no determina 
cuál sea el derecho perfecto constituido en su favor que haya 
podido ser lesionado por una R. O. contra la cual se dirige, falta 
la base para autorizar el juicio que se intenta. (Sentencia de 23 
Diciembre 1886.—Gac. 14 Enero.) 
Idem.—Las Reales órdenes definitivas declaratorias de dere-
chos que causan estado, sólo son revisables en vía contenciosa en 
el plazo que establece el Real decreto de 20 de Junio de 1858. 
(Real decreto sentencia 8 Enero.—Gac. 9 Marzo.) 
Idem. — E1 Real decreto sentencia que absuelve á la Admi-
nistración de la demanda y confirma la Real orden impugnada, 
provee sobre todos los capítulos de aquélla.—No puede ser ob-
jeto de fallo la pretensión deducida en el escrito de ampliación 
de la demanda, referente á una cuestión distinta de la resuelta 
en la Real orden impugnada, única respecto de la cual se ha de-
clarado procedente la vía contenciosa; y la Sala obra conforme 
A derecho absteniéndose de hacer pronunciamientos en cuanto á 
esa nueva cuestión, sin que por esto se entienda que deja de pro-
veer sobre todos los capítulos de la demanda referentes á la Real 
orden que la ha motivado. (R. D. S. 12 Enero.—Gac. 14 Marzo.) 
Idem. 
—No tiene carácter de acuerdo definitivo que cause 
estado la Real orden que suspende los efectos de una resolución 
anterior mientras se da instrucción al expediente en los extre-
mos á que se refiere. (R. O. 17 Enero.—Gac. 6 Febrero.) 
Idem. — La Real orden que se limita á declarar la nulidad de 
las actuaciones de un expediente gubernativo, no causa estado ni 
ofende los derechos del interesado; faltando, por tanto, la base 
sobre la cual pudiera fundarse el juicio. (R. O. 2 Abril.—Ga-
ceta del 21.) 
Idem. —Según está ya declarado, para que proceda la revi- 
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sión en vía contenciosa de las resoluciones de la Administración 
activa, es indispensable que se alegue por el que las promueva 
la preexistencia en su favor de un derecho que las expresadas 
resoluciones hayan podido lastimar. (R. 0. 7 Abril.—Gaceta 
del 18.) 
Idem. —Excep clones dilatorias. —La excepción dilatoria de 
la falta de personalidad marcada en el art. 33 del reglamento 
de 1.° de Octubre de 1845 se refiere exclusivamente, ya á las 
cualidades necesarias para comparecer en juicio, ya al carácter ó 
representación con que se reclame. (R. D. S. 11 Mayo.—Gaceta 
del 17.) 
Idem.—Sea cualquiera el derecho que una Sociedad suponga 
agraviado indirectamente por lo resuelto en una Real orden, 
cuando resulta que no intervino en el expediente gubernativo en 
que recayd la resolución y que ésta no decide sobre los derechos 
de la indicada Sociedad, carece la misma de personalidad para 
recurrir en vía contencioso administrativa. (R. 0. 10 Junio.-
Gac. del 27.) 
Idem. —Pasado el término de treinta días que fija el art. 93 de 
la ley 25 de Setiembre de 1863, las demandas no pueden ser ad-
mitidas ni aun á pretexto de que se intentó dentro de él nueva 
reclamación, en la vía gubernativa, ó de que se acudid con error 
á los Tribunales ordinarios, porque cuanto se actuase en dicha 
vía de la Administración activa ó para ante los Tribunales or-
dinarios, sobre ser nulo, como hecho sin competencia, no basta á 
interrumpir la prescripción, ni sirve para entender prorrogada 
una jurisdicción que por la ley es improrrogable. (R. 0. 17 Ju-
nio.—Gac. del 24.) 
Idem.—La Real orden por la cual se manda que el Goberna-
dor de una provincia proceda á activar la ejecución de un Real 
decreto sentencia y dispone que continúe instruyendo el expe-
diente con dicho fin, no es suspceptible de revisión en vía con-
tenciosa, puesto que no contiene resolución de carácter final que 
pueda suponerse agravie derechos en contrario preexistentes. 
(R. 0. 21 Junio.—Gac. 22 Julio.) 
Idem.—La jurisprudencia del Consejo de Estado, de confor-
midad con el espíritu del art. 269 del reglamento de lo Conten-
cioso y con el principio de que las excepciones confirman las re-
glas generales, ha establecido, entre otros, en los Reales decre-
tos sentencias de 24 de Marzo de 1866 y 5 y 15 de Abril de 1867, 
dictados en recursos de revisión, la doctrina de que en los tér- 
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minos.que se cuentan por meses, no sólo no deben excluirse los 
días festivos, sino que se computan los meses de vacaciones. 
(R. D. S. 13 Julio.—Gac. 26 Setiembre.) 
Via gubernativa.—Las Reales órdenes declaratorias de de-
recho causan estado y sólo son revisables en la via contencioso-
administrativa. (R. D. S. 8 Enero.—Gac. 10 Marzo.) 
Idem.—A las apelaciones que se deducen para ante el Gobier-
no no se deben unir más documentos que los que hayan tenido á 
la vista las Autoridades ó Corporaciones que han dictado la pro-
videncia recurrida. (Real orden 14 Marzo.—Gac. del 18.) 
Idem.—Es incontrovertible la doctrina de que no son reforma-
bles por los Gobernadores las providencias que dicten recono-
ciendo el derecho á resolviendo cuestiones de interés privado. 
(R. D. S. 11 Mayo.—Gac. del 17.) 
Idem. — Los trámites que fijan y plazos que conceden las leyes 
administrativas son de rigurosa observancia, por lo cual los in-
teresados que no ajustan á los mismos sus reclamaciones pier-
den su derecho y no, pueden hacerlo prevalecer en via guberna-
tiva, ni por consiguiente en la contenciosa. (R. D. S. 21 Mayo. 
—Gac. 27 Agosto.) 
Idem. —Las Reales órdenes definitivas y declaratorias de dere-
cho causan estado, y sólo son revocables en vía contencioso-
administrativa con arreglo al art. 1.° del Real decreto de 21 de 
Mayo de 1853 y 14 del Real decreto de 20 de Junio de 1858.—
No habiendo sido objeto de discusión ni de resolución en la via 
gubernativa la indemnización de perjuicios solicitada por el de-
mandante, tampoco puede tratarse en la contenciosa, ni menos 
accederse á ello, aunque el Fiscal se allane incondicionalmente 
á la demanda. (R. D. S. 25 Junio.—Gac. 2 Julio.) 
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